
CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Civil Federal, a cargo de la diputada
Julieta Fernández Márquez, del Grupo Parlamentario del
PRI

La suscrita, diputada federal Julieta Fernández Márquez,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la Cámara de los Diputados de la LXIII Legis-
latura del Congreso de la Unión, en ejercicio de las facul-
tades que me confieren los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta al pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Civil Federal, al tenor de lo siguiente:

Exposición de Motivos

La construcción de soluciones que mejoren la justicia co-
tidiana, exige unificar en todo el país la legislación civil
y familiar y unificar los procesos, para evitar la dispari-
dad de derechos y avanzar en hacer que prevalezcan la
observancia y el respeto de los derechos de las niñas, ni-
ños y adolescentes.

Lo anterior requiere la actualización y armonización del
marco legal nacional bajo el principio del Interés Superior
del Niño, requiriendo a quienes sean sus responsables cum-
plir sus deberes parentales e inculcarles valores que les per-
mitan una inclusión exitosa en la vida social, convivencial
y productiva.

Y si bien es cierto, que el Artículo 73 Constitucional no fa-
culta al Congreso de la Unión para legislar en materia fa-
miliar, por un lado, ésta es materia de Derechos Humanos
contenida además en instrumentos internacionales de los
que nuestro país es Estado Parte, y la reforma constitucio-
nal de 2011 en esta sentido establece que:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como

de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y
bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y con los
tratados internacionales de la materia favoreciendo en
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.

…

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.”

Por otro lado, si bien la legislación civil y familiar sustan-
tiva y adjetiva compete a las autoridades legislativas de ca-
da Estado de la República y de la Ciudad de México, y que
el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece las bases de nuestra Repúbli-
ca representativa, democrática y federal; también es cierto
que sus recientes reformas y adiciones constitucionales a
los numerales 16, 17 y 73 en materia de Justicia Cotidiana
establecen las correspondientes bases competenciales de
tal sistema legislativo nacional en materia familiar. 

La entrada en vigor de la Convención sobre los Derechos
del Niño, ratificada por México el 21 de septiembre de
1990, implicó un cambio de paradigma respecto a la doc-
trina que prevaleció hasta entonces, que consideraba a las
personas menores de edad como incapaces, inmaduras, ob-
jeto de protección más que sujetos de derecho; una visión
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paternalista del Estado de aquellos que se encuentren en si-
tuación de mayor vulnerabilidad —como los infractores,
en situación de calle, víctimas de abusos o maltrato, niños
de la cárcel…—, a efecto de “tutelar” sus derechos en un
sistema asistencialista ajeno a sus familias o entornos pri-
marios, bajo una normatividad que por un lado no garanti-
zaba sus derechos fundamentales.

La protección integral se sustenta en cuatro bases: la per-
sona menor de 18 años como sujeto pleno de derechos; el
Interés Superior del Niño; la prioridad absoluta y la corres-
ponsabilidad del Estado, familias y sociedad en la protec-
ción integral de la infancia y la adolescencia. La promul-
gación de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes de 2014, significó un paso significativo en
la adopción de medidas legislativas e impulso de políticas
indispensables para hacer efectivo el principio del Interés
Superior del Niño y los derechos que conlleva, en la medi-
da en que responde al cumplimiento de las obligaciones
asumidas en instrumentos internacionales, representa la ba-
se de protección integral, pero también debe significar que
se vean cumplidos, a través de acciones concretas por to-
dos los involucrados en un Estado. 

Por mandato de la propia Convención, el Comité de los
Derechos del Niño es el encargado de examinar los pro-
gresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones
contraídas por los Estados Partes; dicho Comité ha emitido
una serie de Observaciones como resultado de los cinco in-
formes presentados por nuestro país, mediante los cuales
ha dado cuenta de los avances.

Desde el primer informe han prevalecido como temas de
preocupación las desigualdades sociales y económicas y la
violencia, social e intrafamiliar. En las conclusiones de las
Observaciones finales sobre los informes periódicos cuar-
to y quinto consolidados de México, se destaca:

• La ratificación de la Convención Internacional para la
Protección de Todas las Personas contra las Desapari-
ciones Forzadas, en 2008;

• La ratificación de la Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facul-
tativo, en 2007;

• La Estrategia Nacional para la Prevención del Emba-
razo Adolescente, en 2015;

• El Programa Nacional de Derechos Humanos 2014-
2018;

• El Programa Nacional para el Desarrollo y la Inclusión
de Personas con Discapacidad 2014-2018;

• El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018.

Estas medidas muestran el esfuerzo del Estado mexicano
por dar cumplimiento y efectividad a la Convención, y es
precisamente este el tema que resalta el Comité al reco-
mendar que se garantice la aplicación de la LGDNNA a ni-
vel federal, estatal y municipal, buscando su armonización,
en consulta con la sociedad civil, para lo que ha señalado
que:

“7. Aunque el Comité acoge la adopción de la Ley Ge-
neral por los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
(LGDNNA), le preocupa su implementación efectiva y
a tiempo en los niveles federal, estatal y municipal. El
Comité está particularmente preocupado …, debido a
que diversas leyes federales relacionadas con los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes aún no han sido ar-
monizadas con ésta y porque muchas entidades federa-
tivas todavía no han adoptado la legislación sobre niñas,
niños y adolescentes en los términos requeridos por la
LGDNNA.”

“8. El Comité recomienda al Estado parte que garantice
la aplicación efectiva de la LGDNNA a nivel federal,
estatal y municipal, incluso mediante:

(a) Aprobación de la adecuación normativa necesaria
para la implementación de la LGDNNA en consulta con
la sociedad civil y con niñas y niños;

(b) Garantizando que todos los estados aprueben la le-
gislación en materia de derechos de infancia requerida,
en concordancia con la LGDNNA;

(c) Asegurando que todas la leyes federales y estatales
estén armonizadas con los contenidos de la Convención
y con la LGDNNA. “

Después de casi tres años de la entrada en vigor de la
LGDNNA y dos de su Reglamento, la legislación en mate-
ria de los derechos de la infancia y la adolescencia, no ha
sido armonizada con este cuerpo legal, como es el caso del
Código Civil Federal —promulgado en 1928 y entró en vi-



gor en 1932—, que contempla disposiciones discriminato-
rias que vulneran los derechos de los niños, niñas y ado-
lescentes, como las relativas a las actas de nacimiento con
referencias despectivas y estigmatizantes (artículos 62 y
64), o el concepto “Patria Potestad”, que implica un poder
omnímodo de los padres sobre los hijos, (Título Octavo,
Capítulo I); o respecto a la edad mínima para contraer ma-
trimonio (artículos 148 y 149), es necesario modificar al-
gunos artículos del Título Noveno, “De la Tutela”, ya que
desaparecería la figura de la emancipación por razón de
matrimonio, al considerar que ya no se autorizará el matri-
monio de menores de dieciocho años.

Dado que el derecho humano al nombre -al que se refiere
el artículo 29 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos- es un elemento determinante de la
identidad de una persona en sus relaciones sociales y ante
el Estado, se requiere adecuar los artículos del Título Cuar-
to, “Del Registro Civil”, a la reforma del artículo 4° cons-
titucional de junio de 2014, para establecer que toda perso-
na tiene derecho a la identidad y a ser registrado
inmediatamente de su nacimiento, expidiéndose gratuita-
mente la primera copia certificada del acta, así como con
respecto a las disposiciones del Reglamento de la Ley Ge-
neral de Salud en materia de Prestación de Servicios de
Atención Médica, en relación a la expedición del certifica-
do de nacimiento; 

Asimismo, se requiere armonizar la legislación sustantiva,
tanto con la inclusión del Título IV Bis, “De La Familia”,
en singular porque tal es el término utilizado en el citado
ordenamiento, sin que obste para incluir a las diversas for-
mas de organización familiar; como con la necesidad de
agregar un Título VIII Bis “De la Guarda y Custodia”, a
efecto de sistematizar sus principios y régimen, los cuales
están dispersos en las diversas instituciones familiares y, a
la vez, precisar conceptos sobre concubinato, violencia fa-
miliar y alienación parental, de vital importancia porque
existen tesis emitidas por los Tribunales Colegiados de Cir-
cuito que establecen que el menor tiene derecho a convivir
con ambos padres para su sano y equilibrado desarrollo fí-
sico y emocional, privilegiando su bienestar, como se des-
prende de la tesis aislada II.2o.C.17 C (10a.) en materia
constitucional, registro 2015415, de la Décima Época, de
Tribunales Colegiados de Circuito, publicada el viernes 27
de octubre de 2017 10:37 h, que señala:

“Síndrome de alienación parental” en materia fami-
liar. Su tratamiento y ponderación judicial deben en-

focarse sobre los parámetros de protección del inte-
rés superior del menor y de equidad de género.

El Síndrome de Alienación Parental fue creado en
1985 por Richard Gardner y en 1987 publicó, en su
editorial Creative Therapeutics, el libro “El Síndrome
de Alienación Parental y la Diferencia entre Abuso
Sexual Infantil Fabricado y Genuino”; en el cual sos-
tiene que ese síndrome fue construido a partir del es-
tudio de una gran cantidad de casos clínicos; sin em-
bargo, jamás lo documentó ni acreditó algún estudio o
programa que respondiera a algún protocolo determi-
nado que sustentara las conclusiones, lo que motivó
que el citado síndrome no esté reconocido ni avalado
por las asociaciones médicas y psicológicas interna-
cionales, ni en los ámbitos académicos y universita-
rios. De acuerdo con lo anterior, el “Síndrome de
Alienación Parental” parte de la perspectiva de la pro-
tección del progenitor “víctima” y castiga o sanciona
al “alienador”, con medidas que tienden a la “repro-
gramación” o “desprogramación” del menor, a fin de
privilegiar el derecho del padre “víctima”. Como con-
secuencia, en la materia familiar la alienación paren-
tal partió de la premisa equivocada de que, ante la ma-
nipulación ejercida por un padre, se sancione al otro
padre, privándole de la posibilidad de tener la guarda
y custodia o de convivir con el menor de edad, sosla-
yando que él es afectado con el dictado de la medida,
ya que la providencia que se dicte es para que el ma-
nipulador cese en sus actitudes o conductas y para que
el menor readquiera la conciencia de que necesita la
presencia de su otro progenitor, restableciendo víncu-
los afectivos y emocionales, para que así pueda tener
un sano y equilibrado desarrollo en todas sus facetas.
Por ello, es posible concluir que si el “Síndrome de
Alienación Parental” no tiene todo sustento científico,
aun cuando ha sido retomado por otros autores, torna
un concepto que no es idóneo para tomar decisiones
en materia de justicia familiar, máxime que su utiliza-
ción sólo se da en sede judicial, porque no conduce a
tratamientos clínicos en materia de psiquiatría o psi-
cología, precisamente, por no estar reconocido como
un padecimiento. En consecuencia, la manipulación
parental sí existe y produce efectos negativos en la
psique del menor que es objeto de dicha manipula-
ción, por lo que el tratamiento y ponderación judicial
deben enfocarse sobre los parámetros de protección
del interés superior del menor y de equidad de género,
esto es, el solo hecho de que exista la manipulación,
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no conduce a decretar la separación del menor del
progenitor que la ejerce, sino a ordenar el tratamiento
psicológico o psiquiátrico, según corresponda, al pa-
dre que manipula y al menor que es objeto de esa ma-
nipulación, pero dado a que la consecuencia, que es el
rechazo del menor a ver o convivir con el padre o la
madre con la que no vive, puede tener distinta etiolo-
gía, como la manipulación o la existencia real de mal-
trato o abuso físico o emocional, por lo que los dictá-
menes periciales deben encausarse para profundizar y
detectar las causas reales del rechazo del infante, pero
siempre partiendo de la premisa de que la regla gene-
ral es de que tiene derecho a convivir con ambos pa-
dres para su sano y equilibrado desarrollo físico y
emocional, y que la asignación de guarda y custodia y
régimen de convivencia debe obedecer al único pará-
metro de la idoneidad, capacidad y conveniencia, pri-
vilegiando en todo momento su bienestar lo que, a su
vez, lleva a que no se puedan desacreditar sus afirma-
ciones en el sentido de que rechace ver o convivir con
su padre o madre por razones de abuso o maltrato,
sustentándose en la única razón de que existe “Sín-
drome de Alienación Parental”, sino que lo conducen-
te es que la autoridad judicial, en su caso, ordene la
ampliación de los estudios periciales para que deter-
minen las verdaderas causas de ese rechazo.”

De lo anterior se sigue que se deben tomar medidas provi-
sionales y sanciones tendientes al cumplimiento del Interés
Superior del Niño, en lo atinente a su guarda y custodia, y
al régimen de convivencias y visitas (decía vistas) que sea
otorgado a los miembros separados, incluyéndose el tema
de capacitación parental.

Respecto a las disposiciones discriminatorias y despecti-
vas, la presente Iniciativa se propone armonizar la legisla-
ción, reformando las disposiciones en el Título IV Del Re-
gistro Civil -de conformidad con el principio de igualdad y
no discriminación, ya que cualquier tratamiento que resul-
te discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de
los derechos reconocidos en la Constitución Federal es, per
se, incompatible con ésta.

En lo relativo a las actas de nacimiento y el derecho a la
identidad de la persona, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha establecido que el nombre es uno de los dere-
chos que son necesarios para que los individuos desarrollen
integralmente su personalidad en la Tesis de Jurisprudencia
VI.3o.A. J/4 (10a.) de Agosto de 2013, que señala:

“Derecho a la dignidad humana. Es connatural a las
personas físicas y no a las morales.

Del proceso legislativo que culminó con la reforma al
artículo 1o., de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 10 de junio de 2011, se advierte que la in-
tención del Constituyente Permanente de sustituir en su
primer párrafo la voz “individuo” por “personas”, es la
de utilizar una expresión que no se refiera a un género
en particular y abarcar “a todo ser humano titular de
iguales derechos y deberes emanados de su común dig-
nidad y en los casos en que ello sea aplicable debe am-
pliarse a las personas jurídicas.”. Ello evidencia que, por
regla general, las personas morales -previstas en el ar-
tículo 25 del Código Civil Federal- son titulares de los
derechos humanos reconocidos en la propia Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Esta-
do Mexicano sea parte, así como de las garantías para su
protección, sin embargo, por su condición de entes abs-
tractos y ficción jurídica, no pueden gozar de ciertos de-
rechos privativos del ser humano, como ocurre con la
dignidad humana, que es connatural a toda persona físi-
ca. Esto, ya que dicho concepto tutela el derecho a ser
reconocido y a vivir en y con la dignidad de la persona
humana, y del cual se desprenden todos los demás dere-
chos, necesarios para que los individuos desarrollen in-
tegralmente su personalidad, dentro de los que se en-
cuentran, entre otros, los relativos a: la vida, la
integridad física y psíquica, al honor, a la privacidad, al
nombre, a la propia imagen, al libre desarrollo de la
personalidad, al estado civil y el propio derecho a la dig-
nidad personal.

Nota: Por ejecutoria del 14 de julio de 2015, el Pleno
en Materia Administrativa del Sexto Circuito declaró
inexistente la contradicción de tesis 3/2013, derivada
de la denuncia de la que fue objeto el criterio conteni-
do en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes
los criterios materia de la denuncia respectiva, por el
contrario, el mismo Pleno en Materia Administrativa
del Sexto Circuito declaró sin materia la contradicción
de tesis 3/2013 derivada de la denuncia de la que fue
objeto el criterio contenido en esta tesis, al existir la
jurisprudencia P./J. 1/2015 que resuelve el mismo pro-
blema jurídico.”

De conformidad con el reconocimiento, respeto y efica-
cia de los derechos humanos de los integrantes de la fa-



milia a que está avocada la presente iniciativa, es opor-
tuno señalar que, en 2012, el Consejo de Derechos Hu-
manos de la Organización de las Naciones Unidas, adop-
tó la resolución 21/23 referente a los derechos humanos
de las personas mayores que exhorta a los Estados a ga-
rantizar el disfrute pleno y equitativo de sus derechos, a
adoptar medidas para luchar contra la discriminación por
edad, la negligencia, el abuso y la violencia, y para abor-
dar las cuestiones relacionadas con la integración social
y la asistencia sanitaria adecuada. 

En esta resolución se acogen las iniciativas regionales y su-
bregionales destinadas a promover y proteger estos dere-
chos, incluso por medio del desarrollo de pautas normati-
vas, y pidió a la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos organizara
una consulta sobre la promoción y la protección de los de-
rechos de las personas de edad. En enero de 2012, en este
proceso, se recibieron informes de 37 Estados, entre ellos
México en que los temas fueron: a) los principales obstá-
culos para el pleno disfrute de los derechos humanos de las
personas mayores, b) la discriminación por motivo de edad
y edadismo, c) la violencia, el maltrato y el abandono que
sufren las personas de edad. Las conclusiones del informe,
presentado en el 24° período de sesiones del Consejo de
Derechos Humanos celebrado del 9 al 27 de septiembre de
2013, destacan que “…a pesar de que la mayoría de los ins-
trumentos internacionales de derechos humanos son apli-
cables a todos los grupos de edad, incluidas las personas
mayores, ni en la redacción de los instrumentos de dere-
chos humanos existentes ni en la práctica de los órganos y
los mecanismos de derechos humanos se ha prestado la su-
ficiente atención a una serie de cuestiones de derechos hu-
manos que son particularmente importantes para las perso-
nas mayores. Estas incluyen, entre otras, la discriminación
por motivo de edad, el acceso de las personas mayores al
trabajo, los servicios de salud y la protección social ade-
cuados, la protección contra el maltrato, la violencia y el
abandono y los cuidados asistenciales a largo plazo”.

En lo tocante al lacerante problema de la violencia familiar,
es inconcuso que los poderes de la Unión, así como legis-
laturas y demás autoridades estatales y locales encargadas
de la protección del menor, deben cumplir las obligaciones
establecidas en la Convención sobre los Derechos de los
Niños y nuestra Carta Magna, puesto que las omisiones en
que incurran como no aprobar o revisar disposiciones le-
gislativas o de otro tipo, no aplicar adecuadamente las le-
yes y otros reglamentos y no contar con suficientes recur-

sos y capacidades materiales, técnicos y humanos para de-
tectar, prevenir y combatir la violencia contra los niños,
constituye per se violencia hacia el menor. También se in-
curre en esas omisiones cuando las medidas y programas
existentes no disponen de suficientes medios para valorar,
supervisar y evaluar los progresos y las deficiencias de las
actividades destinadas a poner fin a la violencia contra los
niños. Además, los profesionales pueden vulnerar el dere-
cho del niño a no ser objeto de violencia en el marco de de-
terminadas actuaciones, por ejemplo cuando ejercen sus
responsabilidades sin tener en cuenta el interés superior, las
opiniones o los objetivos de desarrollo del niño. 

Por ello, el apartado de Violencia Familiar contenido en la
presente iniciativa es extenso, tanto en su definición gene-
ral como en cada uno de los conceptos que se precisan en
la clasificación, acorde stricto sensu al artículo 19 de la
Convención sobre los Derechos del Niño, estableciendo la
obligación del Ejecutivo de asegurar su aplicación en el
ámbito nacional, formulando una amplia política en mate-
ria de derechos del niño y estableciendo la prohibición ab-
soluta de toda forma de violencia contra ellos en todos los
contextos, así como sanciones efectivas y apropiadas con-
tra los culpables en la legislación penal. 

La reforma propuesta como responsabilidad parental, obe-
dece a que es momento de abandonar la concepción de Pa-
tria Potestad como poder omnímodo del padre sobre los hi-
jos, ya que tal prerrogativa tiene la función -que deben
ejercer ambos progenitores en beneficio de sus hijos- de
protegerlos, educarlos y darles una formación integral.
Nuestro más Alto Tribunal se ha pronunciado al respecto
en tesis jurisprudencial 1a./J. 42/2015 (10a.), de Junio de
2015, de la siguiente manera:

Patria potestad. Su configuración como una institu-
ción establecida en beneficio de los hijos.

La configuración actual de las relaciones paterno-filia-
les ha sido fruto de una importante evolución jurídica.
Con la inclusión en nuestra Constitución del interés su-
perior del menor, los órganos judiciales deben abando-
nar la vieja concepción de la patria potestad como poder
omnímodo del padre sobre los hijos. Hoy en día, la pa-
tria potestad no se configura como un derecho del padre,
sino como una función que se le encomienda a los pa-
dres en beneficio de los hijos y que está dirigida a la
protección, educación y formación integral de estos úl-
timos, cuyo interés es siempre prevalente en la relación
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paterno-filial, acentuándose asimismo la vigilancia de
los poderes públicos en el ejercicio de dicha institución
en consideración prioritaria del interés del menor. Es
por ello que abordar en nuestros días el estudio jurídico
de las relaciones paterno-filiales y en particular de la pa-
tria potestad, requiere que los órganos jurisdiccionales
partan de dos ideas fundamentales, como son la protec-
ción del hijo menor y su plena subjetividad jurídica. En
efecto, por un lado, el menor de edad está necesitado de
especial protección habida cuenta el estado de desarro-
llo y formación en el que se encuentra inmerso durante
esta etapa vital. La protección integral del menor cons-
tituye un mandato constitucional que se impone a los
padres y a los poderes públicos. Al mismo tiempo, no es
posible dejar de considerar que el menor es persona y,
como tal, titular de derechos, estando dotado además de
una capacidad progresiva para ejercerlos en función de
su nivel de madurez.”

En lo que hace a la guarda y custodia los procreados, tanto
en el matrimonio como en el concubinato de sus progeni-
tores y parejas unidas temporalmente, el otorgamiento de
su guarda y custodia compartida sólo debe requerir para ser
establecida que no perjudique el interés superior del menor.
El requisito de que la guarda y custodia deba ser solicitada
por ambos progenitores en mutuo acuerdo, resulta ser un
problema cuando solo es solicitada por uno solo, además
que la misma es tratada como algo excepcional, y custodia
debe concederse cuando sea la única forma de proteger el
interés superior del menor, e incluye a las progenitoras en
situación de reclusión. 

La iniciativa busca precisar la determinación del juez sobre
la guarda y custodia de los menores en todos los casos, es-
pecialmente las derivadas del concubinato y de la violencia
familiar, y armonizarlas. Además, aun cuando no existe un
listado de criterios que habrá de valorar el juez para acor-
darla, existen medidas preventivas -de conformidad con las
legislaciones adjetivas- que el órgano jurisdiccional podrá
decretar para definir qué aspectos deberá tener en cuenta
para decantarse por un determinado régimen de custodia,
como atender las opiniones de los menores, recabar infor-
mes del Ministerio Público, valorar alegaciones y pruebas
de exámenes psicológicos, la relación entre los progenito-
res y sus hijos, entre otros. 

La guarda y custodia compartida ha ido ganando fuerza en
los últimos años, en razón que la mujer trabaja y esta cir-
cunstancia permite a ambos progenitores inmiscuirse en la

formación de los hijos. Para algunos, es la solución más
justa para los dos, otros sin embargo; consideran que gene-
ra inestabilidad y conflictos en la vida de los niños. 

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación resolvió que, para el otorgamiento de la
guarda y custodia de un menor, no existe en nuestro orden
jurídico una presunción de idoneidad absoluta que juegue
a favor de alguno de los progenitores pues, en principio,
tanto el padre como la madre están igualmente capacitados
para atender de modo conveniente a los hijos, y agrega que
la tutela del interés preferente de los hijos exige -siempre y
en cualquier caso- que se otorgue la guarda y custodia en
aquella forma (exclusiva o compartida, a favor del padre o
de la madre) que se revele como la más benéfica para el
menor. En este sentido,  nuestro máximo Tribunal ha esta-
blecido en Tesis Jurisprudencial 1a./J. 53/2014 (10a.) de
Junio de 2014, que la decisión judicial relativa al otorga-
miento de la guarda y custodia de los menores de edad, de-
berá atender a aquel escenario que le resulte más benéfico:

“Guarda y custodia de los menores de edad. La deci-
sión judicial relativa a su otorgamiento deberá aten-
der a aquel escenario que resulte más benéfico para
el menor [interpretación del artículo 4.228, fracción
II, inciso a), del Código Civil del Estado de México].

Como ya lo ha establecido esta Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, no existe en nuestro or-
denamiento jurídico una suerte de presunción de idonei-
dad absoluta que juegue a favor de alguno de los
progenitores pues, en principio, tanto el padre como la
madre están igualmente capacitados para atender de mo-
do conveniente a los hijos. Así las cosas, el intérprete, al
momento de aplicar el inciso a), de la fracción II, del ar-
tículo 4.228 del Código Civil del Estado de México, que
dispone que si no se llega a ningún acuerdo respecto a la
guarda y custodia, “los menores de diez años quedarán al
cuidado de la madre, salvo que sea perjudicial para el me-
nor”, deberá atender, en todo momento, al interés supe-
rior del menor. Lo anterior significa que la decisión judi-
cial al respecto no sólo deberá atender a aquel escenario
que resulte menos perjudicial para el menor, sino, por el
contrario, deberá buscar una solución estable, justa y
equitativa que resulte lo más benéfica para éste. La difi-
cultad estriba en determinar y delimitar el contenido del
interés superior del menor, ya que no puede ser estableci-
do con carácter general y de forma abstracta; la dinámica
de las relaciones familiares es extraordinariamente com-



pleja y variada y es dicha dinámica, así como las conse-
cuencias y efectos que la ruptura haya ocasionado en los
integrantes de la familia, la que determinará cuál es el sis-
tema de custodia más beneficioso para los menores. Así
las cosas, el juez habrá de valorar las especiales circuns-
tancias que concurran en cada progenitor y determinar
cuál es el ambiente más propicio para el desarrollo inte-
gral de la personalidad del menor, lo cual se puede dar
con ambos progenitores o con uno solo de ellos, ya sea la
madre o el padre. En conclusión, la tutela del interés pre-
ferente de los hijos exige, siempre y en cualquier caso,
que se otorgue la guarda y custodia en aquella forma (ex-
clusiva o compartida, a favor del padre o de la madre),
que se revele como la más benéfica para el menor.”

Por otro lado, el menor necesita tanto de su madre como de
su padre, y por ello, ambos deben participar en el proceso de
maduración de sus hijos. Por tanto, al momento de decidir la
forma de atribución de la guarda y custodia de los hijos, a los
progenitores, se debe tener en cuenta que la responsabilidad
parental incumbe a ambos y su cumplimiento es compartido;
de ahí que el criterio proteccionista del menor exige la im-
plementación de las medidas judiciales que deban emplearse,
en relación con el óptimo cuidado y educación de los hijos. 

Ahora bien, en cuanto a la preferencia legislativa que ha
recibido la madre en el momento de la atribución de la
guarda y custodia de un menor, no debe implicar que la
mujer resulte, per se, la persona más preparada para tal
tarea. Es innegable que en los primeros meses y años de
vida, las previsiones de la naturaleza conllevan una iden-
tificación total del hijo con la madre, tanto en las necesi-
dades biológicas del menor, como en el protagonismo de
las madres en la conformación de la personalidad de sus
hijos durante la primera etapa de su vida. Sin embargo,
pasado cierto periodo de tiempo, se opera un progresivo
proceso de individuación del niño a través de la necesa-
ria presencia de ambos progenitores; por lo que se reite-
ra en las reformas propuestas la guarda y custodia com-
partida, que se apoya en lo resuelto en la Tesis de
jurisprudencia 52/2014 (10a.), aprobada por la Primera
Sala del más Alto Tribunal del país:

“Guarda y custodia de los menores de edad. El ar-
tículo 4.228, fracción II, inciso a), del Código Civil
del Estado De México, interpretado a la luz del inte-
rés superior de los menores y del principio de igual-
dad previstos en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, es constitucional.

El artículo 4.228 del Código Civil del Estado de Méxi-
co, establece que: “Cuando sólo uno de los que ejercen
la patria potestad deba hacerse cargo provisional o defi-
nitivamente de la guarda y custodia de un menor, se
aplicarán las siguientes disposiciones: I. Los que ejerzan
la patria potestad convendrán quién de ellos se hará car-
go de la guarda y custodia del menor. II. Si no llegan a
ningún acuerdo: a) Los menores de diez años quedarán
al cuidado de la madre, salvo que sea perjudicial para el
menor.”. A juicio de la Primera Sala de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, esta porción normativa re-
sulta constitucional, siempre y cuando se interprete a la
luz del interés superior de los menores y del principio de
igualdad. En primer término, es necesario señalar que al
momento de decidir la forma de atribución a los proge-
nitores de la guarda y custodia, hay que tener en cuenta
que la regulación de cuantos deberes y facultades confi-
guran la patria potestad, siempre está pensada y orienta-
da en beneficio de los hijos, finalidad que es común pa-
ra el conjunto de las relaciones paterno-filiales y, cabría
agregar, este criterio proteccionista debe reflejarse tam-
bién en las medidas judiciales que han de adoptarse en
relación con el cuidado y educación de los hijos. En es-
ta lógica, el legislador puede optar por otorgar preferen-
cia a la madre en el momento de atribuir la guarda y cus-
todia de un menor; sin embargo, este tipo de normas no
deben ser interpretadas en clave de un estereotipo en el
que la mujer resulta, per se, la persona más preparada
para tal tarea. Es innegable que en los primeros meses y
años de vida, las previsiones de la naturaleza conllevan
una identificación total del hijo con la madre. Y no sólo
nos referimos a las necesidades biológicas del menor en
cuanto a la alimentación a través de la leche materna, si-
no, y como lo han desarrollado diversos especialistas en
la materia a nivel internacional, el protagonismo de las
madres en la conformación de la personalidad de sus hi-
jos durante la primera etapa de su vida resulta determi-
nante en el desarrollo de su conducta hacia el futuro. En
esta lógica, la determinación de la guarda y custodia a
favor de la mujer está basada en la preservación del in-
terés superior del menor, el cual, como ya señalamos,
resulta el criterio proteccionista al que se debe acudir.
Esta idea, además, responde a un compromiso interna-
cional del Estado mexicano contenido en el artículo 16
del Protocolo Adicional a la Convención Americana de
Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales. Ahora bien, como también
señalan los expertos, pasado cierto periodo de tiempo,
se opera un progresivo proceso de individuación del ni-
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ño a través de la necesaria e insustituible presencia de
ambos progenitores. El menor necesita tanto de su ma-
dre como de su padre, aunque de modo diferente, en
función de la edad; ambos progenitores deben hacer po-
sible y propiciar la presencia efectiva de esas funciones
simbólicas en el proceso de maduración personal de los
hijos.”

En concordancia con lo anterior, la SCJN ha interpretado
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el sentido que el Interés Superior
del Niño debe ser criterio rector para elaborar y aplicar
las normas en todos los órdenes relativos a su vida, y
responsabiliza por igual al padre y a la madre de satisfa-
cer sus necesidades y la consecución de su desarrollo in-
tegral, de ahí la importancia de la guarda y custodia com-
partida ante la ruptura de los padres para garantizar a
ambos progenitores el ejercicio de sus derechos y obli-
gaciones en situación de igualdad, y esta opción es y de-
be ser preferente, salvo que la individual sea más conve-
niente. En los casos que se demuestre violencia familiar,
el órgano jurisdiccional determinará si la custodia indi-
vidual será la más conveniente y, para tomar esa deci-
sión, deberá considerar además cualquier circunstancia,
de especial relevancia, para resolver sobre el régimen de
convivencia que tendrá el hijo con el progenitor del que
se encuentre separado.

Igualmente, se contempla que no será base suficiente la ob-
jeción de uno de los progenitores para considerar que la
custodia compartida no coincide con el mejor interés del
menor, ya que antes de adoptar el juzgador su decisión, po-
drá de oficio o a instancia de parte, recabar informes médi-
cos, sociales o psicológicos de especialistas calificados e
independientes, relativos a la idoneidad del modo de ejer-
cicio de la autoridad familiar y del régimen de custodia de
las personas menores; evitando la separación de los herma-
nos salvo circunstancias que lo justifiquen.

En lo concerniente a la guarda y custodia y los derechos de
convivencia y vigilancia, en la legislación actual están re-
gulados de manera asistemática e incluso contradictoria
bajo las instituciones de nulidad de matrimonio, divorcio,
filiación, patria potestad, adopción y tutela; entre las cuales
se ordena a los progenitores o guardadores la obligación de
proteger, cuidar y educar a los hijos  “convenientemente”,
sin invocar los valores que deberán orientar su mejor y sa-
no desarrollo. Por ello la iniciativa propone su regulación
en el capítulo VIII Bis, “De La Guarda y Custodia”, así co-
mo la implementación de capacitación parental con base en

valores que incidan en el desarrollo integral de los hijos,
atendiendo a políticas conducentes a la misma preparación. 

Las reformas propuestas obedecen a que en el ordenamien-
to federal existen disposiciones que desatienden el princi-
pio rector del Interés Superior del Niño, como es el caso en
el numeral 259 que –en lo relativo al cuidado y custodia de
los hijos- ordena que “…el juez resolverá “a su criterio” de
acuerdo con las circunstancias del caso;”, siendo que el
discernimiento rector debe ser el bienestar de los hijos, in-
cluso sobre los derechos de los progenitores, evitando que
el menor pueda ser manipulado, como lo ordena la Prime-
ra Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la
tesis de jurisprudencia 1a./J. 31/2014 (10a.), de Abril de
2014, trascrita a continuación:

“Interés superior de los menores y atribución de la
guarda y custodia.

Como criterio ordenador, el interés superior de los me-
nores previsto en el artículo 4o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, ha de guiar cual-
quier decisión sobre guarda y custodia. Dicho de otro
modo, el interés del menor constituye el límite y punto
de referencia último de la institución de la guarda y cus-
todia, así como de su propia operatividad y eficacia. En
esta lógica, a la hora de decidir la forma de atribución a
los progenitores de la guarda y custodia, hay que tener
en cuenta que la regulación de cuantos deberes y facul-
tades configuran la patria potestad, siempre está pensa-
da y orientada en beneficio de los hijos, finalidad que es
común para el conjunto de las relaciones paterno-filia-
les; y este criterio proteccionista se refleja también en
las medidas judiciales que han de adoptarse en relación
con el cuidado y educación de los hijos. En definitiva,
todas las medidas sobre el cuidado y educación de los
hijos deben ser adoptadas teniendo en cuenta el interés
de éstos, que no el de los padres, pues no son las condi-
ciones psicológicas o afectivas de los progenitores las
que determinan las medidas a adoptar, sino exclusiva-
mente el bienestar de los hijos. El criterio antes reseña-
do vincula tanto a los órganos jurisdiccionales como al
resto de los poderes públicos e, incluso, a los padres y
ciudadanos, de manera que han de adoptarse aquellas
medidas que sean más adecuadas a la edad de los me-
nores, para ir construyendo progresivamente el control
acerca de su situación personal y proyección de futuro,
evitando siempre que el menor pueda ser manipulado,
buscando, por el contrario, su formación integral y su
integración familiar y social.”



Existen algunos códigos civiles de Estados de la República
y de la Ciudad de México que han regulado la guarda y
custodia de los hijos en caso de ruptura de la convivencia
de sus padres, y a pesar que en todos ellos prevalece el In-
terés Superior del Niño, es menester revisar las implicacio-
nes hacia los menores de edad, que se convierten en el cen-
tro de las disputas entre los padres y madres separados y las
que la violencia familiar le generan; cuando además, am-
bos pretenden su guarda y custodia de manera separada, y
acorde con ello, armonizar legislativamente esta temática.

Por los motivos anteriores y atendiendo a las disposiciones
constitucionales y la normatividad internacional invocada,
a la LGDNNA, entre otros instrumentos legislativos y ju-
risdiccionales, propongo las siguientes reformas, deroga-
ciones y adiciones al Código Civil Federal: 
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En función de todo lo anterior fundado, someto a la consi-
deración de esta soberanía, el siguiente proyecto de

Decreto

Se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones
del Código Civil Federal para quedar como sigue:

Único: Se reforman los siguientes artículos: 36, segundo
párrafo; 37, 1er y 2do párrafos; 38, 1er y 2do párrafos; 41;
50; 55, 1er y 2do párrafos, y se reforman dos lugares los
actuales segundo, tercero y cuarto, para quedar ; se refor-
man y recorren en su orden  lugares los anteriores párrafos
cuarto y quinto para quedar cuarto, quinto y sexto;, y el
cuarto actual pasa a ser octavo; 58; 6ª, párrafos 1ro y 2do;
61; 66; 69; 71; 73; 74; 77; 78; 79; 80; 82; 282, fracciones
II, IV, IV Bis; V; 283, 1er párrafo; 284, 1er y 2do párrafos;
el título del Título Sexto;  323 Bis; 323 Ter; 380; 381; el tí-
tulo del Título Octavo; 413; 414 párrafos 1ro y 2do; 416
1er párrafo, se reforma el segundo párrafo actual y se re-
corre en su orden para quedar 3º; 418, párrafos 1ro y 2do;
419; 420; 421; 422; 423 1ro y 2do párrafos; 424; Título del
Capítulo 2do vigente, que se recorre dos lugares en su or-
den para quedar IV; 425; 426; 427; 428 1er párrafo; 430;
433; 434 1er párrafo y fracciones I a III; 435; 436 1er y 2do
párrafo; 437 1er y 2do párrafos; 438 1er párrafo y fracción
II; 439; 440; 441 1er y 2do párrafos; 442; Título del Capí-
tulo IV; 444 1er párrafo y fracciones III A VIII; 444 bis;
445; 445 bis 1er párrafo y fracción III; 448 1er párrafo y
fracción II; 449; 450 1er párrafo y fracción II; 454; 460 y
párrafo 2 anterior que pasa a ser tercero; 461; 462; 464 1er
y 2do párrafos; 465; 468; 470; 471; 473; 474; 475; 481; Tí-
tulo del Capítulo III; 487; 891; Título del Capítulo V; 492
1er y 2do párrafos; 493; 494; 496; 497; 500er párrafo frac-

ciones I a V y VII; 523; 539; 540; 541; 546; 557; 558; 559;
560; 568; 573; 583; 589; 591; 606 1er y 2do párrafos; 611;
618; 619; 641; 651; 681; y, 693 fracción II. SE DERO-
GAN: artículo 60 párrafos 2do y 3ro; artículos 62; 63; 64;
267 fracciones VII y XX; 282 fracciones VI y VII; 283 pá-
rrafo 2do; 323 Ter párrafo 2do; 412 1er párrafo; 417; 423
2do párrafo; 455; 475 párrafo 2do; 267 párrafo 1ro y frac-
ción VII a XX; 282 fracciones VI y VII; 283 párrafo 2do;
323 Ter párrafo 2do; 475 párrafo 2do; 486. SE ADICIO-
NA: artículo 35 un 2do párrafo; artículo 50 párrafos III a
VI; 55, párrafo 3ro que recorre en su orden lo subsecuente
un párrafo IV y un párrafo VIII; 60 un párrafo III y un pá-
rrafo IV; 82, un párrafo II; un Título IV bis con un capítu-
lo único y artículos 138 Ter a 138 Octavus y 159; 282 un
párrafo 2do y un apartado A con fracciones 1ra y 2da, 3ra
bis, un párrafo a la fracción IV un apartado B con un 1er
párrafo y fracción I, II con tres párrafos, III con tres párra-
fos y IV; 282 bis con cuatro párrafos; 283 fracciones I a
VIII y un párrafo ultimo; 283 bis un capítulo XI al Título
V, artículos 291 bis a 291 Nonus; 323 con cuatro fraccio-
nes; 323 bis párrafos 2do, 3ero y 5to; 323 Quintus con cin-
co párrafos, Sextus con cuatro párrafos; Septimus; Octavus
con cinco fracciones y un párrafo ultimo; Nonus; Decimus
con tres fracciones y un párrafo ultimo; un capítulo cuarto
al Título sexto; artículo 323 Decimus; artículo 323 Unde-
cimus con fracciones I a IX; 380, un 2do párrafo; un Capí-
tulo I al Título VIII que recorre en su orden de los capítu-
los vigentes, artículo 411 que abroga al vigente, con seis
párrafos; 411 bis con cuatro incisos 411 Ter, con cinco pá-
rrafos 411 Cuarter con cuatro párrafos, 411 Quintus, con
tres párrafos; 411 Sextus, con tres párrafos; 411 Septimus,
con seis párrafos; 411 Octavus; 411 Nonus; 411 Decimus,
con tres párrafos; 411 Undecimus; 411 Duodecimus; un ca-
pítulo II al título octavo, que recorre en su orden a los ca-
pítulos vigentes; artículo 412 que deroga al vigente; 412
bis; 412 Ter, con cuatro párrafos;  415 con cuatro incisos y
cuatro párrafos finales; 416, un párrafo 2do que recorre en
su orden al párrafo vigente; 416 bis con tres párrafos; 416
Ter; 416 Cuarter, con cinco fracciones; 417 que deroga al
vigente, y se adiciona como nuevo texto con cuatro nuevos
párrafos; 417 bis, con dos párrafos; 422, un segundo párra-
fo; 423, se deroga el párrafo 2do vigente y se adiciona nue-
vo párrafo; 424 bis, con cuatro párrafos; 428 bis, con dos
párrafos; 430 bis con dos fracciones; 443, una fracción IV
y un párrafo ultimo; 444, un 2do párrafo a la fracción IV y
fracciones VII a X; 444 Ter; 444 Cuarter, 444 Quintus; 447,
fracciones IV a XI; un capítulo quinto al título octavo, que
recorre en su orden a los capítulos subsiguientes vigentes,
448 bis; 448 Ter, con dos párrafos; 448 Cuarter, fracciones
I a IV; 448 Quintus, 448 Sextus, 448 Septimus con dos pá-
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rrafos, 448 Octavus con tres párrafos; 448 Nonus con dos
párrafos; un capítulo VI al título octavo, que recorre en su
orden a los subsecuentes capítulos vigentes; 448 Decimus,
con seis fracciones; 448 Undecimus; 448 Duodecimus con
dos párrafos; 448 Tertiudecimus, con dos párrafos; Cuar-
tusdecimus, con cuatro párrafos; Quintusdecimus, con dos
fracciones y dos párrafos últimos; 449, dos párrafos últi-
mos 454, un párrafo último, 456 bis, con dos párrafos, 460,
un segundo párrafo, 462, un segundo párrafo, 468, un se-
gundo párrafo, un capítulo I bis al título noveno, artículo
469 bis, con dos párrafos, 469 Ter con dos párrafos; 469
Cuartus, con dos fracciones y un párrafo último, 469 Quin-
tus; 475 Quintus, un 2do párrafo que deroga y sustituye al
vigente; 475 bis, con tres incisos, 483, un párrafo ultimo a
fracción II; 484 bis, con dos fracciones, 492, cuatro párra-
fos últimos, 493, un segundo párrafo; 494-A; 494-B; 494-
C, con cinco párrafos; 494-D, con dos párrafos; 494-E;
500, dos párrafos últimos; 518, dos párrafos últimos; 526,
un segundo párrafo; 534, un segundo párrafo; 540, dos úl-
timos párrafos; 546, tres párrafos últimos; 589, dos frac-
ciones y un párrafo, 607 bis, con cinco fracciones; y, 618,
dos párrafos últimos. 

Artículo 35. En la República mexicana, los Jueces del Re-
gistro Civil expedirán los actos del estado civil y extende-
rán las actas relativas a nacimiento, reconocimiento de hi-
jos, adopción, matrimonio, divorcio administrativo y
muerte de los mexicanos y extranjeros residentes en el pa-
ís; así como inscribir las ejecutorias que declaren la ausen-
cia, la presunción de muerte, el divorcio judicial, la tutela
o que se ha perdido o limitado la capacidad legal para ad-
ministrar bienes.

Asimismo, expedirán las constancias de concubinato.

Artículo 36. …

Las inscripciones se harán mecanográficamente o por me-
dios electrónicos, y por triplicado.

Artículo 37. Las actas y constancias del Registro Civil, só-
lo se pueden asentar en las formas de que habla el artículo
anterior.  

La infracción de esta regla producirá la nulidad del acta y
se sancionará con la destitución del Juez del Registro Civil.

Artículo 38. Si se perdiere o destruyere alguna de las For-
mas del Registro Civil, se sacará inmediatamente copia de
alguno de los ejemplares que obren en los archivos que es-

ta Ley señala en su artículo 41, y se formulará la denuncia
correspondiente.

La Procuraduría General de Justicia de cada estado y de la
Ciudad de México, cuidarán que se cumpla esta disposi-
ción y, a este efecto, el Juez del Registro Civil o el encar-
gado del Archivo Judicial, le darán aviso de la pérdida.

Artículo 41. Las Formas del Registro Civil serán expedi-
das por el titular del Poder Ejecutivo de cada estado y de la
Ciudad de México, o por quien él designe. Se renovarán
cada año y los Jueces del Registro Civil remitirán en el
transcurso del primer mes del año, un ejemplar de las For-
mas del Registro Civil del año inmediato anterior al Archi-
vo de la Oficina Central del Registro Civil, otro al Archivo
del Tribunal Superior del estado correspondiente y de la
Ciudad de México, y el otro, con los documentos que le co-
rrespondan quedará en el archivo de la oficina en que ha-
yan actuado.

Artículo 50. Las actas y constancias del Registro Civil ex-
tendidas conforme a las disposiciones que preceden, hacen
prueba plena en todo lo que el Juez del Registro Civil, en
el desempeño de sus funciones, da testimonio de haber pa-
sado en su presencia, sin perjuicio de que el acta pueda ser
redargüida de falsa.

…  

Artículo 53 Bis. Los Jueces del Registro Civil recibirán
declaraciones con relación a la existencia o cesación del
concubinato, existencia o cesación de cohabitación y otros
hechos relativos a las relaciones de pareja que no constitu-
yan modificaciones al estado civil.

Asimismo, harán constar por escrito y en los formatos que
al efecto se aprueben, las declaraciones emitidas por las
personas que acudan a formular las mismas. Estos forma-
tos serán conservados por la Dirección General del Regis-
tro Civil, y se podrán expedir constancias de las mismas.

Cuando en las declaraciones se pretenda hacer constar ac-
tos que pudieran constituir un ilícito o una modificación al
estado civil de las personas, el Juez del Registro Civil po-
drá negar el servicio, fundando y motivando su negativa.

Artículo 54 Bis. Cuando por caso fortuito o de fuerza ma-
yor, de conformidad con lo que establezca el reglamento de
cada estado y de la Ciudad de México, no se cuente con el
certificado de nacimiento o constancia de parto, se deberá



presentar denuncia de hechos ante el Ministerio Público
donde se haga constar las circunstancias.

Artículo 55. Tienen obligación de declarar el nacimiento
inmediatamente después de ocurrido el parto, en un plazo
improrrogable de hasta quince días naturales a partir de la
fecha en que haya ocurrido, el padre y la madre o cual-
quiera de ellos, a falta de éstos, los abuelos paternos o los
maternos, acompañando el certificado de nacimiento o la
constancia de parto suscrito por médico autorizado o ma-
trona que hubieren asistido al parto.

La misma obligación tiene la persona que funja como jefe
de familia en cuya casa haya tenido lugar el alumbramien-
to, si éste ocurrió fuera de la casa familiar.

En caso de registro extemporáneo de nacimiento, deberá
estarse a lo que disponga el Reglamento respectivo de ca-
da estado y de la Ciudad de México.

Para el registro de nacimiento a domicilio, deberá atender-
se lo dispuesto en el Reglamento del Registro Civil.

Si el nacimiento tuviere lugar en un sanatorio particular o
del Estado, la obligación a que se refiere el párrafo segun-
do, estará a cargo del Director o de la persona encargada de
la administración.

Recibido el aviso del nacimiento, el Juez del Registro Civil
tomará las medidas legales que sean necesarias a fin de que
se levante el acta conforme a las disposiciones relativas.

Artículo 58. El acta de nacimiento contendrá el día, la ho-
ra y el lugar del nacimiento, el sexo del presentado, el nom-
bre y apellidos que le correspondan; la razón de si se ha
presentado vivo o muerto; la impresión digital del presen-
tado; los nombres de los padres y abuelos, su nacionalidad
y domicilio.

Si éste se presenta como hijo de padres desconocidos, el
juez del Registro Civil le pondrá el nombre y apellidos, ha-
ciéndose constar esta circunstancia en el acta.

Si el nacimiento ocurriere en un establecimiento de reclu-
sión, el Juez del Registro Civil deberá asentar como domi-
cilio del nacido, la el estado o de la Ciudad de México, en
donde esté ubicado.

…

Artículo 60. El padre y la madre, independientemente de
su estado civil o relación entre ellos, están obligados a re-
conocer a sus hijos y a que su nombre figure en el acta de
nacimiento de su hijo. 

Si al hacer la presentación no se da el nombre del padre y
de la madre, se pondrá en el acta que el presentado es hijo
de padre o madre desconocidos.

La investigación de la paternidad o la maternidad del naci-
do podrán hacerse ante los Tribunales, de acuerdo con las
disposiciones relativas de este Código.

(Derogado)

(Derogado)

En caso que los padres o alguno de ellos sea menor de
edad, deberán comparecer con sus legítimos representan-
tes o dos testigos para que el Juez asiente en el acta el na-
cimiento con el consentimiento de los comparecientes.
De no asistir ninguno de los representantes legítimos o
los testigos, entonces el oficial del Registro Civil solici-
tará la autorización del Juez competente de la entidad
que corresponda.

Artículo 61. Si el padre o la madre no pudieren concurrir,
ni tuvieren apoderado, pero solicitaren ambos o alguno de
ellos, la presencia del Juez del Registro Civil, en términos
del artículo 4 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, éste acudirá al lugar en que se halle
la persona interesada, y allí recibirá de ella la petición de
que se mencione su nombre; todo lo cual se asentará en el
acta.

Artículo 62. (Derogado)

Artículo 63. (Derogado) 

Artículo 64. (Derogado)

Artículo 66. La misma obligación señalada en artículo ante-
rior, tienen los jefes, directores o administradores de los esta-
blecimientos de reclusión, y de cualquier casa de comunidad;
especialmente los de los hospitales, casas de maternidad e in-
clusas, respecto de los niños nacidos o expuestos en ellas y en
caso de incumplimiento, la autoridad de la demarcación te-
rritorial impondrá, al infractor, una multa de mil a cinco mil
unidades de medida y actualización.
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Artículo 69. Se prohíbe absolutamente al Juez del Regis-
tro Civil y a los testigos que conforme al artículo 58 deben
asistir al acto, hacer inquisición sobre la paternidad o ma-
ternidad. En el acta sólo se expresará lo que deben declarar
las personas que presenten al niño, aunque aparezcan sos-
pechosas de falsedad, sin perjuicio de que ésta sea castiga-
da conforme a las prescripciones del Código Penal Federal.

Artículo 71. En el primer puerto nacional a que arribe la
embarcación los interesados, a su desembarco, entregarán
la constancia del acto que se haya expedido, a que se refie-
re el artículo anterior al Juez del Registro Civil, para que, a
su tenor, asiente el acta.

Artículo 73. Si el nacimiento ocurriere en un buque ex-
tranjero se observará por lo que toca a las solemnidades del
Registro, lo prescrito en el artículo 13 de este Código.

Artículo 74. Si el nacimiento aconteciere durante un viaje
por tierra, podrá registrarse en el lugar en que ocurra o en
el domicilio de los padres, según las reglas antes estableci-
das; en el primer caso se remitirá copia del acta al Juez del
Registro Civil del domicilio de los padres, si éstos lo pi-
dieren, y en el segundo, se tendrá para hacer el registro, en
términos que señala el artículo 55 de este Código.

Artículo 77. Si el padre o la madre de un hijo nacido fue-
ra de matrimonio, lo presentaren para que se registre su na-
cimiento, el acta surtirá todos los efectos del reconoci-
miento legal, respecto del progenitor compareciente.

Artículo 78. Si el reconocimiento del hijo se hiciere des-
pués de haber sido registrado su nacimiento, se harán las
anotaciones correspondientes en el acta de nacimiento ori-
ginal y deberá levantarse nueva acta en los términos pre-
vistos en el artículo 82 de este Código

Artículo 79. El reconocimiento del hijo mayor de edad re-
quiere el consentimiento expreso de éste en el acta corres-
pondiente.

Artículo 80. Si el reconocimiento se hace por alguno de
los otros medios establecidos en este Código, se presenta-
rá dentro del término de quince días, el original o copia cer-
tificada del documento que lo compruebe, al Registro Ci-
vil. En el acta se insertará la parte relativa de dicho
documento, observándose las demás prescripciones conte-
nidas en este capítulo y en el capítulo IV del Título Sépti-
mo de este Código.

Artículo 82. En el acta de nacimiento originaria se harán
las anotaciones correspondientes al reconocimiento. 

No se publicará ni expedirá constancia alguna salvo peti-
ción del interesado o por mandato judicial.

Título Cuarto Bis
De La Familia y del Interés Superior de la 
persona sujeta a responsabilidad parental

Capítulo Único

Artículo 138 Ter. La familia es un agregado social, crea-
do originariamente de manera voluntaria, impulsado a la
cooperación y realización de sus funciones en virtud de
la existencia de afecto, cohesión, interdependencia y so-
lidaridad, para enfrentar necesidades comunes que re-
quieren prestación de servicios recíprocos entre las per-
sonas que la integran.

Artículo 138 Cuartus. Todas las disposiciones que se re-
fieran a la familia, contenidas en el presente Código y de-
más normatividad vigente, son de orden público e interés
social. 

En todo lo que se refiera a los bienes de la familia, se esta-
rá a lo dispuesto en los artículos 727, 728, 729 y 730 de es-
te Código.

Estas disposiciones deberán estar en concordancia con las
normas que protegen su organización social y económica
en la Constitución General de los Estados Unidos Mexica-
nos, los Tratados Internacionales de los que el Estado me-
xicano es parte, así como las resoluciones en la materia de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Artículo 138 Quintus. Las disposiciones en materia fami-
liar tienen por objeto proteger a la familia y a sus integran-
tes y procurar su bienestar y desarrollo integral.

Artículo 138 Sextus. Las relaciones jurídicas familiares
constituyen el conjunto de deberes y derechos de sus in-
tegrantes, vinculadas por lazos de matrimonio, parentes-
co, concubinato, reconocimiento o cualquier otra unión
de hecho, mantengan una convivencia afectiva, solidaria
y cotidiana.

Artículo 138 Septimus. Es deber de los miembros de la fa-
milia mantener entre ellos consideración, solidaridad y res-
peto recíprocos.



El incumplimiento de lo previsto en el presente artículo,
cuando así lo llegue a ameritar, se sancionará de confor-
midad con lo previsto en este Código u otros ordena-
mientos aplicables en materia de cumplimiento de res-
ponsabilidades familiares, violencia familiar, contra las
mujeres o contra niñas, niños y adolescentes, y se apli-
carán, en su caso, las medidas cautelares o de apremio
previstas, que procedieran.

Artículo 138 Octavus. Para los efectos del presente Códi-
go se entenderá como Interés Superior del Niño, además de
lo que al respecto establecen  la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los Tratados Internacio-
nales en la materia de los que México es parte, así como de
lo que al respecto ha resuelto la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, la prioridad que siempre y en todo caso ha de
otorgarse a los derechos de las niñas, niños y adolescentes
frente a los de cualquier otra persona, con el fin de garan-
tizar, entre otros, los siguientes aspectos: 

I. El acceso a la salud física, psicológica y emocional,
alimentación y educación que fomente su desarrollo
personal; 

II. El establecimiento de un ambiente de respeto, acep-
tación y afecto, libre de alienación y de cualquier tipo de
violencia familiar;

III. El desarrollo de la estructura de personalidad, con
una adecuada autoestima, libre de sobreprotección o
abusos punitivos; 

IV. El fomento de la responsabilidad personal y social,
así como a la toma de decisiones de la persona sujeta a
responsabilidad parental, de acuerdo a su edad y madu-
rez psicológica y emocional; y 

V. Los demás derechos en favor de las niñas, niños y
adolescentes que establezcan las leyes y tratados apli-
cables.

Artículo 159. El tutor no debe contraer matrimonio con la
persona que ha estado o está bajo su guarda y custodia, a
no ser que obtenga dispensa, la que no se le concederá por
la autoridad competente, sino cuando hayan sido aprobadas
las cuentas de la tutela. 

Esta prohibición comprende también al curador y a los des-
cendientes de éste y del tutor.

Artículo 259. Luego que la sentencia sobre nulidad cause
ejecutoria, la guarda y custodia de los hijos se resolverá en
términos de lo dispuesto por los artículos 282, 283 y en el
Título Octavo Bis del presente ordenamiento; atendiendo
las circunstancias del caso y el Interés Superior del Niño.

Artículo 267. Para regular las consecuencias del divor-
cio y todas las inherentes a todos los juicios en que se
inste, dirima o niegue cualquier prestación familiar, a
partir del principio de que los padres o personas que ejer-
zan la responsabilidad parental son los depositarios y
responsables de los derechos de las personas sobre las
que se ejerza esta responsabilidad, se deberá acompañar
al escrito inicial de demanda, solicitud o contestación co-
rrespondiente, una propuesta de convenio y las docu-
mentales que la justifiquen; debiendo contener ésta ade-
más, los siguientes requisitos: 

I. Los pactos, cláusulas y garantías recíprocas para el lo-
gro del ejercicio respetuoso y armonioso entre los cón-
yuges en los términos que establece la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y
otros ordenamientos aplicables, así como de todas las
responsabilidades parentales y del cumplimiento de las
obligaciones de crianza y sostenimiento de las personas
sobre las que se deberá ejercer responsabilidad parental;

II. La modalidad y persona que ejercerá la guarda y cus-
todia de las personas sujetas a responsabilidad parental;
el calendario de convivencia, comunicación y visita que
tendrá con los familiares de quienes quede separado; es-
pecificando y respetando sus horarios de comida, des-
canso, estudio y, en su caso, de tratamientos de salud;
incluyendo el lugar, horario y modo de entrega y recep-
ción de la persona;

III. El modo de atender todas las necesidades de la
persona sujeta a responsabilidad parental y, en su ca-
so, las del progenitor o guardador a quien también se
le deba pagar alimentos, especificando la forma, lu-
gar y fecha de su cumplimiento, y la garantía para su
aseguramiento; 

IV. Designación del progenitor, guardador o parte que
habitará y usará el menaje del domicilio familiar, y es-
pecificación de los bienes que se llevará el otro intere-
sado; 

V. La manera de administrar durante el procedimiento
sea los bienes comunes de las partes, los habidos en la
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sociedad conyugal y los de las personas sujetas a res-
ponsabilidad parental, de haberlas. 

Al efecto, se exhibirán las documentales o capitulacio-
nes matrimoniales correspondientes y un inventario,
avalúo y proyecto de partición o liquidación y calenda-
rio y lugar de entrega-recepción de los mismos;

VI. En caso de divorcio deberá señalarse una compen-
sación económica no superior al 50% del valor de todos
los bienes adquiridos durante el matrimonio, a favor del
cónyuge que se hubiese dedicado preponderantemente
al desempeño del trabajo del hogar y, en su caso, al cui-
dado de las personas sujetas a responsabilidad parental
durante el matrimonio; si éste se celebró bajo el régimen
de separación de bienes. 

El Juez de lo Familiar resolverá atendiendo a las cir-
cunstancias de cada caso.

VII.  Derogado

VIII. Derogado

IX. Derogado

X. Derogado

XI. Derogado.

XII. Derogado

XIII. Derogado

XIV. Derogado

XV. Derogado

XVI. Derogado

XVII. Derogado

XVIII. Derogado

XIX. Derogado

XX. Derogado

Artículo 282. Desde que se presente cualquier demanda o
solicitud en la que se insten o diriman prestaciones fami-

liares, o antes si hubiere urgencia derivada de un acto pre-
judicial, y sólo mientras dure el juicio, se dictarán las me-
didas provisionales pertinentes. 

En los casos en que no se llegue a concluir el disenso me-
diante convenio, las medidas subsistirán hasta que se dic-
te sentencia que resuelva la situación jurídica de hijos,
partes interesadas o bienes, de acuerdo a las disposicio-
nes siguientes:

A. De oficio:

I. En los casos en que el juez de lo familiar lo conside-
re pertinente, de conformidad con los hechos expuestos,
las documentales exhibidas y los convenios propuestos;
tomará las medidas que considere adecuadas para salva-
guardar la integridad y seguridad de los interesados y
evitar actos de violencia familiar; incluyendo las de re-
tener a los hijos con uno de los progenitores o la perso-
na que materialmente los tenga de hecho y la alienación
parental, para las cuales tendrá la más amplia libertad
para dictar las medidas que protejan eficazmente a los
hijos y a las víctimas, sin audiencia de la contraparte;
como son el prohibir a una o ambas partes que se acer-
quen a un domicilio o lugar determinado. 

Excepcionalmente podrá admitir para tales efectos, la
declaración bajo protesta de dos personas dignas de fe.

II. Declarar la separación de los cónyuges o partes 

III. …

III Bis. En su caso, decretar el congelamiento de cuen-
tas bancarias y el bloqueo de tarjetas de crédito, hasta en
tanto se garantice jurídicamente la pensión a los acree-
dores alimentarios;

IV. Las que se estimen convenientes, a efecto que las
partes interesadas no se puedan causar perjuicios en sus
respectivos bienes. 

Asimismo ordenar, cuando existan bienes que puedan
pertenecer a ambos litigantes; la anotación preventiva
de la demanda en el Registro Público de la Propiedad y
de Comercio competente y también del correspondiente
a aquellos otros lugares en que se conozca que tienen
bienes;



IV Bis. Revocar o suspender los mandatos que entre las
partes se hubieran otorgado, con las excepciones que
marca el artículo 2596 de este código; aunque éstos no
se exhiban;

V. Dictar en su caso, las medidas precautorias que la ley
establece respecto a la mujer que se encuentre en gesta-
ción;

VI. Derogado

Derogado

VII. Derogado

B. Una vez contestada la solicitud o demanda:

El juez de lo Familiar resolverá con audiencia de parte, y
de conformidad con las legislaciones tutelares del interés
superior de la persona sujeta a responsabilidad parental y
de la familia; lo que más convenga a los hijos; quienes in-
dependientemente de su edad siempre serán escuchados. Al
efecto ordenará:

I. Cual de las partes o progenitores continuará en el uso
de la vivienda familiar y, previo inventario, los bienes y
enseres que continúen en ésta y los que se ha de llevar
el otro interesado; incluyendo los necesarios para el
ejercicio de la profesión, arte u oficio a que esté dedica-
do; así como el deber de ambos de informar el lugar de
su residencia futura.

II. La guarda y custodia compartida de los hijos, prefe-
rentemente. 

En caso que los cónyuges de común acuerdo hubieren
acordado quién de ellos u otra persona cuidará a los hi-
jos menores de edad, resolverá la guarda y custodia con-
forme a lo pactado por los progenitores, siempre y cuan-
do se atienda su interés superior.

De claro y previo disenso, señalará quien tendrá a los hi-
jos bajo su guarda y custodia, así como las modalidades
del derecho de convivencia, comunicación y visita, todo
de conformidad en lo ordenado en el Título Octavo Bis
de éste ordenamiento, y con lo ordenado en la demás le-
gislación garante del Interés Superior del Niño.

III. Requerirá a ambos progenitores para que, bajo pro-
testa de decir verdad, exhiban las capitulaciones matri-

moniales; un inventario de sus bienes y derechos, de los
que se encuentren bajo el régimen de sociedad conyugal
y los que sean comunes, especificando el título bajo el
cual se adquirieron o poseen, el valor que pudieren te-
ner, y un proyecto de partición. 

Este mismo requerimiento lo hará en caso que la perso-
na sujeta a responsabilidad parental tuviere bienes, para
lo cual le deberán presentar las documentales corres-
pondientes.

Durante el procedimiento, se recabará la información
complementaria y comprobación de datos que fuesen
necesarios; y

IV. Las demás que considere necesarias.

Artículo 282 Bis. De oficio o a petición de parte interesa-
da durante el procedimiento, el juzgador se allegará de los
elementos necesarios para valorar el caso, debiendo escu-
char a ambos progenitores y a los hijos, para evitar con-
ductas de alienación, violencia familiar o cualquier otra
circunstancia que amerite la necesidad de medidas coerci-
tivas, considerando siempre y ante todo el interés superior
de las personas sujetas a responsabilidad parental. 

En todo caso, protegerá y hará respetar el derecho de la
persona sujeta a responsabilidad parental a convivir con
ambos progenitores y sus respectivos familiares, salvo
que exista peligro para el hijo o hija de estos, o exista el
riesgo de violencia familiar o de alienación o manipula-
ción parental,

La protección para los menores de edad incluirá medidas
de seguridad, seguimiento, terapias y cursos para padres o
guardadores-custodios, para evitar o corregir actos o indi-
cios de violencia familiar. 

Estas medidas solo podrán suspenderse o modificarse por
sentencia interlocutoria, cuando se demuestre que han
cambiado las circunstancias que afectaron el ejercicio de la
acción que se dedujo en el juicio correspondiente, y de
conformidad con lo ordenado al respecto en la legislación
adjetiva correspondiente.

Artículo 283. La sentencia de divorcio, nulidad de ma-
trimonio, controversia del orden familiar y cualquier otra
atinente a la filiación, a las familias y al cumplimiento y
tutela de los deberes y derechos de sus miembros, fijará
en definitiva la situación de los hijos, para lo cual el juez
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deberá resolver todo lo relativo a los derechos y obliga-
ciones inherentes a las facultades parentales, su pérdida,
suspensión o limitación, según el caso, y en especial su
crianza y la guarda  y custodia de las personas sujetas a
responsabilidad parental, de conformidad con el Título
Octavo Bis del este ordenamiento y deberán contener las
siguientes disposiciones: 

Derogado

I. Lo relativo a los derechos y deberes inherentes a la
responsabilidad parental, su pérdida, suspensión o limi-
tación; a la guarda y custodia, así como a las obligacio-
nes de crianza y el derecho de los hijos a convivir con
ambos progenitores y demás parientes y familiares. 

II. Medidas para proteger a los hijos de actos de vio-
lencia familiar, de alienación o cualquier otra circuns-
tancia que lastime u obstaculice su desarrollo armóni-
co y pleno. 

III. Medidas para garantizar la convivencia de los hijos
con sus padres y demás familiares, misma que sólo de-
berá ser limitada o suspendida cuando exista riesgo pa-
ra los menores de edad. 

IV. Lo relativo a la división de los bienes y las precau-
ciones para asegurar las obligaciones que queden pen-
dientes entre los cónyuges o con relación a los hijos, to-
mando en consideración los datos recabados en
términos de los artículos 282 y 282 Bis de este Código.

Los ex cónyuges tendrán obligación de contribuir, en
proporción a sus bienes e ingresos, al pago de alimentos
a favor de los hijos.

V. Las medidas de seguridad, seguimiento y psicotera-
pias necesarias para corregir los actos de violencia fa-
miliar en términos de la Ley de Asistencia y Prevención
a la Violencia Familiar y la Ley de Acceso de las Muje-
res a una Vida libre de Violencia. 

Estas medidas podrán ser suspendidas o modificadas
cuando cambien las circunstancias que afectan el ejerci-
cio de la acción que se dedujo en el juicio correspon-
diente.

VI. Para el caso de los mayores incapaces sujetos a la
tutela de alguno de los ex cónyuges, la sentencia de di-

vorcio deberá establecer las medidas a que se refiere es-
te artículo para su protección; 

VII. En caso de desacuerdo, el Juez de lo Familiar, en la
sentencia de divorcio habrá de resolver sobre la proce-
dencia de la compensación. 

VIII. Las demás necesarias para garantizar el bienestar,
el desarrollo, la protección y el interés de los hijos me-
nores de edad. 

Para lo dispuesto en el presente artículo, de oficio o a peti-
ción de parte interesada, durante el procedimiento el Juez
se allegará de los elementos necesarios, debiendo escuchar
al Ministerio Público, a ambos padres y los menores de
edad. 

Artículo 283 Bis. En caso que los padres hayan acorda-
do la guarda y custodia compartida o se hubiese estable-
cido, de acuerdo a la fracción II del apartado B del ar-
tículo 282, el Juez, en la sentencia de divorcio, deberá
garantizar que los progenitores cumplan con las obliga-
ciones de crianza, asistan al curso de responsabilidad pa-
rental señalado en el artículo 448 Sextusdecimus de este
ordenamiento, y que no exista riesgo alguno que se des-
prenda de su resolución, en la vida cotidiana para los hi-
jos, que se desprenda de su resolución.

Artículo 284. Antes de que provea definitivamente sobre
las facultades parentales, tutela, guarda y custodia o convi-
vencias de los hijos, el juez podrá citar a los abuelos, tíos,
hermanos mayores y demás familiares que considere opor-
tuno, que puedan aportar opinión sobre cualquier medida
que se considere benéfica para los menores de edad.

El juez podrá modificar esta decisión atento a lo dispuesto
tanto en el Capítulo Título Octavo Bis del presente ordena-
miento, como en sus artículos 422, 423 y 444, fracción III.

Titulo Quinto

Capítulo XI
Del Concubinato

Artículo 291 Bis. El concubinato es la unión de hecho en-
tre dos personas que voluntariamente deciden tener una vi-
da en común, en forma estable y duradera, sin mediar para
ello contrato matrimonial.



Los requisitos son estar libres de matrimonio y que entre
ellos no exista prohibición legal para unirse, así como
acreditar haber cohabitado por el tiempo que determine la
legislación de cada estado o de la Ciudad de México, o
bien, haber tenido en el lapso de la cohabitación hijos en
común.

Artículo 291 Ter. Si con una misma persona se establecen
varias uniones del tipo antes descrito, en ninguna se repu-
tará concubinato. Quien haya actuado de buena fe podrá
demandar del otro una pensión alimenticia por el tiempo
que duró la convivencia, así como una indemnización por
daños y perjuicios.

Artículo 291 Cuater. La relación de concubinato da dere-
cho a los beneficios que establece la legislación, de carác-
ter fiscal; de solidaridad; alimentos; la sucesión de alguno
de los concubinos; de propiedad; de seguridad social; toma
subrogada de decisiones médicas y post mortem, así como
migratorios para concubinos extranjeros.

Artículo 291 Quintus. Regirán al concubinato, en lo que
le fueren aplicables, todos los derechos y obligaciones in-
herentes a la familia. 

Artículo 291 Sextus. Al cesar la convivencia de los con-
cubinos, el que carezca de ingresos o bienes suficientes pa-
ra su sostenimiento, tiene derecho a una pensión alimenti-
cia por un tiempo igual al que haya durado el concubinato. 

No podrá reclamar alimentos quien haya demostrado ingrati-
tud, viva en un nuevo concubinato o contraiga matrimonio.

El derecho que otorga este artículo podrá ejercitarse solo
durante el año siguiente a la cesación del concubinato.

Artículo 291 Séptimus. En caso de cesación del concubi-
nato, la guarda y custodia de las personas sujetas a respon-
sabilidad parental será compartida para evitar situaciones
de injusticia o desprotección de los hijos, atendiendo al In-
terés Superior de la Infancia. 

Artículo 291 Octavus. En caso de disenso, se resolverá la
guarda y custodia de los hijos en términos del Título Octa-
vo Bis del presente ordenamiento.

Artículo 291 Novenus. Ambos padres tendrán derecho a
ejercer, en primer término, la guarda y custodia comparti-
da de las personas sujetas a responsabilidad parental; cuan-
do alguno de los progenitores se encuentre privado de la li-

bertad, se estará a las reglas que establezca la ley especial
para su convivencia, siempre y cuando no vaya en contra
del Interés Superior del Niño y de los términos del Título
Octavo Bis del presente ordenamiento.

Título Sexto
Del Parentesco, de los Alimentos, de la Violencia 

Familiar y de la Alienación Parental

Capítulo III
De la Violencia Familiar

Artículo 323 Bis. Los integrantes de la familia tienen de-
recho a ser respetados en su integridad física, psíquica y
emocional, económica y sexual, con objeto de contribuir a
su sano desarrollo para una plena incorporación y partici-
pación en el núcleo social, y a su vez, tienen la obligación
de evitar conductas que generen violencia familiar. 

A tales efectos, contarán con la asistencia y protección de
las instituciones públicas, de acuerdo con las leyes para
combatir y prevenir conductas de violencia familiar.

Para efectos de éste Código, se entiende por integrante de
la familia a la persona que se encuentre unida a otra u otras,
por una relación de matrimonio, concubinato, o por un la-
zo de parentesco consanguíneo, en línea recta ascendente o
descendente, sin limitación de grado, colateral o afín hasta
el cuarto grado, así como de parentesco civil.

Artículo 323 Ter. Por violencia familiar se considerará to-
do uso de fuerza física, psicológica o emocional, económi-
ca o sexual que ejerza un integrante de la familia contra
otro u otros integrantes, que atente contra su integridad fí-
sica o psicológica y emocional, ya sea que pudiera o no
producir lesiones o cualquier tipo de daño.

Las conductas señaladas como violencia familiar, se consi-
derarán independientemente de que el agresor y el agredi-
do habiten o no en el mismo domicilio; de que la relación
sea, además de matrimonio o concubinato, parentesco ci-
vil, relación de hecho como noviazgo, relación entre los hi-
jos de alguno de los cónyuges y su pareja, o aun cuando no
hubiera parentesco pero por cualquier razón la persona se
encuentre incorporada al núcleo familiar.

Derogado

Artículo 323 Cuarter. También se considerará violencia
familiar al uso de cualquier negligencia u omisión inten-
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cional cometido por un miembro de la familia, dirigido a
dominar, someter, controlar o agredir física, psicológica y
emocional, económica o sexualmente a cualquier otro inte-
grante, y tenga por efecto causar daño, independientemen-
te de que se realice de manera directa a la víctima o indi-
rectamente a través de otros familiares o allegados, del
lugar en que ocurra y del medio que se utilice para ejercer-
la, pudiendo ser:

I. Física, que se entenderá como cualquier agresión o acto
intencional que ejerza un miembro de la familia en contra
de otro, en que use la fuerza física con alguna parte del
cuerpo, objeto, arma o sustancia para infligir dolor o daño
físico;

II. Psicológica y emocional, a todo acto u omisión que ejer-
za un miembro de la familia en contra de otro u otros, que
resulten en el uso de prohibiciones, coacciones, condicio-
namientos, intimidaciones, insultos, amenazas, abandono o
actitudes devaluatorias, orientadas a provocar en quien las
recibe baja autoestima o alteración de cualquier otra área
de su estructura psíquica;

III. Económica, todo acto que implique en uno del control
de los ingresos, apoderamiento de los bienes propiedad de
la otra parte, así como la retención, menoscabo, destruc-
ción o desaparición de objetos, documentos personales,
bienes, valores, derechos o recursos económicos de la pa-
reja o de un integrante de la familia. 

Asimismo se considerará abuso económico el incumpli-
miento de las obligaciones alimentarias por parte de la per-
sona que, de conformidad con lo dispuesto en éste Código,
tiene obligación de cubrir, y

IV. Sexual, todo acto u omisión orientado a forzar por cual-
quier medio la realización de relaciones sexuales no dese-
adas, prácticas sexuales indeseadas o que generen dolor,
uso de la celotipia para el control, manipulación o dominio
de la pareja, o cualquier otra conducta de un integrante que
genere un daño a otro.

Artículo 323 Quintus. Se considerará violencia familiar
contra personas menores de edad o que por cualquier razón
no comprendan o no puedan resistir el hecho, a cualquier
maltrato físico, emocional o psicológico, abuso sexual, ex-
plotación de cualquier índole; o desatención o negligencia
en el cumplimiento de las responsabilidades parentales en
los términos del presente Código, cometido en el contexto

de una relación familiar, de responsabilidad parental, de
confianza o de poder, que ocasione daño real o potencial a
la salud física, psicológica y emocional, desarrollo o digni-
dad de la persona sujeta a responsabilidad parental. 

Se considerará abuso físico contra personas menores de
edad o contra personas que por cualquier razón no com-
prendan o no puedan resistir el hecho, cualquier uso deli-
berado de la fuerza física, independientemente del propósi-
to con que se le utilice, que ocurra dentro o fuera del
ámbito familiar, que ocasione o pueda ocasionar perjuicios
para su salud, supervivencia, desarrollo o dignidad, inclu-
yendo, de manera indicativa pero no limitativa, golpes, pa-
lizas, patadas, zarandeos, mordiscos, estrangulamientos,
abrasamientos, quemaduras, envenenamientos o asfixia,.

Se considerará abuso sexual la participación de una perso-
na menor de edad o que no comprenda o no pueda resistir
el hecho, en actividades sexuales que no comprende plena-
mente, en las que no pueda consentir con conocimiento de
causa o para las que no está suficientemente desarrollado,
o que transgredan leyes o tabúes sociales, perpetradas, in-
ducidas o permitidas por parte de adultos u otros menores
que en razón de su edad o su estado de desarrollo estén en
situación de responsabilidad, confianza o poder en relación
con la víctima.

Se considerará abuso emocional y psicológico, cualquier
conducta reiterada de dejación por parte de una persona
que ejerza la responsabilidad parental; que la mantenga en
un entorno afectivo inapropiado a su desarrollo y carente
de apoyo; que dañe o pueda dañar la salud física o mental
de la persona sujeta a responsabilidad parental; o que pue-
da dañar su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o
social, incluyendo en estas conductas de manera indicativa
pero no limitativa: las restricciones de movimientos, el me-
nosprecio continuado, la culpabilización, las amenazas, los
actos de terror, la discriminación o ridiculización y otras
variantes no físicas de rechazo o trato hostil.

Se considerará desatención o negligencia, además de lo que
se establece en los términos de los artículos 2025 y 2026 del
presenté Código, la reiterada dejación de prestaciones ade-
cuadas para un menor de edad, por parte de un progenitor,
miembro de la familia o cuidador, en cualquier aspecto rela-
tivo a la salud, educación, desarrollo emocional, hogar, con-
diciones de vida seguras, y demás establecidos en este Códi-
go como parte de la responsabilidad parental sobre un menor
de edad, cuando estén en condiciones de ofrecérselo. 



Artículo 323 Sextus. También se considera violencia fa-
miliar la conducta descrita en el artículo anterior llevada a
cabo contra la persona que esté sujeta a su custodia, guar-
da, protección, educación, instrucción o cuidado, siempre y
cuando el agresor y el ofendido convivan o hayan convivi-
do en la misma casa.

Los integrantes de la familia o  cuidadores que incurran en
violencia familiar, deberán tomar el curso para padres se-
ñalado en el artículo 448 ——————; además, deberán
reparar los daños y perjuicios que se ocasionen con dicha
conducta, con autonomía de otro tipo de sanciones que és-
te y otros ordenamientos legales establezcan.

Se entenderá por cuidadores a los padres, representante le-
gal o  cualquier otra persona que tenga a la persona sujeta
de responsabilidad bajo su cargo o custodia. Comprende
además a las personas con una clara responsabilidad legal,
ético profesional o cultural, reconocida respecto de la se-
guridad, la salud, el desarrollo y el bienestar del niño, prin-
cipalmente los padres, los padres de acogida, los padres
adoptivos, los parientes civiles, los tutores y los miembros
de la familia extensa y de la comunidad; el personal de cen-
tros de enseñanza, escuelas y jardines de infancia; los cui-
dadores de niños empleados por los padres o quienes ejer-
zan la responsabilidad parental; los animadores y
entrenadores, incluidos los supervisores de las asociacio-
nes juveniles; los empleadores o supervisores en el lugar de
trabajo; el personal de instituciones públicas o privadas en-
cargados de la atención de personas menores de edad o ma-
yores que por cualquier razón sean sujetos de responsabili-
dad parental,  en los centros de atención de la salud, centros
correccionales de menores, centros de día y hogares y resi-
dencias de refugio o acogida. En el caso de los niños no
acompañados, el cuidador de facto es el Estado.

En todas las controversias derivadas de violencia familiar,
el Juez dictará las medidas a que se refiere la fracción I del
inciso A del artículo 282 de este Código. 

Artículo 323 Septimus. Los integrantes de la familia que
incurran en violencia familiar, deberán tomar el curso de
responsabilidad parental señalado en el artículo 448 ——
————; además deberán reparar los daños y perjuicios
que se ocasionen con dicha conducta, con autonomía de
otro tipo de sanciones que éste y otros ordenamientos lega-
les establezcan. 

Artículo 323 Octavus. Se tendrá en cada estado y en la
Ciudad de México, un Registro de Deudores Alimentarios

Morosos, en el cual se harán las inscripciones por incum-
plimiento del deudor alimentario a las resoluciones que le
ordenan el pago de la pensión alimentaria. Dicho registro
contendrá: 

I. Nombre, apellidos, Registro Federal de Contribuyen-
tes y Clave Única de Registro de Población del deudor
alimentario moroso;

II. Número de acreedores alimentarios; 

III. Monto de la obligación adeudada; 

IV. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro, y 

V. Datos del expediente o causa jurisdiccional de la que
se deriva su inscripción. 

El Certificado a que se refiere el presente artículo, será ex-
pedido por el Registro Civil correspondiente dentro de los
tres días hábiles contados a partir de su solicitud. 

Artículo 323 Nonus. El Registro de Deudores Alimenta-
rios Morosos dará aviso al Buró de Crédito de la inscrip-
ción del deudor alimentario moroso, así como de su cance-
lación, para todos los efectos legales correspondientes.

Artículo 323 Decimus. Procede la cancelación de la ins-
cripción en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos
en los siguientes supuestos:  

I. Cuando el deudor demuestre en juicio haber cumplido con
su obligación alimentaria y que la misma está garantizada;  

II. Cuando al momento de dictar sentencia condenatoria, la
pensión de alimentos se establezca en un porcentaje del
sueldo que percibe el deudor alimentario; y 

III. Cuando el deudor alimentario, una vez condenado, de-
muestra haber cumplido con su obligación alimentaria, por
un lapso de noventa días y habiendo también demostrado
que la pensión está garantizada en lo futuro.  

El Juez de lo Familiar ordenará al Registro Civil de la en-
tidad, la cancelación de la inscripción en el Registro de
Deudores Alimentarios Morosos.
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Capítulo IV
Alienación Parental

Artículo 323 Decimus. Para efectos del presente Código,
se entenderá por Alienación parental cualquier acto, indu-
cido en un menor de edad por cualquiera de los sujetos se-
ñalados en el Artículo 323 Quintus de este Código, inde-
pendientemente de que el mismo tenga o no la guarda y
custodia, mediante la manipulación o intervención por
cualquier medio, que tienda a propiciar la desvinculación
psicológica y emocional hacia sus progenitores, familiares
y allegados, o distorsionar la realidad del alienado con fi-
nalidad de generar desamor, odio, miedo o rechazo hacia el
progenitor o familiar del que se encuentre separado, o difi-
cultar las visitas, comunicación y convivencias, usando
obstáculos como el chantaje, sentimientos de culpa, inco-
modidad, pérdida de aprecio y obstrucción al vínculo de
identificación con alguno de sus progenitores o familiares.

Artículo 323 Undecimus. Conductas que pueden ser utili-
zadas por los padres alienadores:

I. Dar información inapropiada a los hijos, con la finali-
dad de que tomen partido por ellos frente a la autoridad
judicial.

II. Fomentar temor en los menores de edad mediante
amenazas o chantajes.

III. Usar a los niños como espías para que informen so-
bre las conductas, relaciones y cualquier otro aspecto
que puedan usar en su contra en los tribunales.

IV. Comparaciones peyorativas que van desde acusacio-
nes directas, inventadas y que los menores de edad asu-
man esas afirmaciones como la verdad absoluta, no te-
niendo la oportunidad el progenitor alienado de refutar
esos comentarios.

V. Negar el acceso a los hijos para convivir con su otro
progenitor.

VI. Cambiar sin previo aviso las fechas y horas de visi-
ta o no presentar al menor de edad a las visitas ordena-
das por el juez para entorpecer o dilatar la convivencia.

VII. Presentar o imponer a su nueva pareja a los hijos
como su nueva madre o su nuevo padre.

VIII. Insultar al otro progenitor delante de los hijos y en
ausencia del mismo.

IX. Tomar decisiones importantes como: elección de la
escuela, viajes, cursos y religión sin consultar al otro
progenitor.

Artículo 380. Cuando los progenitores que no vivan juntos
reconozcan al hijo en el mismo acto, procurarán convenir
la guarda y custodia compartida del hijo o acordar cuál de
los dos ejercerá su guarda y custodia. 

En caso que no lo hicieren, el Juez de lo Familiar del lugar
resolverá lo que considere más conveniente a los intereses
de la persona sujeta a responsabilidad parental; oyendo
previamente a los padres y al Ministerio Público, de con-
formidad con el Título Octavo Bis de éste ordenamiento,
como con lo ordenado en los artículos 282, 283 y demás re-
lativos del mismo cuerpo legal; atendiendo también a la
opinión de la niña, niño o adolescente, dependiendo de su
edad, desarrollo cognitivo y grado de madurez y a las cir-
cunstancias del caso.

Artículo 381. En caso de que el reconocimiento se efectúe
sucesivamente por los padres que no viven juntos, la guar-
da y custodia de la persona sujeta a responsabilidad paren-
tal se resolverá conforme al Título Octavo Bis de éste or-
denamiento, así como con lo ordenado en los artículos 282,
283 y demás relativos del mismo cuerpo legal, atendiendo
las circunstancias del caso y dando vista al Ministerio Pú-
blico de la adscripción.

Título Octavo
De la Responsabilidad Parental

Capítulo I
Principios Generales

Artículo 411. Por responsabilidad parental se entenderá
el conjunto de responsabilidades y derechos que corres-
ponden a los progenitores, abuelos o las personas desig-
nadas para ejercerla, en todo el ámbito concerniente al
cuidado personal y bienes de la persona sujeta a respon-
sabilidad parental, para su protección, desarrollo y for-
mación integrales.

Para efectos de este Código se entenderá por Cuidado per-
sonal a las obligaciones, responsabilidades y facultades de
los progenitores y demás personas que ejerzan la responsa-



bilidad parental en la vida cotidiana de quienes estés suje-
tos a ella, en cualquier modalidad en que se ejerza su guar-
da y custodia.

Los progenitores o uno de ellos, o las personas que ejerzan
responsabilidad parental, son las depositarias y responsa-
bles de los derechos y obligaciones de las personas sobre
las que se ejerce esta responsabilidad.

Se considera sujetos de responsabilidad parental, a los hi-
jos menores de edad o que no se hayan emancipado, así co-
mo a los integrantes de la familia en estado de interdicción
o cualquier condición de incapacidad establecidas por la
ley,  que por cualquier razón de edad, salud física o estado
mental, no puedan ejercer autonomía sobre sus personas o
sus bienes, o que por sí mismos no puedan ejercitar sus de-
rechos o contraer obligaciones.

Cualquier decisión en materia de cuidado personal de la
persona sujeta a responsabilidad parental deberá basarse en
conductas concretas del progenitor que puedan lesionar su
bienestar.

La responsabilidad parental es absoluta, y se ejerce bajo los
principios del Interés Superior del Niño, Autonomía pro-
gresiva de la persona sujeta a responsabilidad parental con-
forme a sus características físicas, psicológicas, emociona-
les, aptitudes y desarrollo, y Derecho de las personas
sujetas a responsabilidad parental a ser oídos y que su opi-
nión sea tenida en cuenta según su edad, grado de madurez
o condición psicológica y emocional.

Artículo 411 Bis. Son obligaciones de quienes ejercen la
responsabilidad parental, que deberán ejercer en los térmi-
nos del presente Código, las siguientes:

a) Considerar las necesidades específicas de la persona
sujeta a responsabilidad parental, de acuerdo a sus ca-
racterísticas físicas, psicológicas, emocionales, aptitu-
des, desarrollo y madurez;

b). Proporcionar a los menores de edad cuidado perso-
nal, convivir con ellos, proporcionar alimentos, educar-
los y proporcionarles medios para una formación que
les permita incorporase de manera adecuada a la vida
social y productiva., 

c) Respetar el derecho de la niña, niño o adolescente a
ser oído, participar en su propio proceso educativo, pro-
porcionarles orientación para el conocimiento y ejerci-

cio de sus derechos, y respetar y facilitar su derecho a
mantener relaciones personales con parientes o personas
con quienes tenga vínculos afectivos;

d) Representar y administrar el patrimonio de las perso-
nas sujetas a su responsabilidad parental.

Artículo 411 Ter. La guarda y custodia de la persona su-
jeta a responsabilidad parental para sus cuidados en el ejer-
cicio de la responsabilidad parental, deberá otorgarse, en
los términos de este Código, preferentemente a ambos pro-
genitores, excepto cuando resulte perjudicial para el menor
de edad, en cuyo caso el Juez de lo Familiar la otorgará a
uno de ellos o a un tercero, conservando estos el derecho y
deber de mantener comunicación fluida con el menor de
edad. 

Cuando la guarda y custodia para el cuidado deba ser uni-
personal, el juez de lo Familiar decidirá, en los términos de
este Código, ponderando la prioridad del que facilita el de-
recho a mantener trato regular con el otro; la edad y opi-
nión del hijo.

El progenitor que ejerza la responsabilidad parental deberá
informar al otro sobre los asuntos referentes a la educación,
salud y otras relativos a la persona y bienes de la persona
sujeta a responsabilidad parental.

Para decidir sobre la guarda y custodia de las personas su-
jetas a responsabilidad parental, quienes deban ejercerla
deberán presentar al Juez de lo Familiar un plan de paren-
talidad, que contenga lugar y tiempo en que el menor de
edad permanecerá con cada responsable, las responsabili-
dades de cada uno; régimen de vacaciones, días festivos y
fechas significativas para la familia, así como el régimen
de relación y comunicación de la persona sujeta a respon-
sabilidad parental con el otro responsable.

El plan de parentalidad podrá ser modificado por los
progenitores en función de las necesidades del grupo fa-
miliar y de la persona sujeta a responsabilidad parental,
procurando la participación de éste en su formulación o
modificación. De no haber acuerdo, el Juez de lo Fami-
liar decidirá.

Artículo 411 Cuarter. Para la necesaria disciplina de las
personas sujetas a responsabilidad parental en la vida coti-
diana y convivencial, así como en sus procesos formativos
y educativos, queda expresa y absolutamente prohibido en
uso del castigo corporal en cualquiera de sus formas, los
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malos tratos y cualquier hecho que lesione o menoscabe fí-
sica o psicológica y emocionalmente a las niñas, niños o
adolescentes.

Para efectos de este Código, se entenderá por disciplina pa-
ra los menores de edad sujetos a responsabilidad parental,
los actos o procesos realizados o inducidos por quienes
ejercen sobre ellos la responsabilidad, que reconocen el va-
lor personal de cada niño y están encaminados a impartir-
les formación y ayudarlos a desarrollar criterios propios,
conciencia de límites, autocontrol, autosuficiencia y con-
ductas sociales positivas; cuya la finalidad es fortalecer la
confianza en sí mismos y su capacidad para comportarse
adecuadamente y para entablar relaciones positivas.

Para efectos de este Código, se entenderá como abuso a to-
da inflexión contra alguna persona de algún tipo de daño fí-
sico, psíquico y emocional, material o sexual, que ocurra
en razón del poder que sobre el abusado tenga el abusador,
ya sea por una superioridad material que lo protege y le da
fuerza sobre el otro, o por la sistemática amenaza de que al-
go malo le va a ocurrir de no acceder al accionar abusivo.

Para efectos de este Código se entiende por castigo a me-
nores de edad o personas que se encuentren en cualquier si-
tuación de vulnerabilidad respecto a quien lo ejerce, a la
operación abusiva de presentación o retiro de eventos aver-
sivos primarios o secundarios que no se adecuan a su edad,
condición o estado de desarrollo, y puede manifestarse co-
mo imposición, maltratos o la exposición al maltrato de ti-
po físico, psicológico, emocional o material; encaminados
a generar dolor o sufrimiento; aplicados como procedi-
miento de modificación de conductas; que constituye un
irrespeto a los derechos humanos de las personas a que se
aplica; que les pueden afectar en su desarrollo o salud físi-
ca, psicológica o emocional; que implican control externo
y una relación de poder y de dominación; que conlleva el
uso abusivo de fuerza física o emocional; que es humillan-
te; que ocasionan o pueden ocasionar lesiones físicas y
trastornos de desarrollo.

Artículo 411 Quintus. El ejercicio de la responsabilidad
parental corresponde originaria y preferentemente a ambos
progenitores, o a alguno de ellos o a terceras personas de-
signadas por Juez de lo Familiar, atendiendo a las circuns-
tancias de cada caso, orientado por los principios que rigen
la responsabilidad parental.

En caso de desacuerdo entre quienes ejerzan la responsabi-
lidad parental, cualquiera de ellos podrá acudir a Juez com-

petente, quien resolverá previas audiencias por separado
con los progenitores, los menores de edad o cualquier otro
pariente o tercera persona interesada cuya opinión resulta-
re relevante, con intervención del Ministerio Público, y
persona especialista designada por al Sistema para el desa-
rrollo integral de la Familia que corresponda, en los térmi-
nos del presente Código

En el interés de la persona sujeta a responsabilidad paren-
tal y razones justificadas, el o los progenitores que ejerzan
la responsabilidad parental, podrán delegarla a pariente o
persona de confianza, conservando su titularidad y el dere-
cho a supervisar los cuidados personales y educación de la
persona sujeta a responsabilidad parental en función de sus
posibilidades, en los términos de este Código.

Artículo 411 Sextus. Los progenitores adolescentes, estén
o no casados, ejercen la responsabilidad parental de sus hi-
jos pudiendo decidir y realizar por sí mismos las tareas ne-
cesarias para su cuidado, educación y salud.

Quienes ejerzan la responsabilidad parental de un progeni-
tor adolescente que ejerza responsabilidad parental, podrá
oponerse a la realización de actos que resulten perjudicia-
les para el menor de edad, u omitan acciones necesarias pa-
ra preservar su adecuado desarrollo.

El consentimiento del progenitor adolescente que ejerza
responsabilidad parental, debe integrarse con el asenti-
miento de quien ejerza la responsabilidad parental sobre él,
si se trata de actos trascendentes para la vida de la persona
sujeta a responsabilidad parental en cualquier ámbito. En
caso de conflicto, resolverá el Juez de lo Familiar, en los
términos previstos en el presente Código.

Artículo 411 Septimus. Los hijos menores de edad tienen
derecho a ser protegidos, criados, alimentados, y educados,
para su óptimo desarrollo y formación integral. 

Para ello, estarán bajo la responsabilidad parental de am-
bos progenitores, o solo de aquella o aquellas personas que
deban ejercer la responsabilidad parental conforme a la ley
o resolución judicial.

La obligación de alimentos comprende la satisfacción de
las necesidades de los sujetos a responsabilidad parental de
manutención, educación, esparcimiento, vestimenta, habi-
tación, asistencia, gastos por enfermedad y los necesarios
para adquirir una profesión u oficio. Los alimentos están
constituidos por prestaciones monetarias o en especie y son



proporcionales a las posibilidades económicas de los obli-
gados y necesidades del alimentado.

La obligación de proporcionar alimentos se extiende hasta
los veinticinco años, siempre y cuando el mayor de edad no
emancipado se encuentre estudiando o formándose para
una carrera profesional, técnica u oficio, excepto cuando el
obligado acredite que el hijo mayor de edad cuenta con re-
cursos para proveérselos por sí mismo.

Los alimentos a cargo de los progenitores subsisten duran-
te la privación y la suspensión del ejercicio de la responsa-
bilidad parental.

Las tareas de cuidado personal cotidianas que realiza el
progenitor que haya asumido la responsabilidad parental,
tienen un valor económico que se considerará constituye
aporte a su manutención.

Artículo 411 Octavus. Son deberes de los hijos respetar
a quienes ejercen la responsabilidad parental sobre ellos,
cumplir con las decisiones de los progenitores que no se-
an contrarias a su interés superior, prestarles colabora-
ción propia de su edad y desarrollo, y cuidar de ellos u
otros ascendientes en las circunstancias en que su ayuda
sea necesaria.

Artículo 411 Nonus. Los actos que realice un progenitor,
tienen la presunción de tener la conformidad del otro, in-
cluyendo los realizados por el progenitor afín, con excep-
ción de que medie oposición fundada y expresa del uno de
los cónyuges, de algún familiar o del ministerio Público

Artículo 411 Decimus. Se entiende por progenitor afín, al
cónyuge o pareja del ascendiente quien también tiene a su
cargo el cuidado personal y material del hijo, y a la vez co-
adyuva en su protección, desarrollo, formación integral e
incluso pudiere tomar decisiones trascendentes ante situa-
ciones de urgencia.

El progenitor afín, cónyuge o conviviente de un progenitor
que ejerza la responsabilidad parental sobre un menor de
edad, deberán cooperar en el cuidado personal de los hijos
del otro y adoptar decisiones ante situaciones de urgencia.
En caso de desacuerdo entre el progenitor y su cónyuge o
conviviente prevalece el criterio del progenitor. Esta cola-
boración no afecta los derechos de los titulares de la res-
ponsabilidad parental.

Si por cualquier causa hubiere delegación expresa de res-
ponsabilidades parentales particulares en el progenitor
afín, esta deberá ser homologada judicialmente.

Artículo 411 Undecimus. La administración de los bienes de
la persona sujeta a responsabilidad parental es ejercida en co-
mún por ambos progenitores cuando ambos estén en ejerci-
cio de la responsabilidad parental, independientemente de
que el cuidado sea unipersonal o compartido. En caso de des-
acuerdo, cualquiera podrá recurrir a Juez de lo Familiar,
quien decidirá en los términos del presente Código.

Artículo 411 Duodecimus. Quienes ejercen la responsabi-
lidad parental pueden estar en juicio por el sujeto a la res-
ponsabilidad, como actores o demandados. El menor de
edad puede reclamar a quienes ejercen la responsabilidad
parental por sus propios intereses sin previa autorización
judicial, si cuenta con la edad y madurez suficiente y asis-
tencia adecuada.

Capítulo II
De la Escuela de Responsabilidad Parental

Artículo 412. Para ejercer la responsabilidad parental de
manera adecuada, los progenitores o cualquier otra perso-
na designada para ejercerla, podrán solicitar el apoyo de
los servicios de orientación a cargo de los organismos del
Estado, así como acudir a capacitarse a la Escuela de Res-
ponsabilidad Parental.

Artículo 412 Bis. Los Tribunales de cada estado y de la
Ciudad de México, los de la Federación, el Sistema Nacio-
nal para el Desarrollo Integral de la familia, los organismos
de Derechos Humanos y demás autoridades relacionadas
con el bienestar de la familia en los tres órdenes de gobier-
no, ordenarán, cuando resulte pertinente, la capacitación en
responsabilidad parental a progenitores, cuidadores, fun-
cionarios de instituciones públicas y privadas que deban
fungir como responsables de la guarda y custodia de me-
nores de edad, en los términos del presente Código.

Artículo 412 Ter. Los cursos de responsabilidad parental
señalados en el artículo anterior, tendrán como objetivo
contribuir a garantizar que quienes por cualquier título
ejerzan responsabilidades parentales, fortalezcan o cuenten
con herramientas adecuadas para contribuir al desarrollo
físico, psíquico y espiritual de los menores bajo su respon-
sabilidad; para guiar, formar, educar, cuidar, proveer, cono-
cer, disciplinar e instruirlos, así como capacitarlos para en-
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tablar mejores relaciones de convivencia entre ellos y con
los hijos; a efecto que éstos se sepan queridos, respetados,
protegidos y desarrollen una alta autoestima

Quienes en términos del presente Código deban acudir a
estas capacitaciones por decisión judicial no lo hicieren,
serán sancionados en términos del artículo 444 Bis del pre-
sente ordenamiento.

Además de las personas señaladas en el primer párrafo
de este artículo, quienes soliciten contraer matrimonio,
así como las personas que por cualquier razón deban
ejercer la responsabilidad parental sobre algún menor,
deberán acreditar haber cursado capacitación en respon-
sabilidad parental.

Para tal efecto, dichas autoridades en los tres órdenes de
gobierno, impartirán los cursos gratuitamente, a cargo de
personal profesional calificado e idóneo, en instalaciones
que para tal efecto designe cada institución, ya sea por par-
te de dependencias oficiales, o de instituciones académicas
u organizaciones sociales especializadas certificadas para
tal efecto por la autoridad que corresponda.

Capítulo III
De las consecuencias jurídicas de la

responsabilidad parental, respecto de los hijos 
menores de edad o no emancipados

Artículo 413. La responsabilidad parental debe ejercerse
sobre la persona y los bienes de los hijos en su interés y be-
neficio. Su ejercicio queda sujeto, en cuanto a la guarda y
educación de las personas sujetas a responsabilidad paren-
tal, a las modalidades que le impriman las resoluciones que
se dicten de acuerdo con la Ley Nacional del Sistema Inte-
gral de Justicia Penal para Adolescentes.

Artículo 414. La responsabilidad parental sobre los hijos
se ejerce por ambos progenitores. Cuando por alguna cir-
cunstancia deje de ejercerla alguno de éstos, corresponde-
rá su ejercicio al otro. 

A falta de ambos padres o por cualquier otra circunstancia
prevista en este ordenamiento, ejercerán la responsabilidad
parental sobre los menores de edad, los ascendientes en se-
gundo grado en el orden que determine el Juez de lo Fami-
liar; tomando en cuenta las circunstancias del caso. 

Artículo 415. Si el hijo se encuentra sujeto a responsabili-
dad parental, requiere la autorización expresa  quien la

ejerza, o de ambos responsables si tiene doble vínculo fi-
lial, para:

a) Ingresar a comunidades religiosas, fuerzas armadas o
de seguridad; 

b) Salir de la República o para cambiar su residencia al
extranjero;

c) Comparecer en juicio, en los supuestos en que no
puede actuar por propio derecho;

d) Administrar los bienes de los hijos.

En todos estos casos, si uno de los progenitores no da su
autorización expresa o media imposibilidad para darla, de-
be resolver el Juez de lo Familiar conforme el interés su-
perior del hijo. 

Cuando el acto involucra a hijos adolescentes, también es
necesario el consentimiento expreso del propio hijo joven.

Cuando alguno de los cónyuges que ejerzan la responsabi-
lidad parental sobre una persona dejare de cumplir total o
parcialmente, y de manera injustificada y reiterada, todas o
alguna de las obligaciones de alimentos en los términos del
presente Código,  perderá sus derechos sobre la persona so-
bre la que se ejerce la responsabilidad parental, pero no sus
obligaciones, que podrán ser reclamadas con sus acceso-
rios por el cónyuge que las cubre.

Estos derechos podrán ser reintegrados cuando el respon-
sable parental que los perdió acredite ante el Juez Familiar
que ha cubierto su adeudo y sus accesorios, y garantizado
su cobertura por al menos un año.

Artículo 416. En caso de separación o divorcio de quienes
ejercen la responsabilidad parental, ambos deberán conti-
nuar con el cumplimiento de sus deberes y podrán conve-
nir los términos de su ejercicio, particularmente en lo rela-
tivo a la guarda y custodia de los hijos menores de edad, la
cual será compartida, preferentemente. 

En caso de desacuerdo, el Juez de lo Familiar resolverá lo
conducente en términos del Título Octavo Bis del presente
ordenamiento, dando vista al Ministerio Público, sin perjui-
cio de lo previsto en el Código Nacional de Procedimientos
Civiles.



Si los desacuerdos son reiterados, el Juez, con base en el
interés superior del menor, podrá ordenar medidas de in-
tervención interdisciplinaria y distribuir entre ellos las fun-
ciones parentales, por plazos determinados.

Artículo 416 Bis. Los hijos que estén bajo la responsabili-
dad parental de sus progenitores tienen el derecho de con-
vivir con ambos, aun cuando no vivan bajo el mismo techo.

No podrán impedirse, sin justa causa, las relaciones perso-
nales entre el menor de edad y sus ascendientes. En caso de
oposición, a petición de cualquier de ellos, el Juez de lo Fa-
miliar resolverá lo conducente previa audiencia de la per-
sona sujeta a responsabilidad parental, atendiendo su inte-
rés superior y de conformidad con lo previsto en Título
Octavo Bis del presente ordenamiento; dando vista al Mi-
nisterio Público, sin perjuicio de lo previsto en el Código
Nacional de Procedimientos Civiles. 

Para los casos anteriores y sólo por mandato judicial, este
derecho deberá ser limitado o suspendido, considerando el
incumplimiento reiterado de las obligaciones de crianza o
por existir peligro para la salud e integridad física, psicoló-
gica o sexual de los hijos.

Artículo 416 Ter. La disposición forzada de los hijos por
alguno de los cónyuges, o su retención e impedimento pa-
ra que vuelvan al domicilio de su hogar, será castigada co-
mo delito equiparable al secuestro. El Juez de lo Familiar,
al recibir la denuncia del hecho, deberá dar vista inmedia-
ta al Ministerio Público para que actúe en consecuencia, y
en su caso a las autoridades consulares que corresponda,
para el caso de que el menor pudiera ser sustraído del país.

Artículo 416 Cuarter. Para los efectos del presente Códi-
go se entenderá como interés superior del menor, además
de lo que al respecto establece la Constitución Política de
los Estados unidos Mexicanos, la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación y los Tratados Internacionales relativos de
los que México es parte, la prioridad que ha de otorgarse a
los derechos de las niñas, niños y adolescentes frente a los
derechos de cualquier otra persona, con el fin de garantizar,
entre otros, los siguientes aspectos: 

I. El acceso a la salud física y mental, alimentación y
educación que fomente su desarrollo personal; 

II. El establecimiento de un ambiente de respeto, acep-
tación y afecto, libre de alienación y de cualquier tipo de
violencia familiar; 

III. El desarrollo de la estructura de personalidad, con
una adecuada autoestima, libre de sobreprotección y ex-
cesos punitivos; 

IV. El fomento de la responsabilidad personal y social,
así como a la toma de decisiones del menor de acuerdo
a su edad y madurez psicológico y emocional; y 

V. Los demás derechos que establezcan otras leyes y tra-
tados aplicables, en favores de las niñas, niños y ado-
lescentes. 

Artículo 417. En caso de desacuerdo sobre las convi-
vencias o cambio de guarda y custodia, en la controver-
sia o en el incidente respectivo deberá oírse a los meno-
res de edad, en los términos de lo ordenado en el artículo
448 Octavus.

En todos los casos la progenitora y los hijos menores, así
como los testigos que estos propongan, deberán ser escu-
chados en audiencia privada por el Juez de la causa, acom-
pañado por un psicólogo o especialista, para que puedan
ejercer su derecho de ser escuchados sin presiones. 

Adicionalmente y a efecto que el menor de edad sea ade-
cuadamente escuchado independientemente de su edad, de-
berá ser asistido en la misma tanto por el asistente de me-
nores de edad que para tal efecto designe el Sistema para el
Desarrollo Integral de la Familia del estado o de la Ciudad
de México, como por el Ministerio Público. 

En caso que no se presentare el asistente de los menores a
la audiencia y una vez que el Juez de lo Familiar verifique
si es factible la comunicación libre y espontánea con el me-
nor, decidirá si es conveniente o no celebrar la audiencia;
atendiendo a su Interés Superior.

Artículo 417 Bis. Se entenderá por asistente de menores al
profesional en psicología, trabajo social o pedagogía ex-
clusivamente, adscrito al Sistema para el Desarrollo Inte-
gral de la Familia del estado o Ciudad de México que co-
rresponda, u otra institución avalada por éste, que asista al
menor, sólo para efecto de facilitar su comunicación libre
y espontánea y darle protección psicológica y emocional en
las sesiones donde éste sea oído por el Juez de lo Familiar
en privado, sin la presencia de los progenitores, y sin que
ello implique su intervención en la audiencia. 

Dicho asistente podrá solicitar hasta dos entrevistas previas
a la escucha del menor, siendo obligatorio para el progeni-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1101



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  VII Diario de los Debates de la Cámara de Diputados1102

tor que tenga su guarda y custodia, dar cumplimiento a los
requerimientos del asistente del menor. 

Artículo 418. Las obligaciones, facultades y restricciones
establecidas para los tutores, se aplicarán al pariente que
por cualquier circunstancia tenga la custodia de un menor
de edad. Quien conserva la responsabilidad parental tendrá
la obligación de contribuir con el pariente que custodia al
menor en todos sus deberes, conservando sus derechos de
convivencia y vigilancia.

La anterior custodia podrá terminar por decisión del pa-
riente que la realiza, por quien o quienes ejercen la respon-
sabilidad parental o por resolución judicial. 

Artículo 419. La responsabilidad parental sobre el hijo adop-
tivo, la ejercerán únicamente las personas que lo adopten. 

Artículo 420. Solamente por falta o impedimento de todos
los llamados preferentemente, entrarán al ejercicio de la
responsabilidad parental los que sigan en el orden estable-
cido en los artículos anteriores. Si sólo faltare alguna de las
dos personas a quienes corresponde ejercer la responsabili-
dad parental, la que quede continuará en el ejercicio de ese
derecho.

Artículo 421. Mientras estuviere el hijo sujeto a la res-
ponsabilidad parental, no podrá dejar la casa de los que
la ejercen, sin permiso de ellos o resolución de la autori-
dad competente.

Artículo 422. A las personas que tienen al menor de edad
bajo su responsabilidad parental o custodia, les incumbe la
obligación de educarlo convenientemente, implicándose su
compromiso en participar cotidianamente en su cuidado
cotidiano, atención de necesidades específicas, orientación
en el conocimiento y exigencia de sus derechos y fomento
de sus relaciones con familiares y personas con quienes
tenga algún vínculo afectivo, y a la vez representarlo y ad-
ministrar su patrimonio. 

Cuando llegue a conocimiento de los Consejos Locales
de Tutela o de cualquier autoridad administrativa que di-
chas personas no cumplen con la obligación referida, lo
avisarán al Ministerio Público para que promueva lo que
corresponda.

Artículo 423. Para los efectos del artículo anterior, se pro-
híben usar como medidas disciplinarias el castigo corporal
en cualquiera de sus formas y los malos tratos. 

Quienes ejerzan la responsabilidad parental o tengan me-
nores de edad bajo su custodia únicamente tienen la facul-
tad de corregirlos e imponerles límites sin violencia física
ni psicológica. Asimismo tienen la obligación de observar
una conducta que sirva a éstos de buen ejemplo.

Artículo 424. El que está sujeto a la responsabilidad pa-
rental no puede comparecer en juicio, ni contraer obliga-
ción alguna, sin expreso consentimiento del que o de los
que ejerzan aquel derecho. En caso de irracional disenso,
resolverá el Juez.

Artículo 424 Bis. Los progenitores adolescentes ejercen la
responsabilidad parental de sus hijos, pudiendo decidir y
realizar por sí mismos las tareas necesarias para su cuida-
do, educación y salud. 

Las personas que ejercen la responsabilidad parental de un
progenitor adolescente que tenga un hijo bajo su cuidado,
pueden oponerse a la realización de actos que resulten per-
judiciales para el niño; también pueden intervenir cuando
el progenitor omitiera realizar las acciones necesarias para
preservar su adecuado desarrollo, en términos del artículo
425 del presente cuerpo normativo.

Las decisiones del progenitor adolescente deben ser autori-
zadas por cualquiera de sus propios progenitores, cuando
se trate de cualquier acto trascendente para la vida del ni-
ño; como son el darlo en adopción, someterlo o no a trata-
mientos médicos e intervenciones quirúrgicas que pongan
en peligro su vida o sean irreversibles y cualquier otro ac-
to que pudiera lesionar los derechos del infante. 

La plena capacidad de uno de los progenitores no modifica
este régimen.

Capítulo IV
De los efectos de la responsabilidad 

parental respecto de los bienes del hijo o
de la persona mayor de edad no emancipada

Artículo 425. Los que ejercen la responsabilidad parental
son legítimos representantes de los que están bajo de ella y
tienen la administración legal de sus bienes, conforme a las
disposiciones de este Código. 

Artículo 426. Cuando la responsabilidad parental se ejerza
conjuntamente por los progenitores, abuelos o adoptantes, el
administrador de los bienes será nombrado por mutuo acuer-
do pero el designado consultará en todos los negocios al otro



responsable parental y requerirá su consentimiento expreso
para los actos más importantes de la administración.

Artículo 427. La persona que ejerza la responsabilidad pa-
rental representará también a los hijos en juicio, pero no
podrá celebrar ningún arreglo para terminarlo si no es con
el consentimiento expreso del otro progenitor o represen-
tante parental y con la autorización judicial cuando la ley
lo requiera expresamente.

Artículo 428. Los bienes del hijo, mientras esté sujeto a la
responsabilidad parental, se dividen en dos clases:

I. …

II. …

Artículo 428 Bis. Se presume que el hijo mayor que ejer-
ce algún empleo, profesión o industria, está autorizado por
sus progenitores para todos los actos y contratos concer-
nientes al empleo, profesión o industria. En todo caso debe
cumplirse con las disposiciones de este Código y con la
normativa especial referida al trabajo infantil.

Los derechos y obligaciones que surgen de estos actos re-
caen exclusivamente sobre los bienes que administra el
propio hijo.

Artículo 430. En los bienes de la segunda clase, la propie-
dad y la mitad del usufructo pertenecen al hijo; la adminis-
tración y la otra mitad del usufructo corresponde a la o las
personas que ejerzan la responsabilidad parental. 

Artículo 430 Bis. Se excluye a los progenitores de tal usu-
fructo y/o administración en los siguientes casos:

I. Si los hijos adquieren bienes por herencia, legado o
donación y el testador o donante expresamente ha dis-
puesto que el usufructo pertenezca solo al hijo o ha ex-
cluido expresamente a los progenitores de la adminis-
tración.

II. Si el hijo hereda por indignidad de sus progenitores
o alguno de ellos, en cuyo caso será el indigno el que
quede excluido.

Artículo 433. Los réditos y rentas que se hayan vencido
antes de que los padres, abuelos o adoptantes entren en po-
sesión de los bienes cuya propiedad corresponda al hijo,

pertenecen a éste, y en ningún caso serán frutos de que de-
ba gozar la persona que ejerza la responsabilidad parental.

Artículo 434. El usufructo de los bienes concedido a las
personas que ejerzan la responsabilidad parental lleva con-
sigo las obligaciones que expresa el Capítulo II del Título
VI, y además, las impuestas a los usufructuarios, con ex-
cepción de la obligación de dar fianza, fuera de los casos
siguientes:

I. Cuando los que ejerzan la responsabilidad parental
han sido declarados en quiebra, o estén concursados;

II. Cuando contraigan ulteriores nupcias, se unan en
nuevo concubinato o convivan con otra pareja afectiva;

…

Artículo 435. Cuando por la Ley o por la voluntad del
progenitor o responsable parental, el hijo tenga la admi-
nistración de los bienes, se le considerará respecto de la
administración como emancipado, con la restricción que
establece la ley para enajenar, gravar o hipotecar bienes
raíces. 

Artículo 436. Los que ejerzan la responsabilidad parental
tienen prohibido enajenar, gravar de modo alguno los bie-
nes inmuebles y los muebles preciosos que correspondan al
hijo, sino por causa de absoluta necesidad o de evidente
beneficio para el hijo, y previa la autorización del juez
competente.

Tampoco podrán celebrar contratos de arrendamiento por
más de un año, ni recibir la renta anticipada por más de dos
años; vender valores comerciales, industriales, títulos de
rentas, acciones, frutos y ganados, por menor valor del que
se cotice en la plaza el día de la venta; hacer donación de
los bienes de los hijos o remisión voluntaria de los dere-
chos de éstos; ni dar fianza en representación de los hijos.

Artículo 437. Siempre que el juez conceda licencia a los
que ejercen la responsabilidad parental para enajenar un
bien inmueble o un mueble precioso perteneciente al me-
nor de edad, tomará todas las medidas necesarias para ha-
cer que el producto de la venta se dedique al objeto a que
se destinó para beneficiar al hijo, y para que el resto se in-
vierta en la adquisición de un inmueble o se imponga con
segura hipoteca en favor de la persona sujeta a responsabi-
lidad parental.
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Al efecto, el precio de la venta se depositará en una insti-
tución de crédito, y la persona que ejerce la responsabili-
dad parental no podrá disponer de él, sin orden judicial.

Artículo 438. El derecho de usufructo concedido a las per-
sonas que ejercen la responsabilidad parental, se extingue:

I. …

II. Por la pérdida de la responsabilidad parental;

III. …

Artículo 439. Las personas que ejercen la responsabilidad
parental tienen obligación de dar cuenta anual de la admi-
nistración de los bienes de los hijos, lo que harán cada mes
de enero de cada año.

Artículo 440. En los casos en que las personas que ejercen
la responsabilidad parental tengan un interés opuesto al de
las personas sujetas a responsabilidad parental sujetos a es-
ta responsabilidad, serán éstos representados, en juicio y
fuera de él, por un tutor nombrado por el Juez Familiar pa-
ra cada caso.

Artículo 441. Los jueces de lo familiar tienen la facultad
de tomar todas las medidas necesarias para impedir que por
la mala administración de quienes ejercen la responsabili-
dad parental, se derrochen o se disminuyan los bienes del
hijo.

Estas medidas se tomarán a instancias de las personas inte-
resadas, de la persona sujeta a responsabilidad parental
cuando hubiere cumplido catorce años o del Ministerio Pú-
blico en todo caso.

Artículo 442. Las personas que ejerzan la responsabilidad
parental deben entregar a sus hijos, luego que éstos se
emancipen o lleguen a la mayor edad, todos los bienes y
frutos que les pertenecen, con la correspondiente rendición
de cuentas durante su administración.

Capítulo IV
De los modos de acabarse, limitarse 

y suspenderse la responsabilidad parental

Artículo 443. …

I. …

II. …

III. …

IV. Por la adopción del hijo por un tercero, sin perjuicio
de la posibilidad que se le restituya en caso de revoca-
ción y nulidad de la adopción. 

La extinción no se produce cuando se adopta el hijo del
cónyuge o del progenitor afín.

Artículo 444. La responsabilidad parental se pierde por re-
solución judicial en los siguientes supuestos:

I. …

II. …

III. Tanto en los casos de violencia familiar en contra de
la persona sujeta a responsabilidad parental, como por
costumbres depravadas de los responsables parentales o
por el abandono de sus deberes parentales que pudieren
comprometer la salud física o psíquica, la seguridad o la
moralidad de los hijos, aun cuando esos hechos no ca-
yeren bajo la sanción de la ley penal;

IV. Por la exposición o abandono que el padre, la madre
o responsable parental hiciere del hijo; porque lo dejen
abandonado por más de tres meses sin causa justificada
o por el incumplimiento de la obligación alimentaria por
más de 90 días consecutivos, sin causa justificada.

El progenitor que pierda la responsabilidad parental
por el abandono de sus deberes alimentarios, la podrá
recuperar, siempre y cuando compruebe que ha cum-
plido ininterrumpidamente con ésta obligación por
más de un año, otorgue garantía anual, se le haya rea-
lizado un estudio de su situación económica y de su
comportamiento actual, así como un diagnóstico psi-
cológico; dichos estudios serán realizados por personal
adscrito a la Procuraduría General de Justicia de la en-
tidad correspondiente o por perito en la materia en los
términos de lo previsto por el Código de Procedimien-
tos Civiles Federal;

V. Cuando el que la ejerza sea condenado por sentencia
ejecutoriada como autor, coautor, instigador o cómplice
de un delito doloso en el que la víctima sea el menor de
edad en su persona o bienes;



VI. Cuando el que la ejerza sea condenado por senten-
cia ejecutoriada dos o más veces por delito grave;

VII. Cuando el que la ejerza sea condenado por senten-
cia ejecutoriada dos o más veces por delitos dolosos cu-
ya pena privativa de libertad exceda de cinco años; 

VIII. Por el incumplimiento injustificado de las deter-
minaciones judiciales que se hayan ordenado al que
ejerza la responsabilidad parental, tendientes a corregir
actos de alienación o violencia familiar, cuando estos
actos hayan afectado a sus descendientes; y 

IX. Cuando el menor de edad haya sido sustraído o re-
tenido ilícitamente, por quien ejerza ésta.

X. Al declararse el estado de adoptabilidad del hijo. 

Artículo 444 Bis. En casos de divorcio, separación o con-
troversia del orden familiar, la responsabilidad parental po-
drá perderse o limitarse por el Juez de lo Familiar, cuando
el que la ejerce incurra en alienación parental o violencia
familiar, en términos de lo previsto en este Código.

Artículo 444 Ter. La privación de la responsabilidad pa-
rental puede ser dejada sin efecto por el Juez de lo Familiar
si los progenitores, o uno de ellos, demuestra que la resti-
tución se justifica en beneficio e interés del hijo.

Artículo 444 Cuater. Si uno de los progenitores es priva-
do, limitado o suspendido del ejercicio de la responsabili-
dad parental, el otro continúa ejerciéndola. En su defecto,
se procede a iniciar los procesos correspondientes para la
tutela o adopción, según la situación planteada, y siempre
en beneficio e interés del niño o adolescente.

Artículo 444 Quintus. La obligación de dar alimentos
subsiste durante la privación y la suspensión del ejercicio
de la responsabilidad parental. 

Artículo 445. La madre, el padre, abuela, abuelo, que
pase a ulteriores nupcias o relación de concubinato o de
pareja afectiva no pierde por este hecho la responsabili-
dad parental.

Artículo 446. Los nuevos cónyuges, concubinos o parejas
no ejercerán la responsabilidad parental sobre los hijos del
vínculo familiar anterior.

Artículo 447. …

I. …

II. …

III. Por sentencia condenatoria que imponga esta sus-
pensión, como pena.

IV. Por violencia familiar o alienación parental, cuando
el Juez lo determine judicialmente;

V. Por la condena a reclusión o prisión por más de tres
años;

VI. Por la declaración de interdicción del progenitor o
responsable parental;

VII. Por la anuencia judicial de que el hijo viva prefe-
rentemente con un tercero; 

VIII. Cuando el consumo de alcohol, el hábito del jue-
go, el uso no terapéutico de las substancias ilícitas a que
hace referencia la Ley General de Salud y de las lícitas
no destinadas a ese uso, que produzcan efectos psico-
trópicos y que amenacen con causar algún perjuicio al
menor de edad, cualquiera que este sea;

IX. Cuando exista la posibilidad de poner en riesgo la
salud, el estado emocional o incluso la vida del o de los
descendientes menores de edad por parte de quien con-
serva la custodia legal, o del pariente por consanguini-
dad o afinidad hasta por el cuarto grado;

X. Por no permitir que se lleven a cabo las convivencias
decretadas por autoridad competente o en convenio
aprobado judicialmente, salvo lo dispuesto por la frac-
ción IX del artículo 444 del presente Código; y

XI. En los casos y mientras dure la tutela de las perso-
nas sujetas a responsabilidad parental en situación de
desamparo de acuerdo a lo dispuesto en el presente Có-
digo y del artículo 902 del Código de Procedimientos
Civiles Federal.

Artículo 448. La responsabilidad parental no es renuncia-
ble, pero aquellos a quienes corresponda ejercerla pueden
excusarse:

I. …
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II. Cuando por su mal estado de salud o condición de vi-
da, no puedan atender su desempeño.

Capítulo V
De la Guarda y Custodia 

y del Derecho de convivencia

Artículo 448 Bis. El hijo tiene el derecho de habitar con
ambos progenitores en el domicilio de éstos y a ser guar-
dado y custodiado por ellos, así como el derecho de convi-
vir y comunicarse con ambos progenitores y con sus res-
pectivos familiares y allegados.

Artículo 448 Ter. La guarda y custodia es una prerrogati-
va conferida a los progenitores, concebida en interés del hi-
jo para su cuidado y vigilancia; entendiéndose vinculada a
la posesión material del hijo, para protegerlo, cultivarlo fí-
sica y espiritualmente y procurarle la satisfacción de sus
necesidades. 

La guarda y custodia compartida, permite el cumpli-
miento de los deberes de crianza de manera equitativa y
equilibrada.

Artículo 448 Cuartus. Las personas e instituciones públi-
cas y privadas que sean representantes legales o guardado-
res-custodios de los niños deben cumplir, además, con los
siguientes deberes y obligaciones:

I. Proporcionarles el más alto nivel de bienestar perso-
nal, cultural y social, posibles;

II. Instruirlos con buen ejemplo e inculcarles las normas
de respeto a la diversidad universal, cultural, étnica y re-
ligiosa, enalteciendo los valores de paz, equidad, liber-
tad, justicia, disciplina y tolerancia;

IIII. Vigilar que no sufran ningún tipo de violencia, dis-
criminación, maltrato, explotación o violación a y en
sus derechos.

IV. Darles acompañamiento y educación, sobre todo en
los primeros años de vida, en que se sientan las bases de
formación de su carácter, implícitamente determinado
por el ambiente de afectividad y de convivencia en que
se desarrolla.

Artículo 448 Quintus. El derecho del hijo a convivir con
ambos progenitores se tutelará especialmente cuando éstos

vivieren separados, procurándose la guarda y custodia
compartida, independientemente de la edad del hijo y aten-
diendo a su interés superior.

Artículo 448 Sextus. Si se resolviere la guarda y custodia
solo a favor de uno de los progenitores, se ordenará un ré-
gimen de convivencias, comunicación y visitas con el di-
verso ascendiente, así como los deberes y derechos deriva-
dos de la responsabilidad parental que mantiene.

Artículo 448 Septimus. Cuando deba decretarse provisio-
nal o definitivamente la guarda y custodia de un menor de
edad solamente a cargo de uno de sus padres, el órgano ju-
risdiccional decidirá la guarda y custodia de conformidad
con todo lo ordenado en este Código. 

El bienestar integral, desarrollo, seguridad e interés supe-
rior de la persona sujeta a responsabilidad parental, son los
principios rectores y serán siempre el fundamento para de-
cidir cualquier controversia en la que se vea afectada su es-
fera jurídica, económica, social y de salud física y mental.

Artículo 448 Octavus. Para los efectos del artículo ante-
rior, el órgano jurisdiccional deberá oír a los padres, a los
menores, y si es menester a los demás parientes, como los
abuelos, tíos, hermanos mayores o demás parientes intere-
sados, a quienes incluso se les puede encomendar en cual-
quier momento la guarda y custodia de las personas sujetas
a responsabilidad parental.

Asimismo, deberá enterar y oír al sistema Estatal para el
Desarrollo Integral de la Familia correspondiente, debien-
do además acordar de oficio cualquier providencia que
considere de interés o benéfica para los menores.

Las audiencias con cada progenitor, los hijos y parientes
que el Juez considere, se llevarán a cabo por separado, en
presencia solamente del psicólogo responsable de acompa-
ñar la causa.

Artículo 448 Nonus. Los parientes a quienes se les con-
fiera la custodia o guarda de un menor de edad, tendrán las
obligaciones, facultades y restricciones establecidas para
los tutores. 

La guarda a que se refiere este artículo podrá terminar por
resolución judicial, en la que se resuelva nuevamente quién
o quiénes deberán hacerse cargo de la persona sujeta a res-
ponsabilidad parental.



Capítulo VI
Del derecho de convivencia

Artículo 448 Decimus. Para resolver la guarda y custo-
dia unilateral o compartida, provisional o definitiva, así
como el derecho de convivencia, comunicación y alber-
gue vacacional y temporal del hijo, el órgano jurisdic-
cional deberá buscar una solución estable, justa y equita-
tiva, atendiendo a los siguientes elementos al momento
de motivar su decisión: 

I. Todas las pruebas que obren en el expediente, orien-
tándose por el ambiente y escenario parental que sea el
más propicio para el hijo. 

De ser necesario, ordenará se practiquen todas las dili-
gencias y periciales pertinentes, valorando su resultado;

II. Los acuerdos logrados entre ambos progenitores, si
benefician al hijo;

III. Lo expresado por los hijos, su edad y madurez;

IV. La trascendencia de no separar a los hermanos que
han crecido o permanecido juntos por cierto tiempo. 

En su caso, la necesidad de separarlos, solo si redunda
en su beneficio.

V. Los elementos personales, familiares, materiales, so-
ciales y culturales que concurren en los progenitores,
valorando la viabilidad de cada uno para atender las ne-
cesidades de cuidado, afecto, nutrición, educación, ayu-
da escolar, el ambiente social y el familiar de cada uno;

VI. Si fuere necesario, atribuir el cuidado sobre la per-
sona y el patrimonio del hijo a un tutor o curador, a fin
de evitarle una situación de peligro o desventaja;

El juzgador puede ordenar oficiosamente se realicen todas
las diligencias y probanzas necesarias, con la finalidad de
recoger las condiciones referentes a la situación en las que
viven y son educados los hijos, auxiliándose del personal
profesional o técnico que resultare necesario. 

Artículo 448 Undecimus. El progenitor que no tenga la
guarda y custodia del hijo, conserva los derechos y deberes
que benefician al hijo. 

Artículo 448 Duodecimus. Está prohibido impedir las re-
laciones personales, la comunicación, la convivencia y vi-
sitas entre el menor de edad y sus progenitores y parientes,
sin que medie resolución judicial que así lo resuelva. 

El Juez de lo Familiar resolverá la infracción a esta norma,
conforme al Capítulo III de Violencia familiar y al artículo
444 bis del actual ordenamiento, además de todas las dis-
posiciones reguladas al respecto en la legislación procesal
correspondiente.

Artículo 448 Tertiusdecimus. Las decisiones relativas al
ejercicio de la autoridad parental pueden ser modificadas
en todo momento por el Juez, mediando solicitud de uno de
los progenitores, de un familiar o del Ministerio Público. 

La resolución judicial que se dicte al respecto, atenderá a la
importancia prioritaria del interés de la persona sujeta a
responsabilidad parental y en forma secundaria el de quie-
nes tienen derecho a reclamarla.

Artículo 448 Cuartusdecimus. Todos los miembros de la
familia tienen el deber de orientar al menor de edad en la
aceptación cordial del otro familiar o sus respectivos as-
cendientes, descendientes, parientes colaterales, pareja, o
allegados. 

Se obligan a respetar las imágenes paterna y materna, y
queda prohibido inmiscuir a los hijos en los conflictos
familiares.

Dado que la paternidad y maternidad no terminan con la
separación o divorcio de los cónyuges, ambos están obli-
gados a convivir con sus hijos responsablemente.

La contravención a esta norma se sancionará en términos
del artículo 444 Bis del presente ordenamiento, suspen-
diendo, limitando o cambiando la guarda y custodia del hi-
jo, a favor del progenitor alienado o perturbado en sus de-
rechos parentales, de conformidad con las medidas
preventivas y de apremio que a los efectos el órgano juris-
diccional hubiese proveído, así como con las demás leyes
que prevean la manipulación ilícita de la razón y concien-
cia de las personas sujetas a responsabilidad parental en
contra del aprecio y valoración de cualquier otro familiar o
persona ligada al mismo, y por las que prevean el incum-
plimiento de las responsabilidades parentales.

Artículo 448 Quintusdecimus. La sustracción de un hijo
menor a un domicilio diverso al familiar, sea éste o no de-
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signado para la guarda y custodia o convivencia; el trasla-
do y retención fuera del domicilio señalado para la guarda
y custodia sin autorización del otro progenitor; la falta de
entrega oportuna e injustificada a cualquiera de los proge-
nitores en el lugar y hora ordenados por resolución judicial,
son conductas ilícitas:

I. Cuando estas conductas se produzcan con infracción
de un derecho de guarda y custodia de hecho o de dere-
cho, o del derecho de convivencia, con arreglo al dere-
cho vigente en el lugar de residencia habitual del niño o
resolución judicial dictada antes o en el transcurso del
traslado o retención; y

II. Cuando este derecho se ejercía de hecho o de dere-
cho en el momento de la sustracción, traslado o reten-
ción, o si se hubiera ejercido de no haberse producido
dicho ilícito.

El Juez de lo Familiar sancionará el ilícito conforme al Ca-
pítulo III de Violencia Familiar y de los artículos 444 frac-
ción IX y 444 Bis de este ordenamiento, sin perjuicio de las
responsabilidades que resultaran en otros cuerpos normati-
vos y materias, incluso la penal.

Para tales efectos, el Juez de lo Familiar dará vista al Mi-
nisterio Público, con el fin de que, de manera inmediata
inicie las averiguaciones y finque las responsabilidades
que resultaren en virtud de las circunstancias y gravedad
del caso.

Título Noveno
De la Tutela

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 449. El objeto de la tutela es la guarda de la per-
sona y bienes de los que no estando sujetos a responsabili-
dad parental, su capacidad de obrar y actuar está limitada,
tienen incapacidad natural y legal o solamente la segunda
para gobernarse por sí mismos. 

La tutela puede también tener por objeto la representación
interina de la persona cuya capacidad de obrar y/o actuar
está limitada, en los casos especiales que señale la Ley.

En la tutela se cuidará preferentemente de la persona cuya
capacidad de obrar o actuar está limitada. Su ejercicio que-

da sujeto en cuanto a la guarda y educación de las personas
sujetas a responsabilidad parental a las modalidades de que
habla la parte final del artículo 413.

Artículo 450. Tienen natural y legalmente limitada la ca-
pacidad de obrar o actuar:

I. …

II. Los mayores de edad que por causa de enfermedad
reversible o irreversible, o que por su estado particular
de discapacidad, ya sea de carácter físico, sensorial, in-
telectual, emocional, mental o varias de ellas a la vez,
no puedan gobernarse, obligarse o manifestar su volun-
tad, por sí mismos o por algún medio que la supla.

III. (Se deroga).

IV. (Se deroga).

Artículo 454. La tutela se desempeñará por el tutor o los
tutores con intervención del curador, del Juez de lo Fami-
liar, del Consejo Local de Tutelas y del Ministerio Público. 

Ningún pupilo puede tener más de dos tutores definitivos,
salvo las excepciones a que se refiere el artículo 455. 

Artículo 455. La Tutela se ejercerá por un solo tutor, ex-
cepto cuando por concurrir circunstancias especiales en la
misma persona del pupilo o de su patrimonio, convenga se-
parar como cargos distintos el de tutor de la persona y de
los bienes. 

Artículo 456 Bis. Las personas morales que no tengan fi-
nalidad lucrativa y cuyo fin primordial sea la protección y
atención a las personas a que se refiere el artículo 450, frac-
ción II de este Código, podrán desempeñarse como tutores
del número de personas que su capacidad lo permita, siem-
pre que cuenten con el beneplácito de los ascendientes del
Pupilo o así lo determine el juicio de interdicción y que la
persona sujeta a Tutela carezca de bienes.

Cuando la Tutela se decida por medio de Juicio de Inter-
dicción, se presentará, por parte de la persona moral, infor-
me anual pormenorizado del desempeño del cargo conferi-
do, ante el Juez, el cual se hará de forma individualizada
por cada persona. De igual forma se presentará informe en
los casos de Tutela Testamentaria o dativa a los ascendien-
tes del Pupilo.



Artículo 460. Cuando fallezca una persona que ejerza la
responsabilidad parental sobre un incapacitado a quien de-
ba designarse tutor, su ejecutor testamentario, y en caso de
intestado, los parientes y personas con quienes haya vivi-
do, están obligados a dar parte del fallecimiento al Juez de
lo Familiar dentro de los ocho días siguientes, a fin de que
se provea a la tutela. 

En caso de no dar cumplimiento a lo establecido en este ar-
tículo, serán responsables de los daños y perjuicios que se
le ocasionen al incapaz.  

Los Jueces del Registro Civil, las autoridades administrati-
vas y las judiciales tienen obligación de dar aviso a los Jue-
ces de lo Familiar, de los casos en que sea necesario nom-
brar tutor y que lleguen a su conocimiento en el ejercicio
de sus funciones.

Artículo 461. La tutela es cautelar, testamentaria, legítima,
dativa y de las personas sujetas a responsabilidad parental
en situación de desamparo.

Artículo 462. Ninguna Tutela puede conferirse sin que
previamente se declare en los términos que disponga el Có-
digo Nacional de Procedimientos Civiles, el estado y gra-
do de capacidad de la persona que va a quedar sujeta a ella. 

Tratándose de mayores de edad a que se refiere el artículo
450, fracción II de este Código, el Juez con base en dos
diagnósticos médicos o psicológicos, escuchando la opi-
nión de los parientes más cercanos de quien vaya a quedar
bajo Tutela, emitirá la sentencia donde se establezcan los
actos jurídicos de carácter personalísimo, que podrá reali-
zar por sí mismo, determinándose con ello la extensión y
límites de la Tutela.

Artículo 464. El menor de edad que se encuentre en cual-
quiera de los casos a que se refiere la fracción II del ar-
tículo 450, estará sujeto a la tutela de las personas sujetas a
responsabilidad parental, mientras no llegue a la mayoría
de edad.

Si al cumplirse ésta continuare el impedimento, el incapaz
seguirá bajo la misma tutela o podrá sujetarse a una nueva,
en ambos casos, previo juicio de interdicción, en el cual se-
rán oídos el tutor y el curador en funciones.

Artículo 465. Los hijos menores de edad de un incapacita-
do quedarán bajo la responsabilidad parental del ascen-

diente que corresponda conforme a la ley, y no habiéndolo,
se les proveerá de tutor.

Artículo 468. El Juez de lo Familiar cuidará provisional-
mente de la persona y bienes del incapaz, debiendo dictar
las medidas necesarias para ello, hasta el discernimiento de
la tutela. 

Para cumplir esta función, se auxiliará de las instituciones
médicas, educativas y de asistencia social.

Capítulo I Bis
De la Tutela Cautelar

Artículo 469 Bis. Toda persona mayor de dieciséis años y
capaz para otorgar testamento puede nombrar al tutor o tu-
tores, y a sus sustitutos, que deberán encargarse de su per-
sona y, en su caso, de su patrimonio en previsión del caso
de encontrarse en los supuestos del artículo 450. 

Dichos nombramientos excluyen a las personas que pudie-
re corresponderles el ejercicio de la tutela, de acuerdo a lo
establecido en este código.

Artículo 469 Ter. Los nombramientos mencionados en
el artículo anterior, sólo podrán otorgarse ante notario
público y se harán constar en escritura pública, siendo re-
vocable este acto en cualquier tiempo y momento con la
misma formalidad. 

En caso de muerte, incapacidad, excusa, remoción, no
aceptación o relevo del cargo del tutor designado, desem-
peñará la tutela quien o quienes sean sustitutos. 

Artículo 469 Cuartus. En la escritura pública donde se ha-
ga constar la designación, se podrán contener expresamen-
te las facultades u obligaciones a las que deberá sujetarse
la administración del tutor, dentro de las cuales serán míni-
mo las siguientes: 

I. Que el tutor tome decisiones convenientes sobre el
tratamiento médico y el cuidado de la salud del tutela-
do, y 

II. Establecer que el tutor tendrá derecho a una retribu-
ción en los términos de este código. 

El Juez de lo Familiar, a petición del tutor o del curador, y
en caso de no existir éstos, los sustitutos nombrados por el
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juez tomando en cuenta la opinión del Consejo de Tutelas,
podrá modificar las reglas establecidas si las circunstancias
o condiciones originalmente tomadas en cuenta por la per-
sona capaz en su designación, han variado al grado que
perjudiquen la persona o patrimonio del tutelado. 

Artículo 469 Quintus. El tutor cautelar que se excuse de
ejercer la tutela, perderá todo derecho a lo que le hubiere
dejado por testamento el incapaz.

Artículo 470. El ascendiente que sobreviva, de los dos que
en cada grado deben ejercer la responsabilidad parental
conforme a lo dispuesto en el artículo 414, tiene derecho de
nombrar tutor en su testamento a aquellos sobre quienes la
ejerzan, con inclusión del hijo póstumo.

Artículo 471. El nombramiento de tutor testamentario he-
cho en los términos del artículo anterior, excluye del ejer-
cicio de la responsabilidad parental a los ascendientes de
ulteriores grados.

Artículo 473. El que en su testamento, deje bienes, ya sea
por legado o por herencia, a un incapaz que no esté bajo su
responsabilidad parental, ni bajo la de otro, puede nom-
brarle tutor solamente para la administración de los bienes
que le deje.

Artículo 474. Si fueren varios los menores de edad, podrá
nombrárseles un tutor común, o conferirse a persona dife-
rente la tutela de cada uno de ellos, observándose, en su ca-
so, lo dispuesto en el artículo 457.

Artículo 475. El ascendiente que ejerza la tutela de un hi-
jo sujeto a interdicción en los supuestos de la fracción II
del artículo 450 de este Código, podrá nombrar tutor testa-
mentario, sí el otro ascendiente ha fallecido o no puede le-
galmente ejercer la Tutela.

Derogado

Podrán ser tutores testamentarios las personas morales sin
fines de lucro y cuyo objeto primordial sea la protección y
atención de las personas con discapacidad intelectual o
mental.

Artículo 475 Bis. El ascendiente que ejerza la responsabi-
lidad parental o Tutela de una persona a que se refiere el ar-
tículo 450, fracción II, de este Código, que se encuentre
afectado, por una enfermedad crónica o incurable, o que
por razones médicas se presuma que su muerte se encuen-

tra cercana o cierta, podrá sin perder sus derechos, desig-
nar un tutor y un curador para el Pupilo, prevaleciendo di-
cha designación a todas aquellas hechas anteriormente, aun
las que se encuentren realizadas en testamentos anteriores.
Dicho tutor entrará en su encargo en cualquiera de los si-
guientes casos: 

a) La muerte del ascendiente, 

b) Discapacidad mental del ascendiente, o 

c) Debilitamiento físico. En este supuesto será necesario
el consentimiento del ascendiente.

Artículo 481. El adoptante que ejerza la responsabilidad
parental tiene derecho de nombrar tutor testamentario a su
hijo adoptivo, aplicándose a esta tutela lo dispuesto en los
artículos anteriores.

Capítulo III
De la tutela legítima de las personas 
sujetas a responsabilidad parental

Artículo 482. …:

I. Cuando no hay quien ejerza la responsabilidad paren-
tal, ni tutor testamentario;

I. …

Artículo 483. …

I. … 

II. …

El juez, en resolución motivada, podrá alterar el orden an-
terior atendiendo al interés superior de la persona sujeta a
responsabilidad parental sujeto a tutela.

I. Cuando no haya tutor cautelar ni testamentario, y 

II. Cuando habiéndolo no pueda temporal o permanen-
temente ejercer el cargo y no hayan sido nombrados tu-
tores sustitutos.

Artículo 486. La tutela del cónyuge o concubino declara-
do en estado de interdicción, corresponde legítima y forzo-
samente al otro cónyuge o concubino.



Artículo 487. Los hijos mayores de edad son tutores legí-
timos de su padre o madre soltero.

Artículo 491. El tutor del incapacitado que tenga hijos me-
nores de edad bajo su responsabilidad parental, será tam-
bién tutor de ellos, si no hay otro ascendiente a quien la ley
llame al ejercicio de aquel derecho.

Capítulo V
De la tutela legítima de las personas sujetas 

a responsabilidad parental abandonados y de los aco-
gidos por alguna persona o recibidos en alguna institu-

ción de asistencia social

Artículo 492. La ley coloca a los menores de edad en si-
tuación de desamparo bajo la tutela de la institución auto-
rizada que los haya acogido, quien tendrá las obligaciones,
facultades y restricciones previstas para los demás tutores. 

Se entiende por expósito, al menor de edad que es coloca-
do en una situación de desamparo por quienes conforme a
la ley estén obligados a su custodia, protección y cuidado
y no pueda determinarse su origen. Cuando la situación de
desamparo se refiera a un menor cuyo origen se conoce, se
considerará abandonado.

Se considera como situación de desamparo, la que se pro-
duce de un hecho a causa de la imposibilidad, del incum-
plimiento o inapropiado ejercicio de los deberes de protec-
ción establecidos por las leyes para la responsabilidad
parental, tutela o custodia de las personas sujetas a respon-
sabilidad parental, cuando éstos queden privados de la ne-
cesaria asistencia material o moral; ya sea en carácter de
expósitos o abandonados. 

El acogimiento tiene por objeto la protección inmediata de
la persona sujeta a responsabilidad parental. 

Si éste tiene bienes, el juez decidirá sobre la administración
de los mismos.

En todos los casos, quien haya acogido a un menor de
edad, deberá dar aviso al Ministerio Público dentro de las
cuarenta y ocho horas siguientes, quien después de realizar
las diligencias necesarias, en su caso, lo pondrá de inme-
diato bajo el cuidado y atención del Sistema para el Desa-
rrollo Integral de la Familia correspondiente.

Artículo 493. Los responsables de los Centros de Asisten-
cia Social privados u organizaciones civiles previamente

autorizadas, donde se reciban menores de edad en situación
de desamparo, desempeñarán la tutela de éstos con arreglo
a las leyes.

Tratándose de violencia familiar, sólo tendrán los cuidados
y atención de las personas sujetas a responsabilidad paren-
tal en los mismos términos del párrafo anterior, hasta en
tanto se defina la situación legal de éstos.

Artículo 494. Los responsables de los Centros de Asisten-
cia Social ya sean públicas o privadas, donde se reciban
menores de edad en situación de desamparo o que hayan si-
do objeto de la violencia familiar a que se refiere el artícu-
lo 323 ter de este ordenamiento, tendrán la custodia de és-
tos en los términos que prevengan las leyes y los estatutos
de la institución. En todo caso darán aviso al Ministerio
Público y a quien corresponda el ejercicio de la responsa-
bilidad parental y no se encuentre señalado como respon-
sable del evento de violencia familiar.

Artículo 494-A. El Gobierno de cada estado y de la Ciu-
dad de México, a través del Sistema para el Desarrollo In-
tegral de la Familia correspondiente, ejercerá la tutela de
las personas sujetas a responsabilidad parental en situación
de desamparo que no hayan sido acogidos por instituciones
de asistencia social, en cuyo caso tendrá las obligaciones,
facultades y restricciones establecidas en este Código.

Artículo 494-B. El Sistema para el Desarrollo Integral de
la Familia estatal, para efecto de lo dispuesto en el artículo
anterior, contará con un Comité Técnico interinstitucional
e interdisciplinario como órgano de apoyo cuyo objeto se-
rá vigilar y garantizar el estricto respeto a los derechos fun-
damentales de las niñas y los niños con base en el Interés
Superior del Niño; adoptando las medidas necesarias de
protección para su cuidado y atención. 

Artículo 494-C. Cuando el Sistema para el Desarrollo In-
tegral de la Familia estatal tenga conocimiento de que un
menor de edad se encuentra en situación de desamparo,
practicará la diligencia de acogimiento respectiva con la
participación del Comité Técnico interinstitucional e inter-
disciplinario, dando aviso en el acto al Ministerio Público
Especializado, quien después de realizar las diligencias ne-
cesarias, lo pondrá de inmediato bajo el cuidado y atención
de dicha institución. 

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia de ca-
da entidad federativa, adoptará todas las medidas necesa-
rias para la atención, protección y tratamiento para el ejer-
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cicio pleno de sus derechos de acuerdo a las necesidades
específicas y edad de la persona sujeta a responsabilidad
parental, procurando siempre y en todo momento el sano
desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, dando
prioridad a los menores de edad con problemas de adicción
a estupefacientes, sustancias psicotrópicas y alcoholismo. 

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia estatal,
realizará las acciones de prevención y protección a meno-
res de edad para incorporarlos al núcleo familiar, hogares
sustitutos o en espacios residenciales adecuados para su
formación e instrucción, y garantizará en todo momento su
situación jurídica conforme a lo previsto en este Código. 

El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia estatal,
tendrá legitimación para, en su caso, promover ante el Juez
de lo Familiar las acciones correspondientes a resolver la
situación definitiva de la persona sujeta a responsabilidad
parental, dentro del término de 10 días contados a partir de
aquel en el que el Comité Técnico Interinstitucional e In-
terdisciplinario emitirá el dictamen técnico correspondien-
te, ateniendo a las circunstancias de cada caso en el plazo
que señale el reglamento. 

La asunción de la tutela atribuida al Gobierno de cada Es-
tado, en términos del Código de Procedimientos Civiles
Federal, lleva consigo la suspensión provisional de la res-
ponsabilidad parental y la tutela ordinaria; no obstante se-
rán válidos los actos de contenido patrimonial que realicen
los padres o tutores en representación de la persona sujeta
a responsabilidad parental y que sean beneficiosos para él. 

Artículo 494-D. El Sistema para el Desarrollo Integral de la
Familia estatal, integrará a los menores de edad que perma-
nezcan bajo su cuidado y atención, en los espacios residen-
ciales de instituciones u organizaciones civiles, previamente
autorizados que se destinen para tal efecto, con el fin de ga-
rantizar sus derechos de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento en áreas especializadas que aseguren su de-
sarrollo integral, de conformidad con el reglamento. 

Se buscará siempre el Interés Superior del Niño y se pro-
curará cuando no sea contrario a ese interés, su reinserción
en la propia familia. 

Artículo 494-E. En el caso de que exista oposición de par-
te legítima después de efectuados los actos comprendidos
en este capítulo, se reservará el derecho al opositor para
que lo haga valer en la vía y forma que corresponda ante el
Juez de lo Familiar.

Artículo 496. El tutor dativo será designado por el menor
de edad si ha cumplido dieciséis años. El Juez de lo Fami-
liar confirmará la designación si no tiene justa causa para
reprobarla. Para reprobar las ulteriores designaciones que
haga el menor de edad, el Juez de lo Familiar oirá el pare-
cer del Consejo Local de Tutelas o de la autoridad corres-
pondiente. Si no se aprueba el nombramiento hecho por el
menor de edad, el mismo Juez nombrará tutor conforme a
lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 497. Si el menor de edad no ha cumplido dieci-
séis años, el nombramiento de tutor lo hará el Juez de lo
Familiar de entre las personas que figuren en la lista for-
mada cada año por el Consejo Local de Tutelas correspon-
diente; oyendo al Ministerio Público, quien debe cuidar
que quede comprobada la honorabilidad de la persona ele-
gida para tutor.

Artículo 500. A los menores de edad que no estén suje-
tos a la responsabilidad parental ni a tutela testamentaria
o legítima, aunque no tengan bienes, se les nombrará tu-
tor dativo. 

La tutela en este caso tendrá por objeto el cuidado de la
persona de la persona sujeta a responsabilidad parental, a
efecto de que reciba la educación que corresponda a su po-
sibilidad económica y a sus aptitudes. 

El tutor será nombrado a petición del Consejo Local de Tu-
telas estatal o autoridad correspondiente, del Ministerio
Público, del mismo menor de edad, y aún de oficio por el
Juez de lo Familiar.

Artículo 511. …

I. Los servidores públicos;

II. …

III. Los que tengan bajo su responsabilidad parental tres
o más descendientes; 

IV. Los que por su situación socioeconómica, no puedan
atender a la tutela sin menoscabo de su subsistencia;

V. Los que por el mal estado habitual de su salud, no
puedan atender debidamente a la tutela; 

VI. …



VII. …

VIII. Los que por su inexperiencia en los negocios o por
causa grave, a criterio del Juez, no estén en aptitud de
desempeñar convenientemente la tutela.

Artículo 518. …

La misma obligación tendrá el tutor de aquel, que estan-
do en funciones de tutor, haya sido declarado en estado
de interdicción. 

En caso de omisión a lo dispuesto en este artículo, los obli-
gados serán responsables por los daños y perjuicios que se
causen a la persona sujeta a tutela.

Artículo 523. Cuando la tutela del incapacitado recaiga en
el cónyuge, concubino, en los ascendientes o en los hijos,
no se dará garantía; salvo el caso que el Juez de lo Fami-
liar, con audiencia de curador y del Consejo de Tutelas co-
rrespondiente, lo crea conveniente.

Artículo 526. …

En este caso, tendrá la obligación de actualizar la vigencia
de la fianza mientras desempeñe la tutela.

Artículo 534. …

El curador y el Consejo Local de Tutelas deberán vigilar el
cumplimiento a lo ordenado en el artículo 526.

Artículo 539. Cuando el tutor entre en el ejercicio de su
cargo, el Juez de lo Familiar fijará, con audiencia de aquél,
la cantidad que haya de invertirse en los alimentos y edu-
cación de la persona sujeta a responsabilidad parental, sin
perjuicio de alterarla, según el aumento o disminución del
patrimonio y otras circunstancias. Por las mismas razones
podrá el juzgador alterar la cantidad fijada para dicho ob-
jeto, por quien nombró al tutor.

Artículo 540. El tutor proveerá la educación integral, pú-
blica o privada, incluyendo la especializada conforme a las
leyes de la materia, de la persona sujeta a tutela, de acuer-
do con sus requerimientos y posibilidad económica, con el
propósito de que éste pueda ejercer la carrera, oficio o la
actividad que elija.

Lo anterior incluye su habilitación o rehabilitación si cuen-
ta con alguna discapacidad, para que éste pueda actuar en
su entorno familiar o social.  

Si el tutor infringe esta disposición, el curador, el Consejo
Local de Tutelas correspondiente, el Ministerio Público o
el menor de edad. Siendo el caso, deben ponerlo en cono-
cimiento del juez para que dicte las medidas necesarias pa-
ra su cumplimiento

Artículo 541. Si el que tenía la responsabilidad parental
sobre el menor de edad lo había inscrito en alguna institu-
ción para su educación o dedicado a algún oficio o carrera
profesional, el tutor no variará ésta, ni prohibir su conti-
nuación, sin la aprobación del Juez de lo Familiar, quien
decidirá este punto prudentemente y oyendo, en todo caso
al mismo menor, al curador y al Consejo Local de Tutelas.

Artículo 546. El tutor está obligado a presentar al Juez de
lo Familiar, en el mes de enero de cada año, un informe so-
bre el desarrollo de la persona sujeta a su tutela.

Para el caso del tutor de las personas a que se refiere la
fracción II del artículo 450 de este Código, además, está
obligado a presentar al Juez de lo Familiar, en el mes de
enero de cada año, un certificado de dos médicos psiquia-
tras que declaren acerca del estado del individuo sujeto a
interdicción, a quien para ese efecto reconocerán en pre-
sencia del curador. 

En el caso, el Juez de lo Familiar se cerciorará del estado
que guarda el incapacitado, tomando todas las medidas que
estime convenientes para mejorar su condición. 

Aun cuando no se rindan las cuentas a las que se refiere el
capítulo XI de este título, será obligatoria la presentación
del informe y de los certificados médicos en los términos
señalados por este artículo.

Artículo 557. El dinero que resulte sobrante después de
cubiertas las cargas y atenciones de la tutela, el que pro-
ceda de las redenciones de capitales y el que se adquiera
de cualquier otro modo, será invertido por el tutor, den-
tro del mes siguiente a su obtención, bajo su más estric-
ta responsabilidad.

Artículo 558. Si para hacer la inversión dentro del término
señalado en el artículo anterior, hubiere algún inconve-
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niente grave, el tutor lo manifestará al Juez de lo Familiar,
quien podrá ampliar el plazo por otro mes.

Artículo 559. El tutor que no haga las inversiones dentro
de los plazos señalados en los dos artículos anteriores pa-
gará los réditos legales mientras que los capitales no sean
invertidos.

Artículo 560. Mientras que se hacen las inversiones a que
se refieren los artículos 557 y 558, el tutor depositará las
cantidades que perciba, en las instituciones de crédito des-
tinadas al efecto.

Artículo 568. Para que el tutor transija cuando el objeto de
la reclamación consista en bienes inmuebles, muebles pre-
ciosos o bien en valores mercantiles o industriales cuya ga-
rantía exceda el equivalente de dos mil quinientas unidades
de cuenta y actualización, necesita del consentimiento del
curador y de la aprobación judicial otorgada con audiencia
de éste.

Artículo 573. El tutor no puede dar en arrendamiento los
bienes del incapacitado, por más de un año, sino en caso de
necesidad o utilidad, previos el consentimiento del curador
y la autorización judicial, observándose en su caso, lo dis-
puesto en el artículo 564.

Artículo 583. Cuando la tutela recaiga en cualquiera otra
persona, se ejercerá conforme a las reglas establecidas en
este Código.

Artículo 585 Bis. En caso de existir dos personas, quienes
ejerzan el cargo de tutor, la retribución se dividirá entre
ellos por partes iguales, salvo pacto en contrario, en cuyo
caso deberá ser autorizado judicialmente.

Artículo 589. El tutor o los tutores no tendrán derecho a re-
muneración alguna, excepto en los casos de tutela cautelar,
y restituirán lo que por este título hubiesen recibido, en los
siguientes casos: 

I. Si ambos tutores fuesen separados del cargo, y 

II. Si contraviniese lo dispuesto en el artículo 159. 

Si sólo uno fuese separado, el otro recibirá la totalidad de
la retribución.

Artículo 591. También tiene obligación de rendir cuenta,
cuando por causas graves que calificará el Juez de lo Fa-

miliar, la exijan el curador, el Consejo Local de Tutelas, el
Ministerio Público, los propios incapaces señalados en la
fracción II del Artículo 450, o los menores de edad que ha-
yan cumplido 16 años.

Artículo 606. …

I. Por la muerte del pupilo o porque desaparezca su li-
mitación natural o legal a su capacidad de obrar o ac-
tuar;

II. Cuando el menor de edad, sujeto a tutela, entre a la
responsabilidad parental, por reconocimiento o por
adopción.

Artículo 607 Bis. La entrega de bienes a que se refiere el
artículo anterior se deberá hacer, en sus respectivos casos: 

I. Tratándose de las personas sujetas a responsabilidad
parental, cuando alcancen la mayor edad; 

II. Al menor de edad emancipado, respecto de los bienes
que conforme a la ley pueda administrar; 

III. A los que entren al ejercicio de la responsabilidad
parental; 

IV. A los herederos de la persona que estuvo sujeta a tu-
tela; y 

V. Al tutor que lo sustituya en el cargo.

Artículo 611. Cuando el tutor actúe con dolo o culpa en la
entrega de los bienes, correrán por su cuenta todos los gas-
tos, así como el pago de la reparación de los daños y per-
juicios que esto ocasione.

Artículo 618. Todos los individuos sujetos a Tutela, ya sea
testamentaria, legítima o dativa, además de tutor tendrán
un curador, excepto en los casos de Tutela a los que se re-
fieren los artículos 492 y 500 de este Código. 

La Curatela podrá conferirse a personas morales sin fines
de lucro y cuyo objeto primordial sea la protección y aten-
ción de las personas a que se refiere el artículo 450, frac-
ción II de este Código. 

En ningún caso la Tutela y la Curatela podrán recaer en la
misma persona.
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Artículo 619. En todo caso en que se nombre al menor de
edad un tutor interino, se le nombrará curador con el mis-
mo carácter si no lo tuviere definitivo, o si teniéndolo se
halla impedido.

Artículo 641. El matrimonio del menor de dieciocho años
produce de derecho la emancipación. Aunque el matrimo-
nio se disuelva, el cónyuge emancipado, que sea menor de
edad, no recaerá en la responsabilidad parental.

Artículo 651. Si el ausente tiene hijos menores de edad,
que estén bajo su responsabilidad parental, y no hay ascen-
dientes que deban ejercerla conforme a la ley, ni tutor tes-
tamentario, ni legítimo, el Ministerio Público pedirá que se
nombre tutor, en los términos prevenidos en los artículos
496 y 497.

Artículo 681. Los herederos testamentarios, y en su defec-
to, los que fueren legítimos al tiempo de la desaparición de
un ausente, o al tiempo en que se hayan recibido las últi-
mas noticias, si tienen capacidad legal para administrar, se-
rán puestos en la posesión provisional de los bienes, dando
fianza que asegure las resultas de la administración. Si es-
tuvieren bajo la responsabilidad parental o tutela, se proce-
derá conforme a derecho. 

Artículo 693. …

I. …

II. El ascendiente que en ejercicio de la responsabilidad
parental administre bienes que como herederos del au-
sente correspondan a sus descendientes. 

…

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tada Julieta Fernández Márquez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 90 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo de la diputada Arlette Ivette Muñoz Cer-
vantes, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Arlette Ivette Muñoz Cervantes, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1,
fracción II, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía, la siguiente: iniciativa con proyecto de decreto por la
cual se reforma y adiciona la Ley Federal del Trabajo, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El salario es la retribución que debe pagar el patrón al tra-
bajador por su labor y el cual nunca debe de ser menor al
estipulado como el mínimo, de acuerdo con las disposicio-
nes de la Ley Federal del Trabajo.

Este salario mínimo es la cantidad menor que puede pagar-
se a un trabajador por su trabajo en una jornada1 por la la-
bor o servicios prestados, dentro de un lapso determinado,
bajo cualquier forma que sea calculado por hora o por ren-
dimiento, y no puede disminuirse ni por acuerdo individual
ni colectivo, está garantizado por ley y se fija para cubrir
las necesidades mínimas del trabajador y de su familia, te-
niendo en consideración las condiciones económicas y so-
ciales del país.2

Con los salarios mínimos se pretende proteger a los secto-
res vulnerables de la población, establecer salarios equita-
tivos, erigir un umbral de remuneración como base de la
estructura salarial y como instrumento de política macroe-
conómica.3

Ahora bien, la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos
(Conasami) tiene como objetivo fundamental cumplir con
lo establecido en el artículo 94 de la Ley Federal del Tra-
bajo vigente, en el que se le encomienda que, en su carác-
ter de órgano tripartito, lleve a cabo la fijación de los sala-
rios mínimos legales, procurando asegurar la congruencia
entre lo que establece la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos con las condiciones económicas y
sociales del país, propiciando la equidad y la justicia entre
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los factores de la producción, en un contexto de respeto a
la dignidad del trabajador y su familia.4

A partir del 1 de abril de 2015 en el área geográfica “A” se
mantuvo un salario mínimo de 70.10 pesos diarios5 y el sa-
lario mínimo general en el área geográfica “B” fue de
68.28 pesos diarios (1.83 pesos diarios más) A partir del 1
de octubre se homologó el salario mínimo en todo el pa-
ís, el monto fue de 70.10 pesos al día.

Posteriormente, el 1 de enero de 2016 el Consejo de la Co-
misión Nacional de los Salarios Mínimos, reportó un 4.2
por ciento como aumento del sueldo básico que gana un
trabajador, es decir, 73.04 pesos en moneda nacional, cuya
suma mensual es de 2 mil 191 pesos.6

Recientemente, el Consejo de Representantes de la Comi-
sión Nacional de los Salarios Mínimos, refiere que se otor-
gó un aumento constituido por el monto independiente de
recuperación (MIR) de 4 pesos diarios al salario mínimo
general, se acordó otorgar un incremento de fijación de 3.9
por ciento, con lo cual el salario mínimo que entrará en vi-
gor el 1 de enero 2017 será 80.04 pesos diarios.7

El propósito del MIR es hacer posible que se recupere el
poder adquisitivo de los trabajadores asalariados que perci-
ben un salario mínimo general, para que éste se cumpla no
debe repercutirse en los precios de los bienes y servicios
que consumen las familias en las que existe por lo menos
un trabajador de salario mínimo general. El aumento al
MIR no debe afectar al precio salario de la economía, ni a
la contratación colectiva.

Toda vez que el proceso de recuperación se debe centrar en
el salario mínimo general, los salarios mínimos profesio-
nales deben tener un incremento a partir del 1 de enero de
cada año, circunscrito al incremento de fijación.

Con el MIR, el Consejo de Representantes decidió avanzar
hacia la recuperación del poder adquisitivo del salario mí-
nimo aun antes de que concluya el proceso deliberativo que
arrancó a partir de que éste creó la Comisión Consultiva
para la Recuperación gradual y sostenida de los salarios
mínimos generales y profesionales.

Debemos tomar en cuenta que, de acuerdo con los datos de
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Eco-
nómicos (OCDE) ha referido que México cuenta con el sa-
lario mínimo más bajo dentro de los países miembros, la
remuneración en el país es de apenas 1.01 dólares por ho-

ra, cifra inferior a los niveles de países como Chile (2.2 dó-
lares) y Turquía (3.49 dólares), economías similares a la
mexicana.8 Asimismo, se ha referido que un mexicano tra-
baja un promedio anual de 2 mil 226 horas y obtiene un in-
greso familiar de 12 mil 850 dólares por año, mientras en
los países OCDE los trabajadores laboran 1 mil 765 horas
con un promedio de remuneración de 23 mil 938 dólares al
año por familia.9 Como se puede observar, la diferencia es
relevante y alarmante.

Marco legal

El salario mínimo es una garantía consagrada en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, éste en-
cuentra su fundamento en el artículo 1o. y en la fracción
VI, párrafo II y III, del artículo 123.

El artículo 1o. constitucional en el párrafo segundo esta-
blece que: “Las normas relativas a los derechos humanos
se interpretarán de conformidad con la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y con los tratados in-
ternacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a
las personas la protección más amplia”.

La fracción VI, párrafo II y III, del artículo 123 establece
que:

…

VI. Los salarios mínimos que deberán disfrutar los tra-
bajadores serán generales o profesionales. Los primeros
regirán en las áreas geográficas que se determinen; los
segundos se aplicarán en ramas determinadas de la acti-
vidad económica o en profesiones, oficios o trabajos es-
peciales.

Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes pa-
ra satisfacer las necesidades normales de un jefe de fami-
lia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a
la educación obligatoria de los hijos.

Los salarios mínimos profesionales se fijarán consideran-
do, además, las condiciones de las distintas actividades
económicas. Los salarios mínimos se fijarán por una comi-
sión nacional integrada por representantes de los trabaja-
dores, de los patrones y del gobierno, la que podrá auxi-
liarse de las comisiones especiales de carácter consultivo
que considere indispensables para el mejor desempeño de
sus funciones.
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Este mismo derecho se encuentra consagrado dentro de la
Declaración Universal de los Derechos Humanos toda vez
que en su artículo 23 indica:

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elec-
ción de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfac-
torias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación algu-
na, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remu-
neración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así
como a su familia, una existencia conforme a la digni-
dad humana y que será completada, en caso necesario,
por cualesquiera otros medios de protección social.

En este mismo orden de ideas, la Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT) declaró: “Uno de los derechos hu-
manos fundamentales es el derecho a una remuneración
justa que permita una existencia digna. El preámbulo de la
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo
identifica la garantía de un salario vital como una de las
condiciones para la paz universal y permanente basada en
la justicia social; si bien no existe una suma universalmen-
te aceptada que defina este tipo de salario, puede ser des-
crito como un salario producto de un trabajo a tiempo
completo, que permita a las personas tener una vida decen-
te considerada aceptable por la sociedad”.10

Ley del Trabajo

Artículo 90. Salario mínimo es la cantidad menor que
debe recibir en efectivo el trabajador por los servicios
prestados en una jornada de trabajo.

El salario mínimo deberá ser suficiente para satisfacer
las necesidades normales de un jefe de familia en el or-
den material, social y cultural, y para proveer a la edu-
cación obligatoria de los hijos.

Se considera de utilidad social el establecimiento de ins-
tituciones y medidas que protejan la capacidad adquisi-
tiva del salario y faciliten el acceso de los trabajadores
a la obtención de satisfactores.

Artículo 91. Los salarios mínimos podrán ser generales
para una o varias áreas geográficas de aplicación, que
pueden extenderse a una o más entidades federativas o
profesionales, para una rama determinada de la activi-

dad económica o para profesiones, oficios o trabajos es-
peciales, dentro de una o varias áreas geográficas.

Artículo 92. Los salarios mínimos generales regirán pa-
ra todos los trabajadores del área o áreas geográficas de
aplicación que se determinen, independientemente de
las ramas de la actividad económica, profesiones, ofi-
cios o trabajos especiales.

Artículo 93. Los salarios mínimos profesionales regirán
para todos los trabajadores de las ramas de actividad
económica, profesiones, oficios o trabajos especiales
que se determinen dentro de una o varias áreas geográ-
ficas de aplicación.

Artículo 94. Los salarios mínimos se fijarán por una
Comisión Nacional integrada por representantes de los
trabajadores, de los patrones y del gobierno, la cual po-
drá auxiliarse de las comisiones especiales de carácter
consultivo que considere indispensables para el mejor
desempeño de sus funciones.

Artículo 95. La Comisión Nacional de los Salarios Mí-
nimos y las Comisiones Consultivas se integrarán en
forma tripartita, de acuerdo a lo establecido por el Capí-
tulo II del Título Trece de esta Ley.

Artículo 96. La Comisión Nacional determinará la divi-
sión de la República en áreas geográficas, las que esta-
rán constituidas por uno o más municipios en los que
deba regir un mismo salario mínimo general, sin que ne-
cesariamente exista continuidad territorial entre dichos
municipios.

Artículo 97. Los salarios mínimos no podrán ser objeto
de compensación, descuento o reducción, salvo en los
casos siguientes:

I. Pensiones alimenticias decretadas por la autoridad
competente en favor de las personas mencionadas en el
artículo 110, fracción V; y

II. Pago de rentas a que se refiere el artículo 151. Es-
te descuento no podrá exceder del diez por ciento del
salario.

III. Pago de abonos para cubrir préstamos provenientes
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajado-
res destinados a la adquisición, construcción, reparación,
ampliación o mejoras de casas habitación o al pago de
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pasivos adquiridos por estos conceptos. Asimismo, a
aquellos trabajadores que se les haya otorgado un crédi-
to para la adquisición de viviendas ubicadas en conjun-
tos habitacionales financiados por el Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores se les
descontará 1 por ciento del salario a que se refiere el ar-
tículo 143 de esta ley, que se destinará a cubrir los gas-
tos que se eroguen por concepto de administración, ope-
ración y mantenimiento del conjunto habitacional de
que se trate. Estos descuentos deberán haber sido acep-
tados libremente por el trabajador y no podrán exceder
20 por ciento del salario.

IV. Pago de abonos para cubrir créditos otorgados o ga-
rantizados por el instituto a que se refiere el artículo 103
Bis de esta Ley, destinados a la adquisición de bienes de
consumo duradero o al pago de servicios. Estos des-
cuentos estarán precedidos de la aceptación que libre-
mente haya hecho el trabajador y no podrán exceder de
10 por ciento del salario.

Artículo 570. Los salarios mínimos se fijarán cada año
y comenzarán a regir el primero de enero del año si-
guiente.

Objetivo de la propuesta

Es indudable, que año con año la percepción de las y los
mexicanos ante la fijación del salario mínimo es de insufi-
ciencia, ante el constante incremento de la canasta básica y
algunos otros golpes a la economía nacional, regional y lo-
cal, los mexicanos sienten que cada día les alcanza menos
para satisfacer sus necesidades básicas.

Lo anterior, nos obliga como legisladores a realizar las ac-
ciones que sean necesarias tendientes a revertir la situación
descrita y sobre todo a generar una sensación de seguridad
y estabilidad en las familias mexicanas.

Para este 2017, la Comisión Nacional para el Salario Míni-
mo decidió fijar un monto independiente de recuperación
(MIR) de 4 pesos para el SMV, lo que sumado al monto de
fijación de 3.9 por ciento (3 pesos) permitió contar con un
incremento histórico y fijarlo en 80.04 pesos, sin embargo
esto se traduce en un aumento de 7 pesos en relación a
2016, lo cual sin duda es insuficiente si contemplamos que
durante la primera quincena de enero de 2017 el Índice Na-
cional de Precios al Consumidor (INPC) registró un incre-
mento de 1.51 por ciento, así como una tasa de inflación

anual de 4.78 por ciento, todo ello derivado del incremen-
to de 20 por ciento que sufrieron las gasolinas a inicio de
año.

La Conasami menciona que no se han detectado efectos del
salario mínimo en la distribución salarial de México. Esto
no es de extrañar puesto que el salario mínimo no se ha
movido de su valor real en los últimos diez años, mante-
niéndose a niveles muy por debajo de lo que se considera-
ría un salario bajo (dos tercios de la mediana). Hay por lo
tanto margen para incrementar el nivel del salario mínimo
en el país.

Por lo anterior, debemos generar los mecanismos legislati-
vos que permitan fortalecer las percepciones salariales de
las y los mexicanos sin vulnerar la economía nacional. Una
forma sana para lograr lo anterior es establecer en ley la
obligación de la citada comisión de fijar un incremento
anual del monto independiente de recuperación de cuando
menos igual al establecido en el año anterior, es decir, si
para 2017 se incrementó en 4 pesos, para 2018 tendía que
ser de otros 4 pesos mínimo, lo que permitiría ir recupe-
rando poco a poco nuestro salario mínimo.

Lo anterior en conjunto con el porcentaje de fijación sin
duda repercutirá en mejores condiciones de vida para las
familias mexicanas. 

Por lo expuesto y fundado, solicito a esta honorable Cáma-
ra de Diputados, se sirva discutir y en su caso aprobar, la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto por la cual se reforma y adiciona la Ley Fede-
ral del Trabajo

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artículo
90, recorriéndose así los subsecuentes de la Ley Federal
del Trabajo.

Artículo 90. …

…

Para coadyuvar a dar cumplimiento a lo establecido en el
párrafo anterior, al fijar el salario mínimo se deberá con-
templar un monto independiente de recuperación cuando
menos igual al fijado en el año anterior.

…
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Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 De la Cueva Mario. El nuevo derecho del trabajo. Editorial Porrúa.
México, 2004, página 315.

2 Organización Internacional del Trabajo C95, Convenio sobre la pro-
tección del salario, 1949, número 95.

3 Starr, Gerald, “La fijación del salario mínimo: Una justificación in-
ternacional,” Revista Internacional del Trabajo Volumen 100. Número
4, 1981.

4 Nava, V. Análisis constitucional de la propuesta de elevar el salario
mínimo en el Distrito Federal.

5 Revisión de los salarios mínimos generales y profesionales para ce-
rrar la diferencia entre los salarios de las dos áreas geográficas. 

http://www.conasami.gob.mx/boletin_nvos_sal_abril_2015.html

6 Primer semestre 2016 con un salario mínimo en México 

http://yucatan.com.mx/mexico/economia-mexico/primer-semestre-
2016-salario-minimo-mexico

7 Salario Mínimo 2017 

http://salariominimo.com.mx/salario-minimo-2017/

8 Forbes,

http://www.forbes.com.mx/mexico-el-pais-con-el-salario-minimo-
mas-bajo-en-la-ocde/#gs.yqm9yto

9 Ídem.

10 Belser, Patrick 20 aniversario del día de los derechos humanos, “20
años trabajando por tus derechos” Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT).

Presentada en la sede de la Cámara de Diputados, a 5 de diciembre de
2017.— Diputada Arlette Ivette Muñoz Cervantes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY DE VIVIENDA

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley
de Vivienda, a cargo de la diputada Mariana Trejo Flores,
del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Mariana Trejo Flores, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIII Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, con fundamento en lo estable-
cido por los artículos 71, fracción II; 72 y 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 frac-
ción II y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los
artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona el artículo 2 de la Ley de Vivienda en materia de
vivienda digna bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la vivienda digna es un derecho humano, el
Comité de Derechos Urbanos de las Naciones Unidas, de-
fine y aclara que una vivienda digna es el espacio donde los
individuos o las familias puedan vivir en seguridad, paz y
dignidad.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en su artículo 4o., consagra el derecho de vivienda
digna en su párrafo séptimo: “Toda familia tiene derecho
a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La ley estable-
cerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcan-
zar tal objetivo”1.

En lo anterior se establece como un derecho para los mexi-
canos el disfrute de una vivienda digna y decorosa. Para
continuar con el desarrollo de esta exposición de motivos,
es necesario explicar y entender los conceptos que se han
consagrado en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en materia de vivienda. 

Significado del concepto de vivienda digna

“La vivienda es un espacio techado y cerrado donde las
personas habitan. El término puede usarse como sinónimo
de casa, hogar, residencia o domicilio.

Digno, por su parte, es algo que dispone de dignidad y que,
por lo tanto, se puede tolerar o utilizar sin deshonra2.
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La idea de vivienda digna alude a una edificación que per-
mite a sus habitantes vivir de manera segura, confortable y
en paz. La noción, por lo tanto, se vincula a ciertas carac-
terísticas estructurales y ambientales de la morada en cues-
tión (Ibídem).

Es importante tener en cuenta que el derecho a la vivienda
forma parte de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos (sic).

La Organización de las Naciones Unidas destaca en diver-
sos documentos que dicha vivienda debe ser “digna y ade-
cuada”: es decir, tiene que permitirle al individuo alcanzar
un nivel de vida aceptable.

Una persona puede vivir en una casilla con paredes de car-
tón, techo de lona y piso de tierra, sin cloacas ni electrici-
dad. Aunque dicha casilla es la vivienda del sujeto, no se
puede definir como un espacio digno ya que las condicio-
nes de vida que propicia ese tipo de casas son precarias.

Una vivienda digna, en cambio, debe proporcionar aisla-
miento frente a las condiciones climáticas (es decir, tiene
que proteger al morador del calor, el frío, las precipitacio-
nes, etcétera.), tener una estructura segura (sin correr ries-
go de derrumbe), contar con servicios básicos (acceso a
agua potable, desagües, energía) y estar ubicada en un en-
torno que facilite la comunicación y los traslados.

La vivienda digna, además, tiene que brindar seguridad ju-
rídica al habitante.

Como sucede con la mayoría de los pilares de nuestra civi-
lización, los seres humanos aceptamos el concepto y las
implicaciones de “vivienda digna” sin hacer preguntas,
porque desde pequeños nos inculcan la necesidad de con-
tar con las comodidades y los servicios antes expuestos, y
nos aseguran que no podríamos subsistir sin ellos, o al me-
nos no en condiciones saludables.

Asumimos que el único caso en el cual la vivienda digna
no existe es cuando la pobreza lo impide, pero ¿qué ocurre
si alguien intenta prescindir de ella, si opta por una nueva
serie de condiciones para su desarrollo?

Son muchas las personas que se han alejado de las estruc-
turas impuestas por la sociedad en busca de nuevos hori-
zontes, de ideas ajenas a las convenciones, y esto no siem-
pre responde a una simple rebeldía, sino que puede ser el
resultado de cuestionar lo aparentemente incuestionable,

de querer tener un mayor control sobre la propia vida. Si
bien existen ciertos límites que responden a las caracterís-
ticas de nuestro organismo, como ser que no podríamos so-
brevivir en la nieve sin ayuda de abrigo y un refugio cáli-
do, el concepto de vivienda digna contempla ciertos puntos
que podrían ser considerados extremistas”3.

Como se puede entender en la contextualización anterior,
la vivienda digna, responde y cumple con objetivos especí-
ficos que dan satisfacción y calidad de vida a quienes en
ella habitan. Para el caso específico mexicano.

La insuficiencia de viviendas constituye actualmente un
problema que tiene que ser abordado y enfrentado a la
brevedad.

La concentración de empleos en polos de desarrollo eco-
nómico y social centralizados influye en procesos migrato-
rios internos, donde grupos específicos de la pirámide po-
blacional se trasladas a estos polos de desarrollo
económico en búsqueda de mejores opciones laborales, así
como espacios de crecimiento profesional o personal que
reditúe en una mejora sustancial de su calidad de vida. Es-
te tipo de fenómenos lo encontramos principalmente en las
ciudades más desarrolladas del país: Ciudad de México,
zona metropolitana del Valle de México, Guadalajara,
Monterrey, Aguascalientes, Querétaro, León, Puebla y la
ciudades fronterizas de la frontera norte, principalmente
por la captación de inversiones directas que generan em-
pleos mejor remunerados que en el resto del país.

La actividad migratoria de jóvenes y, en la actualidad, fa-
milias completas que mudan su residencia, se ha incre-
mentado en la última década hacia las ciudades antes
mencionadas por las condiciones de inseguridad que se
vive en casi todo el territorio nacional, a excepción de
pequeñas burbujas urbanas concentradas en las ciudades
antes mencionadas4.

Con la migración interna actual y, los flujos de seres hu-
manos de manera inter estatal, la demanda de bienes y ser-
vicios se vuelve un reto para las ciudades receptoras. Ser-
vicios básicos como: educación, salud, empleo, agua
potable, alimentación, transporte, son demandados de ma-
nera exponencial, mientras que la infraestructura pública se
mantiene constante ante el incremento exponencial de una
población de residencia fija.

La demanda de vivienda se ha concentrado tanto en la últi-
ma década que la especulación inmobiliaria ha influencia-
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do y dictado los precios del valor de la vivienda a costos in-
accesibles para los trabajadores promedio de éste país.

Con la intervención de la iniciativa privada en el tema de
vivienda, en la actualidad podemos cuestionar “la digni-
dad” de las viviendas; alto costo, inaccesible para la clase
trabajadora y clases medias, así como una reducción sus-
tancial de los metros de construcción de la vivienda.

Con los sismos del 7 y 19 de septiembre se generó una ola
de cuestionamientos al respecto de la vivienda, de donde
vale la pena hacer unas reflexiones y referirnos ahora al ca-
so específico de la vivienda en la Ciudad de México.

El caso de la Ciudad de México

El Consejo Asesor de Seguridad Estructural del Distrito
Federal fue creado en el año 2010 con la intensión de vigi-
lar y asesorar la construcción de edificaciones en la Ciudad
de México ante un incremento acelerado de la industria de
la construcción y la especulación inmobiliaria durante la
primera década del siglo XXI.

El 5 de noviembre de 2010, en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal, se publicó la Ley del Instituto para la Seguri-
dad de las Construcciones del Distrito Federal que serviría
de referente 

En el artículo primero de la ley, textualmente, se lee lo
siguiente:

“Artículo 1. La presente ley tiene por objeto crear el
Instituto para la Seguridad de las Construcciones en el
Distrito Federal, como un organismo descentralizado de
la administración pública del Distrito Federal, con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propio, sectorizado a la
Secretaría de Obras y Servicios con atribuciones especí-
ficas en materia de seguridad estructural.”5

La seguridad estructural se ha considerado en la Ciudad
de México, como uno de los principales avances técnicos
en materia de construcción a partir de 1985. Como su
nombre lo indica, la seguridad estructural busca garanti-
zar que los edificios tengan las características y condi-
ciones técnicas necesarias para desarrollar las activida-
des para los que fueron creados de manera segura. Estas
condiciones aplican tanto para el uso de la edificación
como durante su construcción6.

Esta seguridad contempla dos aspectos: resistencia-esta-
bilidad y condiciones de servicio; la edificación debe re-
sistir los esfuerzos previstos y se debe poder utilizar con
normalidad.

La seguridad estructural de una edificación comprende to-
dos los elementos estructurales como plataformas, escale-
ras, etcétera. La construcción de una edificación exige un
proyecto redactado por una persona facultada para ello,
asimismo debe presentarse ante las autoridades correspon-
dientes y obtener una licencia de obra antes de empezar la
construcción7.

En 2011, el Consejo Asesor de Seguridad Estructural, con
base en la Norma Oficial Mexicana NMX-C-407-ONNC-
CE-2001, así como el Reglamento de Construcción del
Distrito Federal, evidenció, mediante denuncias públicas y
una serie de demandas, el incumplimiento de las normas de
construcción por parte de las empresas constructoras que
laboraban en la Ciudad de México. Muchos de los edificios
denunciados, desde la perspectiva del consejo, tenían que
ser demolidos pues los incumplimientos de las normas de
construcción se presentaban en exceso de pisos sobre el lí-
mite de construcción permitido, problemas en cimentación,
materiales de baja calidad, o exceso de peso de las estruc-
turas sin un estudio previo de mecánica de suelos, lo que
ponía en riesgo a los habitantes, ocupantes y vecinos de és-
tas construcciones8.

En marzo de 2011, el Consejo Asesor de Seguridad Estruc-
tural, en conjunto con las principales universidades del pa-
ís, como la UNAM, UAM y Politécnico, así como el Ser-
vicio Sismológico Nacional, emitieron un documento
llamado Mapa de Riesgos Sísmicos de la Ciudad de Méxi-
co, en este documento se establecía con claridad las zonas
con mayor riesgo de actividad sísmica en la ciudad con ba-
se en estudios realizados a partir de 1985, lo anterior con el
fin de proponer medidas de protección civil y prevención
en caso de terremotos9.

Las delegaciones Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo, Venus-
tiano Carranza, Benito Juárez, Iztapalapa y Coyoacán,
aparecían en el mapa de riesgo como las zonas más vul-
nerables de la ciudad en condiciones sísmicas por los es-
tudios de suelo que se habían recopilado para la creación
de este documento10. 

En el Valle de México los sismos se manifiestan de mane-
ra dramática, debido a los efectos de amplificación diná-
mica en depósitos lacustres. Esta amplificación se debe al
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entrampamiento de ondas por el contraste entre las carac-
terísticas dinámicas de los depósitos superficiales, cuyo es-
pesor no sobrepasa los 150 metros, y de la roca basal. En
el dominio de la frecuencia, la forma y amplitud de esta
amplificación están controladas por el contraste de impe-
dancias elásticas, el amortiguamiento del suelo, las carac-
terísticas del campo incidente y la geometría del valle. Pa-
ra conocer la amplificación en forma teórica es necesario
recurrir a modelos de propagación de ondas. En forma em-
pírica, la técnica más usada es la de cocientes espectrales o
funciones de trasferencia empíricas. En el dominio del
tiempo la respuesta se refleja en movimientos más armóni-
cos, en el incremento de la duración y en la mayor ampli-
tud de los registros. Los desplazamientos en la zona de la-
go muestran variaciones espaciales importantes y una
duración excepcional. Típicamente, después de una por-
ción con excitación de banda de frecuencias relativamente
ancha se observa una coda monocromática con duración
mayor a cien segundos11.

Las zonas de la ciudad con mayor riesgo sísmico, fueron,
paradójicamente, en la década de los 90 y a principios del
siglo XXI, las delegaciones donde se concentró de manera
exponencial el crecimiento de desarrollo inmobiliario y
con ello la especulación, ante una demanda creciente de
necesidad de vivienda. Con el fenómeno de especulación
inmobiliaria, los precios del suelo se encarecieron en altos
ritmos de crecimiento sostenido y tendencia a la alza12.

Ante el crecimiento exponencial de la industria de la cons-
trucción en la primera década del siglo XXI, las tendencias
fueron de concentración poblacional en las delegaciones
Benito Juárez, Miguel Hidalgo, Cuauhtémoc, Coyoacán e
Iztapalapa. Se comenzó a reconfigurar un nuevo polo que
se convertiría en el más importante para la construcción de
vivienda bajo el modelo de “edificio multifamiliar”. Cien-
tos de edificaciones nuevas reconfiguraron el panorama ur-
bano en estas zonas de la ciudad, trayendo consigo proble-
mas de abastecimiento de agua, espacios públicos
insuficientes, demandas de bienes y servicios, crecimiento
de tasas delictivas, desplazamiento de vecinos originarios,
incremento del costo del metro cuadrado de construcción.

Las inmobiliarias y los gobiernos de la ciudad, federal y
delegacionales, aprovechando el boom de la especulación
inmobiliaria, siguieron por el derrotero de la construcción
de nuevos complejos departamentales en zonas de riesgo.
Es aquí donde la corrupción juega un papel preponderante,
debido a que la Dirección de Protección Civil, durante los
últimos diez años, guardó en celoso sigilo, el Atlas de Ries-

go Sísmico de la Ciudad para no frenar las inversiones
multimillonarias y redituables para las grandes empresas
constructoras de vivienda con la premisa de “Una Ciudad
Vertical”.

La nueva forma de vida que se adoptó en la Ciudad de Mé-
xico, generó que colonias populares en antaño como la co-
lonia Roma, Condesa, Portales y otras, como la Nápoles,
Escandón, Narvarte, Del Valle, experimentaran un rápido
crecimiento de este fenómeno inmobiliario13.

Las normas de construcción y los reglamentos, así como
las especificaciones técnicas y el mapa de riesgos quedó de
lado por el pujante negocio donde bancos, aseguradoras,
constructoras, inmobiliarias y gobierno, mantenían ganan-
cias crecientes con precios especulados que no están acor-
de con el precio de la construcción de la vivienda.

Los edificios de viviendas pasaron de cuatro pisos a ocho
pisos en promedio, y la reducción de los metros de cons-
trucción por vivienda; se sitúo en 57 metros cuadrados en
promedio por casa habitación, cuando en el año 2010, el
promedio era de 95 metros cuadrados por vivienda y, el
precio del metro cuadrado se elevó hasta en 333 por ciento
en una década en toda la ciudad.

Un departamento en la colonia de Portales en el año 2007
con 95 metros cuadrados de construcción, tenía un costo de
750 mil pesos aproximadamente. En la actualidad, en la
misma colonia, un departamento de 57 metros cuadrados
tiene un costo de 2.5 millones de pesos14.

El costo del metro cuadrado en la colonia Portales pasó en
una década de 7 mil 894 pesos a 43 mil 859 pesos en la ac-
tualidad. El incremento del costo del metro cuadrado en la
Ciudad de México es de 500 por ciento aproximadamente
en una colonia como la Portales. Colonias como la Conde-
sa, la Roma, Del Valle, Polanco, experimentan incremento
superior debido al fenómeno de la especulación inmobilia-
ria en la zona.

Ciudades mexicanas como Monterrey y Guadalajara, tie-
nen un costo promedio de 5 mil pesos por metro cuadrado,
lo que expone a la Ciudad de México en una de las ciuda-
des más caras de América Latina y el mundo para la ad-
quisición de vivienda.

Durante el pasado sismo del 19 de septiembre, con intensi-
dad de 7.1 grados en la escala de Richter, justo a 32 años
del sismo de 1985, las cifras de pérdidas de vida y daños en
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edificios y viviendas es escalofriante, a sabiendas que la
Ciudad de México es considerada como una de las ciuda-
des con mayor tecnología para prevenir y soportar riesgos
sísmicos.

El sismo del 19 de septiembre en cifras y estadísticas

• 228 fallecidos en la Ciudad de México.

• 74 fallecidos en Morelos.

• 45 fallecidos en Puebla.

• 15 fallecidos en el estado de México.

• 1 fallecido en Oaxaca.

• Total de vidas perdidas por el sismo: 369.

• 3000 edificios dañados en la Ciudad de México.

• 500 edificios considerados como inhabitables.

• 51 edificios colapsados en la Ciudad de México.

• 4000 familias sin vivienda.

• 16 mil desplazados en albergues u otras zonas en la
Ciudad de México.

• 8 por ciento del total de los negocios de la ciudad con
daños o afectaciones.

• 700 mil habitantes sin agua15. 

Los estados de Puebla, Morelos, estado de México, Gue-
rrero y Tlaxcala, presentan daños en edificios y vivien-
das que superan por mucho a la Ciudad de México. 9 mil
700 edificios en Puebla presentan daños estructurales de
consideración.

20 mil casas en Morelos fueron afectadas por el sismo, en
Tlaxcala, cerca de mil 500 viviendas presentan daños de
consideración16.

Adquirir una vivienda en la Ciudad de México, una de las
ciudades más pobladas del mundo es todo un reto. Las vías
de adquisición de vivienda en la Ciudad de México se estre-
chan más que en otras partes de la República, debido a:

a) El déficit de vivienda y terreno para construcción de
la misma en la ciudad. 

b) La demanda de vivienda es constante y creciente, ju-
gando en contra con los precios del mercado que se
comportan de manera creciente.

c) Los montos de créditos a través de programas guber-
namentales como Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores (Infonavit) y Fondo de la
Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado (Fovissste) son insufi-
cientes para dar cobertura al costo del inmueble. 

d) Los créditos bancarios para adquisición de vivienda
manejan para la Ciudad de México tasas de interés su-
periores al promedio nacional.

e) Los montos para ser sujetos de crédito inmobiliario
en la ciudad son ajustables y toman como base un sala-
rio promedio mensual de 30 mil pesos por cada millón
asignado. 

f) El costo promedio de una vivienda de 65 metros cua-
drados es de 1 millón 400 mil pesos, por lo cual los
montos de crédito gubernamentales no alcanzan para la
compra de viviendas bajo el concepto de “viviendas
dignas”. 

g) El promedio de habitantes por familia en la Ciudad de
México es de 3.8 habitantes por vivienda. Es decir, 4 ha-
bitantes en 65 metros cuadrados, 16.5 metros cuadrados
por habitante, lo que según investigaciones en materia
de bienestar, son indignos para un individuo. 

h) La necesidad de vivienda hace que los sujetos de cré-
dito compren viviendas en mal estado o con afectacio-
nes estructurales por el costo de las mismas, ya que es-
te tipo de viviendas se rematan en el mercado
inmobiliario y no se emiten peritajes para la compra-
venta de las mismas.

i) Las familias que no pueden adquirir una vivienda en
la Ciudad de México se ven obligadas a rentar con un
pago promedio de 12 mil pesos mensuales, siendo las
rentas más caras del país o desplazarse a comprar vi-
viendas en el estado de México o Hidalgo como opción
primera, debido esto a que las desarrolladoras inmobi-
liarias ofrecen viviendas de costos inferiores a los ofer-
tados en la Ciudad de México, generando con ello otro
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fenómeno llamado “Ciudades Dormitorio” con despla-
zamientos de un promedio de 2.5 horas de su hogar a su
centro de trabajo y viceversa.

j) Un habitante de las “Ciudades Dormitorio” viaja en
promedio 6 horas al día para trabajar en la Ciudad de
México, optando a la pérdida de calidad de vida por la
construcción de un patrimonio inmobiliario.

Las empresas aseguradoras que operan en el país han en-
contrado un nicho de mercado creciente en la Ciudad de
México, pues para la adquisición de un crédito de compra
de vivienda, las aseguradoras venden un seguro para la ca-
sa que se ha adquirido, sin embargo las cláusulas que im-
ponen los bancos y las aseguradoras a los clientes son cláu-
sulas que en términos de lógica adolecen de criterios de
viabilidad para quienes adquieren una vivienda.

En promedio, las aseguradoras cubren 70 por ciento del to-
tal del valor del inmueble, es decir: 700 mil pesos por cada
millón, sin embargo funcionan no con respecto al valor de
compra, sino al valor catastral del inmueble.

Un ejemplo es el siguiente: un inmueble adquirido a través
de un crédito hipotecario privado a plazo de 20 años, con
un valor de 500 mil pesos te obliga a pagar lo siguiente:

Fuente: Promedio ponderado de instituciones bancarias en México. 

Los requisitos para el crédito son los siguientes: 

Para 500 mil pesos a plazo de 20 años: 

• La Banca te presta 425, 000. 00 pesos.

• 85 por ciento del costo total del inmueble. 

• Tasa de interés anual fija de 10.49 por ciento.

• CAT sin IVA del 12.4 por ciento.

• Ingreso mínimo de 16 mil pesos mensuales. 

Fuente: Promedio ponderado del total de las instituciones financieras
en México para 2017. 

Al final del pago del inmueble, se cubre un total de 294 por
ciento del total del crédito ejercido, es decir, el crédito se
cobra casi tres veces al valor total del inmueble.

Las aseguradoras, como se refirió con antelación, en sus
cláusulas manejan coberturas de 70 por ciento del valor ca-
tastral del inmueble, es decir, en 500 mil pesos dan cober-
tura a 350 mil pesos, sin alterar los montos de pago de cré-
dito o deudas. Un ciudadano pierde su inmueble y la
aseguradora responde con 350 mil pesos en caso de sismo
y, la deuda con el banco continúa en los términos referidos
en los contratos iniciales. En estos términos, el banco siem-
pre gana, la aseguradora siempre gana y el propietario
siempre pierde. 

Otra cláusula interesante que aparece en los contratos de
las aseguradoras para dar cobertura a la vivienda, es que se
plantean especificaciones en la intensidad de los sismos, si-
tuando a los de magnitud de 8 grados como los de mayor
referencia. En el caso del sismo de 7.1, las aseguradoras no
quieren hacerse responsables de la cobertura de daños, re-
firiendo que no fue un sismo de un alto grado como el es-
tablecido en los contratos y aducen que las constructoras
son las responsables de la edificación y ellas, las construc-
toras deben de cubrir los daños. Lo anterior sale de denun-
cias ciudadanas que esperan que la Comisión Nacional pa-
ra la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros (Condusef) encuentre las rutas de salida entre
aseguradoras y damnificados.

Esta iniciativa pretende evidenciar la situación de corrup-
ción, falta de legalidad, contratos leoninos, edificaciones,
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sin respetar las especificaciones técnicas y demás que se
evidencian con el sismo del 19 de septiembre. 

Los casos antes referidos son aplicables para todo el te-
rritorio nacional, por lo cual, se usa el ejemplo de la Ciu-
dad de México para también ejemplificar lo ocurrido en
Chiapas, Oaxaca, estado de México, Puebla, Morelos y
Tlaxcala. 

Las ciudades dormitorio

Con el déficit de vivienda que existe en las grandes ciuda-
des, así como el alto costo de los metros cuadrados de
construcción y, la limitante de los créditos públicos para la
adquisición de la vivienda, el mercado inmobiliario ha des-
arrollado alternativas económicas para que quienes ejercen
un crédito patrimonial para adquisición de vivienda me-
diante cualquiera de los créditos gubernamentales (Infona-
vit, Fovissste, etcétera.) Generando desarrollos urbanos sa-
télites en las inmediaciones de las grandes ciudades, la
mayoría de estos desarrollos sin planeación urbanística pa-
ra el acceso a servicios básicos; agua potable, educación,
salud, empleo, transporte. Este tipo de complejos de desa-
rrollo habitacional han crecido de manera indiscriminada
en todo el territorio nacional, generando con ello otra serie
de problemas que evidencian la corrupción de vínculo en-
tre gobierno municipales, estatales, federal y las empresas
inmobiliarias.

Estas ciudades, por lo general, son abandonadas durante el
día y receptoras de habitantes durante la noche. La política
nacional de vivienda no ha restringido este tipo de desarro-
llos inmobiliarios, a sabiendas que quienes habitan las ciu-
dades dormitorio, carecen de calidad de vida, falta de ser-
vicios básicos y todo por los altos precios de la vivienda en
la grandes ciudades, así como la restricción de los créditos
públicos de financiamiento para adquisición de vivienda.

Esta iniciativa propone que la Ley Vivienda replantee, en su
artículo segundo, el concepto de “vivienda digna”. Pues las
ciudades dormitorio, la restricción de metros cúbicos, el alto
costo del metro cuadrado, así como las normas de seguridad
inexistentes por parte de las constructoras, hacen que el con-
cepto de vivienda actual sea revisado y cuestionado.

Una vivienda de 45 metros cuadrados no es digna para una
familia de cuatro integrantes y es donde se tiene que re-
plantear la política nacional de vivienda en nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto e invocado en el proemio,
someto a consideración de este pleno la siguiente iniciati-
va con proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 2o.
de la Ley de Vivienda

Único. Se reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley de
Vivienda para quedar como sigue: 

Artículo 2. Se considerará vivienda digna y decorosa la
que cumpla con las disposiciones jurídicas aplicables en
materia de asentamientos humanos y construcción, salubri-
dad, cuente con espacios habitables y auxiliares, así como
con los servicios básicos y brinde a sus ocupantes seguri-
dad jurídica en cuanto a su propiedad o legítima posesión,
y contemple criterios para la prevención de desastres na-
turales, la protección física de sus ocupantes ante situacio-
nes de riesgo por desastres naturales, así como la protec-
ción y resguardo a quienes habitan ante cualquier
contingencia.

Se considerará vivienda digna y decorosa, al espacio
que permita el desarrollo armónico de sus habitantes.
El estado garantizará el cumplimiento de lo dispuesto
en el artículo 4o. constitucional en su párrafo séptimo y
noveno.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Transcripción literal del párrafo séptimo del artículo 4° Constitucio-
nal vigente para los estados unidos mexicanos. 

2 https://definicion.de/vivienda-digna/

3 Ibídem. 

4 Lic. Miguel Vargas Mendoza. Universidad Autónoma de Zacatecas.
Unidad Académica de Economía. Trabajo de investigación sobre las
ciudades dormitorio con el Dr. Juan Manuel Padilla. 

5 http://cgservicios.df.gob.mx/prontuario/vigente/r371901.htm

6 http://francor.com.mx/que-es-la-seguridad-estructural/
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7 Ingeniero Civil Especialista en Estructuras; Luis Manuel Márquez
Ruíz, Universidad Autónoma de Zacatecas. 

8 http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/753101.html

9 http://www.ai.org.mx/ai/archivos/coloquios/2/Riesgo%20sismi-
co%20de%20la%20Ciudad%20de%20Mexico.pdf

10 http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/753101.html

11 http://www.ai.org.mx/ai/archivos/coloquios/2/Riesgo%20sismi-
co%20de%20la%20Ciudad%20de%20Mexico.pdf

12 Lic. Miguel Vargas Mendoza. “Concentración Poblacional, fenó-
meno de concentración de riqueza”. Universidad Autónoma de Zacate-
cas, Maestría en Economía Regional de la Unidad Académica de Eco-
nomía. 

13 Lic. Miguel Vargas Mendoza; “La especulación inmobiliaria y sus
ganancias en la zona dorada de la Ciudad”. Universidad Autónoma de
Zacatecas. Unidad Académica de Economía, Maestría en Economía
Regional. 

14 (Ibídem) 

15 Inegi, fuentes oficiales y declaraciones del Jefe de Gobierno, Mi-
guel Ángel Mancera. 

16 Declaraciones de los gobiernos estatales a la prensa.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado Mariana Trejo Flores (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS 
HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Y DESARROLLO URBANO

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 4o. y 6o. de
la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, a cargo de la diputada Ma-
ría Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

La suscrita, María Candelaria Ochoa Avalos, diputada fe-
deral a la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la

Unión, con fundamento en lo que se dispone en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de la Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforman las
fracciones I y II y se añade una fracción XI del artículo 4,
y se añade una fracción XI del artículo 6 de la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

Las mujeres son invisibilizadas en la concepción de la ciu-
dad en varios sentidos. Uno de estos es ser amalgamadas
en el concepto de familia, y no como individuos y ciuda-
danas que merecen acceso a espacios públicos; por lo que
el acceder a espacios públicos solas es altamente restringi-
do para las mujeres.

La idea del derecho a la ciudad fue por primera vez conce-
bida en 1968, en Le droit à la ville, de Henri Lefebvre. El
derecho a la ciudad debe entenderse como un derecho “a la
vida urbana, …a lugares de encuentros y cambios, a los rit-
mos de vida y empleos del tiempo que permiten el uso ple-
no de estos momentos y lugares” (Lefebvre, 1969, 1978:
167). A partir de dicha definición y reconocimiento de la
ciudad como un derecho se han hecho esfuerzos desde la
academia y desde distintos espacios de producción de co-
nocimiento y de políticas públicas por dar acceso a dicho
derecho como una guía que procure mejorar la vida de las
personas.

El derecho a la ciudad implica espacio, ciudadanía, partici-
pación, seguridad, bienestar, pertenencia. Pero no sólo eso.
Concebir “la ciudad” en términos de categoría de construc-
ción social implica considerar las modalidades bajo la cual
la misma es significada y representada por sus actores; los
cuales presentan importantes variaciones según los dife-
rentes contextos históricos y las relaciones de poder e ide-
ologías dominantes que las han atravesado en su desarrollo
y conformación (Falú, 2011).

Borja (2003) analiza la ciudad como un espacio construido
y susceptible de ser reconstruido, donde es posible la rea-
propiación de todos sus rincones para generar una nueva
ciudadanía y mejorar las condiciones de vida de quienes
pertenecen a ella. Para este autor ciudad, ciudadanía y es-
pacio público son los tres elementos que conforman el de-
recho a la ciudad, funcionando de manera conjunta e indi-
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visible, por lo que la ciudad se convierte en un espacio po-
lítico, un espacio donde las y los ciudadanos elaboran sus
deseos, reivindicaciones y demandas y, por ende, un espa-
cio de luchas y conflictos.

El derecho a la ciudad también implica la concepción de la
ciudad como un espacio del que apropiarse desde la socie-
dad, partiendo de la idea de que los espacios urbanos deben
ser más justos, igualitarios e inclusivos, pues es en ellos
donde pueden desarrollarse las dinámicas necesarias para
el cambio social (Pareja, 2011).

Este cambio social es necesario para reconocer que las ciu-
dades tienen, paradójicamente, un ejercicio limitado de
ciudadanía: expulsan población a las periferias a territorios
de mayores vulnerabilidades, limitan o privatizan los espa-
cios públicos. Excluyen, fragmentan y segregan. Las ciu-
dades están trasversalizadas por discriminaciones no sólo
económicas, de género, sino también étnicas y raciales, así
como por xenofobias y misoginias (Falú, 2011).

Tanto el espacio como los roles de género están interrela-
cionados y socialmente construidos. Esta será la clave que
nos desvele cómo el espacio nunca puede considerarse
neutral desde el punto de vista del género (Cevedio, 2003).
La discriminación de las ciudades hacia las mujeres, y la
forma en que esta implica violencia contra ellas es una de
las principales faltas en el derecho a la ciudad; y el derecho
a la ciudad y a una vida sin violencias para las mujeres es-
tá comprendido en la Convención de Belén do Pará (1994),
a la que México suscribe.

Es parte de la cultura latinoamericana definir al espacio pú-
blico como masculino, lo que lo restringe a las mujeres (en
horarios, lugares), lo que contribuye a se les atribuya la cul-
pa cuando son víctimas de algún delito en la vía pública o
agredidas por circular en horarios considerados socialmente
inapropiados o con determinada vestimenta. Incorporar la
perspectiva de género en la seguridad ciudadana implica el
reconocimiento de las violencias de las que son sujetos las
mujeres y que casi nunca son reconocidas.

Casi 80 por ciento de los latinoamericanos y caribeños vi-
ven en ciudades (Prado y Kiss, 2017), y esto nos hace pen-
sar en la configuración poblacional de los espacios públi-
cos urbanos, así como la distribución en el uso del tiempo
de las mujeres y hombres –respecto del trabajo productivo
y reproductivo–, así como sus vivencias urbanas.

La relación de las mujeres con el espacio público estaría así
mediada por distintos factores: el recurso tiempo, la segu-
ridad para transitar y permanecer en los espacios, y las con-
dicionantes sociales y culturales que le asignan o inhiben
determinados comportamientos (Falú, 2011).

La lucha por el derecho a la ciudad de las mujeres va en-
caminada a asegurar los derechos de quienes han quedado
a los márgenes de los intereses de unas élites políticas y
económicas que detentan el poder de planificar y gestionar
el espacio urbano, lo que implica hacer un cuestionamien-
to de la subordinación de las mujeres: cómo las relaciones
de dominación patriarcal, y no sólo capitalista, se plasman
en los espacios urbanos (Pérez, 2013). De ahí esa lucha
surge, primero, la “Carta Europea de las Mujeres en la Ciu-
dad” (1996) y después la “Carta Mundial por el Derecho de
las Mujeres a la Ciudad” (2004), que buscan dar respuesta
a estos reclamos.

Las diferentes manifestaciones de violencias contra las
mujeres son restricciones a sus derechos y limitan su ciu-
dadanía a la vez que se expresan como un “continuum” so-
bre el cuerpo de las mujeres, en un reiterado y renovado
ejercicio de poder sobres sus cuerpos (Falú, 2011).

Estas violencias, resultado de complejas intersecciones, se
constituyen en restricciones ciudadanas con altos costos
para la vida de las mujeres. Tanto la criminalidad que se
experimenta, como las violencias que se temen, demandan
ampliar el concepto de seguridad ciudadana para que in-
cluya la experiencia de las mujeres y sea sensible al géne-
ro, incorporando las dimensiones específicas a lo ganado
por las mujeres en el mundo sobre el derecho a una vida sin
violencias (Falú, 2011).

Aunado a ello no hay que olvidar que las violencias que vi-
ven o perciben las mujeres como amenazantes a sus vidas
no son las únicas dimensiones de violencias, a éstas que se
ejercen en general sobre sus cuerpos, se suman las genera-
das por las múltiples demandas sociales insatisfechas que
se expresan en las instituciones por las que transitan –tra-
bajo, familia, seguridad, educación, salud, agua, transpor-
te– para todas éstas, los espacios urbanos son el continente
(Falú, 2011). Estas carencias de derechos se relacionan
también con los mecanismos y flujos institucionales de un
sistema policial y de justicia que se muestra, por lo menos,
ineficiente en el combate a estas violencias y crimen orga-
nizado, y también, en la baja representación de las mujeres
en las decisiones locales desde lo político y administrativo.
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Es absolutamente imprescindible que todo debate acerca
de los derechos humanos –y en este caso del derecho a la
ciudad– incorpore un análisis de género para examinar a
fondo las desigualdades que existen, e identificar y satis-
facer las necesidades humanas y los derechos humanos
(Buckingham, 2011). Según Buckingham, el derecho a la
ciudad supone no solamente el derecho a usar lo que ya
existe en los espacios urbanos, sino también a definir y
crear lo que debería existir con el fin de satisfacer la ne-
cesidad humana de llevar una vida decente en los am-
bientes urbanos.

Por ello, para poder aspirar a un pleno entendimiento de lo
que se necesita para volver a las ciudades lugares equitati-
vos, es necesario revalorizar las experiencias cotidianas de
las mujeres y su percepción de la ciudad y del hogar como
fuentes de información útiles para el análisis y como parte
de las demandas que deben incluirse en el derecho a la ciu-
dad (Pérez, 2013).

Es menester incluir la ética del cuidado en la concepción de
las acciones y programas gubernamentales como parte de
las garantías ciudadanas, no como una responsabilidad que
normalmente recae en las mujeres. Al analizar la diversi-
dad de condiciones en las que las mujeres hacen uso de su
tiempo, se debe pensar que las mujeres ocupan dobles
–hasta triples– jornadas para completar sus actividades to-
tales diarias y dejar esto de un lado en la arquitectura y el
trazo urbanístico de las calles hace evidente la aun presen-
te separación de la esfera pública y privada, que no logra
conciliar la nueva gestión por resultados.

Los espacios urbanos deben convertirse en espacios políti-
cos, especialmente en temas como diferenciaciones en pa-
go de tenencia, infraestructura (caminos, puentes, alumbra-
do, agua potable y drenaje) que en la realidad tienen uso
con perspectiva de género, por lo que las mujeres debemos
tener injerencia en el diseño de todo lo anterior, porque no
es lo mismo cómo lo vive un hombre con carro y que sólo
se desplaza del trabajo al hogar, a una mujer que lava, plan-
cha, hace de comer, lleva a los hijos a la escuela y luego va
a el trabajo remunerado. Sobre todo, porque: “El espacio y
tiempo de la ciudad son reproductores de la vida cotidiana
de sus habitantes” (Segovia y Rico, 2017).

Según lo que plantea Buckingham, contemplar la pers-
pectiva de género en el derecho a la ciudad implica y ne-
cesita cinco pilares que tienen que confluir para poder
aspirar a una vida digna, libre de violencia y equitativa
para las mujeres:

• Seguridad en ambientes urbanos

• Infraestructura y transportes públicos (medios de
transporte seguros, asequibles y extendidos que las mu-
jeres; que los edificios y parques cuenten con buena ilu-
minación; que haya disponibilidad de teléfonos públicos
para situaciones de emergencia;)

• Proximidad entre viviendas, servicios y empleo

• Romper la dicotomía entre público y privado

• Participación en la toma de decisiones, gobernanza y
planificación

• Es un hecho que las mujeres sufren innumerables vio-
laciones a su derecho a la ciudad y diariamente violen-
cias en los espacios que transitan. Como en el resto de
las violencias, las violencias públicas no son iguales pa-
ra varones y mujeres, ni se viven ni se perciben de igual
manera. La violencia contra las mujeres limita su liber-
tad y sus derechos: desde el derecho a la vida, pasando
por el derecho al libre tránsito, hasta el derecho a la ciu-
dad. Sufrimos de una innegable, pero peor, desconocida,
ausencia de la dimensión de género en las políticas de
seguridad y en todos los diseños relacionados con la co-
munidad. Por ello, presentamos la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Por la que se reforman las fracciones I y II y se añade una
fracción XI del artículo 4, y se añade una fracción XI del
artículo 6 de la Ley General de Asentamientos Humanos,
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para quedar
como sigue:

Capítulo Segundo
Principios

Artículo 4. La planeación, regulación y gestión de los
asentamientos humanos, Centros de Población y la ordena-
ción territorial, deben conducirse en apego a los siguientes
principios de política pública:

I. Derecho a la ciudad. Garantizar a todos y a todas los
y las habitantes de un asentamiento humano o centros
de población el acceso a la vivienda, infraestructura, se-
guridad, equipamiento y servicios básicos, participación
política, toma de decisiones, gobernanza y planificación

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  VII Diario de los Debates de la Cámara de Diputados1128



a partir de los derechos reconocidos por la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados
internacionales suscritos por México.

II. Igualdad e inclusión. Garantizar el ejercicio pleno
de derechos en condiciones de igualdad, a través de me-
didas que prevengan la violencia, discriminación, se-
gregación o marginación de individuos o grupos. Ga-
rantizar el respeto de los derechos humanos, la
perspectiva de género y que todos los y las habitantes
puedan tener acceder a viviendas, servicios, equipa-
mientos, infraestructura y actividades remuneradas. Di-
señar, gestionar e implementar todas las medidas nece-
sarias para equilibrar la desigualdad estructural que
actualmente manifiestan las ciudades…

XI. Perspectiva de género. Es una visión científica,
analítica y política sobre las mujeres y los hombres.
Se propone eliminar las brechas de género como la
desigualdad, la violencia, la injusticia y la jerarqui-
zación de las personas con base en el género. Pro-
mueve la igualdad entre los géneros a través de la
equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres;
contribuye a construir una sociedad en donde las
mujeres y los hombres tengan el mismo valor, igual-
dad de derechos y las mismas oportunidades para
acceder a los recursos económicos y a la represen-
tación política y social en los ámbitos de toma de
decisiones;

Capítulo Tercero
Causas de Utilidad Pública

Artículo 6. En términos de lo dispuesto en el artículo 27,
párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, son de interés público y de beneficio
social los actos públicos tendentes a establecer provisiones,
reservas, usos del suelo y destinos de áreas y predios de los
Centros de Población, contenida en los planes o programas
de desarrollo urbano.

Son causas de utilidad pública:

…

XI. La incorporación de la perspectiva de género en
la planificación y gestión de los espacios públicos;

Transitorios

Artículo primero. El presente decreto entrará en vigor el
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente ordenamiento.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 5 de diciembre de
2017.— Diputada María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Urbano y Orde-
namiento Territorial, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 201 y 205 de la Ley
del Seguro Social, a cargo de la diputada María del Rosa-
rio Rodríguez Rubio, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, María del Rosario Rodríguez Rubio, dipu-
tada de la LXIII Legislatura, e integrante del Grupo Parla-
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mentario del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la fa-
cultad que otorga el artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía, iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social, a fin de otorgar derechos de
guarderías a padres (hombres y mujeres por igual), con ba-
se en la siguiente:

Exposición de Motivos

En México la situación económica y social ha cambiado,
por lo tanto han evolucionado las necesidades de la pobla-
ción, la clase trabajadora ha cambiado, transformando los
roles familiares y la mujer tiene una presencia más activa
en el campo laboral, generando que las necesidades sean
diferentes. En específico se puede hacer referencia a las ne-
cesidades de las niñas y niños cuyos padres trabajan y al no
poder atenderlos durante el horario laboral, se requiere de
un lugar para su cuidado y atención.

Especialmente por el cambio de roles familiares actuales en
el que la mujer se ha activado en el campo laboral, la figura
del proveedor y la manutención del hogar se comparte entre
el hombre y la mujer; o bien, cada vez más la mujer va ad-
quiriendo esta figura que históricamente perteneció al género
masculino. En respuesta a ello, se han creado condiciones
que permiten a los trabajadores adaptarse más fácilmente al
nuevo contexto de producción.

Sin embargo, las mujeres han tenido que abogar por sus
derechos de género y buscar un adelantamiento en el
marco normativo, adquiriendo derechos e inclusive lo-
grando políticas públicas de apoyo al género femenino,
dejando de lado, en algunos casos, a los hombres frente
a la mujer. 

Es así que la igualdad de género es un principio constitu-
cional que estipula que hombres y mujeres son iguales an-
te la ley, lo que significa que todas las personas, sin distin-
go alguno tenemos los mismos derechos y deberes frente al
Estado y la sociedad en su conjunto; es decir, tanto hom-
bres como mujeres deben tener acceso a los mismos servi-
cios que otorgue el estado, incluidos los otorgados a las
mujeres u hombres trabajadores. 

Un ejemplo de lo anterior, es el caso de servicios de guar-
derías, que la legislación mexicana otorga el derecho a es-
te servicio a todas las mujeres (madres) trabajadoras; limi-

tando este derecho a los hombres (padres) trabajadores que
se encuentren viudos o divorciados.

Desde el punto de vista del hombre derechohabiente, pue-
de resultar sumamente injusto aportar a un esquema de se-
guridad social, que deniega el servicio de guardería a sus
hijos, por motivo de pertenecer al género masculino y por
tener un esquema familiar diferente. De conformidad con
la Ley del Seguro Social, los asegurados varones deben di-
vorciarse, enviudar o separarse legalmente de sus parejas,
para poder acceder a dicho beneficio, esta situación, vista
de otra forma, podría considerarse que atenta contra el de-
recho a la familia, y que además es un acto discriminatorio
y violatorio de derechos humanos.

Aunado a lo anterior, es muy común que en nuestro país
existan personas con trabajos informales, que no cuentan
con prestaciones sociales que les garantice un servicio de
guarderías para el cuidado de los niños y niñas, siendo en
ocasiones las madres las que se ven obligadas a realizar
esos trabajos informales y sin acceso a los servicios de cui-
dado para los hijos menores; quedando los padres como la
única alternativa para buscar esos servicios de cuidado.
Desafortunadamente, en las condiciones legales actuales,
es imposible que dicho padre estando casado, adquiera
esos derechos para sus hijos.

En ese sentido, el artículo 1 constitucional señala que que-
da prohibida toda discriminación motivada por origen étni-
co o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas, en concordancia con el contenido del artículo 4
de nuestra ley fundamental, que establece que el varón y la
mujer son iguales ante la ley, puntualizando que es la pro-
pia ley la que protegerá la organización y el desarrollo de
la familia. Destacando el hecho de que lo anterior cae en
discriminación, por medio de la ley secundaria del Seguro
Social, que evidentemente no debería establecer disposi-
ciones en contra de la Constitución.

De igual forma, el artículo 4 de la Constitución establece que
el Estado, en todas las decisiones y actuaciones, velará y
cumplirá el principio del interés superior de la niñez, garanti-
zando de manera plena sus derechos a la educación y sano es-
parcimiento para su desarrollo integral, principio que deberá
guiar el diseño ejecución, seguimiento y evaluación de las
políticas públicas dirigidas a la niñez.
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Al respecto, en 2010 la Universidad Autónoma de México
(UNAM) emitió un comunicado en el que aseguraba que
“si se quiere que las mujeres se desarrollen profesional-
mente y los varones asuman con mayor responsabilidad su
paternidad, son necesarias enmiendas que incluyan licen-
cias por cuidados infantiles, y la prestación, por igual, del
servicio de guarderías”.1

Es importante señalar que, según datos de Inegi, en Méxi-
co la tasa de informalidad laboral actual es del 57.8 por
ciento, de ese porcentaje el 57.4 por ciento corresponde a
hombres y el 58.5 por ciento a mujeres.2 De igual forma,
en 2009 se estimó que alrededor de tres cuartas partes de la
población (77.2 por ciento) se encuentra afiliada a una ins-
titución de seguridad social o de salud. De cada 100 perso-
nas, 45 están afiliadas al Seguro Popular, 44 al IMSS, 7 al
ISSSTE y el resto a otras instituciones públicas o privadas.

Además de lo anteriormente expuesto, las niñas y niños ne-
cesitan para su buen desarrollo integral, un cuidado y aten-
ción adecuados, que garanticen en todo momento sus dere-
chos humanos para satisfacer las necesidades esenciales
que implican un correcto desarrollo de la infancia; ya que
ello será la base de su crecimiento. El servicio de guarderí-
as representa un apoyo para disminuir la vulnerabilidad en
el que quedan expuestos muchos menores cuando sus pa-
dres se incluyen en el mercado laboral y no tienen el tiem-
po para dar la atención y cuidado para sus hijos.

Aunado a lo anterior, la discriminación no debe existir en
un Estado democrático y constitucional, y el objeto de la
presente reforma no se constriñe en hacer valer el otor-
gamiento de una prestación social, sino que pretende ter-
minar con una situación de discriminación en contra de
los varones asegurados por el Instituto Mexicano del Se-
guro Social, por el simple hecho de pertenecer al género
masculino, situación que va en contra del propio manda-
to constitucional.

Por tanto, la no discriminación es un principio que estamos
obligados a cumplir, ya que la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos
Sociales, Económicos y Culturales, y en el Pacto Interna-
cional de los Derechos Civiles y Políticos tienen reconoci-
miento pleno en nuestro país, conforme a lo establecido
por el artículo 133 constitucional, que a la letra dice: “Esta
constitución, las leyes del Congreso de la Unión que ema-
nen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la
misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la

República, con aprobación del Senado, serán la ley supre-
ma de toda la Unión”. 

Finalmente, la legislación vigente vulnera los derechos no só-
lo de los asegurados por cuestiones de género, sino de sus hi-
jos al no contar con posibilidad alguna de acceder a la pres-
tación social de la guardería a la que tienen derecho sus
padres, por lo tanto, es imperante que el Estado mexicano
continúe con la lucha para lograr la equidad de género.

Es tiempo de superar los prejuicios existentes sobre la ca-
pacidad que tienen los varones en el cuidado de sus hijos y
en el ejercicio de la paternidad, equivocadamente, se les
han restado facultades o habilidades para la crianza y aten-
ción de los menores, pasando por alto su capacidad de en-
trega, misma que es igual de amorosa y comprometida que
la de una madre. Hoy en día, los hombres no sólo son me-
ros proveedores y cubren los gastos familiares, ahora tie-
nen mayor cercanía con sus hijos, debiendo ajustarse las le-
yes ante este fenómeno social, en pro de los nuevos tipos
de familias. Continuar aplicando criterios discriminatorios,
para determinar el otorgamiento de los servicios sociales,
daña económica, social y culturalmente a nuestro país.

Mediante el presente proyecto, se pretende reformar los ar-
tículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, con las si-
guientes características:

* Se propone reformar los artículos 201 y 205 de la Ley
del Seguro Social, a fin de que se elimine toda disposi-
ción discriminatoria, permitiendo que los hombres y
mujeres sin importar su estado civil, solo por el hecho
de ser derechohabientes, tengan derecho al acceso a
guarderías infantiles para sus hijos.

Por considerar que es necesario adaptar la legislación vi-
gente en materia de seguridad social, con la finalidad de
apoyar a los trabajadores con condiciones de igualdad que
beneficien el desarrollo integral de la familia, se propone el
presente.

Desde que inició esta LXIII Legislatura, ya existen varias
iniciativas en este tema, incluso su servidora presentó una
iniciativa a principios de 2016, sin embargo, hasta el mo-
mento no han sido resueltas, quedando en preclusión; sien-
do éste un tema de relevancia nacional.

Por otro lado, es indispensable mencionar que, de confor-
midad al Reglamento de la Cámara de Diputados, en el ar-
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tículo 176 establece para el proceso de dictamen de la co-
misión, en la fracción III del mismo artículo, que la comi-
sión podrá obtener reportes en materia regulatoria, social y
de opinión pública, en aquellos asuntos que impliquen un
impacto presupuestal, deberá solicitarlos. Para esto, en
el artículo antes mencionado, se especifica que para esos
efectos la Junta Directiva podrá solicitar el apoyo de los
servicios de investigación de los centros de estudio y de-
más servicios con que cuenta la Cámara.

Es por ello que en el presente proyecto no va incluido im-
pacto presupuestal, ni propuesta específica para determinar
de dónde podría salir recurso en caso de ser necesario.
Además, considerando que el sistema actual de guarderías
otorgadas por el Instituto Mexicano del Seguro Social con-
siste en anotar en lista de espera a las personas que solici-
tan el servicio, aun estando permitidas por Ley; al aprobar
la presente reforma, tampoco tendría que implicar presu-
puesto alguno, pues lo único que se propone, es el recono-
cimiento al derecho del servicio de guarderías. Y de con-
formidad al artículo 176 del Reglamento de Cámara de
Diputados, le corresponde a la Comisión dictaminadora so-
licitar el impacto presupuestal, en su caso.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a su considera-
ción lo siguiente:

Único. Se reforman los artículos 201 y 205 de la Ley del
Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de
no poder proporcionar cuidados durante la jornada de
trabajo a sus hijos en la primera infancia, de la mujer tra-
bajadora, del hombre trabajador o de aquél al que judi-
cialmente se le hubiera confiado la custodia de sus hijos,
mediante el otorgamiento de las prestaciones estableci-
das en este capítulo.

…

…

Artículo 205. Las madres y padres asegurados, o los que
judicialmente posean la custodia del menor, tendrán dere-
cho a los servicios de guardería, durante las horas de su
jornada de trabajo, en la forma y términos establecidos en
esta Ley y en el reglamento relativo.

…

Artículo Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/689022.html

2
http://www3.inegi.org.mx/sistemas/temas/default.aspx?s=est&c=2543
3&t=1

Dado en la honorable Cámara de Diputados, Ciudad de México, a 5 de
diciembre de 2017.— Diputada María del Rosario Rodríguez Rubio
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY DE VÍAS GENERALES DE COMUNICACIÓN 
Y LEY DE CAMINOS, PUENTES

Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 8o. y 40 de la Ley de
Vías Generales de Comunicación y 6o. de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado
Ramón Villagómez Guerrero, del Grupo Parlamentario del
PRI

El diputado suscrito, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
numeral 1, fracción I, del artículo 6; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados; y 55, fracción II, 56 y
62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración de esta soberanía la presente, iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman los artículos 8 y 40
de la Ley de Vías Generales de Comunicación; y el 6 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, al te-
nor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad (de ahora en adelante la Convención o
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CDPD) establece en su artículo primero que las personas
con discapacidad son aquellas que tienen deficiencias físi-
cas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo y
que además se enfrentan a diversas barreras que les impi-
den su “participación plena y efectiva en la sociedad, en
igualdad de condiciones con las demás”.1

La Convención fue aprobada en el año 2006 y ratificada
por el Estado mexicano, entrando en vigor el 3 de mayo de
2008. Lo anterior convierte a la Convención en un docu-
mento obligatorio para las autoridades mexicanas.

Se puede entender que existe dentro de la Convención
(principal tratado internacional en la materia), una necesi-
dad por eliminar las barreras a las que se enfrentan las per-
sonas con discapacidad y de esta forma poder propiciarles
una vida plena e independiente en la sociedad. Uno de los
elementos que la CDPD establece para alcanzar este obje-
tivo es la accesibilidad.2

La accesibilidad ha sido ampliamente desarrollada por el
derecho internacional de los derechos humanos y es, sin
lugar a dudas, piedra angular para el establecimiento de po-
líticas, programas, acciones y legislación en favor de las
personas con discapacidad.

El acceso pleno a los derechos, prestaciones y servicios pú-
blicos es premisa fundamental para que todas las personas
alcancen el goce pleno de sus derechos humanos. Cuando
se habla de personas con discapacidad esta premisa se acre-
cienta; se vuelve imperiosa si se busca que las personas con
discapacidad puedan acceder a toda la gama de derechos
humanos sin limitaciones ni barreras. 

La accesibilidad para las personas con discapacidad ha si-
do definida por Naciones Unidas3 como:

[U]na condición previa para que las personas con dis-
capacidad puedan vivir en forma independiente y parti-
cipar plenamente en la sociedad en igualdad de condi-
ciones. Sin acceso al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, las personas con discapacidad
no tendrían iguales oportunidades de participar en sus
respectivas sociedades.

Lo anterior refuerza los elementos que ya se han seña-
lado en párrafos anteriores: la accesibilidad es clave

para el desarrollo integral de todas las personas, espe-
cialmente para aquellas con discapacidad.

Otro concepto interesante acerca de la accesibilidad es el
que menciona Ana Rapopor4 al establecerla como un pro-
ceso complejo que:

[R]equiere que cada una de las partes se cumpla para
conseguir el todo; se trata de un sistema integral o una
cadena de eslabones que deben estar unidos para que
funcione como tal. No basta, entonces, con cumplir
con una sola de las dimensiones [la movilidad, la co-
municación, la comprensión y el uso y manipulación
eficiente del entorno], sino que se debe intentar, cuan-
do corresponda, cumplir con todas ellas de manera
que todo el proceso que envuelve al entorno o al ser-
vicio sea accesible.

En segundo lugar, se entiende que las acciones en favor de
la accesibilidad deben ser emprendidas por el Estado en su
condición de garante principal de los derechos humanos.
Sin embargo, hablar de accesibilidad no es un tema senci-
llo ni tampoco aislado; las acciones, políticas y legislación
que busquen la accesibilidad deben realizarse de forma in-
tegral con el contexto en el que se desarrollan las personas
con discapacidad.

Es decir, debe darse un desarrollo sistemático, integral y
diferenciado en donde se tomen en cuenta las heterogéne-
as necesidades físicas de las personas con discapacidad y
las diversas y complejas acciones que se tienen que llevar
acabo para que el Estado garantice que todas las personas,
sin distinción, puedan gozar de sus derechos y libertades en
igualdad.

Al respecto es importante mencionar que el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCyP) en su ar-
tículo 25 establece lo siguiente:

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la [s]
distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restric-
ciones indebidas, de los siguientes derechos y oportuni-
dades:

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, di-
rectamente o por medio de representantes libremente
elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, autén-
ticas, realizadas por sufragio universal e igual y por vo-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1133



to secreto que garantice la libre expresión de la volun-
tad de los electores;

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad,
a las funciones públicas de su país.

Es claro que al artículo 25 del PIDCyP en su apartado
c) establece el derecho al acceso, específicamente al re-
lacionado con las funciones públicas. Este precepto pu-
do haber dado pie a que se estableciera el acceso como
un derecho en otros tratados, pactos, convenios y docu-
mentos internacionales.

Por otro, la Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación Racial en su
artículo 5 establece lo siguiente:

En conformidad con las obligaciones fundamentales es-
tipuladas en el artículo 2 de la presente Convención, los
Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la
discriminación racial en todas sus formas y a garanti-
zar el derecho de toda persona a la igualdad ante la ley,
sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico,
particularmente en el goce de los derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tri-
bunales y todos los demás órganos que administran
justicia;

b) El derecho a la seguridad personal y a la protec-
ción del Estado contra todo acto de violencia o aten-
tado contra la integridad personal cometido por fun-
cionarios públicos o por cualquier individuo, grupo o
institución;

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar par-
te en elecciones, elegir y ser elegido, por medio del su-
fragio universal e igual, el de participar en el gobierno
y en la dirección de los asuntos públicos en cualquier
nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a las
funciones públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular: 

(...)

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios
destinados al uso público, tales como los medios de
transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y
parques.

Lo anterior es muestra del avance en el marco jurídico in-
ternacional en materia de accesibilidad, ya que la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación Racial, establece propiamente
como un derecho el acceso a todos los lugares y servicios
destinados al uso público, incluidos los medios de trans-
porte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques.

Además, en el seno del Sistema de Naciones Unidas fue
donde se gestó la Convención Internacional sobre los De-
rechos de las Personas con discapacidad, principal tratado
de derechos humanos en favor de las personas con disca-
pacidad. Éste en su artículo 9 establece lo siguiente:

Accesibilidad 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan
vivir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adop-
tarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comuni-
caciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al
público o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras
instalaciones exteriores e interiores como escuelas, vi-
viendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de
emergencia. 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas
pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de
normas mínimas y directrices sobre la accesibilidad de
las instalaciones y los servicios abiertos al público o de
uso público; 

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de
uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su
accesibilidad para las personas con discapacidad; 
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c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas
en los problemas de accesibilidad a que se enfrentan las
personas con discapacidad; 

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al
público de señalización en Braille y en formatos de fá-
cil lectura y comprensión;

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e in-
termediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes pro-
fesionales de la lengua de señas, para facilitar el acce-
so a edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegurar
su acceso a la información; 

g) Promover el acceso de las personas con discapaci-
dad a los nuevos sistemas y tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, incluida Internet; 

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la
distribución de sistemas y tecnologías de la información
y las comunicaciones accesibles en una etapa tempra-
na, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean acce-
sibles al menor costo.

La Convención establece pautas precisas e interesantes so-
bre la accesibilidad, dotando de forma el contenido norma-
tivo aplicable y estableciéndola como un principio funda-
mental en la Convención (artículo 3).

Las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades
para las personas con discapacidad en su artículo 5 esta-
blece de forma prioritaria que las personas con discapaci-
dad tienen derecho a la accesibilidad al entorno físico, el
transporte, la información y las comunicaciones.

En México, en el año 2011 fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación la ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad. La ley aborda la accesibilidad
en los siguientes artículos:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

I. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para asegurar
el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad
de condiciones con las demás, al entorno físico, el trans-
porte, la información y las comunicaciones, incluidos

los sistemas y las tecnologías de la información y las co-
municaciones, y a otros servicios e instalaciones abier-
tos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas
como rurales;

(...)

Artículo 5. Los principios que deberán observar las po-
líticas públicas, son:

I. La equidad;

II. La justicia social;

III. La igualdad de oportunidades;

IV. El respeto a la evolución de las facultades de los ni-
ños y las niñas con discapacidad y de su derecho a pre-
servar su identidad;

V. El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones y la independencia de las personas;

VI. La participación e inclusión plenas y efectivas en la
sociedad;

VII. El respeto por la diferencia y la aceptación de la
discapacidad como parte de la diversidad y la condición
humanas;

VIII. La accesibilidad;

IX. La no discriminación;

X. La igualdad entre mujeres y hombres con discapaci-
dad;

XI. La transversalidad, y

XII. Los demás que resulten aplicables

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecu-
tivo Federal en materia de esta Ley, las siguientes:

(...)

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones le-
gales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o
morales que realicen acciones a favor de las personas
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con discapacidad, adecuen sus instalaciones en términos
de accesibilidad, o de cualquier otra forma se adhieran a
las políticas públicas en la materia, en términos de la le-
gislación aplicable;

(...)

Artículo 19. La Secretaría de Comunicaciones y
Transportes promoverá el derecho de las personas
con discapacidad, sin discriminación de ningún tipo,
al acceso al transporte, los sistemas y las tecnologías
de la información y las comunicaciones, particular-
mente aquellas que contribuyan a su independencia
y desarrollo integral. Para estos efectos, realizará las
siguientes acciones:

I. Establecer mecanismos de coordinación con au-
toridades competentes y empresas privadas, a fin
de elaborar normas y programas que garanticen a
las personas con discapacidad, la accesibilidad, se-
guridad, comodidad, calidad y funcionalidad en
los medios de transporte público aéreo, terrestre y
marítimo;

II. Promover que en la concesión del servicio de
transporte público aéreo, terrestre o marítimo, las
unidades e instalaciones garanticen a las personas
con discapacidad la accesibilidad para el desplaza-
miento y los servicios, incluyendo especificaciones
técnicas y antropométricas, apoyos técnicos o huma-
nos y personal capacitado;

(Subrayado es propio)

Como se puede analizar la Secretaría de Comunicaciones y
Transporte tiene obligaciones muy claras en cuanto a em-
prender acciones sobre la accesibilidad y tomar en cuenta e
impulsar que las concesiones y licitaciones los proyectos in-
cluyan las medidas necesarias para garantizar la accesibilidad
integral de las personas con diversos tipos de discapacidad. 

Para efecto de entender mejor la iniciativa se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto, se somete a su consideración la presente
iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 8 y 40 de la
Ley de Vías Generales de Comunicación; y se reforma
el artículo 6 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte federal. 

Primero. Se reforman los artículos 8 y 40 de la Ley de Ví-
as Generales de Comunicación, para quedar como sigue:

Artículo 8. Para construir, establecer y explotar vías gene-
rales de comunicación, o cualquiera clase de servicios co-
nexos a éstas, será necesario el tener concesión o permiso
del Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes y con sujeción a los preceptos
de esta Ley y sus Reglamentos.

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes promove-
rá que en las concesiones a que se refiere esta Ley, se ga-
rantice la accesibilidad a las personas con cualquier tipo de
discapacidad, contando con unidades e instalaciones acce-
sibles para su movilidad, incluyendo los servicios y espe-
cificaciones técnicas y antropométricas adecuadas, así co-
mo con los apoyos técnicos o humanos necesarios y
personal capacitado.

…

Artículo 40. Las vías generales de comunicación se
construirán y establecerán con sujeción a lo dispuesto en
el artículo 8 de esta Ley y a las prevenciones de los re-
glamentos sobre la materia. La Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes fijará en cada caso, las condiciones
técnicas relacionadas con la accesibilidad, seguridad, uti-
lidad especial y eficiencia del servicio que deben satisfa-
cer dichas vías.

Segundo. Se reforma el artículo 6 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 6. Se requiere de concesión para construir, ope-
rar, explotar, conservar y mantener los caminos y puen-
tes federales.

Las concesiones se otorgarán a mexicanos o sociedades cons-
tituidas conforme a las leyes mexicanas, en los términos que
establezcan esta Ley y los reglamentos respectivos.

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes promove-
rá que en las concesiones a que se refiere esta Ley, se ga-
rantice la accesibilidad a las personas con cualquier tipo de
discapacidad, contando con unidades e instalaciones acce-
sibles para su movilidad, incluyendo los servicios y espe-
cificaciones técnicas y antropométricas adecuadas, así co-
mo con los apoyos técnicos o humanos necesarios y
personal capacitado.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 ONU, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, artículo 1, 2006. 

2 ONU, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapa-
cidad, artículo 9, 2006.

3 ONU, Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
Observación General número 2 sobre accesibilidad, 2014.

4 Definición citada en el Informe especial sobre la situación de los de-
rechos humanos de las personas con discapacidad en el Distrito Fede-
ral, 2008, haciendo referencia a Ana Rapoport; Manual del curso bá-
sico: La accesibilidad en el servicio público, Equipo Acceplan, abril,
2005, p.100 

http://de.scientificcommons.org/24728540 (visitada el 30 de enero
de 2008).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los cinco días del mes de diciem-
bre de 2017.— Diputado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 266 Bis del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Claudia Sofia Corichi García, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, fracción I, 65 y 77 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presento iniciativa que contiene proyecto de
decreto por el que se adiciona una fracción V al artículo
266 Bis del Código Penal Federal para que las penas por
los delitos de abuso sexual y violación se aumentan cuan-
do se cometan a bordo del transporte público o que la víc-
tima haya sido trasladada al lugar donde se cometió el de-
lito a bordo de un transporte público, según la siguiente:

Exposición de Motivos

Actualmente, en el país existe mucha violencia en contra
de las mujeres y ésta ya no sólo ocurre en el ámbito priva-
do, sino también público, como es el caso del uso del trans-
porte público.

El transporte público se ha vuelto un vehículo sumamente
peligroso para las usuarias. Las mujeres y niñas han mani-
festado ser víctimas de múltiples agresiones que van desde
chiflidos, tocamientos, palabras obscenas, acoso, intimida-
ción, miradas lascivas, amenazas con fines sexuales, exhi-
bicionismo y, en general, una serie de expresiones corpora-
les o verbales que resultan ofensivas hasta abusos y
violaciones. 

Las usuarias del trasporte público enfrentan un sinfín de
desafíos diarios para poder desplazarse a sus destinos y
afrontan un alto grado de acoso sexual y todo tipo de con-
ductas, que la autoridad ha omitido sancionar adecuada-
mente y esto se ha vuelto un patrón de conducta para los
agresores. 

Frente a esta realidad no podemos dejar de mencionar que
el servicio de transporte público opera con poca regulari-
dad y supervisión, lo que genera comportamientos que lo
convierten en un pésimo modo de transporte, sin paradas
fijas, ni horarios fijos, incluso los conductores manejan ba-
jo estado etílico o sustancias toxicas. 

Debido a este tipo de modelo de servicios es que existe un
ambiente propicio para que suceda la violencia contra las
mujeres y niñas ya antes mencionada. 

Debemos añadir el servicio de taxis, que también tiene un
alto índice de violencia contra las mujeres, ya que existen
taxis pirata que carecen de números oficiales, placas ofi-
ciales, tarjetón de chofer a la vista, y otros tipos de señala-
mientos para su fácil identificación. Uno de los métodos
bien planteados para convertir dicha violencia fue el uso de
aplicaciones por medio del teléfono móvil para solicitar el
uso de servicios de taxis, como lo son, Uber y Cabify, en-
tre otras, en los cuales se puede identificar fácilmente el
vehículo, la ruta y al conductor. Sin embargo, el usos de es-
tas aplicaciones como medida para resguardar la seguridad
de las mujeres y niñas no resulta del todo efectiva, ya que
a pesar de ser empresas formales, falta respuesta de la au-
toridad, pues en los meses anteriores hemos visto casos
muy lamentables de delitos contra las mujeres cometidos a
bordo de estos servicios de taxis.

También en transportes como del metro hay una gran can-
tidad de reportes de agresiones sexuales hacia las mujeres
y niñas. Según el informe a 100 días de la estrategia 30-100
contra la violencia hacia las mujeres y niñas las agresiones
se representan con mayor regularidad en horarios conside-
rados como horas pico (entre las 6 a 10 am) entrada labo-
ral y escolar y (2 a 4 pm) salida laboral y escolar, siendo es-
tas agresiones cometidas a bordo de los vagones, al
descender, al subir o bajar las escaleras, en los andenes, en
los torniquetes o en los pasillos de las instalaciones. 

Esta situación que se vive en todo el país está afectando el
derecho humano a la movilidad, el cual permite a las per-
sonas decidir el transporte público que más les convenga y
obliga a la autoridad del Estado asegurar la existencia de
un sistema de transporte seguro que dé a las usuarias la
tranquilidad y protección de usar este medio para despla-
zarse a sus destinos. 

Enfrentar la enorme problemática de violencia sexual en el
transporte público implica entre otras cosas; eliminar los
taxis pirata y sobre todo transformar el modelo de conce-
siones de microbuses, y se debe promover la cultura de la
denuncia de todo tipo de agresiones y/o violencia hacia las
mujeres y niñas, y así fortalecer el respeto, la seguridad, la
tranquilidad y la confianza de las usuarias del transporte
público salvaguardando su integridad física y sexual. Sin
embargo, también es necesario tomar acciones no sólo en
la competencia administrativa y de gobierno, sino también
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en el ámbito penal, a efecto de establecer mayores penas
para los agresores de personas, sobre todo de mujeres en el
transporte público o que se aprovechan del transporte pú-
blico para cometer sus crímenes y dada la magnitud de las
situaciones que hoy en día enfrenta el país es que se pre-
tenden añadir una fracción V al artículo 266 Bis del Códi-
go Penal Federal, y así establecer que las penas para los de-
litos de hostigamiento sexual, abuso sexual y violación
aumenten cuando dichos delitos se han cometidos a bordo
de un transporte público o la víctima haya sido trasladada
al lugar donde se cometió el delito a bordo de un transpor-
te público. 

Resulta necesario aumentar las penas de estos delitos cuan-
do se cometen en el transporte público; porque los usua-
rios, en especial mujeres y niñas, ponen toda su confianza
en el conductor del transporte público, y en diversas oca-
siones resulta éste el agresor o el cómplice para cometer
delitos en contra de la libertad y el normal desarrollo psi-
cosexual de la víctima.

Por las consideraciones expuestas se somete a consideración
del pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona una fracción V al artículo 266 Bis
del Código Penal Federal

Artículo Primero. Se adiciona una fracción V al artículo
266 Bis del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 266 Bis. (…) I a IV

V. El delito fuere cometido a bordo de un transporte
público, o la víctima haya sido trasladada al lugar
donde se cometió el delito a bordo de un transporte
público.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, salón de sesiones de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 5 de diciembre de
2017.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Ramón Villagómez Guerrero, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito, diputado Ramón Villagómez Guerrero, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; numeral 1, fracción I del artículo 6; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados; y 55, fracción II,
56 y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 19 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma constitucional en materia de seguridad y justi-
cia de 2008 ha sido un gran cambio de modelo, el más
grande en los últimos 100 años en materia de procuración
de justicia, al que le siguió el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales en el año 2014, sistema que entró en vigor
apenas el año pasado, por lo que no obstante nuestro siste-
ma de justicia penal no ha alcanzado su máximo grado de
efectividad.

En estos momentos nos encontramos en una etapa de con-
solidación en donde se está perfeccionando, ya que como
todo nuevo proceso, está sujeto a gradualidad en su imple-
mentación y consolidación.

Uno de los grandes cambios que tuvo este sistema fue ge-
nerar un catálogo de delitos de prisión preventiva oficiosa,
contenido en el actual artículo 19 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, que a letra señala:

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial po-
drá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que
el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifi-
que con un auto de vinculación a proceso en el que se ex-
presará: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiem-
po y circunstancias de ejecución, así como los datos que
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establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale
como delito y que exista la probabilidad de que el indicia-
do lo cometió o participó en su comisión. 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean sufi-
cientes para garantizar la comparecencia del imputado en
el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de
la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sen-
tenciado previamente por la comisión de un delito doloso.
El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente,
en los casos de delincuencia organizada, homicidio do-
loso, violación, secuestro, trata de personas, delitos co-
metidos con medios violentos como armas y explosivos,
así como delitos graves que determine la ley en contra
de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la
personalidad y de la salud.

La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá re-
vocar la libertad de los individuos vinculados a proceso.

El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá
prorrogarse únicamente a petición del indiciado, en la forma
que señale la ley. La prolongación de la detención en su per-
juicio será sancionada por la ley penal. La autoridad respon-
sable del establecimiento en el que se encuentre internado el
indiciado, que dentro del plazo antes señalado no reciba co-
pia autorizada del auto de vinculación a proceso y del que de-
crete la prisión preventiva, o de la solicitud de prórroga del
plazo constitucional, deberá llamar la atención del juez sobre
dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no
recibe la constancia mencionada dentro de las tres horas si-
guientes, pondrá al indiciado en libertad.

Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o he-
chos delictivos señalados en el auto de vinculación a pro-
ceso. Si en la secuela de un proceso apareciere que se ha
cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser
objeto de investigación separada, sin perjuicio de que des-
pués pueda decretarse la acumulación, si fuere conducente. 

Si con posterioridad a la emisión del auto de vinculación a
proceso por delincuencia organizada el inculpado evade la
acción de la justicia o es puesto a disposición de otro juez
que lo reclame en el extranjero, se suspenderá el proceso
junto con los plazos para la prescripción de la acción penal. 

Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones,
toda molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o

contribución, en las cárceles, son abusos que serán corregi-
dos por las leyes y reprimidos por las autoridades.”

En este cambio constitucional, y posteriormente legal, rea-
lizado en la citada reforma de 2008 y en vigor en el año
2016, fueron eliminados los delitos “graves”, mismos que,
hoy en día es necesario ponderar en esta transitoriedad de
consolidación del sistema y las instituciones de procura-
ción de justicia, para una adecuada transición, como lo es
el robo con violencia. Ya que la sociedad actualmente sufre
de graves daños causados por este delito, y se tiene la per-
cepción de impunidad por los cambios de los principios del
nuevo sistema de justicia penal, pero principalmente por
los cambios en la legislación secundaria que, el ciudadano
al no encontrar mecanismos preventivos eficaces por la co-
misión de un ilícito quedan en la intranquilidad, situación
que ha sido conocida como “la puerta giratoria” del siste-
ma penal, que si bien es cierto dicho sistema es más garan-
tista y es loable ir en esa dirección, para materializar este
cambio de paradigma, es también necesario tomar acciones
desde nuestros ámbitos de competencia para lograr llegar a
un nuevo sistema óptimo en las mejores condiciones.

Ahora bien, en concreto, respecto al delito de robo, pode-
mos observar que el Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública1, ha dado a conocer en su
informe de incidencia delictiva del fuero común 2016 so-
bre el mismo un aumento en este ilícito desde inicios de
año, sólo en enero fueron registrados 43 mil 698, en febre-
ro 44 mil 290 y en marzo 46 mil 432, y particularmente el
robo con violencia fueron registrados en enero 12 mil 525,
febrero 13 mil 214, y en marzo 14 mil 232. Y en inicios de
este año el delito de robo aumentó aún más, llegando a 54
mil 705 y aquel con violencia a 17 mil 774 sólo en enero.

Ante este claro aumento de este ilícito que lacera y lastima
en las propiedades de nuestros ciudadanos, y genera una
gran inseguridad, como legisladores federales, tenemos la
responsabilidad de realizar los ajustes necesarios en la tran-
sición de este sistema penal, escuchando las necesidades y
exigencias de justicia de nuestra sociedad, de todos los
mexicanos.

Es por esto que propongo esta iniciativa, por la que se re-
forme el artículo 19 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para lograr contemplar entre los
delitos de prisión preventiva oficiosa el robo con violencia.

Las modificaciones que se proponen se identifican en el si-
guiente cuadro comparativo:
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Con base en los argumentos previamente expuestos, someto
a consideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 19 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para que dar co-
mo sigue:

Artículo 19. …

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean sufi-
cientes para garantizar la comparecencia del imputado en
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el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de
la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sen-
tenciado previamente por la comisión de un delito doloso.
El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en
los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso,
robo con violencia, violación, secuestro, trata de personas,
delitos cometidos con medios violentos como armas y ex-
plosivos, así como delitos graves que determine la ley en
contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la
personalidad y de la salud.

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 http://secretariadoejecutivo.gob.mx/docs/pdfs/estadisticas%20del
%20fuero%20comun/Cieisp2016_052016.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado Ramón Villagómez Guerrero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY FEDERAL DEL IMPUESTO 
SOBRE AUTOMÓVILES NUEVOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 8o. de la Ley Federal
del Impuesto sobre Automóviles Nuevos, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Claudia Sofía Corichi García, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-

no, en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 6, fracción I, 65 y 77 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, presento iniciativa que contiene proyecto de
decreto por el que se adiciona una fracción V al artículo 8
de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos
para exentar de dicho impuesto la enajenación de automó-
viles que hayan sido producidos o manufacturados dentro
del territorio nacional.

Exposición de Motivos

Por medio de la presente iniciativa, se pretende exentar del
impuesto federal sobre automóviles nuevos que haya sido
producidos o manufacturados en Territorio Nacional, y con
ello lograr un mejor desarrollo y crecimiento  económico
para el país, con más oportunidades de empleo y fomentar
la actividad economía.  

Todo lo anterior justificado en las amenazas del Presidente
Electo de los Estados Unidos Donald Trump, quien preten-
de cobrar un arancel del 35 por ciento por cada auto pro-
veniente del Territorio Nacional.

Recordemos que las amenazas de Donald Trump ya han
provocado que Ford cancelara la construcción de una plan-
ta armadora en San Luis Potosí, con lo cual se dejaron de
generar miles de empleos en esa región. 

Donald Trump arremete contra México y promete aumen-
tar el crecimiento mediante la reducción del déficit comer-
cial de Estados Unidos con sus socios comerciales, impo-
niendo aranceles sobre mercancías importadas de otro país,
en este caso México. 

Con este discurso, si bien Donald Trump ha ganado
adeptos con este discurso algunos especialistas advierten
que una guerra de tarifas podría empujar a Estados Uni-
dos y gran parte del mundo a una “recesión”. Pues los
consumidores Estadounidenses están acostumbrados al
Libre Comercio.

Por otra parte, el Presidente Donald Trump también ame-
nazó con terminar el Tratado de Libre Comercio de Améri-
ca del Norte calificándolo como el peor acuerdo comercial
y al que culpo de dejar sin empleos a muchos estadouni-
denses. Sin lugar a dudas ya sea con la desaparición o la re-
negociación del TLCAN habrá altas consecuencias para la
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industria automotriz debido a que el 99 por ciento del co-
mercio de vehículos en Norteamérica se hace bajo las re-
glas del TLCAN, según datos de Citibanamex.

En México la Industria Automotriz es de las que mayor
creciendo experimento tras la firma del TLCAN (1994-
2016). Pues el indicador de la actividad industrial del sec-
tor automotriz creció mucho en aspectos como la manufac-
tura y la exportación. Esta dinámica comercial ha dado
como resultado un balance muy positivo en la Industria del
Comercio Exterior, la exportación de vehículos producidos
en México trajo consigo más oportunidades de empleo al
país.

En nuestro País la Industria Automotriz  es mucho más que
sólo una inversión extranjera en armadora de vehículos. En
el 2014, en México se fabricaron 3 millones 365 mil 306
vehículos, ocupando el séptimo lugar en producción mun-
dial y creciendo como país un 10.2  por ciento respecto al
año anterior, según datos del OICA (International Organi-
zation of Motor Vehicle Manufacturers).

De acuerdo con la opinión de expertos en la materia la In-
dustria Automotriz es hoy por hoy una de las que más em-
pleos directos e indirectos genera en nuestros país. Duran-
te este año se podría alcanzar un cifra de más de 3 millones
450 mil vehículos producidos y para el 2020 se espera al-
canzar los 5 millones de vehículos automotores según ci-
fras de la Asociación Mexicana de la Industria Automotriz
(AMIA).

Dado que cerca del 80 por ciento de los vehículos que se
producen en nuestro país se exportan, México ha produci-
do una mano de obra de alta calidad. Entre las grandes ven-
tajas del sector de nuestro país, se encuentran una mano de
obra que a lo largo de los años de ha acumulado una enor-
me experiencia y alta calidad, con competencias y habili-
dades de aprendizaje y de adaptación que la hacen muy
atractiva y eficiente, el desarrollo de proveedores capaces
de atender la enorme demanda de las armadoras de auto-
móviles y la transferencia tecnológica que hemos sabido
potenciar en nuestro país. 

Esto no significa que no existan mayores retos es indispen-
sable fortalecer el mercado interno mediante estrategias
que incluyan más y mejor financiamiento para el consumi-
dor final.

México es un país que ha crecido en el mercado externo no
sólo con Estados Unidos sino también con otros países, por

lo cual pretendemos añadir una fracción V al artículo 8 de
la Ley Federal de Impuestos sobre Automóviles Nuevos,
para exentar del Impuesto sobre automóviles nuevos la en-
ajenación de automóviles que hayan sido producidos o ma-
nufacturados dentro del territorio nacional, con la finalidad
de hacer atractiva la producción de automóviles dentro del
territorio nacional y con ello darle a nuestros habitantes
más oportunidades de empleo en el sector automotriz, y fo-
mentar el crecimiento interno fortaleciendo el mercado y la
economía. 

Sin duda alguna debemos buscar mecanismo para que aún
ante la amenaza Donald Trump, México siga siendo uno de
los principales productores de vehículos automotores, que
son bienes de alto valor agregado, generador de empleos,
crecimiento  a la nación y que ayudaría al desarrollo de
otras industrias.

Por las consideraciones expuestas se somete a consideración
del pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona una fracción V al artículo 8 de la
Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nuevos

Artículo Primero. Se adiciona; una fracción V al artículo
8 de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles Nue-
vos para exentar de dicho impuesto la enajenación de auto-
móviles que hayan sido producidos o manufacturados den-
tro del territorio nacional, para quedar como sigue:

Artículo 8. (…)

I a IV

V. En la enajenación de automóviles que hayan sido
producidos o manufacturados dentro del territorio
nacional.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, salón de sesiones de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 5 de diciembre de
2017.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen, y a la Comisión Especial de la industria
automotriz, para opinión.
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LEY FEDERAL DE PRODUCCIÓN, 
CERTIFICACIÓN Y COMERCIO DE SEMILLAS

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo
de la diputada Fabiola Guerrero Aguilar, del Grupo Parla-
mentario del PRI

La suscrita, Fabiola Guerrero Aguilar, diputada integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 78, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, concordantes con los numerales 6, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados y el diverso 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos me
permito presentar para su análisis y dictamen la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que el que se re-
forma el artículo 3 de la Ley Federal de Producción, Certi-
ficación y Comercio de Semillas.

Exposición de Motivos

A. México, país megadiverso

México es un país mega diverso, está considerado entre los
17 países con esa categoría; ocupa el cuarto lugar mundial
en biodiversidad con 10 por ciento del total de especies vi-
vientes registradas en la actualidad. Nuestro país ostenta el
primer lugar en reptiles, segundo en mamíferos y cuarto lu-
gar en plantas y anfibios. Cabe mencionar que un amplio
porcentaje de esta diversidad corresponde a especies endé-
micas, lo cual es motivo de orgullo nacional y a su vez trae
aparejada una gran responsabilidad y el requerimiento de
un marco normativo especial de cara al acelerado proceso
de erosión genética que se ha experimentado a nivel glo-
bal1 producto del desarrollo de nuevas y mejores semillas,
y el desuso de las variedades locales por su baja producti-
vidad y competitividad.

El nivel de esta responsabilidad se magnifica si considera-
mos el hecho de que México es lugar de origen de especies
animales y vegetales endémicas que son de amplia rele-
vancia económica, social, ambiental y cultural.

Es así que la riqueza biológica de México, ampliamente re-
conocida a nivel mundial es rica también en el rubro de re-

cursos fitogenéticos, como el maíz, el frijol, la calabaza, el
chile, la papaya, el algodón, y la vainilla, entre otros, los
cuales han contribuido de manera sobresaliente a la ali-
mentación y desarrollo de la humanidad2.

En ese orden de ideas, resulta imprescindible que el anda-
miaje normativo implementado en la protección de los re-
cursos naturales de la nación delimite con precisión los al-
cances de la norma a través de definiciones aceptadas
internacionalmente. A este respecto la Organización de las
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO) señala que los “recursos fitogenéticos para la ali-
mentación y la agricultura” son cualquier material gené-
tico de origen vegetal de valor real o potencial para la ali-
mentación y la agricultura. Asimismo, indica que por
“material genético” se entiende cualquier material de ori-
gen vegetal, incluido el material reproductivo y de propa-
gación vegetativa, que contiene unidades funcionales de la
herencia3.

B. Los recursos fitogenéticos de México para la agricul-
tura y la alimentación

El Informe Nacional sobre el Estado de los Recursos Fi-
togenéticos para la Agricultura y la Alimentación elabo-
rado por México en 2006, conforme a la petición de la
Comisión de Recursos Genéticos para la Alimentación y
la Agricultura, la Organización de las Naciones Unidas
para la Agricultura y la Alimentación (FAO), brinda una
aproximación al conocimiento y la importancia de la di-
versidad fitogenética del territorio nacional. De este es-
tudio destaca lo siguiente4:

- La existencia de una gran diversidad vegetal y de nu-
merosos grupos humanos desde hace más de 30 mil
años en el país, permitieron el uso y domesticación de
un amplio número de especies vegetales nativas. Por
otra parte, la llegada del hombre al Continente Ameri-
cano hace más de 30 mil años, la formación de numero-
sos grupos étnicos, el desarrollo de vastas culturas en la
región mesoamericana en general y en México en parti-
cular y la práctica de la agricultura a lo largo de 10 mil
años sustentada por la diversidad florística, han desem-
peñado un papel importante en la domesticación, con-
servación y dispersión de las especies endémicas culti-
vadas que hoy se conocen.

- Algunas de estas plantas de origen mesoamericano, re-
gión donde México ocupa la porción más importante,
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han hecho una contribución significativa a la agricultu-
ra y alimentación mundiales; entre ellas destacan maíz,
frijol, chile, calabaza, algodón, tabaco, cacao, aguacate,
etcétera. En este aspecto es importante resaltar lo ocu-
rrido con jitomate, hortaliza de origen andino y de rele-
vancia mundial, cuya domesticación se llevó a cabo en
México.

- Actualmente, las especies nativas de interés antropo-
céntrico registradas en las estadísticas agrícolas nacio-
nales son 50, correspondiendo 24 a cultivos anuales y
26 a plantas perennes. Este grupo no incluye a muchas
especies de interés regional o con algún valor de uso en
las comunidades rurales.

- De igual forma, las variadas condiciones agroecológi-
cas de México, han permitido la introducción, adapta-
ción y cultivo de un gran número de especies anuales y
perennes, que han ampliado de manera significativa la
diversidad genética y las opciones de siembra, contribu-
yendo de manera importante a la producción de alimen-
tos, fibras, forrajes, ornamentales, medicinas, tinturas,
saborizantes, etcétera.

- Las especies nativas anuales cultivadas se cosechan en
10’141 228 hectáreas (ha) anuales (50.41 por ciento del
total nacional), con 35’197 325 toneladas de producto y
un valor de la cosecha de 58 116 millones de pesos me-
xicanos, equivalentes a 30.20 por ciento del total nacio-
nal.

- El maíz y el frijol son las dos especies autóctonas
anuales de mayor importancia económica y social, con
9 mil 426 millones de hectáreas cosechadas y 40 mil
684 millones de pesos del valor de la cosecha.

- Las especies nativas perennes se cosechan en 283 895
ha (1.41 por ciento del total nacional), con una produc-
ción de 3’498 701 toneladas y un valor de la cosecha de
15 mil 084 millones de pesos (7.84 por ciento del total
nacional).

- En el grupo de especies nativas perennes, destacan el
aguacate Hass, con 84 483 ha en cosecha y un valor de
la producción de 5 021 millones de pesos, y el agave te-
quilero, con una superficie plantada de 101 687 hectáre-
as y un valor de la producción de 3 254 millones de pe-
sos anuales.

- Las 179 especies introducidas registradas en las esta-
dísticas de producción nacional, se cosechan en 9.694
millones de hectáreas (48.18 por ciento del total nacio-
nal) y aportan 119 221 millones de pesos del valor de la
producción (61.96 por ciento).

- El sorgo (grano y forrajero) es la especie más impor-
tante del grupo de cultivos anuales introducidos, con
más de dos millones de hectáreas cosechadas (2’117
847) y un valor de la producción de 8.7 mil millones de
pesos.

- El jitomate, hortaliza anual de relevancia mundial, in-
troducida y domesticada en México, se cosecha en alre-
dedor de 50 000 ha, con un alto valor de la producción,
de 5 917 millones de pesos anuales.

- En el grupo de cultivos perennes, destaca la caña de
azúcar, con una superficie cosechada de 658 186 hectá-
reas y un valor de la cosecha de 15 038 millones de pe-
sos anuales.

- Entre los grupos de especies autóctonas e introducidas
con potencial de producción, se encuentran los cultivos
productores de carbohidratos (papa, yuca), cereales
(maíces especiales, arroz, avena), hortalizas (tomate
verde, chiles, calabazas, chayote, camote), frutales (zar-
zamora, durazno, frambuesa), ornamentales (flores, cac-
táceas) y las especies para la producción de licores (aga-
ve mezcalero, agave tequilero).

- Especies autóctonas potenciales de interés local o con
valor de uso en las comunidades rurales, son los hongos
comestibles (varias especies), dalias (Dalia lehmannii),
chipilín (Crotalaria longiristrata), Agave palmeri para la
elaboración de bacanora, aguacates criollos de alto con-
tenido de aceites y otros más.

- Algunas de las especies introducidas hace 500 años
han desarrollado numerosos ecotipos locales con adap-
tación propia, a través de un proceso de adaptación y se-
lección o mejoramiento empírico. Se podría aseverar
que algunas de estas especies, han generado un centro
secundario de diversidad en México.

En este punto es menester señalar que todos los países,
sin excepción, cosechan y consumen especies introduci-
das, por lo que tienen una interdependencia de los re-
cursos fitogenéticos tanto para la producción de ali-
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mentos y otros bienes de origen vegetal, como para el
desarrollo de nuevos cultivares o semillas a través del
mejoramiento genético.

En anexo a la presente iniciativa se encuentran los cuadros
1.1, 1.2, 1.3 y 1.4 que indican la importancia de las 229 es-
pecies de plantas cultivadas en México, tanto nativas, co-
mo introducidas.

C. La estrategia internacional para la conservación y
aprovechamientos de los recursos fitogénticos para la
alimentación y la agricultura 

La estrategia internacional sigue los postulados del trata-
do internacional sobre los recursos fitogenéticos para la
alimentación y la agricultura, cuyos objetivos son la con-
servación y la utilización sostenible de los recursos fito-
genéticos para la alimentación y la agricultura y la dis-
tribución justa y equitativa de los beneficios derivados
de su utilización en armonía con el Convenio sobre la Di-
versidad Biológica, para una agricultura sostenible y la
seguridad alimentaria.

Este tratado reconoce que los recursos fitogenéticos para la
alimentación y la agricultura son la materia prima indis-
pensable para el mejoramiento genético de los cultivos,
por medio de la selección de los agricultores, el fitomejo-
ramiento clásico o las biotecnologías modernas, y son
esenciales para la adaptación a los cambios imprevisibles del
medio ambiente y las necesidades humanas futuras.

En el marco del tratado se elaboró el plan de acción mun-
dial para la conservación y la utilización sostenible de los
recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura,
el cual contiene las medidas prioritarias que se definieron
en los ámbitos local, nacional, regional e internacional. En
él figura un marco integrado para una cooperación siste-
mática, racional, equilibrada y equitativa. El Plan, actuali-
zado periódicamente. Los principales objetivos del Plan de
acción mundial son5:

- Asegurar la conservación de los recursos fitogenéticos
para la alimentación y la agricultura (RFAA) como ba-
se de la seguridad alimentaria.

- Promover una utilización sostenible de los recursos fi-
togenéticos para la alimentación y la agricultura, a fin
de fomentar el desarrollo y reducir el hambre y la po-
breza, especialmente en los países en desarrollo.

- Promover una distribución justa y equitativa de los be-
neficios derivados del uso de los recursos fitogenéticos
para la alimentación y la agricultura, reconociendo la
conveniencia de compartir equitativamente los benefi-
cios que se derivan de la utilización de los conocimien-
tos tradicionales, las innovaciones y las prácticas perti-
nentes para la conservación de los RFAA y su
utilización sostenible.

- Confirmar las necesidades y derechos individuales de
los agricultores y, colectivamente, cuando estén reco-
nocidos por la legislación nacional, a tener acceso no
discriminatorio al germoplasma, a la información, a
las tecnologías, a los recursos financieros y a los siste-
mas de investigación y comercialización necesarios
para que continúen gestionando y mejorando los re-
cursos genéticos.

- Elaborar y/o reforzar las políticas y medidas legislati-
vas, según proceda, para fomentar una distribución jus-
ta y equitativa de los beneficios derivados de la utiliza-
ción de los RFAA en su intercambio entre las
comunidades y en la comunidad internacional.

- Ayudar a los países e instituciones que tienen a su car-
go la conservación y utilización de los RFAA a identifi-
car prioridades para la acción.

- Reforzar, en particular, los programas nacionales, así
como los regionales e internacionales, incluida la for-
mación y capacitación, para la conservación y utiliza-
ción de los RFAA, y aumentar la capacidad de las insti-
tuciones.

El plan de acción mundial tiene 20 esferas de actividad
prioritaria. Con fines pragmáticos se han organizado cuatro
grupos principales. El primer grupo se refiere a la conser-
vación y mejoramiento in situ; el segundo a la conserva-
ción ex situ; el tercero a la utilización de los recursos fito-
genéticos; y el cuarto a las instituciones y la creación de
capacidad. El plan de acción mundial es un conjunto de ac-
tividades integradas y conectadas entre sí, por lo que la ad-
judicación de éstas a cuatro grupos tiene por objeto sim-
plemente contribuir a ordenar la presentación y orientar al
lector hacia las esferas de particular interés. Muchas acti-
vidades tienen relación e interés para más de un grupo.

Desde la aprobación del plan mundial se han registrado va-
rias novedades importantes con respecto a la conservación
y la utilización de los recursos fitogenéticos para la ali-
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mentación y la agricultura que exigieron una actualización
del plan de acción mundial. El mundo está afrontando una
inseguridad alimentaria creciente, puesta de manifiesto en
los precios inestables de los productos alimenticios. El
cambio climático, el aumento de la urbanización, la nece-
sidad de una mayor sostenibilidad de la agricultura y la ne-
cesidad de salvaguardar la diversidad genética de las plan-
tas y de minimizar la erosión genética exigen que se preste
más atención a la conservación y la utilización de los re-
cursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura.
Al mismo tiempo, hay nuevas oportunidades importantes
que pueden contribuir a la mejora del manejo de dichos re-
cursos, como las potentes tecnologías de la comunicación
y la información, ampliamente difundidas, así como los
considerables avances de la biotecnología y el desarrollo
de bioproductos derivados de la agricultura.

Además, el entorno normativo ha registrado un cambio no-
table durante los últimos años, en particular con la entrada
en vigor del Tratado Internacional sobre los Recursos Fito-
genéticos para la Alimentación y la Agricultura, y entre
otras cosas el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de
la Biotecnología, y con la aprobación del Plan Estratégico
para la Diversidad Biológica 2011-2020 y del Protocolo de
Nagoya sobre el Acceso a los Recursos Genéticos y Parti-
cipación Justa y Equitativa en los Beneficios que se Deri-
ven de su Utilización. El mundo también ha renovado el
compromiso hacia la agricultura y sus actividades de in-
vestigación y desarrollo. Para dar respuesta a estas nove-
dades y plasmarlas fue necesario un Plan de Acción Mun-
dial actualizado. En el segundo plan de acción mundial se
realiza un análisis de los avances en el tema y se estable-
cen los nuevos desafíos y oportunidades, por lo que las 20
esferas de actividad prioritaria se conjuntan en 18 activida-
des prioritarias6.

La Estrategia Nacional para la Conservación y Aprove-
chamientos de los Recursos Fitogenéticos para la Ali-
mentación y la Agricultura

La estrategia nacional para la conservación y aprovecha-
mientos de los recursos fitogenéticos para la alimentación
y la agricultura, considera las 20 esferas de actividad prio-
ritaria definidas en el Plan de Acción mundial. Para ello en
el año 2002 la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) brindó las
condiciones para la creación del Sistema Nacional de Re-
cursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura
(Sinarefi), coordinado por el Servicio Nacional de Inspec-
ción y Certificación de Semillas (SNICS), el cual desde su

creación ha operado como un mecanismo de coordinación
y vinculación, sin infraestructura propia, por lo que se apo-
ya en 50 instancias (universidades, centros de investiga-
ción y enseñanza, asociaciones de productores y organiza-
ciones civiles) y 270 investigadores organizados a través
de redes por especie, grupo de especies o temática, para
atender el objetivo central que es asegurar la conservación
y promover la utilización de los recursos fitogenéticos, que
permita mejorar la productividad y la sustentabilidad de la
agricultura, contribuyendo así al desarrollo nacional y so-
beranía alimentaria7. A través del programa Sinarefi, se
han colectado más de 26 mil accesiones por medio de las
redes.

Con la finalidad de vincular la conservación y la utilización
de los recursos genéticos agrícolas colectados en el marco
del Sinarefi, este organismo ha establecido una red de cen-
tros de conservación que albergan: (1) colecciones activas
o de trabajo, con la función de apoyar las tareas de reco-
lecta, registro, conservación, caracterización, evaluación,
regeneración, premejoramiento y distribución de semilla;
(2) colección base, que representa un respaldo del germo-
plasma manejado en las colecciones activas en previsión de
largo plazo o para reposición en caso de pérdida o desastre
de cualquier índole, y (3) plantaciones de campo para es-
pecies que se reproducen de forma asexual o que producen
semilla del tipo recalcitrante y, que en consecuencia, no
pueden ser resguardadas en cuartos fríos8. 

De esta red de bancos destaca el Centro Nacional de Re-
cursos Genéticos (CNRG), el cual surge como parte de la
estrategia nacional para el resguardo de la seguridad agro-
alimentaria y ambiental al salvaguardar de forma apropia-
da y sistematizada los recursos genéticos más importantes
de México y del mundo mediante el desarrollo y aplicación
de tecnologías de vanguardia además de que las coleccio-
nes de germoplasma tales como las semillas, plantas, ga-
metos (espermatozoides, ovocitos), embriones, cepas, es-
poras y ADN están disponibles para el desarrollo de
sistemas de producción sustentables y competitivos9.

El desarrollo de nuevas semillas comerciales a partir de
semillas nativas (recursos fitogenéticos)

Las plantas que hoy se cultivan son distintas de sus ante-
pasados silvestres, ya que el hombre ha modificado y se-
leccionado sus propiedades a lo largo de más de diez mil
años en función de sus necesidades. Como se muestra en la
figura. La civilización moderna basa su agricultura en
agroecosistemas, ecosistemas fuertemente alterados por las
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actividades humanas con el objetivo de la producción agrí-
cola, en los que la biodiversidad se ha reducido (erosión
genética) para maximizar los rendimientos multiplicando
la producción de alimentos para satisfacer necesidades hu-
manas. Muchas especies vegetales, que predominan en es-
tos sistemas resultan de la selección artificial vinculada al
manejo agrícola. Por ello se deben conservar esos parien-
tes silvestres o variedades locales para evitar su erosión ge-
nética y para continuar con el proceso de mejoramiento ge-
nético o desarrollo de nuevas semillas10.

La gran mayoría de los cultivos que utiliza el agricultor en
la actualidad han sido generados por el hombre por diver-
sos métodos. Hoy, la ingeniería genética se suma a las
prácticas convencionales como una herramienta más para
mejorar o modificar los cultivos vegetales. Ejemplos como
la zanahoria, el maíz, la lechuga y el tomate, entre muchos
otros, dan cuenta de que tanto fenotípica como genética-
mente han sufrido muchas variaciones para llegar a las for-
mas que conocemos actualmente.

Nuevas semillas comerciales a partir de semillas nativas

La investigación, desarrollo, producción y comerciali-
zación de semillas 

La Ley de Producción, Certificación y Comercio de Semi-
llas establece, entre otras atribuciones a la Sagarpa, fomen-
tar la investigación, conservación, producción, califica-
ción y utilización de semillas de variedades vegetales
mejoradas y de uso común sobresalientes y celebrar con-
venios de colaboración, concertación y participación con
instituciones públicas o privadas de enseñanza e investiga-
ción y con personas físicas o morales; así como establecer
programas para el desarrollo de la investigación, capacita-
ción, extensión y vinculación en materia de semillas.

De igual manera, la ley federal da origen al Sistema Na-
cional de Semillas, el cual tiene entre sus funciones: pro-

mover la concurrencia y participación de los sectores, ra-
mas, grupos y agentes económicos, vinculados con la con-
servación, investigación, producción, certificación, co-
mercialización, fomento, abasto y uso de semillas, para
concertar acuerdos que favorezcan la cooperación y com-
plementariedad de los sectores público, social y privado,
dándole seguimiento a su instrumentación.

En este contexto, la Sagarpa el 29 de junio de 2017emitió
el acuerdo por el que se constituyó formalmente el Siste-
ma Nacional de Semillas, como un órgano deliberativo, de
carácter consultivo, de concertación, de asesoría y de se-
guimiento y evaluación de las políticas de semillas y en ge-
neral de las materias establecidas en la Ley Federal de Pro-
ducción, Certificación y Comercio de Semillas, el cual
tiene por objeto articular la concurrencia, participación, co-
operación y complementación de los sectores público, so-
cial y privado involucrados en la conservación, investiga-
ción, producción, certificación, comercialización, fomento,
abasto y uso de semillas, en términos del artículo 7 de la
Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de
Semillas. El sistema es presidido por la Sagarpa y su se-
cretaría técnica está a cargo del SNICS.

Planteamiento del problema

Los recursos fitogenéticos para la alimentación y la agri-
cultura son la materia prima indispensable para el mejo-
ramiento genético de los cultivos, por medio de la selec-
ción de los agricultores, el fitomejoramiento clásico o las
biotecnologías modernas, y es esencial su conservación
y uso sustentable para el beneficio de las presentes y fu-
turas generaciones.

El país través de la Sagarpa y el SNICS, cuenta con un me-
canismo de coordinación, eficiente y con resultados signi-
ficativos, que desde 2002, integra acciones y esfuerzos en-
tre las diferentes instancias vinculadas con los recursos
fitogenéticos para la alimentación y la agricultura, asegu-
rando su conservación y aprovechamiento sustentable.

Sin embargo, a pesar de la importancia de los RFFA y las
acciones realizadas desde hace varios años que han permi-
tido avanzar en su conservación y uso para la investigación
y desarrollo de nuevas semillas con potencial productivo y
adaptabilidad a las condiciones socioeconómicas y agrocli-
máticas del país, el país no cuenta con un ordenamiento le-
gal y normativo explícito sobre la conservación de los re-
cursos fitogenéticos.
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La Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de
Semillas y el acuerdo por el que se constituye el Sistema Na-
cional de Semillas, refieren el tema de conservación: “articu-
lar la concurrencia, participación, cooperación y complemen-
tación de los sectores público, social y privado involucrados
en la conservación, investigación, producción, certificación,
comercialización, fomento, abasto y uso de semillas”; sin
embargo, no es explícito si se refiere a la conservación de los
recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultu-
ra o a las semillas producidas.

Sin embargo, considerando el orden en que están mencio-
nados las diferentes etapas de la cadena productiva de se-
millas: conservación, investigación, producción, certifica-
ción, comercialización de semillas y tomado como base
que los recursos fitogéneticos son el primer eslabón de la
cadena de producción de semillas, materia prima indispen-
sable para el mejoramiento genético de los cultivos, se des-
prende que cuando estos ordenamientos jurídicos refieren a
conservación, corresponde a la conservación del recursos
fitogenéticos de la especie vegetal de que se trate.

Propuesta de reforma

Es indispensable definir y establecer en la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas las defi-
niciones básicas e indispensables que incluyan la conser-
vación de los recursos fitogenéticos como materia prima
básica para la investigación, desarrollo y producción e
nuevas y mejores semillas.

Actualmente dicha ley establece, de manera poco clara y
sin un orden que permita una interpretación eficaz, que
dentro de las atribuciones y acciones del Sistema Nacional
de Semillas se considera la conservación de los recursos
fitogenéticos para la agricultura y la alimentación.

Se propone incluir en las definiciones el término “conser-
vación”, como conservación de los recursos fitogenéticos
para la agricultura y la alimentación. Así como la defini-
ción de éste último término.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a conside-
ración de esta honorable soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 3 de la Ley
Federal de Producción, Certificación y Comercio de
Semillas

Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. a IX. …

X. Conservación: conservación de recursos fitogené-
ticos para la alimentación y la agricultura.

XI. Guía: … 

XII. Mantenedor: … 

XIII. Material genético: cualquier material de origen
vegetal, incluido el material reproductivo y de pro-
pagación vegetativa, que contiene unidades funcio-
nales de la herencia

XIV. Material de Propagación: …

XV. Normas Mexicanas: 

XVI. Normas Oficiales Mexicanas: 

XVII. Producto para Consumo: 

XVIII. Reglas: 

XIX. Recursos fitogenéticos para la alimentación y la
agricultura: cualquier material genético de origen
vegetal de valor real o potencial para la alimentación
y la agricultura. 

XX. Secretaría: …

XXI. Semilla: …

XXII. Semilla Calificada: … 

XXIII. Semilla Categoría Declarada: … 

XXIV. Semilla Categoría Habilitada: …

XXV. Semilla Categoría Básica: …

XXVI. Semilla Categoría Certificada: …

XXVII. Semilla Categoría Registrada: …
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XXVIII. Semilla Original: …

XXIX. Sistema: …

XXX. SNICS: …

XXXI. Variedad Vegetal: …

XXXII. Variedades Vegetales de Uso Común: …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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http://www.inifap.gob.mx/SitePages/inifap2015/Transparencia/Co
ntenido/Trans_Focalizada/Recursos_Energeticos/Recursos_Gene-
ticos.aspx 

10 Técnicas de mejoramiento. 

http://www.agroalimentando.com/nota.php?id_nota=5192
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Anexos

Importancia productiva y económica de los recursos filo-
genéticos de México. Datos en el Informe Nacional de Re-
cursos Fitogenéticos de México 2006.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tada Fabiola Guerrero Aguilar (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Agricultura y Sistemas de
Riego, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 381 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Gerardo Federico Salas Díaz,
del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Gerardo Federico Salas Díaz, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en el artículo 71, fracción

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa que adi-
ciona la fracción XVIII al artículo 381 del Código Penal
Federal, de conformidad con los siguientes

Antecedentes

El pasado 6 de septiembre del 2016 presenté en sesión del
pleno en la Cámara de Diputados una iniciativa que adi-
cionaba diversos artículos al Código Penal Federal (CPF),
en dicho documento expongo que el abigeato ha sido un
problema grave para nuestro país y que con el paso del
tiempo ha ido en aumento el número de robo de ganado en
diferentes estados de la República Mexicana.

Dicha iniciativa fue turnada a la Comisión de Justicia y
dictaminada en sentido positivo.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1155



El 5 de abril del presente año, por unanimidad, con 368 vo-
tos a favor, 0 abstenciones, 0 en contra, el proyecto de de-
creto es aprobado en el pleno de la Cámara de Diputados,
aprobando como delito grave y calificado el abigeato o ro-
bo de ganado, con penas que van de 2 a 10 años de prisión
y de 3 a 15 años cuando sea cometido por familiares, em-
pleados, servidores públicos o con violencia.

La minuta del proyecto de decreto correspondiente, se pre-
sentó ante la Cámara de Senadores, el 6 de abril del pre-
sente año; dicha iniciativa fue aprobada por la Cámara de
Senadores el 28 de abril por unanimidad de votos, con 82
votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones.

El dictamen define el concepto de ganado, para los efectos
de este delito, a las especies bobina, caballar, asnal, mular,
ovina, caprina, porcina o de más de una colonia de abejas.
Por la comisión de este delito se impondrán de dos y hasta
quince años de prisión y se equiparará con la misma pena,
el sacrificio de ganado sin el consentimiento de quien le-
galmente pueda otorgarlo.

Posteriormente y en cumplimiento de lo dispuesto por la
fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y
observancia, el día 23 de junio del 2017, en el Diario Ofi-
cial de la Federación se expide el decreto.

Con esta Reforma al Código Penal Federal, el sector gana-
dero en nuestro país ha mostrado beneplácito a las nuevas
penas impuestas al delito de abigeato, los productores
agropecuarios han manifestado que con este tipo de refor-
mas a las leyes se logra que se disminuyan los robos en es-
ta materia, ya que los delincuentes, al saber de qué existen
penas más severas ante este tipo de ilícitos, se inhibe el ro-
bo de ganado; es decir la consecuencia de este tipo de re-
formas a la ley no es para incrementar el número de presos
en las cárceles, sino para disminuir este tipo de delitos.

La incidencia a nivel nacional del total de robos a nivel
nacional que fueron denunciados ante agencias del Mi-
nisterio Público durante el tercer trimestre 2016-2017 es
el siguiente:

La incidencia a nivel nacional del total de robos de ganado
(abigeato) a nivel nacional que fueron denunciados ante

agencias del Ministerio Público durante el tercer trimestre
2016-2017 es el siguiente:

Como podemos denotar, el incremento de los robos en ge-
neral es de 11.88 por ciento en el tercer trimestre en ambos
años, mientras que con la entrada en vigor de la reforma al
Código Penal federal en materia de abigeato, en el mismo
trimestre de comparación ha tenido un decremento de
12.60 por ciento

Los actos delictivos en general van a la alza y en el sec-
tor rural no es la excepción; la delincuencia está pegan-
do en el campo e incluso los delincuentes atacan por la
noche o madrugada, llevándose maquinaria o material de
infraestructura agrícola, sin dejar de lado el robo del ca-
bleado, material conductor, equipos o componentes de
suministro eléctrico, hidrocarburos, tractores o sus partes
y hasta fertilizantes.

Y tal como es el caso del abigeato, necesitamos penas más
fuertes y así lograr que se disminuyan los robos en el sec-
tor rural, ya que sanciones más severas harán que los de-
lincuentes la piensen más antes de cometer el ilícito.

Es importante señalar que algunos congresos estatales han
tomado cartas en el asunto, tal es el caso del estado de Co-
lima en donde se considera penas corporales de 3 a 15 años
a quien cometa el robo de ganado, maquinaría agrícola y
equipo para el uso agropecuario.

De igual manera, en Michoacán se han propuesto iniciati-
vas para endurecer las penas en el robo de trasformadores
y material eléctrico, principalmente los que abastecen de
energía a los pozos de riego, afectando significativamente
al sector agrícola, no solo por el valor económico que re-
presenta, sino además, por la pérdida de su fuente de in-
gresos de los campesinos e incluso hasta la misma pérdida
de la cosecha.

“Si el robo se comete contra instalaciones públicas, es de-
lito federal y se encuentra tipificado en el Código Penal
Federal. Sin embargo, el robo de bienes públicos de índole
estatal y municipal, así como el robo en industrias, hogares
y empresas es de índole local, de ahí la necesidad de tipifi-
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car dicha conducta delictiva, la cual afecta gravemente a la
sociedad michoacana y por lo cual el coordinador del Gru-
po Parlamentario del PRD, Manuel López Meléndez, pro-
pone al pleno que se considere como delito grave.”
http://www.cambiodemichoacan.com.mx/nota-n20470 

Por último, hago referencia a las recientes reformas al Có-
digo Penal del Estado de Sonora, ya que en el pasado, no
contemplaba el robo de maquinaria, insumos y productos
acuícolas, avícolas y pesqueros, así como el de alimento
para ganado e instrumentos de producción lechera. En la
actualidad, el robo de maquinaria, insumos o productos de
estos rubros, así como el robo de alimento para ganado se
encuentra penado en el artículo 308 de dicho Código Penal.

Consideraciones

Como consecuencia de lo anteriormente descrito, propon-
go las siguientes adiciones al Código Penal Federal:

Para lograr una auténtica soberanía alimentaria y más, y
mejores alimentos, el sector agropecuario en México debe
ser considerado un tema de prioridad nacional; el problema
del campo es de todos y la suma de voluntades y acciones
pueden lograr que se le dé la verdadera importancia a la
producción nacional y sus cadenas de valor. En este senti-
do es que propongo adiciones al Código Penal Federal pa-
ra que exista justicia para nuestros productores agropecua-
rios en el tema fundamental del robo de sus equipos e
instrumentos de trabajo.

Por lo anterior, pongo a la consideración de esta soberanía
el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se agrega la fracción XVIII al artículo
381 del Código Penal Federal y se reforma el último pá-
rrafo del mismo:

Artículo 381. Además de la pena que le corresponda confor-
me a los artículos 370 y 371, se aplicarán al delincuente las
penas previstas en este artículo, en los casos siguientes:

I. a XVII…

XVIII. Cuando se cometa el delito en lugares desti-
nados a la agricultura o la ganadería o recaiga sobre
cualquier tipo de equipo, instrumento, insumo o pro-
ducto de dichas actividades, o cuando sea cometido
por quien tenga una relación laboral con el propieta-
rio, socio o asociado de empresas agrícolas o ganade-
ras, o tenga relación de parentesco por consanguini-
dad o afinidad hasta el cuarto grado con aquel, o
cuando participe algún servidor público que tenga a
su cargo funciones de prevención, persecución o san-
ción del delito o ejecución de penas.

…

En los supuestos a que se refieren las fracciones VII,
VIII, IX, X, XVI, XVII y XVIII, de dos a siete años de
prisión.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de
su publicación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado Gerardo Federico Salas Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL 23 DE
ABRIL COMO DÍA NACIONAL DE LA CONSERVA-

CIÓN DEL JAGUAR Y LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 23 de abril
como Día Nacional de la Conservación del Jaguar y se adi-
cionan los artículos 32 Bis y 41 Bis de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, a cargo de la diputada
Erika Rodríguez Hernández, del Grupo Parlamentario del
PRI

El jaguar (Panthera onca) es un habitante de una plurali-
dad de ecosistemas que recorren nuestro país, es conside-
rado el felino más grande de América y tiene especial im-
portancia para la conservación y la cosmovisión de los
pueblos originarios de México. 

El jaguar es un animal que aparece representado en una
forma continua prácticamente en todo el territorio mexica-
no y está presente en el mundo prehispánico, no obstante a
los procesos históricos que han afectado a la cosmovisión
y cosmogonía de estos pueblos, resulta fascinante que en
nuestra época pervive el jaguar en la memoria colectiva de
los mexicanos, siendo México base de la ritualización y
prácticas culturales asociadas al jaguar en Mesoamérica.
Considerado como una criatura misteriosa y mágica, este
felino inspiró a los habitantes de Mesoamérica, quienes re-
alizaron innumerables creaciones iconográficas y míticas
en torno a su presencia, las cuales subsisten hasta nuestros
tiempos.

Históricamente el jaguar ha sido venerado en todo nuestro
país. Desde tiempos prehispánicos se han realizado prácti-
cas culturales asociadas a su culto y veneración como par-
te fundamental de la cosmovisión de pueblos indígenas,
siendo prácticas culturales de larga duración que forman
parte de la base cultural de nuestro país. 

Su presencia en un sinnúmero de manifestaciones cultura-
les en México nos resulta evidente desde su primera repre-
sentación artística prehistórica en la cueva de los Machines
del Corredor de cuevas prehistóricas de Yagul y Mitla de-
claradas Patrimonio Mundial por la Unesco en 2010 como
paisaje cultural.1

Para dar cuenta de la importancia toral de la figura del
felino en las diferentes culturas asentadas en nuestro te-
rritorio, baste con hacer un recorrido sobre las expresio-
nes religiosas, políticas y culturales de las mismas. Esta

multiplicidad de plataformas culturales nos permite apre-
ciar el enorme valor simbólico que se le atribuye a este
felino.

En antiguos pueblos mayas la fascinación por este felino
vinculaba su representación en el cosmos. Resulta contun-
dente su relación inmediata con el aspecto obscuro que
abarca al inframundo, la noche y los astros que los rigen.
Esta asociación no es fortuita, pues estas puertas al infra-
mundo fueron vistas como demasiado salvajes o inaccesi-
bles para el hombre común, por lo cual se consideraron co-
mo espacios sagrados, donde algo más fuerte que lo
humano, era lo único que podría traspasarlas (Valverde,
2004). A este respecto, Mercedes de la Garza menciona so-
bre este felino que “es el símbolo de las fuerzas misterio-
sas de los poderes ocultos e incomprensibles, de los luga-
res y tiempos inaccesibles al hombre común”.

El jaguar, como ser divino, es identificado con unas de las
deidades más poderosas: Tezcatlipoca, “Espejo humeante”
con Tepeyollotl, “Corazón de monte” (Tepeyollotl se vin-
cula a su vez con el jaguar del eco, cuyo sonido retumba y
el octavo de los nueve señores de la noche para los nahuas)
y con Tonatiuh, el Sol. Al analizar la Piedra del Sol, se ha
evidenciado que fue el jaguar-Tezcatlipoca la deidad que
gobernó durante una edad o sol cosmogónico: Ocelotona-
tiuh, “Sol del jaguar”. En los Anales de Cuahutitlán (Feli-
ciano, 1992), en lo que refiere a la leyenda de los soles se
señala que la primera creación del mundo o el primer sol
cosmogónico, cuyo nombre fue 4 ocelotl fue hecho por
Tezcatlipoca, quien colocó a un gigantesco jaguar y lo ubi-
có en el firmamento, creando así la vida en el Universo, in-
augurando con ello, la primera edad Ocelotl Tonatihu o
“Sol de Tigre”. 

Podemos aseverar que las evidencias arqueológicas, histó-
ricas y etnográficas han mostrado las relaciones que tenía
el jaguar con los pueblos indígenas de México, llegando a
reconocer una igualdad espiritual entre ellos y el felino, es
decir, un vínculo humano-jaguar. El simbolismo del jaguar
como “Señor de los animales” forma parte de la memoria
colectiva de los mexicanos debido a que las culturas popu-
lares de nuestra nación envuelven un misticismo y simbo-
lismo contenidos en el ethos de los mexicanos y que forma
parte de la base de nuestra identidad cultural. Aunado a ele-
mentos vigentes dentro de esa memoria colectiva que con-
forman la idea de “lo nacional”, nos atrevemos a decir que
sin la figura del jaguar no podría existir una concepción de
lo que ahora conocemos como México y las concepciones
culturales presentes también a nivel local.
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Las prácticas culturales asociadas al jaguar en México como
patrimonio cultural inmaterial tienen elementos tradicionales,
contemporáneos y vivientes a un mismo tiempo, contribuyen
a la cohesión social fomentando un sentimiento de identidad
y responsabilidad que ayuda a los individuos a sentirse
miembros de una o varias comunidades y de la sociedad en
general, así mismo, es representativo y esta relación florece
en las comunidades indígenas del territorio nacional. 

Pese a la riqueza cultural y biológica de este felino, actual-
mente las condiciones sociales han reducido el espacio
simbólico y material. El misterio y la magia del jaguar, así
como su recurrencia en los ciclos vitales de reproducción
cultural, seguirán vigentes mientras este imponente animal
siga existiendo. Es necesario realizar acciones por la con-
servación desde un enfoque integral biocultural de este ma-
jestuoso felino en nuestro país. Exaltando su importancia
histórica y actual en el desarrollo de un sin número de ac-
tividades dentro de las diversas culturas que otorgan a
nuestro país su carácter de multicultural.

Lo anterior cuenta con una base científica sustentada en la
siguiente literatura básica:

* Acuña, R. Introducción al estudio de Rabinal Achi.
Centro de Estudios Mayas, UNAM. 1975. México.

* Aguilera, C. Flora y fauna mexicana. Mitología y tra-
diciones. 1985. México.

* Bernal, I., Piña, R., Cámara, F. Tesoros del Museo Na-
cional de Antropología de México. Daimon. 1968. In-
glaterra.

* Benson, E. The Classic Maya use of Jaguar Accesso-
ries. Fourth Palenque Round Table. The Pre-Columbian
Art Research Institute. 1980. San Francisco.

* Benson, E. The Cult of Feline. A Conference in Pre-
Columbian Iconography. Dumbarton Oaks Research Li-
brary and Collection. 1972. Washington D.C.

* Brasseur de Bourbourg, C. Rabinal Achi. Colección
de L´Historie et de la Philologie de L´ Amerique An-
cienne, Arthus Bertrand. 1862. París. 

* Briones-salas, M., Sánchez, et. al., Estudios del Ja-
guar en Oaxaca. Carteles editores. 2011, México.

* Boege, E. El patrimonio biocultural de los pueblos in-
dígenas de México (México: INAH, Conaculta, CDI).
2010.

* Cardoza, L. Rabinal Achi. Traducción y prologo. Ed.
Porrúa. 1979. México.

* Clark, J. Los Olmecas en Mesoamérica, El equilibris-
ta-Turner libros. 1994. México-Madrid.

* Códice Chimalpopoca, Anales de Cuautitlán y Leyen-
da de los Soles. Primo Feliciano Velázquez, trad.
UNAM. Instituto de Investigaciones Históricas. 1992.
México.

* Coe, Michael. Lords of the Underworld: Masterpieces
of Classic Maya Ceramics. The Art Museum, Princeton
University Press, 1978. 

* Coe, Michel. The Jaguar´s Children: Pre-Classic
Central Mexico. The Museum of Primitive Art. 1965.
New York.

* Coronado, N., Ilia, M. El umbral hacia la vida. El na-
cimiento entre los mayas contemporáneos. Facultad de
Filosofía y Letras. UNAM. 2000. México.

* De la Garza, M. Jaguar y nahual en el mundo maya.
En Studia Humanitatis. Facultad de Filosofía y Letras,
UNAM. 1988. México.

* De la Garza, M. La armonía animal –hombre entre los
mayas. Diálogos. Artes/Letras/Ciencias humanas. Vol.
20, núm. 3 (117) Mayo-Junio 1984. México.

* De la Garza, M. Sueño y alucinación en el mundo ná-
huatl y maya. Instituto de Investigaciones Filológicas,
UNAM. 1990. México.

* Flores, A., Medina, A., González, O. Lina, I. Mesoa-
mérica. Una mirada a través del tiempo. Palabra de
Clío.2012. México.

* Galinier, J. Chamanismo en Latinoamérica. Una re-
visión conceptual. Plaza y Valdés Editores. 1995. 
México.

* González, Y. Animales y Plantas en la Cosmovisión
Mesoamericana. Ed. Plaza y Valdés. 2001. México.
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* Heyden, D. Mitología y simbolismo de la flora en el
México prehispánico. Instituto de Investigaciones An-
tropológicas, UNAM. 1983. México.

* León-Portilla, Miguel, El jaguar: su ser divino, hu-
mano y felino. Universidad Autónoma Metropolitana.
2009. México.

* Libro del Chilam balam de Chumayel, Traducción de
Antonio Mediz Bolio, SEP Cultura. 1985, México.

* Miller, M. The Gods and Symbols of Ancient Mexico
and the Maya: An Ilustrated Dictionary of Mesoameri-
can Religion. Thames and Hudson. 1993. Londres.

* Monjarás, J. Mitos cosmogónicos del México indíge-
na. INAH. 1987. México.

* Morales, E., Wacher M. Patrimonio Inmaterial. Àmbi-
tos y contradicciones. Instituto Nacional de Antropolo-
gía e Historia. 2012. Mèxico.

* Piña, E. Aritmética del tonalpohualli y del xiuhpohua-
lli. Estudios de Cultura Nahuatl. Vol. 30. 1999. México.

* Piña, R. Los olmecas. La cultura madre. Premisa. La
aventura Humana1994. México.

* Piña R., Covarrubias L. El pueblo del jaguar. (Los ol-
mecas arqueológicos). SEP/MEXICO. 1964.

* Popul Vuh. Las antiguas historias del Quiché, traduc-
ción, introducción y notas de Adrian Recinos. FCE.
1990. México.

* Sahagún, B. Historia General de las cosas de la Nue-
va España, Estudio preliminar de Wigberto Jiménez
Moreno. Ed. Pedro Robredo. 1938. México.

* Saunders, N. J. Icons of power: feline symbolism in
the Americas. Routledge. 1998. Oxford.

* Saunders, N. J. The peoples of the Caribbean: An
Encyclopedia of Archaeology and Traditional Culture.
ABC-CLIO. 2005. Santa Barbara, California.

* Saunders, N.J. People of the jaguar: The living spirit
of ancient America. Souvenir Press. 1989 London.

* Saravia, A. Popol wuj. Editorial Porrúa. 1990. México.

* Seler, Eduard. Las imágenes de animales en los ma-
nuscritos mexicanos y mayas. Ed. Casa Juan Pablos,
2008. México.

* Thompson, J. Grandeza y decadencia de los mayas.
FCE. 1959. México.

* Thompson, J. Historia y religión de los mayas. FCE.
1984. México.

* Thompson, J. Maya Hieroglyfhic Writing. An Intro-
duction. Norman University of Oklahoma Press. 1978.

* Valverde, M. del C. Balam. El jaguar a través de los
tiempos y los espacios del universo maya. Instituto de In-
vestigaciones Filológicas de la UNAM. 2004. México. 

* Villa, A. Los lacandones: sus dioses, ritos y creencias
religiosas. América indígena, Vol. XXVIII, núm. 1.
1968. México.

El enfoque biocultural para la conservación y el desarrollo
sustentable es estratégico para países megadiversos como
México; es necesario conservar esta especie con medidas
enfocadas en el rescate de los elementos ambientales y cul-
turales asociados a este felino y realizar acciones de salva-
guardia de las prácticas culturales asociadas a esta especie
que sean compatibles con su conservación y se apeguen al
marco legal. Es imperante que se consagren las prácticas
culturales asociadas a esta especie como patrimonio bio-
cultural de México, asimismo como medida estratégica pa-
ra su conservación se considera de alta importancia que sea
declarado el 23 de abril como “Día nacional para la con-
servación del jaguar” como una celebración de los esfuer-
zos de la sociedad mexicana en conservar esta especie, to-
mando en consideración que el 23 de abril de 1987 se
publicó en el DOF el decretó sobre la veda indefinida de
aprovechamiento del jaguar en todo el territorio mexicano
entrando en vigor cuatro días posteriores, por lo que a 30
años de esta veda se consolidan los esfuerzos para conser-
var esta emblemática especie en México.

Considerando

* Que el jaguar (Panthera onca) es una especie priori-
taria para la conservación que mantiene una relación
biocultural con los pueblos y comunidades indígenas de
México.
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* Que el jaguar tiene una veda indefinida de aprovecha-
miento desde el 27 de abril de 1987 en todo el territorio
mexicano.

* Que el jaguar tiene una gran importancia histórica,
cultural y ambiental en la sociedad mexicana.

* Que el jaguar es un animal de gran importancia para
los ecosistemas ya que son una especie focal en la cate-
goría de especie sombrilla, especie indicadora, especie
emblemática y especie clave.

* Que desde tiempos prehispánicos se han realizado
prácticas culturales asociadas a su culto y veneración
como parte fundamental de la cosmovisión y cosmogo-
nía de pueblos y comunidades indígenas de México.

* Que en la actualidad existen prácticas culturales de
larga duración asociadas al jaguar en México.

* Que una de las primeras representaciones artísticas en
la cueva de los Machines del Corredor de cuevas pre-
históricas de Yagul y Mitla en el estado de Oaxaca de-
claradas Patrimonio Mundial por la Unesco en 2010 re-
presentan a un jaguar.

* Que la civilización olmeca fue considerada como el
pueblo jaguar, siendo esta civilización la base de la ri-
tualización y prácticas culturales asociadas al jaguar en
Mesoamérica.

* Que la protección y conservación idónea del jaguar
necesita realizarse desde un enfoque integral. 

Por todo lo anteriormente expuesto; someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Primero. Decreto por el que se declara el 23 de abril como
“Día nacional de la conservación del jaguar”.

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión decla-
ra el día 23 de abril como “Día nacional de la conservación
del jaguar.

Segundo. Se adicionan diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

Artículo Primero. Se adiciona una fracción XLII, reco-
rriendo la actual en su orden, al artículo 32 Bis de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, para que-
dar como sigue:

Artículo 32 Bis. A la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales corresponde el despacho de los siguientes
asuntos:

...

XLII. Establecer, a través de la Comisión Nacional de
Áreas Naturales Protegidas y en coordinación con la Se-
cretaría de Cultura, mecanismos para la conservación del
jaguar y los elementos culturales asociados a esta especie.

XLIII. Las demás que le atribuyan expresamente las le-
yes y reglamentos.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XXIV, reco-
rriendo la actual en su orden, al artículo 41 Bis de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, para que-
dar como sigue:

Artículo 41 Bis. A la Secretaría de Cultura corresponde el
despacho de los siguientes asuntos:

...

XXIV. Promover y salvaguardad prácticas culturales
asociadas al jaguar que sean compatibles con la conser-
vación de esta especie.

XXV. Los demás que le fijen expresamente las leyes y
reglamentos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 Cuevas prehistóricas de Yagul y Mitla en los valles centrales de Oa-
xaca, inscritas en la lista de Patrimonio Mundial de la Unesco en 2010. 

http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=45692&URL_
DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tada Erika Araceli Rodríguez Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 15 de la Ley General de
Protección Civil, a cargo de la diputada Edith Yolanda Ló-
pez Velasco, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Edith Yolanda López Velasco,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, en ejercicio de las facultades que me confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, para efectos de su discusión y en su ca-
so aprobación, presento iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un segundo párrafo del artículo 15
de la Ley General de Protección Civil. 

Por lo anterior y a efecto de reunir los elementos exigidos
por el numeral 1 del artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados de este Honorable Congreso de la
Unión, la iniciativa se presenta en los siguientes términos:

II. Planteamiento del problema

Después de vivir junto con toda la población mexicana los
días 7 (siete), 19 (diecinueve) y 23 (veintitrés) de septiem-
bre dos grandes sismos de 8.2 y 7.1 grados Richter, res-
pectivamente, los dos primeros, así como un tercero de me-
nor intensidad (pero no menos importante) con epicentros
en: el Golfo de Tehuantepec; en Puebla – Morelos y Oaxa-
ca1 provocando desastres comunes en los Estados de Oa-
xaca, Chiapas, Puebla, Guerrero, Ciudad de México, Esta-
do de México y Morelos, lugares en los que, como es de
todos conocido, hubo un considerable número de pérdidas
de vidas humanas, muchos lesionados y cuantiosos daños
patrimoniales, que han dejado sin hogar a miles de perso-
nas; al margen de los daños ocasionados también a las ca-
rreteras y a otros bienes de la nación.

Debemos de tener presente que los sismos en nuestro pa-
ís son constantes; a la fecha de elaboración de la presen-

te iniciativa, el servicio sismológico nacional ha detecta-
do más de 6 mil 500 réplicas del sismo de 8.2 grados
Richter, desde el pasado 7 de septiembre, “nuestro país
tiene una alta actividad sísmica, por lo que la sociedad
siempre debe estar preparada”,2 por lo cual, no sólo la
sociedad es la que deberá de estar alerta, sino todas las
instituciones del Estado, ya que se debe de tener siempre
en cuenta, que el binomio sociedad – autoridades/institu-
ciones, necesitan de cada una para poder avanzar hacia
un derecho, en este caso, un derecho más preventivo y
protector. De manera más específica e intensa, las Insti-
tuciones que se relacionen de manera directa con la ma-
teria de protección civil, ya que se tienen que ver obliga-
das a atender más el carácter preventivo. 

Se tiene que considerar, asimismo, que nuestro País, no só-
lo es susceptible de sismos o terremotos, sino también pue-
de resultar afectado por ciclones, huracanes, entre otras
consecuencias provocadas por fenómenos naturales o de
carácter antropogénico. Al respecto, conviene recordar, las
consecuencias que dejaron los huracanes como Gilberto,
Wilma, Patricia, entre otros, como inundaciones, crecientes
de los ríos y deslaves que afectaron severamente en años
anteriores a diversas regiones del país; recientemente, en
septiembre de 2017, los ciclones Irma, José provocaron
grandes daños y pérdidas humanas en Estados del Sur de
nuestro País, afectados ya por los sismos pasados, sin des-
atender que continuaron las lluvias e inundaciones en el
mes de octubre; por ejemplo, para el estado de Oaxaca, en
la cuenca del Papaloapan y otras regiones de la zona, los
fenómenos naturales, han dejado daños considerables co-
mo pérdidas humanas y de cosechas, cabe resaltar que gran
parte de la población que se dedica a la siembra, la practi-
ca como de “autoconsumo”, es decir, la pérdida de lo que
hayan sembrado significa para los pobladores preocuparse
altamente por, qué van a hacer por sobrevivir. 

De los desastres naturales (huracanes, seguidos de los sismos
y/o terremotos) ocurridos recientemente, se tiene presente,
que se gestó la preocupación por la comida, los medicamen-
tos, las prendas de vestir y el techo (improvisadamente res-
pecto a este último han servido las carpas y lonas) para las
personas que perdieron además de su salud física y psíquica,
y en muchos casos a integrantes de su familia, todo su patri-
monio. Con el fin de tratar de aminorar este problema para
todos los damnificados, la sociedad civil y las instituciones
del Estado han participado activa y constantemente, de ma-
nera individual o coordinada; donando alimentos, medica-
mentos, prendas nuevas o usadas pero en buen estado, así co-
mo lonas, entre otros elementos que consideran puedan servir
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para ayudar a quienes se han quedado prácticamente sin bie-
nes materiales; sin embargo, muchas de las personas que han
ayudado y aquéllas que desean sumarse a la ayuda común
que está haciendo la sociedad civil para todos los afectados,
se han encontrado con interrogantes importantes que vale la
pena subrayar; la primera, ¿Cuáles son las acciones, de tipo
preventivo, de autoprotección, y que de manera permanente
en materia de acopio lleva a cabo el Estado? ¿Cuál es el lu-
gar o lugares en los que permanente se pueden localizar a
los centros de acopio? ¿Quién le da seguimiento a los pro-
ductos o elementos que fueron donados en beneficio de los
damnificados y ya fueron entregados por parte de las Institu-
ciones y de los Centros de Acopio autorizados? 

El tiempo de respuesta con los damnificados a causa de
cualquier tipo de desastre natural o antropogénico por par-
te del Estado, sería más rápido y efectivo, si de manera
permanente y de forma preventiva, generara el Estado en
su interior, una constante participación de la Sociedad Ci-
vil en materia de acopio; sin duda, los tiempos de reacción
ante una situación de emergencia, cualquiera que ésta sea,
se reducirían, y definitivamente se coadyuvaría a la resi-
liencia que debe de ser prioritaria en los momentos post –
catástrofes, y de los que el Sistema Nacional de Protección
Civil en lo particular, debe tomar en consideración.

Sin duda, hay muchos aspectos que como Estado debemos
de mejorar en materia de Protección Civil; sin embargo, si
se fortalece el círculo de las acciones permanentes, pre-
ventivas y autoprotectoras que se puedan desarrollar en la
materia de Protección Civil, y se continúa apostando por
este rubro, se aminorarían muy posiblemente las conse-
cuencias negativas que los desastres naturales o antropogé-
nicos pueden dejar en detrimento de todos nosotros. 

Así, para que se pueda mejorar desde el punto de vista ope-
rativo, funcional, e institucional el Sistema Nacional de
Protección Civil, se plantea la idea de que todas sus acti-
vidades, y las que de manera particular logre desarrollar el
Sistema Nacional conforme a lo enmarcado en la Ley, de-
berán de tener el carácter preventivo, de autoprotección,
y en algunos casos de permanentes; así también, en lo que
se refiere al rubro del acopio, se requiere una organización
específica, para poder coadyuvar a las diversas actividades
que desarrolla la Coordinación Nacional de Protección Ci-
vil ante cualquier tipo de desastre, lo que vuelve necesario
crear una Red Nacional de Acopio, que de manera perma-
nente se encargue de verificar todas aquellas tareas rela-
cionadas con el acopio, y además, para que de manera co-
ordinada pueda confluir con todas las instituciones que

dentro del Capítulo Tercero de la Ley General de Protec-
ción Civil se contemplan. 

III. Exposición de Motivos

Existe la necesidad, de que todas las actividades que logre
llevar a cabo la Coordinación Nacional de Protección Ci-
vil, por conducto de sus 3 (tres) Direcciones Generales: la
Dirección General de Protección Civil, Dirección General
para la Prevención de Riesgos y Dirección General de Vin-
culación, Innovación y Normatividad en Materia de Pro-
tección Civil, así como de su único órgano desconcentrado
denominado: Centro Nacional de Prevención de Desastres,
tengan enfocado un carácter y una naturaleza especial y
particular, denominada: de prevención y de autoprotec-
ción, así como en algunos casos dependiendo de las activi-
dades que la Coordinación Nacional desarrolle, de perma-
nente. Lo anterior, con el ánimo de hacer frente a desastres
de índole natural o antropogénicos, así como para dismi-
nuir los daños ocasionados y lograr evitar, o cuando menos
reducir el porcentaje de contingencias post-catástrofes. 

A la postre, siguen instalados un número indeterminado de
Centros de Acopio, principalmente en los Estados de Chia-
pas y Oaxaca, colocados por la sociedad civil, mismos que
no necesariamente se catalogan como Centros de Acopio
Autorizados como lo marca el artículo 51 de la Ley Gene-
ral de Protección Civil y su Reglamento; de la misma ma-
nera se han logrado acopiar dentro de esos Centros que al
efecto se han instalado por la sociedad civil, y diversas Ins-
tituciones Estatales, como lo son: la Marina, Colegios Mi-
litares, Escuelas de Enfermería, Hospitales, los DIF Estata-
les y Municipales, los centros Delegacionales, Centros
Comunitarios, Casas del Adulto Mayor, Casas de la Mujer,
diversas Secretarías de Estado, un sin número de productos
y/o elementos donados, que se presumen, servirán para los
damnificados. 

En consideración de lo anterior, se tiene presente, que si las
instituciones, dependencias u órganos relacionados con la
labor de protección civil, tuvieran como marco de acción
de manera particular la prevención, estuvieran preparados
con productos o elementos necesarios para responder di-
recta e inmediata ante los desastres con la población afec-
tada o de damnificados, y podrían actuar de una manera
mucho más eficaz y rápida, ya que debemos de recordar,
que en los momentos post-catástrofes cada segundo cuen-
ta, tanto para los que siguen desaparecidos, como para los
damnificados y sus familias, por lo que se debe de obser-
var, que parte de la prevención, y donde además se ve in-
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volucrada de manera muy directa la población/sociedad ci-
vil, es la actividad desarrollada mediante el acopio, ya que
mediante esta “sencilla” pero altamente útil herramienta se
logran formar provisiones, que resultan necesarísimas al
momento de enfrentar una catástrofe de cualquier índole.
Mediante la medida preventiva del acopio, se pueden res-
guardar desde bienes de consumo duradero como: maqui-
naria diversa, picos, palas, barretas, cinceles, marros, ma-
chetes, guantes, desarmadores, pinzas, llaves, alambres;
gasas, agua oxigenada, alcohol, medicamentos (de prime-
ros auxilios), papel sanitario, cepillos dentales, jabones,
rastrillos, lámparas, lonas, carpas, prendas de vestir, entre
otros; así como bienes de consumo perecedero: alimentos
enlatados, pasta de dientes, champú, toallas femeninas, be-
bidas, entre otros. 

De contemplarse dentro de los objetivos particulares, la na-
turaleza preventiva, de auto – protección, y en algunas ac-
ciones la del carácter de permanente, principalmente esta
última en actividades como el acopio, dentro de la asisten-
cia social que de primer momento tiene que brindar el Es-
tado en materia de protección civil, traería consecuencias
muy positivas para la sociedad y sus instituciones, princi-
palmente para la gente que se encuentra afectada por de-
sastres naturales o humanos, consecuencias que se traduci-
rían en que el propio personal de protección civil, y todos
los que se le sumen3 cuenten con los insumos suficientes4

para buscar o localizar, y en su caso rescatar personas, así
como para que las personas que presentan heridas leves
cuenten con el material de curación necesario al momento
de ser atendidos; igualmente para que las personas que no
tengan alimentos u hogares, cuenten, al menos con alimen-
tos suficientes para subsistir, y un techo (aunque sea im-
provisado) para “vivir”. 

En consideración de lo señalado previamente, debe de va-
lorarse que los desastres naturales, como sismos no se pue-
den predecir con la anticipación que todos desearíamos, y
que tampoco se puede calcular la intensidad de los desas-
tres que acontecerán, por lo que el modelo de prevención
que debe de estar en la Ley, y en cualquier orden normati-
vo, debe de ser el más amplio posible, por lo que para for-
talecer el tópico de la prevención, se tiene que tomar muy
en cuenta la actividad del acopio, ya que en ella confluye
la participación estatal y la de la sociedad civil organizada,
reestructurar de mejor manera el acopio resultaría en bene-
ficios para la operación institucional, privada y social. 

En atención a lo anterior, se debe de tomar en cuenta que
ciertamente, se debe observar el problema de que en mu-

chas ocasiones, tanto en los Centros de Acopio autorizados
como los que no lo son, ha existido una especie de desvío
de los productos donados, dejando latente la percepción en
la sociedad que el Estado no cuenta con una organización
y buena administración al respecto del acopio, dejando
desprotegidos al sector privado y social principalmente.
Cabe apuntar, que aún no se cuenta con un verdadero se-
guimiento institucional de lo que se acopia, así como del
paradero de los productos que logran acumular los centros
de acopio, instalados para recibir donaciones y distribuir
los productos o elementos donados. 

Lo toral asimismo, es que dentro del Sistema Nacional de
Protección Civil, se cuente con una institución que de ma-
nera permanente, organice funcional, administrativa y
operativamente, la manera en que se realiza la labor del
acopio, así como la distribución de los bienes y/o produc-
tos recogidos por dicha actividad, llevada a cabo por las
Instituciones respectivas en los Estados, y los que instala la
Sociedad Civil, que a consecuencia de los desastres de ín-
dole natural o humano, abren, para que pueda participar to-
da la ciudadanía en general, a efecto de responder de una
forma eficaz e inmediata y directa a la situación de vulne-
rabilidad ocasionada por catástrofes y fenómenos diversos,
como a los que se refiere el artículo 2o. de la Ley General
de Protección Civil, en sus conceptos de: fenómeno antro-
pogénico, fenómeno astronómico, fenómeno natural per-
turbador, fenómeno geológico, fenómeno hidrometeoroló-
gico, fenómeno químico – tecnológico, fenómeno sanitario
–ecológico, fenómeno socio– organizativo, entre otros, por
lo que se persigue por esta iniciativa, que además del mo-
delo contemplado dentro de su objetivo general, se parti-
cularice el mismo, mediante la adición de un segundo pá-
rrafo y se especifique que la naturaleza y el carácter del
Sistema Nacional de Protección Civil, deberá ser preventi-
vo y de autoprotección, además de que con el fin de que se
fortalezca el Sistema Nacional, y la gestión integral de ries-
gos, se integre, para que actúe de manera permanente la
Red Nacional del Acopio, para que con independencia de
que ocurra o no un desastre de grandes magnitudes,5 se
adopte una modalidad ampliamente preventiva y de acción
permanente, esto es, se pretende opere una Red Nacional
del Acopio, en razón de un orden atemporal, ya que la pre-
vención radica precisamente en eso, en la constante activi-
dad de acopio que se logre desarrollar atemporalmente, co-
adyuvando así a que el modelo de protección civil
instaurado por el Sistema Nacional de Protección Civil, se
siga fortaleciendo de una manera preventiva, de autopro-
tección y de manera permanente ante desastres naturales.
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Al tenor de lo anterior, se destaca que la gestión integral de
riesgos no alcanza a cubrir el apartado de prevención, ya
que tomando en cuenta lo que señala el Estudio de Evalua-
ción de la Política Pública de Protección, elaborado por la
Auditoría Superior de la Federación (ASF) de 2014, se ad-
vierte que la Protección Civil no se encuentra implementa-
da de actividades, acciones, etcétera, que sean preventivas
en materia de catástrofes o desastres. En el estudio de refe-
rencia se puntualiza que en los años recientes, han sido po-
cos los recursos que se han utilizado para realizar acciones
preventivas en materia de contingencias ocasionadas por
los desastres naturales; de 2004 a 2014 se gastó el 0.2 por
ciento del presupuesto en acciones destinadas a la preven-
ción, y el restante 99.8 por ciento, se utilizó para auxiliar
en las tareas de recuperación Post – Catástrofes por pérdi-
das de cualquier índole.6

Lo dicho anteriormente, confirma que el carácter y natura-
leza de protección civil ha sido el de un diseño reactivo,
más no preventivo, auto protector y permanente, el cual ha
estado apuntalado para enfrentar al problema cuando ya se
tiene, y no para mejorar la gestión integral de riesgos y lo
que accesoriamente le corresponde, así como aminorar las
consecuencias de los desastres, no se ha cumplido a caba-
lidad con lo que representa integralmente el Sistema Na-
cional y su gestión integral de riesgos, provocando un de-
bilitamiento y vulnerabilidad de las acciones del Estado
para con la población, su patrimonio material e inmaterial,
e inclusive el patrimonio nacional. 

Así también se ha encontrado dentro del estudio en co-
mento, que: Hay un preponderante enfoque institucional en
las reactivas y no preventivas acciones en materia de de-
sastres; existe un insuficiente e inadecuado fomento de la
cultura de la prevención y la autoprotección; no hay una
adecuada coordinación entre los miembros del Sistema
Nacional; hay carencia en materia de sanciones, por in-
cumplir las disposiciones sobre protección civil; se carece
de un cabal ordenamiento territorial que tenga como base
las zonas de riesgo; hacen falta una mayor coordinación
entre los estados y municipios en materia de programas y
planes de protección civil; hay ausencia de uniformidad en
materia de respuesta por parte de todos los estados en el pa-
ís, tras la aparición de un desastre natural o antropogénico,
es decir, en algunos estados la respuesta es más lenta y en
otros más efectiva. Ello pone de manifiesto, que se deberá
de particularizar el objetivo general del Sistema Nacional,
para que sus actos, actividades y todas sus acciones que re-
alicen las instituciones de protección civil, y las que sean
coordinadas por ésta, atiendan la naturaleza de la preven-

ción, auto protección, y la del carácter permanente, trayen-
do como consecuencia también, que se mejore el sistema
de gestión integral de riesgos. Ya que como lo afirmó a su
vez la Auditoría Superior de la Federación, en el estudio
apuntado, no se consiguió por protección civil, la existen-
cia de un sentido o círculo protector de prevención y que a
su vez asimile la naturaleza de acciones permanentes y au-
toprotectoras. 

Los desastres naturales pondrán siempre de manifiesto la
necesidad de que la sociedad y el gobierno cada vez debe-
rán de estar más unidos, para hacer frente a las adversida-
des, pero sobre todo, Preparados y Prevenidos. 

Desde el enfoque nacional e internacional, se cuenta con
ordenamientos que aseguran el marco de acción y circula-
ción de la Protección Civil, así como los derechos y obli-
gaciones que éstas conllevan tanto para el Estado, como
para la sociedad civil; al respecto, señalo los siguientes ar-
tículos e instrumentos jurídicos: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo Primero Constitucional. 

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos re-
conocidos en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado Mexicano sea
parte, así como de las garantías para su protección, cu-
yo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitu-
ción establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se inter-
pretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protección
más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de conformidad con
los principios de universalidad, interdependencia, in-
divisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Esta-
do deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos
que establezca la ley.

…
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Artículo 41, base III, apartado C, última parte del
segundo párrafo. 

Las únicas excepciones a lo anterior serán las campañas
de información de las autoridades electorales, las relati-
vas a servicios educativos y de salud, o las necesarias
para la protección civil en casos de emergencia.

Artículo 73. Fracción XXIX-I. 

El Congreso tiene facultad:

XXIX-I. Para expedir leyes que establezcan las bases
sobre las cuales la Federación, las entidades federativas,
los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, coordinarán sus acciones en ma-
teria de protección civil;

Ley General de Protección Civil.

Artículo 1o.

La presente Ley es de orden público e interés social y
tiene por objeto establecer las bases de coordinación
entre los tres órdenes de gobierno en materia de pro-
tección civil. Los sectores privado y social participa-
rán en la consecución de los objetivos de esta Ley, en
los términos y condiciones que la misma establece.

Artículo 2o. Fracción XLIII.

XLIII. Protección Civil: Es la acción solidaria y partici-
pativa, que en consideración tanto de los riesgos de
origen natural o antrópico como de los efectos adver-
sos de los agentes perturbadores, prevé la coordinación
y concertación de los sectores público, privado y so-
cial en el marco del Sistema Nacional, con el fin de
crear un conjunto de disposiciones, planes, progra-
mas, estrategias, mecanismos y recursos para que de
manera corresponsable, y privilegiando la Gestión Inte-
gral de Riesgos y la Continuidad de Operaciones, se
apliquen las medidas y acciones que sean necesarias
para salvaguardar la vida, integridad y salud de la
población, así como sus bienes; la infraestructura, la
planta productiva y el medio ambiente;

Artículo 3. 

Los tres niveles de gobierno tratarán en todo momento
que los programas y estrategias dirigidas al fortaleci-
miento de los instrumentos de organización y funciona-
miento de las instituciones de protección civil se sus-
tenten en un enfoque de gestión integral del riesgo.

Artículo 7. Fracciones I,II,III, VI,VII y IX.

Atribuciones del Ejecutivo Federal que deberán de
hacerse asequibles dentro del Sistema Nacional de
Protección Civil y de las instituciones que de ella
derivan. 

Corresponde al Ejecutivo Federal en materia de protec-
ción civil: 

I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema Na-
cional y dictar los lineamientos generales para coordi-
nar las labores de protección civil en beneficio de la
población, sus bienes y entorno, induciendo y condu-
ciendo la participación de los diferentes sectores y
grupos de la sociedad en el marco de la Gestión Inte-
gral de Riesgos; 

II. Promover la incorporación de la Gestión Integral
de Riesgos en el desarrollo local y regional, estable-
ciendo estrategias y políticas basadas en el análisis de
los riesgos, con el fin de evitar la construcción de ries-
gos futuros y la realización de acciones de interven-
ción para reducir los riesgos existentes;

III. Contemplar, en el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de cada ejercicio fiscal, recursos
para el óptimo funcionamiento y operación de los Ins-
trumentos Financieros de Gestión de Riesgos a que se
refiere la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, con el fin de promover y apoyar la reali-
zación de acciones de orden preventivo; así como las
orientadas tanto al auxilio de la población en situa-
ción de emergencia, como la atención de los daños
provocados por los desastres de origen natural;

…

VI. Promover, ante la eventualidad de los desastres de
origen natural, la realización de acciones dirigidas a
una estrategia integral de transferencia de riesgos, a
través de herramientas tales como la identificación de la
infraestructura por asegurar, el análisis de los riesgos,
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las medidas para su reducción y la definición de los
esquemas de retención y aseguramiento, entre otros; 

VII. Dictar los lineamientos generales en materia de
protección civil para inducir y fomentar que el prin-
cipio de la Gestión Integral de Riesgos y la Continui-
dad de Operaciones, sea un valor de política pública
y una tarea transversal para que con ello se realicen
acciones de orden preventivo, con especial énfasis en
aquellas que tienen relación directa con la salud, la edu-
cación, el ordenamiento territorial, la planeación urba-
no-regional, la conservación y empleo de los recursos
naturales, la gobernabilidad y la seguridad;

IX. Promover ante los titulares de los Poderes Ejecutivo
y Legislativo de las entidades federativas, la homologa-
ción del marco normativo y las estructuras funciona-
les de la protección civil.

Artículo 8.

Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión, las
entidades federativas, los municipios, las delegacio-
nes, los organismos descentralizados, los organismos
constitucionales autónomos y los sectores privado y
social, así como la población en general, deberán co-
adyuvar para que las acciones de protección civil se
realicen en forma coordinada y eficaz.

Artículo 9. Primer párrafo.

La organización y la prestación de la política públi-
ca de protección civil corresponden al Estado quien de-
berá realizarlas en los términos de esta Ley y de su Re-
glamento, por conducto de la federación, los estados, el
Distrito Federal, los municipios y las delegaciones, en
sus respectivos ámbitos de competencia.

…

Artículo 14.

El Sistema Nacional es un conjunto orgánico y articula-
do de estructuras, relaciones funcionales, métodos, nor-
mas, instancias, principios, instrumentos, políticas, pro-
cedimientos, servicios y acciones, que establecen
corresponsablemente las dependencias y entidades
del sector público entre sí, con las organizaciones de
los diversos grupos voluntarios, sociales, privados y

con los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de
los organismos constitucionales autónomos, de las
entidades federativas, de los municipios y las delega-
ciones, a fin de efectuar acciones coordinadas, en
materia de protección civil.

Artículo 15. El objetivo general del Sistema Nacional
es el de proteger a la persona y a la sociedad y su en-
torno ante la eventualidad de los riesgos y peligros
que representan los agentes perturbadores y la vul-
nerabilidad en el corto, mediano o largo plazo, provoca-
da por fenómenos naturales o antropogénicos, a través
de la gestión integral de riesgos y el fomento de la ca-
pacidad de adaptación, auxilio y restablecimiento en
la población.

Artículo 16. 

El Sistema Nacional se encuentra integrado por todas
las dependencias y entidades de la administración
pública federal, por los sistemas de protección civil
de las entidades federativas, sus municipios y las de-
legaciones; por los grupos voluntarios, vecinales y
organizaciones de la sociedad civil, los cuerpos de
bomberos, así como por los representantes de los sec-
tores privado y, social, los medios de comunicación y
los centros de investigación, educación y desarrollo
tecnológico. Los integrantes del Sistema Nacional de-
berán compartir con la autoridad competente que solici-
te y justifique su utilidad, la información de carácter téc-
nico, ya sea impresa, electrónica o en tiempo real
relativa a los sistemas y/o redes de alerta, detección,
monitoreo, pronóstico y medición de riesgos.

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Artículo 27. Fracción XXXII.

A la Secretaría de Gobernación corresponde el despacho
de los siguientes asuntos:

XXXII. Conducir y poner en ejecución, en coordina-
ción con las autoridades de los gobiernos de los estados,
del Distrito Federal, con los gobiernos municipales, y
con las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, las políticas y programas de protec-
ción civil del Ejecutivo, en el marco del Sistema Na-
cional de Protección Civil, para la prevención, auxi-
lio, recuperación y apoyo a la población en
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situaciones de desastre y concertar con instituciones
y organismos de los sectores privado y social, las ac-
ciones conducentes al mismo objetivo;

Ley de Seguridad Nacional.

Artículo 1.- Las disposiciones de la presente Ley son de
orden público y de observancia general en todo el terri-
torio nacional. 

La misma tiene por objeto establecer las bases de inte-
gración y acción coordinada de las instituciones y
autoridades encargadas de preservar la Seguridad
Nacional, en sus respectivos ámbitos de competencia;
así como, la forma y los términos en que las autoridades
de las entidades federativas y los municipios colabora-
rán con la Federación en dicha tarea; regular los instru-
mentos legítimos para fortalecer los controles aplicables
a la materia.

Artículo 3.

Para efectos de esta Ley, por Seguridad Nacional se
entienden las acciones destinadas de manera inmediata
y directa a mantener la integridad, estabilidad y perma-
nencia del Estado Mexicano, que conlleven a:

I. La protección de la nación mexicana frente a las
amenazas y riesgos que enfrente nuestro país;

…

Artículo 4.

La Seguridad Nacional se rige por los principios de
legalidad, responsabilidad, respeto a los derechos
fundamentales de protección a la persona humana
y garantías individuales y sociales, confidenciali-
dad, lealtad, transparencia, eficiencia, coordinación y
cooperación.

Artículo 61. 

Los servidores públicos cuyas áreas estén relacionadas
con la Seguridad Nacional, orientarán, con base en
los principios previstos en el artículo 3o., el desempe-
ño de sus funciones, preservando los de legalidad, res-
ponsabilidad, respeto a los derechos fundamentales y
garantías individuales y sociales, confidencialidad, le-
altad, transparencia, eficiencia, coordinación y coopera-

ción que deben cumplir en términos de las disposiciones
legales que regulan al servicio público.

Instrumentos Internacionales

Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Artículo 2o. Deber de Adoptar Disposiciones de Dere-
cho Interno

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados
en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por dis-
posiciones legislativas o de otro carácter, los Estados
Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de
esta Convención, las medidas legislativas o de otro ca-
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos ta-
les derechos y libertades.

Artículo 26. Desarrollo Progresivo

Los Estados parte se comprometen a adoptar providen-
cias, tanto a nivel interno como mediante la coopera-
ción internacional, especialmente económica y técnica,
para lograr progresivamente la plena efectividad de
los derechos que se derivan de las normas económi-
cas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura,
contenidas en la Carta de la Organización de los Es-
tados Americanos, reformada por el Protocolo de Bue-
nos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por
vía legislativa u otros medios apropiados.

Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la co-
munidad y la humanidad.

2. Los derechos de cada persona están limitados por los
derechos de los demás, por la seguridad de todos y
por las justas exigencias del bien común, en una so-
ciedad democrática.

Declaración Americana de los Derechos y Deberes
del Hombre

Artículo XXXV. Deberes de Asistencia y Seguridad
Sociales. 

Toda persona tiene el deber de cooperar con el Esta-
do y con la comunidad en la asistencia y seguridad
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sociales de acuerdo con sus posibilidades y con las
circunstancias

Del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del
12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víc-
timas de los conflictos armados internacionales (proto-
colo I), se advierte el concepto de protección civil que al
efecto sirve: 

Artículo 61. Definiciones y ámbito de aplicación. 

Para los efectos del presente Protocolo: 

a) se entiende por “protección civil” el cumplimiento
de algunas o de todas las tareas humanitarias que se
mencionan a continuación, destinadas a proteger a la
población civil contra los peligros de las hostilidades
y de las catástrofes y a ayudarla a recuperarse de sus
efectos inmediatos, así como a facilitar las condicio-
nes necesarias para su supervivencia. Estas tareas son
las siguientes:

i) servicio de alarma; ii) evacuación; iii) habilitación y or-
ganización de refugios; iv) aplicación de medidas de os-
curecimiento; v) salvamento; vi) servicios sanitarios, in-
cluidos los de primeros auxilios, y asistencia religiosa;
vii) lucha contra incendios; viii) detección y señalamien-
to de zonas peligrosas; ix) descontaminación y medidas
similares de protección; x) provisión de alojamiento y
abastecimientos de urgencia; xi) ayuda en caso de urgen-
cia para el restablecimiento y el mantenimiento del orden
en las zonas damnificadas; xii) medidas de urgencia pa-
ra el restablecimiento de los servicios públicos indis-
pensables; xiii) servicios funerarios de urgencia; xiv)
asistencia para la preservación de los bienes esencia-
les para la supervivencia; xv) actividades complemen-
tarias necesarias para el desempeño de una cualquiera de
las tareas mencionadas, incluyendo entre otras cosas la
planificación y la organización.

Los instrumentos de carácter jurídico interno y externo, an-
teriormente contemplados, así como todos aquellos que ve-
lan por la seguridad, asistencia y participación social, acre-
cientan los derechos humanos, y tienen como fin asegurar
de manera progresiva los derechos humanos de todos los
habitantes de un Estado, así como que su aparato Estatal –
Institucional, opere de mejor manera atendido al marco de
la seguridad de los habitantes, en el caso concreto de la ini-
ciativa, en materia de protección civil. La iniciativa de adi-
ción traerá aparejadas consecuencias específicas, particula-

res, de índole preventivo, de auto protección y de perma-
nencia de acciones, dentro del rubro del Sistema Nacional,
por lo que con el único objetivo de ampliar el rango de pro-
tección de nuestros derechos humanos, atendiendo también
a los ordenamientos jurídicos que permiten y dan cabida a
este tipo de iniciativa, se llega a la conclusión que se debe
de agregar un segundo párrafo que particularice el objetivo
general que guarda el artículo 15 de la Ley General de Pro-
tección Civil, del Sistema Nacional, para que todas las ac-
tividades y acciones que deriven de las prerrogativas con-
templadas en la Ley General, y de las que se cuente con
una coordinación intergubernamental, con los sectores pú-
blico, privado y social, guarden el carácter preventivo y de
autoprotección, con el fin de que todos los actos cuenten
con tal naturaleza, que permita, evitar, disminuir riesgos,
así como alejar de nuestra realidad las contingencias, que
provocan que la respuesta del Estado sea más lenta al ha-
cer frente a cualquier tipo de desastre; al efecto, será nece-
sario para complementar lo aquí apuntado, la integración
dentro del Sistema Nacional, la Red Nacional del Acopio,
en razón que es el acopio la primera herramienta más útil y
popular, hasta el momento, con que cuenta la sociedad pa-
ra participar de manera activa y de manera permanente con
el Estado (interacción Estado-Sociedad Civil) para coad-
yuvar a enfrentar, y resolver con los insumos acopiados /
donados, las consecuencias y las necesidades que aparecen
post – catástrofes para con la población damnificada. In-
centivar la participación activa de la sociedad es base tam-
bién de un estado social de derecho, y de la propia demo-
cracia; encontrar que coadyuve la sociedad civil
permanentemente e institucionalmente permitiría la dismi-
nución de los efectos negativos, que llegan al momento de
ocurrir cualquier tipo de desastre, y como se advirtió al ini-
cio de la presente iniciativa, se tiene que ir construyendo y
mejorando nuestras instituciones de protección civil, se de-
berá seguir fortaleciendo al Sinaproc, por lo que se hace es-
ta propuesta como una de las maneras de fortalecerlo, para
prevenir y disminuir la tasa de muertes, lesionados y pér-
didas patrimoniales; por lo que teniendo conocimiento de
causa que la respuesta del Estado debe ser mayormente
efectiva y preventiva, la que suscribe formula una adición
al párrafo del artículo 15 de la Ley General de Protección
Civil. 

IV. Fundamento legal de la iniciativa

Esta Iniciativa se presenta en ejercicio de las facultades que
tiene la suscrita en su calidad de Diputada Federal de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, y
que le confieren los artículos 71, fracción II de la Consti-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1169



tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
el 6o., numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados.

V. Denominación del proyecto de reforma.

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona
un segundo párrafo al artículo 15 de la Ley General de

Protección Civil.

VI. Ordenamiento a reformar.

Ley General de Protección Civil. 

VII. Texto normativo propuesto

Artículo 15. 

…

El objetivo particular del Sistema Nacional ante desas-
tres de cualquier tipo, es de carácter preventivo y de au-
toprotección, y tiene que responder de manera inme-
diata y directa al ocurrir éstos, a fin de salvaguardar la
vida de las personas y los bienes o patrimonios de los
particulares y del Estado, para lo cual, la Red Nacional
de Acopio, podrá recibir en cualquier tiempo donativos
y los bienes materiales necesarios para enfrentar y efi-
cientar las tareas de protección civil o en su caso adqui-
rir éstos; así como ejercer el seguimiento necesario de
los donativos que los Centros de Acopio Autorizados y
las Instituciones designadas reciban para estos fines.

Artículo Único: se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 15 de la Ley General de Protección Civil. 

Para quedar como sigue:

Ley General de Protección Civil

Capítulo III
Del Sistema Nacional de Protección Civil.

Artículo 14… 

Artículo 15. El objetivo general del Sistema Nacional es el
de proteger a la persona y a la sociedad y su entorno ante
la eventualidad de los riesgos y peligros que representan
los agentes perturbadores y la vulnerabilidad en el corto,

mediano o largo plazo, provocada por fenómenos naturales
o antropogénicos, a través de la gestión integral de riesgos
y el fomento de la capacidad de adaptación, auxilio y res-
tablecimiento en la población.

El objetivo particular del Sistema Nacional ante desas-
tres de cualquier tipo, es de carácter preventivo y de au-
toprotección, y tiene que responder de manera inme-
diata y directa al ocurrir éstos, a fin de salvaguardar la
vida de las personas y los bienes o patrimonios de los
particulares y del Estado, para lo cual, la Red Nacional
de Acopio, podrá recibir en cualquier tiempo donativos
y los bienes materiales necesarios para enfrentar y efi-
cientar las tareas de protección civil o en su caso adqui-
rir éstos; así como ejercer el seguimiento necesario de
los donativos que los Centros de Acopio Autorizados y
las Instituciones designadas reciban para estos fines.

Artículo 16…

VIII. Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Quedan derogadas todas las disposiciones que se
opongan a lo señalado en el presente decreto.

Tercero. En el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el ejercicio del año fiscal 2019 y subsecuentes, se des-
tinarán recursos suficientes sin estimarse que los mismos
representen un impacto presupuestario para dar cumpli-
miento a lo establecido en el presente decreto. 

Cuarto. Para efectos de que la Red Nacional de Acopio
cumpla las expectativas y obligaciones que la Ley le enco-
mienda, deberá de crearse mediante Decreto que emita el
Ejecutivo Federal, el Centro Nacional de Acopio como En-
tidad Paraestatal, con el fin de que se creen estructuras ho-
mólogas en lo regional y en lo estatal atendiendo a los ar-
tículos 1o., 3o., 4o., 6o., séptimo fracción I, IX, 8o., 9o.,
14, 15 y 16 de la Ley General de Protección Civil; 1o. y
2o. de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, y 1o., 3o.,
48 y 50 de la Ley Orgánica de la Administración Pública;
así la naturaleza del ente paraestatal deberá de tener el ca-
rácter de preventivo y auto protector, buscando que se co-
ordine institucionalmente, para velar transversalmente por
las políticas públicas, privadas y sociales en materia de
acopio y de manera permanente, independientemente de
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que existan o no desastres naturales, o de los provocados
por el ser humano; con el fin de elevar la resiliencia social,
la prevención y autoprotección civil. 

En atención a los productos perecederos que logre acopiar
la Red Nacional de Acopio, para evitar su caducidad, coor-
dinará su entrega con las Secretarías de los Estados bajo
previa solicitud y evaluación requerida. 

Quinto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de-
berá contemplar dentro de la relación que publique en el
Diario Oficial de la Federación, la entidad paraestatal, que
al efecto cree el Ejecutivo. 

Notas

1 Consultado en: 

http://www.ssn.unam.mx/ el 26 de septiembre de 2017. 

2 Consultado en: 

http://www.ssn.unam.mx/ el primero de octubre de 2017. 

3 Recodemos que ante toda contingencia, la solidaridad mexicana se
ha hecho presente; es decir, el número de insumos con los que cuenta
Protección Civil, resultan insuficientes para abastecer a la sociedad que
de manera activa quiere participar con las instituciones para ayudar a
rescatar o encontrar a personas desaparecidas.

4 Aparatos de búsqueda y rescate, así como insumos para romper con-
creto, etc. 

5 Como lo hemos advertido, a la fecha la ciencia y la tecnología de es-
tos momentos, no nos alcanza para predecir el momento y la magnitud
de todos los fenómenos naturales.

6 “Evaluación núm. 1647 “Evaluación de la Política Pública de Pro-
tección Civil”, Auditoría Superior de la Federación, Cámara de Dipu-
tados, en la página oficial www.asf.gob.mx.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión. Ciudad de México, a 5 de diciembre de
2017.— Diputada Edith Yolanda López Velasco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dic-
tamen.

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY
DE ALMACENAMIENTO RURAL Y SE REFORMA

LA LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que expide la Ley de Almacenamiento Rural y
reforma los artículos 98 a 100 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable, a cargo del diputado José Erandi Bermúdez
Méndez, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, José Erandi Bermúdez Méndez, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
(PAN) en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que ex-
pide la Ley de Almacenamiento Rural y reforma los artícu-
los 98 a 100 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los mayores desafíos del Estado mexicano es gene-
rar las condiciones para lograr el bienestar de las familias
campesinas e incrementar la productividad del sector agrí-
cola, estableciendo directrices que se traduzcan en lograr
un progreso en las actividades agropecuarias con la finali-
dad de obtener mejores rendimientos y una más justa dis-
tribución de la riqueza que contribuya también a la genera-
ción de empleo; por lo que se requiere la expedición de
instrumentos jurídicos que ordenen los procesos producti-
vos del sector.

Así lo dispone el artículo 27, fracción XX, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos:

… el Estado mexicano debe promover las condiciones
para el desarrollo rural integral, con el propósito de ge-
nerar empleo y garantizar el bienestar a la población
campesina, a través de la participación y su incorpora-
ción en el desarrollo nacional. Asimismo, con base en
este mismo precepto constitucional, el Estado debe fo-
mentar la actividad agropecuaria y forestal para el óp-
timo uso de la tierra, con obras de infraestructura, in-
sumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia
técnica.

También es atribución del Estado mexicano expedir la le-
gislación reglamentaria para planear y organizar la produc-
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ción agropecuaria, su industrialización y comercialización,
considerándolas de interés público.

Por ello, con fecha 11 de febrero de 2010, durante la LXI
Legislatura, en nombre propio y del diputado Javier Ber-
nardo Usabiaga Arroyo, del Grupo Parlamentario del PAN,
ante el pleno de la Cámara de Diputados, presenté iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se expedía la Ley de
Almacenamiento Rural.

En la misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados dispuso que dicha iniciativa fuera
turnada a las Comisiones Unidas de Agricultura y Ganade-
ría, y de Desarrollo Rural, para su estudio y dictamen co-
rrespondiente, con opinión de la Comisión de Presupuesto
y Cuenta Pública.

En el proceso de estudio para elaborar el dictamen corres-
pondiente, las Comisiones Unidas de Agricultura y Gana-
dería, y de Desarrollo Rural formularon consulta respecto
del contenido de la iniciativa a sus integrantes, así como a
los Centros de Estudios de Derecho e Investigaciones Par-
lamentarias, para el Desarrollo Rural Sustentable y la So-
beranía Alimentaria. A si como también se solicitó opinión
a las Secretarías de Agricultura Ganadería Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación y Hacienda y Crédito Público,
con el propósito de que dichas dependencias formularan las
observaciones y comentarios que estimaran pertinentes.

Con fecha 28 de abril de 2011 fue votada y aprobada con
modificaciones entre las que se pueden referir a algunas
definiciones en la ley y la adecuación a la regulación apli-
cable a los instrumentos que documentan el depósito de
productos agropecuarios y de semovientes en las instala-
ciones de los almacenes rurales, redacción en estricto arre-
glo a los lineamientos formales de la técnica legislativa, se
modificaron algunos preceptos de la Ley de Almacena-
miento Rural a fin de aportar claridad a sus contenidos.

Además, se modifica la intención original de la iniciativa
de solo establecer un almacén rural por región, imposibili-
tando la instalación de más almacenes, considerando que
deben ser las necesidades de cada región las que determi-
nen el número de almacenes rurales necesarios.

Por otra parte, se revalora la intención original de la inicia-
tiva de ser Ley reglamentaria de los artículos 25, 26 y 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, considerando que por la naturaleza de la presente ini-

ciativa, ésta resulta vinculada sólo a la fracción XX del ar-
tículo 27 constitucional.

Por último, teniendo en cuenta el alcance de las disposi-
ciones de la iniciativa y dado que el proyecto legislativo re-
fiere a un nuevo ordenamiento, las Comisiones dictamina-
doras consideraron oportuno enriquecer algunos preceptos
de la legislación vigente, mediante la adición y reforma
practicadas a tres artículos de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, con el objeto de hacer congruente el marco ju-
rídico vigente con el establecimiento de la regulación del
almacenamiento especializado aplicable a los productos
agropecuarios y a los semovientes, modelo normativo que
ya existe en otros países y que resulta indispensable al me-
dio rural mexicano.

Ese dictamen fue aprobado por el pleno de esta Cámara ba-
ja con 381 votos en pro y fue turnada al Senado para los
efectos constitucionales.

El 29 de abril de 2011 se recibió oficio en la Cámara de Se-
nadores con el que se remitía minuta con proyecto de de-
creto por el que se expedía la Ley de Almacenamiento Ru-
ral y se reformaban los artículos 98 a 100 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, la cual fue turnada a las Co-
misiones Unidas de Desarrollo Rural; de Hacienda y Cré-
dito Público; y de Estudios Legislativos, Segunda, con
opinión de la Comisión de Agricultura y Ganadería para su
estudio y dictamen correspondiente.

Finalmente, el 15 de diciembre de 2015 por acuerdo de la
Mesa Directiva de la Cámara de Senadores dispuso la con-
clusión de los proyectos de ley o decreto enviados por la
Cámara de Diputados en la LIX, LX y LXI Legislaturas.

Por ello, el suscrito considera de suma importancia presen-
tar de nuevo el proyecto de Iniciativa en comento, ya que
el almacenaje rural, al ser parte del proceso de comerciali-
zación demanda ser impulsado por el Estado y en favor del
desarrollo rural, tal como lo establece la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable en el tercer párrafo del artículo 1o., al ci-
tar lo siguiente:

Se considera de interés público el desarrollo rural sustenta-
ble que incluye la planeación y organización de la produc-
ción agropecuaria, su industrialización y comercialización,
y de los demás bienes y servicios, y todas las acciones ten-
dentes a la elevación de la calidad de vida de la población
rural, según lo previsto en el artículo 26 de la Constitución,
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para lo que el Estado tendrá la participación que determina
el presente ordenamiento, llevando a cabo su regulación y
fomento en el marco de las libertades ciudadanas y obliga-
ciones gubernamentales que establece la Constitución…

Con base en lo anterior, resulta indispensable que el Esta-
do regule el almacenamiento rural, otorgando certidumbre,
visión de largo plazo y articulación a los diversos procesos
productivos agropecuarios y a la economía en su conjunto,
sin ingerir con una reglamentación rígida que frene el buen
desempeño de los flujos comerciales, ni trastocar la diná-
mica del mercado.

Para aumentar los niveles de productividad en el sector
agropecuario, se requiere dotar a los agentes rurales, de un
marco jurídico adecuado, acorde a las necesidades actuales
y a los niveles internacionales de los socios con los que
México mantiene relaciones comerciales que cumpla con
las exigencias de un mercado agroalimentario cada vez
más competitivo, con mayores requerimientos de producti-
vidad, calidad y sanidad.

Queda patente la necesidad de contar con un sistema de al-
macenamiento rural seguro y eficiente para la guarda, cus-
todia y conservación de productos, que otorgue utilidad de
las mercancías, al ser contrapeso de otras externalidades
que padece la producción agropecuaria como las ambienta-
les y estacionales, cuidando las normas sanitarias aplica-
bles a los productos que serán objeto de depósito.

El proceso para integrar y modernizar el sector agropecua-
rio requiere la publicación y actualización de leyes desti-
nadas al campo en general y a la actividad agropecuaria en
lo particular, que contienen nuevos conceptos para lograr la
integración competitiva en el mercado de productos en el
comercio, que permitan un mejor y más ágil acceso al ca-
pital con y mejores condiciones de crédito financiamiento
e inversión productiva así como la optimización de los re-
cursos públicos que se otorgan al sector.

La labor del sector agropecuario no termina con la cosecha
o con la producción de animales, continúa en la distribu-
ción y comercialización de los productos; en este punto el
productor agropecuario debido a la necesidad de contar con
dinero sobre su producción, la vende en los tiempos de co-
secha cuando los precios se ubican generalmente en su
punto más bajo, y conforme pasan las épocas de cosecha,
los precios tienden a subir y la posibilidad de programar su
comercialización a lo largo del año; es mediante sistemas

eficientes de acopio y almacenamiento que los productores
lograrán mejores precios por sus productos y también con-
tribuirá al beneficio de la población en general al regulari-
zar ciclos y precios, garantizando el abasto oportuno.

Hay la convicción de que es necesario activar una desregu-
lación y simplificación administrativa, sin que ello impli-
que la renuncia a la efectiva rectoría y supervisión por par-
te de las autoridades de la materia.

Las normas actuales que rigen el sistema de almacena-
miento bajo el régimen de los almacenes generales de de-
pósito, que son regulados tanto en la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito como en la General de
Organizaciones y Actividades Auxiliares de Crédito tienen
su principal actividad en sectores industriales y comercia-
les urbanos principalmente y se han instalado en lugares
propios para atender esa demanda, por lo que frecuente-
mente resultan inaccesibles a la mayoría de los productores
del campo, amén que la ubicación de las mismas no coin-
ciden con los lugares estratégicos que cubran las necesida-
des de ubicación de acuerdo con los productos a depositar
en las diferentes regiones del país.

Para que el almacenamiento rural opere en la dirección co-
rrecta y dé respuesta a los requerimientos del sector agro-
pecuario mexicano y, a la necesidad de contar con infor-
mación veraz y actualizada de inventarios, se propone la
expedición de la Ley de Almacenamiento Rural, como un
instrumento jurídico que proteja a los usuarios, garantizan-
do el cumplimiento de sus objetivos: incrementar la pro-
ductividad del agro nacional y fomentar el desarrollo rural.

La presente iniciativa busca crear un servicio de almacena-
miento rural que contribuya a mejorar las condiciones de
financiamiento y comercialización del sector y a fomentar
la confianza de los productores agropecuarios en los alma-
cenes rurales y bodegas rurales; sobre la seguridad de los
documentos denominados certificados de depósito rural,
que se emitirán para acreditar y asegurar el depósito de sus
productos, y que tendrán la posibilidad de negociarse con
instituciones financieras y particulares en todo el país de
acuerdo con la necesidad de los productores agropecuarios,
ya sea para la obtención de créditos, o bien para lograr me-
jores precios en sus productos.

En la Ley de Almacenamiento Rural están previstos los
instrumentos necesarios, para que los costos del almacena-
je, sean accesibles tanto a los productores como para quie-
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nes pretendan solicitar las autorizaciones para operar alma-
cenes rurales y bodegas rurales simplificando los trámites
para su constitución y prestación del servicio.

Los lugares en que se instalen los almacenes de depósito
rural, deberán atender a las necesidades de los productores
en los lugares estratégicos, considerando: la cercanía a los
lugares de producción, los medios de comunicación con
que se cuenta y las necesidades de cuidado de los bienes
depositados.

La tutela del marco legal que se propone se confiere a la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación (Sagarpa), toda vez que dicha de-
pendencia tiene entre sus atribuciones legales, propiciar el
ejercicio de una política de apoyo que permita producir
más y mejor, además de integrar las actividades del medio
rural a las cadenas productivas del resto de la economía.

En esta ley se darán a la Sagarpa las facultades legales ne-
cesarias para la aplicación e interpretación, y para su ope-
ración supervisión y control, por lo que se fortalecerán las
atribuciones conferidas en otros ordenamientos dirigidas a
integrar y articular los diversos procesos productivos.

La secretaría es la instancia adecuada ya que, de acuerdo
con las facultades que le confiere la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, lleva a cabo funciones de in-
terrelación directa con los productores mexicanos, también
porque cuenta dentro de su estructura con órganos descon-
centrados como Apoyos y Servicios a la Comercialización
Agropecuaria, y el Servicio de Información Agroalimenta-
ria y Pesquera, que tienen los medios e infraestructura su-
ficiente para atender de manera inmediata los requerimien-
tos de los productores con los que tradicionalmente han
venido trabajando.

Las facultades que la presente ley confiere a la secretaría
permitirán conocer la existencia en cantidad y calidad de
los productos almacenados al amparo de la ley, cubriendo
el vacío que hasta hoy se tiene por el desconocimiento de
los inventarios de los diferentes productos agropecuarios,
para eso se crea el Sistema Integral de Información del Al-
macenamiento Rural, que permitirá que al sector en su con-
junto la toma de decisiones que redunden en beneficio de
los intereses de los productores.

El Sistema Integral de Información del Almacenamiento
Rural es una base de datos que contendrá la información
relevante, que tiene como finalidad coadyuvar al manejo

eficiente y confiable del almacenamiento rural, así como
establecer una base sólida de conocimiento y control de in-
ventarios y movimientos de los productos susceptibles de
almacenamiento rural, para el conocimiento de los recursos
nacionales y para el funcionamiento más ordenado y ade-
cuado del mercado a favor de los productores rurales.

Por otra parte, se dota a la secretaría de facultades para la
realización de auditorías, verificación, inspección de los al-
macenes y bodegas rurales que se encuentren sujetas a la
presente ley, con el objeto de otorgar certeza a los deposi-
tantes de mercancías y sobre los documentos, certificados
de depósito rural, de igual forma a quienes realizan opera-
ciones mercantiles con ellos.

También la ley que se propone deja sentadas las bases pa-
ra evitar la práctica de emisión de certificados de depósito
de productos inexistentes o inventarios inexactos, o que no
contengan las especificaciones de calidad y contenido que
emanan de su texto, a efecto de otorgar certidumbre a los
mismos para garantizar su operación confiable como ins-
trumento de financiamiento por los particulares y las insti-
tuciones financieras del país.

El almacenamiento rural representa una necesidad latente,
tomando en cuenta que este servicio con establecimiento y
acceso sencillo, amparado en una ley, constituiría un ins-
trumento de defensa para que el productor comercialice sus
productos a precios reales y en mejores condiciones, dis-
poniendo de un sistema sencillo y con certificados de de-
pósito simples que respalden la cantidad y calidad de la
producción, sirviendo éstos como garantía ante las institu-
ciones crediticias.

La responsabilidad que fijaría la propuesta de Ley de Al-
macenamiento Rural a Sagarpa no requeriría partidas pre-
supuestales especiales, atendiendo a lo establecido en el ar-
tículo 18 de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria. Por tal razón el mandato quedaría enmarcado
en el ejercicio de las funciones de la secretaría, haciendo
uso de los propios recursos de que disponga.

En síntesis, la Ley de Almacenamiento Rural que se pro-
pone será un ordenamiento legal que dé certeza jurídica en
las transacciones comerciales de los productos agropecua-
rios, genere certidumbre a los agentes económicos del sec-
tor, y permita la incorporación de nuevos productos credi-
ticios con el objetivo primordial de incrementar la
productividad y calidad del agro nacional.
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Por otra parte, desde su presentación y aprobación en la
LXI Legislatura, no se encuentra una iniciativa integral en
materia de almacenamiento que incide en mejorar la pro-
ductividad y competitividad de los productores y que es
congruente con los objetivos y estrategias con las políticas
públicas establecidas por el Ejecutivo federal, como el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, el Programa Sectorial
de Desarrollo Agropecuario, Pesquero y Alimentario 2013-
2018 y el Programa Especial Concurrente para el Desarro-
llo Rural Sustentable 2013-2018.

En general, el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 esta-
blece el objetivo 4.10., “Construir un sector agropecuario y
pesquero productivo que garantice la seguridad alimentaria
del país”, mediante cinco estrategias: Impulsar la productivi-
dad en el sector agroalimentario mediante la inversión en el
desarrollo de capital físico, humano y tecnológico; Impulsar
modelos de asociación que generen economías de escala y
mayor valor agregado de los productores del sector agroali-
mentario; Promover mayor certidumbre en la actividad agro-
alimentaria mediante mecanismos de administración de ries-
gos; Impulsar el aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales del país; y Modernizar el marco normativo e insti-
tucional para impulsar un sector agroalimentario productivo
y competitivo.

El Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario, Pes-
quero y Alimentario 2013-2018, considera en el objetivo 1,
“Impulsar la productividad en el sector agroalimentario
mediante inversión en capital físico, humano y tecnológico
que garantice la seguridad alimentaria”, una estrategia es-
pecífica en esta materia, la 1.6, “Promover la competitivi-
dad logística para minimizar las pérdidas post-cosecha de
alimentos durante el almacenamiento y transporte”.

En virtud de lo expuesto, someto a consideración del pleno
de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto que expide la Ley de Almacenamiento Rural y
reforma los artículos 98 a 100 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable

Primero. Se expide la Ley de Almacenamiento Rural.

Ley de Almacenamiento Rural

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo I
Del Objeto de la Ley

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria de la frac-
ción XX del artículo 27 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; sus disposiciones son de orden
público e interés social.

La aplicación e interpretación para efectos administrativos
de la presente ley corresponden a la Secretaría de Agricul-
tura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación,
sin perjuicio de las demás atribuciones que se vinculen con
la debida ejecución de este ordenamiento y que estén con-
feridas a otras dependencias del Ejecutivo federal.

Artículo 2o. La presente ley tiene por objeto

I. Establecer y regular la organización y funcionamiento
de los almacenes rurales, así como de sus instalaciones
debidamente autorizadas en todo el territorio nacional;

II. Promover y regular las actividades y operaciones que
los almacenes rurales podrán realizar para la debida re-
cepción, acopio, manejo, control, guarda o conservación
de productos almacenables;

III. Regular el servicio de almacenamiento rural dirigi-
do a la guarda, custodia y conservación de productos al-
macenables, así como de las actividades que se deriven
de las disposiciones contenidas en la presente ley;

IV. Regular la emisión de certificado de cosechas o
semovientes en depósito, expedidos por almacenes
rurales;

V. Establecer la instrumentación, funcionamiento y re-
gulación aplicable al Sistema de Información de Inven-
tarios de Almacenes Rurales; y

VI. Establecer la supervisión del gobierno federal a tra-
vés de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación, respecto al manejo de
existencias de productos almacenables resguardados en
instalaciones autorizadas y certificadas para operar co-
mo almacenes rurales.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1175



Capítulo II
De las Definiciones

Artículo 3o. Para efectos de la ley se entiende por

I. Almacenamiento o almacenaje rural. Conjunto de
actividades de recepción, acopio, manejo, conservación,
control, guarda y custodia de productos almacenables;

II. Almacén rural. Persona física o persona moral que
se encuentra debidamente autorizada para prestar el ser-
vicio de almacenamiento rural en los términos de la pre-
sente ley y demás disposiciones que de ella deriven;

III. Autorización. Acto administrativo que expide la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación, mediante el cual faculta a
personas físicas o morales para operar como almace-
nes rurales;

IV. Certificación. Procedimiento administrativo me-
diante el cual la secretaría o terceros autorizados por la
misma, hacen constar que las instalaciones, la infraes-
tructura, los procedimientos y los establecimientos de
los almacenes rurales, cumplen la normatividad apli-
cable a la preservación y al buen estado de los produc-
tos almacenables que mantenga en depósito un alma-
cén rural;

V. Certificado de cosechas o semovientes en depósito.
Documento emitido por los almacenes rurales donde se
hace constar la existencia de productos agropecuarios,
así como sus principales características.

VI. Contrato de depósito rural. Acuerdo celebrado en-
tre el almacén rural y el usuario del servicio de almace-
namiento rural en su calidad de depositante, con el ob-
jeto de depositar productos almacenables;

VII. Cuotas por almacenaje. Tarifa de los servicios
que por concepto de almacenaje rural se aplique al res-
guardo conservación, control, guarda y custodia de los
productos almacenables, la cual deberá ser erogada por
el depositante;

VIII. Depositante. Propietario o poseedor legítimo que
ingresa productos almacenables a los almacenes rurales,
con motivo de la celebración de uno o varios contratos
de depósito rural;

IX. Disposiciones administrativas de carácter gene-
ral. Actos administrativos de carácter general que expi-
de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, como acuerdos, normas
oficiales mexicanas, normas mexicanas, circulares, re-
glas, lineamientos o manuales en materia de almacena-
miento rural, y demás disposiciones aplicables al objeto
de esta ley;

X. Establecimiento. Silos, granjas, corrales y demás
instalaciones de que dispongan las personas autorizadas,
para prestar el servicio de almacenamiento rural;

XI. Evaluación de la conformidad. La determinación
del grado de cumplimiento de las normas oficiales me-
xicanas o la conformidad con las normas mexicanas, las
normas internacionales u otras especificaciones, pres-
cripciones o características. Comprende, entre otros, los
procedimientos de muestreo, prueba, calibración, certi-
ficación y verificación, de conformidad con las disposi-
ciones previstas en la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización;

XII. Ley. Ley de Almacenamiento Rural;

XIII. Productos almacenables. Maíz, trigo, sorgo,
arroz, garbanzo, soya, frijol, café, azúcar, semovientes,
así como los demás productos que autorice la secretaría
en términos de la presente ley, y de la normatividad que
de ella derive;

XIV. Retención. Acto administrativo expedido por la
secretaría que consiste en asegurar temporalmente los
productos almacenables depositados en almacenes ru-
rales, cuando se presente algún riesgo fitosanitario o
zoosanitario, o en cumplimiento de disposición jurídi-
ca vigente;

XV. Secretaría. Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;

XVI. Sistema. Sistema de Información de Inventarios
de Almacenes Rurales;

XVII. Unidad de verificación. La persona física o mo-
ral que realiza actos de verificación; y

XVIII. Verificación. Procedimientos que ejecutan la
secretaría o los terceros autorizados que tienen como
objeto comprobar el cumplimiento de la presente ley.
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Capítulo III
De la Autoridad

Artículo 4o. La secretaría podrá celebrar los convenios
que resulten necesarios con otras dependencias y entida-
des de la administración pública federal, los gobiernos de
las entidades federativas, del Distrito Federal y de los
municipios.

Artículo 5o. Son atribuciones de la secretaría

I. Expedir las autorizaciones de funcionamiento de los
almacenes rurales, con base en lo dispuesto en esta ley;

II. Establecer mediante acuerdos expedidos por el titu-
lar de la secretaría y publicados en el Diario Oficial de
la Federación, qué productos almacenables son suscep-
tibles de ser depositados en almacenamiento rural, en
adición a los señalados en la fracción XV del artículo
3o. de esta ley;

III. Dar a conocer al público en general, las autoriza-
ciones que se otorguen para el funcionamiento de alma-
cenes rurales, así como las solicitudes que se presenten
y la cancelación o suspensión de las autorizaciones pre-
viamente concedidas;

IV. Verificar, inspeccionar y certificar el funcionamien-
to de los establecimientos que operen los almacenes ru-
rales y que se encuentren destinados al depósito de pro-
ductos almacenables en los términos de la presente ley;

V. Establecer las obligaciones que deberán cumplir los
almacenes rurales para integrar las bases de datos rela-
tivas a la integración de los inventarios; a los procedi-
mientos que permitan preservar la calidad de los pro-
ductos almacenados y de sus insumos; en términos de lo
establecido por la secretaría mediante acuerdos publica-
dos en el Diario Oficial de la Federación;

VI. Evaluar y, en su caso, determinar la ubicación geo-
gráfica de los lugares en los que sea factible autorizar la
operación de almacenes rurales, según las necesidades
del estado o región;

VII. Elaborar, actualizar y difundir el directorio de al-
macenes rurales autorizados por la secretaría, así como
de los que con motivo de una cancelación o suspensión
han perdido la autorización para fungir como tales;

VIII. Determinar y, en su caso, ejecutar las medidas
precautorias que considere necesarias para salvaguar-
dar, destruir o resguardar los productos almacenables
depositados, cuando exista un riesgo sanitario o de des-
abasto, atendiendo el criterio de las autoridades corres-
pondientes o a los peritos reconocidos por la secretaría;

IX. Calificar las infracciones que se cometan en contra
de lo dispuesto en la presente ley y, en su caso, imponer
las sanciones que correspondan al incumplimiento de la
misma;

X. Fijar con base en el servicio de almacenamiento ru-
ral que les ha sido autorizado, las garantías que deban
otorgar quienes obtengan la autorización para operar co-
mo almacenes rurales;

XI. Regular la integración, la operación y el funciona-
miento del Sistema de Información de Inventarios de
Almacenes Rurales; y

XII. Las demás que determinen otros ordenamientos en
materia de almacenamiento rural.

Artículo 6o. El monto del pago de derechos que deberán
realizar a la federación las personas físicas o morales inte-
resadas en presentar a la secretaría solicitudes de autoriza-
ción para operar como almacén rural, o bien para prorrogar
la autorización ya concedida, se determinará en la Ley Fe-
deral de Derechos.

Artículo 7o. La secretaría podrá celebrar convenios con
organismos públicos o empresas privadas debidamente re-
conocidas, conforme a las leyes aplicables como verifica-
dores o profesionistas independientes, que cumplan los re-
quisitos establecidos en la normatividad que para tal efecto
emita la secretaría, con el objeto de que se constate, el es-
tado que guardan los establecimientos de que disponen las
personas autorizadas, para operar como almacenes rurales
y se verifique el cumplimiento de las normas sanitarias y
de inocuidad aplicables.
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Título Segundo
De los Almacenes Rurales

Capítulo l
De las Autorizaciones

Artículo 8o. La secretaría expedirá las autorizaciones que
resulten procedentes a las personas físicas o morales para
operar como almacén rural.

Artículo 9o. La secretaría, mediante acuerdo que se publi-
cará en el Diario Oficial de la Federación, determinará los
productos almacenables factibles de ser recibidos en alma-
cenamiento rural que den lugar a la expedición del certifi-
cado de cosechas o semovientes en depósito, por parte de
los almacenes rurales, en adición a los señalados en el ar-
tículo 3o., fracción XV, de esta ley.

De igual forma, integrará y publicará en el Diario Oficial
de la Federación el directorio de los almacenes rurales que
se encuentren autorizados en los términos de esta ley.

Artículo 10. Para funcionar como almacén rural, se debe-
rán reunir los requisitos previstos en el artículo 15 de esta
ley y las demás disposiciones legales o administrativas en
la materia y podrán almacenar los productos que les sean
autorizados por la secretaría, de acuerdo con la capacidad
acreditada de sus instalaciones.

Artículo 11. Para efecto de otorgar las autorizaciones a que
refiere la presente ley, la secretaría podrá solicitar a los in-
teresados que acrediten la capacidad técnica y económica,
para prestar el servicio de almacenamiento rural, ya sean
personas físicas o morales, en los términos que establezca
la secretaría mediante acuerdos publicados en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo 12. Las instituciones constituidas y organizadas
de acuerdo con esta ley deberán usar en su denominación
la expresión “almacén rural”. 

Ninguna persona física o moral distinta a las señaladas en el
párrafo anterior, podrá usar el término “almacén rural”. La
institución que así lo haga será sancionada conforme a la ley.

Artículo 13. Para la autorización del establecimiento de
almacenes rurales se atenderá a las necesidades de cada
región, de conformidad con lo establecido en las fraccio-
nes I y II del artículo 5o. de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.

Artículo 14. Corresponde a la secretaría la recepción de
solicitudes de autorización que estarán acompañadas con la
información que deban presentar los interesados, de con-
formidad con las disposiciones administrativas de carácter
general que para tal efecto emita la secretaría.

Artículo 15. Corresponde a la secretaría, a través de la
unidad administrativa que designe su titular, mediante ins-
trumento publicado en el Diario Oficial de la Federación,
la verificación e inspección de los almacenes rurales.

Capítulo II
De los Almacenes Rurales

Artículo 16. Para obtener la autorización para operar como
almacenes rurales, las personas físicas dedicadas a la acti-
vidad rural, así como las personas morales constituidas con
arreglo a la legislación nacional deberán cumplir los si-
guientes requisitos:

I. Contar con capacidad de contratar;

II. Operar establecimientos para la guarda, custodia,
manejo, control, conservación y consignación de pro-
ductos almacenables;

III. Contar con instalaciones de almacenaje dentro del
territorio nacional;

IV. Tener domicilio legal dentro del territorio nacional;

V. Acreditar ante la secretaría que cuentan con estable-
cimientos de su propiedad o ser legítimo poseedor;

VI. Contar con Registro Federal de Contribuyentes.

VII. Cumplir los requerimientos que se prevén en el ca-
pítulo III de este título.

VIII. Para el caso de almacenamiento rural de semo-
vientes, los interesados en obtener la autorización, de-
berán acreditar ser propietario o legítimo poseedor de la
granja o corral confinado exclusivamente al depósito de
animales donde se reciban éstos. Asimismo, deberán
comprobar que los establecimientos destinados a este ti-
po de servicio de almacenamiento rural, cumplen con
los requisitos establecidos en la Ley Federal de Sanidad
Animal respecto a las medidas zoosanitarias y de bue-
nas prácticas pecuarias y buenas prácticas de reducción
de riesgos;
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IX. Deberán contar con un seguro contra riesgos que
asegure todos los productos almacenables; y

X. Los demás que establezcan las disposiciones previs-
tas en la presente ley y en los acuerdos que en materia
de almacenamiento rural expida la secretaría.

Las autorizaciones que sean otorgadas al amparo del pre-
sente artículo, son por su propia naturaleza intransferibles.

Artículo 17. Los almacenes rurales tendrán por objeto el al-
macenamiento, guarda o conservación, manejo y control de
productos almacenables bajo su custodia, y harán constar
esos bienes en los certificados de cosechas o semovientes.

Artículo 18. Los almacenes rurales podrán operar uno o
varios establecimientos para prestar el servicio de alma-
cenamiento rural, obteniendo la autorización correspon-
diente emitida por la secretaría, teniendo en cuenta que
deberá presentarse solicitud por cada establecimiento.
Los establecimientos autorizados, deberán recibir en de-
pósito sólo los productos almacenables referidos en la
autorización correspondiente.

Artículo 19. Los almacenes rurales podrán prestar el ser-
vicio de almacenaje rural, a los usuarios que deseen depo-
sitar productos almacenables, que se especifiquen en la au-
torización que para tal efecto expida la secretaría, en
estricto arreglo a las disposiciones aplicables en la materia.

Artículo 20. En relación con los productos almacenables
depositados, los almacenes rurales podrán expedir certifi-
cados de cosechas o semovientes en depósito, mismos que
no constituyen títulos de crédito.

Los certificados de cosechas o semovientes en depósito, ex-
pedidos por los almacenes rurales autorizados, deberán am-
parar el depósito de productos almacenables, cuya existencia,
calidad, condición y almacenamiento sea verificable.

Artículo 21. Las personas morales que deseen obtener la
autorización para operar como almacén rural, deberán con-
tar con la autorización a que se refiere el artículo 5o., frac-
ción I, de la presente ley.

Artículo 22. Los almacenes rurales no podrán participar en
actividades de especulación comercial ni bursátil, inclu-
yendo la colocación de títulos de deuda en el mercado de
valores.

Podrán contratar financiamiento para la adquisición o re-
modelación de los almacenes y para el cumplimiento de su
objeto.

Artículo 23. Los productos almacenables bajo la custodia
de los almacenes rurales no podrán ser objeto de embargo,
gravamen o secuestro por cualquier causa o persona distin-
ta de las consignadas en los certificados de cosechas o se-
movientes en depósito, ni podrá ejecutarse contra ellos ac-
ción o mandamiento de ejecución con motivo de cualquier
operación o adeudo a cargo del almacén rural, que no se
encuentre directamente relacionado con esos productos y
los documentos que amparan su almacenamiento rural.

Artículo 24. La autorización que otorgue la secretaría pre-
vio pago de los derechos correspondientes, tendrá una du-
ración de cinco años contados a partir de su entrada en vi-
gor y podrá ser prorrogada por el mismo plazo, siempre y
cuando el almacén rural, se haya conducido conforme a los
términos establecidos en su autorización, en estricto arre-
glo a las disposiciones aplicables a la materia, asimismo
que haya sido tramitado con tres meses de anticipación a la
conclusión de la vigencia de la autorización, deberá mani-
festar por escrito su interés y disposición para continuar
funcionando como almacén rural, para que se lleve a cabo
la inspección correspondiente para determinar la proceden-
cia de la prórroga, así como haber cubierto el pago de los
derechos respectivos.

De igual forma, dicha autorización podrá ser revocada o
suspendida en el momento que la autoridad constate el in-
cumplimiento a las disposiciones previstas en la presente
ley y a las demás disposiciones legales o administrativas
que expida la secretaría.

Artículo 25. El almacenamiento rural autorizado y super-
visado por la secretaría será acreditable mediante la cele-
bración de uno o más contratos de depósito rural de pro-
ductos almacenables a título oneroso, acordado entre el
almacén rural y el usuario del servicio de almacenamiento
rural.

El costo de los servicios de guarda y custodia de los pro-
ductos almacenables, depositados previstos en el contrato
de depósito rural, implicarán un concepto independiente al
monto que cubra los servicios de seguro, conservación u
otros, que maneje el almacén rural de que se trate, sin ex-
ceder las políticas generales determinadas para tal efecto
por la Secretaría de Economía.
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Capítulo III
De las Instalaciones

Artículo 26. Los almacenes rurales deberán designar a la
persona que será la responsable del establecimiento, asi-
mismo sus instalaciones deberán cubrir los siguientes:

I. Requerimientos mínimos:

a) Aduana de recepción;

b) Báscula;

c) Laboratorio de análisis de calidad de acuerdo con
el producto o productos a que sea destinada;

d) Montacargas y otros sistemas automatizados de
movimiento;

e) Equipo contra incendio;

f) Equipo de ventilación si el producto lo requiere;

g) Tener en lugar visible los anuncios que permitan
saber al público, que se trata de un establecimiento
destinado al almacenamiento rural, en términos de la
presente ley, así como las operaciones que tiene au-
torizadas realizar; y

h) Los demás requerimientos que mediante disposi-
ciones administrativas de carácter general establez-
ca la secretaría.

II. Tratándose de granjas o corrales, la designación de la
persona que será responsable del establecimiento debe-
rá contar con los servicios de un médico veterinario res-
ponsable, conforme a la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, así como

a) Aduana de recepción;

b) Báscula;

c) Lugar de bebederos, comedores y sombreadores;

d) Lugar de estancia;

e) Equipo contra incendio;

f) Contar con mangas, corrales, prensas de manejo y
otros equipos para el manejo humanitario de los ani-
males;

g) Tener en un lugar visible al público los anuncios
de que se trata de un establecimiento destinado al
almacenamiento rural, aprobado en los términos de
la presente Ley, así como las operaciones que tiene
autorizadas realizar; y

h) Los demás requerimientos previstos en los acuer-
dos que en materia de almacenamiento rural expida
la secretaría.

Capítulo IV
Del Procedimiento de Recepción

Artículo 27. Para la recepción de los productos almacenables
en los establecimientos previstos en esta ley se requiere

I. Celebrar el contrato de depósito rural, el cual deberá
contener de manera enunciativa, mas no limitativa, lo
siguiente:

a) Los generales del depositante;

b) La descripción, cantidad y calidad de los produc-
tos;

c) La dirección o ubicación precisa del almacén ru-
ral;

d) Las cuotas por concepto de almacenaje, seguro
conservación y maniobras;

e) Las instrucciones del depositante relativas a las
necesidades de almacenamiento, que requiera el pro-
ducto almacenable depositado;

f) Las condiciones de depósito de los productos;

g) Anexar los certificados fitosanitarios o zoosanita-
rios que se requieran, conforme a las leyes aplica-
bles;

h) Tratándose de productos almacenables importa-
dos, anexar los permisos correspondientes, de con-
formidad con la normatividad aplicable; e
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i) Anexar en su caso, el certificado de verificación
de origen debidamente validado por las autoridades
mexicanas.

II. Expedir los certificados de cosechas o semovientes
en depósito.

III. Condiciones generales:

a) La forma en que se cobrarán las tarifas (sobre el
valor de los productos, sobre la base del peso de los
mismos, por unidades, entre otros);

b) La fecha en que deberá cubrirse el pago de la cuo-
ta por concepto almacenaje rural;

c) Los aspectos en que no se hará responsable el al-
macén rural;

d) Los casos en que el almacén rural se encuentre
obligado a responder; y

e) Las condiciones y la cobertura del seguro de los
bienes en resguardo, a petición del depositante.

Artículo 28. Todos los productos almacenables, cuyo de-
pósito se encuentre representado por certificados de cose-
chas o semovientes en depósito, deberán contar con un se-
guro contra riesgos, que deberá ser contratado por el
depositante o por el almacén rural, según se estipule en el
contrato a que se refiere el artículo anterior. En caso de si-
niestro se procederá en los términos del propio contrato de
seguro.

Título Tercero
Funcionamiento de los Almacenes Rurales

Capítulo Único
De la Operación de los Almacenes Rurales

Artículo 29. Las personas físicas o morales que cuenten con
autorización para operar como almacenes rurales deberán

I. Mantener y conservar los establecimientos en las
condiciones en las que les fue otorgada la autorización;

II. Celebrar el contrato previsto en la fracción I del ar-
tículo 26 de la presente ley, por cada depósito de pro-
ductos almacenables que se resguarden en sus estableci-
mientos;

III. Cumplir lo pactado en los contratos de depósito ru-
ral que celebren con sus depositantes, así como las obli-
gaciones que de dichos instrumentos deriven;

IV. Ser responsable frente a cada depositante por el res-
guardo y conservación de los productos almacenables
agrícolas mezclado o combinado, de la misma forma
que si el producto agrícola hubiese sido depositado por
separado;

V. Recibir los productos almacenables autorizados,
siempre y cuando se encuentren en condiciones de ser
depositados y de conformidad con la capacidad de sus
instalaciones, mediante la práctica que el almacén rural
tenga autorizada por la secretaría;

VI. Requerir al depositante de productos almacenables,
la presentación de los certificados fitosanitarios o zoo-
sanitarios correspondientes, de conformidad con las dis-
posiciones que sean aplicables a la condición sanitaria
de los bienes que se pretenden depositar;

VII. Cumplir lo establecido en la Ley de Federal de Sa-
nidad Animal, relativo a las buenas prácticas pecuarias
y de disminución de riesgos, en el resguardo de los pro-
ductos almacenables que sean semovientes;

VIII. Recabar, en su caso, copia de los documentos que
acrediten la legítima importación de los productos al-
macenables que así lo requieran;

IX. Emitir certificados de cosechas o semovientes en
depósito, siempre y cuando los productos almacenables
estén efectivamente almacenados en sus instalaciones al
momento de su expedición y cumplan con las caracte-
rísticas que se contienen en dicho certificado;

X. Acreditar la existencia de los productos almacenables
representados en los certificados de cosechas o semo-
vientes en depósito, que expidan, los cuales deberán
cumplir los elementos establecidos en el artículo 30 de
la presente ley y con la información que la Secretaría
determine mediante disposiciones publicadas en el Dia-
rio Oficial de la Federación;

XI. Recibir el pago por concepto de los servicios de al-
macenamiento rural de los productos que reciban en de-
pósito. Las tarifas por este concepto deberán fijarse de
acuerdo con las políticas que establezca la Secretaría de
Economía;
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XII. Retener, en caso de no recibir el pago correspon-
diente, los productos almacenables depositados en sus
establecimientos, hasta en tanto se garantice el pago por
concepto de los servicios relacionados con el almacena-
miento rural de dichos productos almacenables;

XIII. Entregar los productos almacenables depositados,
contra la presentación y la devolución del certificado de
cosechas o semovientes en depósito, que los represente,
cuando así lo exija el legítimo tenedor y hacer el regis-
tro correspondiente para efectos de informar a la secre-
taría;

XIV. Entregar los productos almacenables depositados,
en el establecimiento en el que originalmente se reci-
bieron, en la cantidad, calidad, grado y peso previstos en
el certificado de cosechas o semovientes en depósito,
correspondiente, con independencia de que posterior-
mente a su recepción, hayan sido transferidos a otra ins-
talación;

XV. Realizar la cancelación de los certificados de cose-
chas o semovientes en depósito, que correspondan a los
productos almacenables entregados en los términos de
lo establecido en la fracción XIII del presente artículo;

XVI. Contar con la plataforma que establezca la secre-
taría, en la cual puedan acceder para realizar el registro
de datos que, en términos de las disposiciones aplica-
bles, se incorporen al Sistema de Información de Inven-
tarios de Almacenes Rurales;

XVII. Entregar puntualmente a la secretaría los reportes
periódicos a que se refiere el artículo 40 de la ley, así co-
mo la información que se requiera para integrar la base
de datos que forma el Sistema de Información de In-
ventarios de Almacenes Rurales;

XVIII. Dar aviso oportuno a la secretaría, a través de las
instancias dedicadas a la verificación de la normatividad
en materia de sanidad animal, sanidad vegetal o de cer-
tificación de semillas, sobre la presencia de cualquier
factor de riesgo de contaminación fitosanitaria o zoosa-
nitaria;

XIX. Informar a la secretaría en los casos en los que sus
instalaciones hayan sufrido alguna modificación o si-
niestro o cualquier daño, que afecte o pueda afectar la
prestación de los servicios de almacenamiento rural;

XX. Informar a la secretaría sobre la modificación de su
patrimonio social en caso de ser persona moral, y su es-
tado patrimonial en caso de ser persona física, dentro de
los 30 días siguientes a que ocurra la modificación o
cambio;

XXI. Permitir en todo momento la inspección en insta-
laciones, libros, documentación y cuentas que la secre-
taría determine, facilitándole los elementos necesarios
para la realización de la misma;

XXII. Quienes obtengan una autorización en los térmi-
nos de esta ley, estarán obligados durante el periodo que
dure la misma y hasta en tanto concluya la liquidación
de las operaciones inherentes al servicio de almacena-
miento rural, a proporcionar la información, los docu-
mentos y los demás elementos que faciliten las condi-
ciones para que se lleven a cabo de manera oportuna, las
verificaciones e inspecciones que realice la Secretaría o
terceros autorizados; y

XXIII. Las demás que se encuentren previstas en la pre-
sente ley y en la normatividad, que en materia de alma-
cenamiento rural, expida la secretaría.

Artículo 30. Con base en la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable, se apoyarán proyectos de inversión para la co-
mercialización, la modernización de la infraestructura co-
mercial y desarrollo de capacidades administrativas,
técnicas y de información comercial a los almacenes rura-
les regulados en esta ley.

Asimismo, se deberá asegurar la convergencia de los pro-
gramas de apoyo al desarrollo, de la infraestructura de aco-
pio y almacenamiento para la comercialización, así como
los programas de pignoración, aseguramiento y coberturas,
a fin de fortalecer el servicio de almacenaje objeto de esta
ley.

Título Cuarto
De los Instrumentos Emitidos en materia 

de Almacenamiento Rural

Capítulo Único
De los Certificados de Cosechas 

o Semovientes en Depósito

Artículo 31. La expedición de certificados de cosechas o
semovientes en depósito, se regirán conforme a las dispo-
siciones establecidas en la presente ley.
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Artículo 32. Los certificados de cosechas o semovientes,
son los documentos emitidos por los almacenes rurales, pa-
ra hacer constar los productos almacenables que sean de-
positados en almacenamiento rural. Éstos deberán definir
como mínimo

a) Lugar y fecha del depósito;

b) Plazo señalado para el depósito, el cual no excederá
de nueve meses;

c) Nombre del depositante;

d) Identificador del almacén rural y firma del responsa-
ble;

e) Tipo de riesgos que en su caso cubra los seguros que
tenga contratado el almacén rural para los productos de-
positados; y

f) Las especificaciones de los productos depositados.

Artículo 33. Los certificados de cosechas o semovientes
emitidos por los almacenes rurales son constancias que re-
ferencian los bienes depositados, sin que atribuyan al po-
seedor el derecho de disponer las mercancías que en ellos
se mencionan.

En caso de que el certificado de cosechas o semovientes,
sea extraviado o le sea sustraído al legítimo tenedor, los al-
macenes rurales deberán expedir uno nuevo que referencie
los productos almacenables referidos en el contrato de de-
pósito rural correspondiente.

Artículo 34. Los certificados de cosechas o semovientes,
expedidos en términos de la presente ley, no son títulos de
crédito ni pueden ser objeto de endoso o negociabilidad.

Artículo 35. Certificados de cosechas o semovientes en
depósito no sustituyen el contrato de depósito.

Artículo 36. Los almacenes rurales llevarán un registro de
los certificados de cosechas o semovientes en depósito que
expidan, donde se anotarán todos los datos contenidos en el
mismo, la información obtenida para el registro deberá ser
reportada a la secretaría.

Título Quinto
Del Sistema de Información de 

Inventarios de Almacenes Rurales

Capítulo Único
De la Conformación del Sistema

Artículo 37. El Sistema de Información de Inventarios de
Almacenes Rurales es la base de datos a cargo de la secre-
taría, que se integra de la información que entregan los al-
macenes rurales, a través de reportes, por lo cual la secre-
taría emitirá disposición en la que se establecerá la
periodicidad, en los que se da cuenta de las existencias fí-
sicas reflejadas en los inventarios, así como las entradas y
salidas que se realizan en los establecimientos dedicados al
almacenamiento rural, que se encuentran autorizados por la
secretaría, de conformidad con la ley y demás disposicio-
nes aplicables.

El sistema tiene como finalidad suministrar a la sociedad y
al Estado, información veraz y oportuna relativa al manejo
eficiente y confiable de la infraestructura autorizada, para
prestar el servicio de almacenamiento rural, así como esta-
blecer una base sólida de conocimiento de los inventarios
y movimientos de los productos almacenables depositados
en almacenamiento rural, a efecto de, coadyuvar al funcio-
namiento más ordenado del mercado, en favor de los pro-
ductores agropecuarios y del desarrollo nacional.

Serán principios rectores del sistema la accesibilidad, la
transparencia, la objetividad y la independencia.

El sistema será operado y administrado por la secretaría, en
los términos de la normatividad que la rige.

El sistema está vinculado con la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable siendo parte del Sistema Nacional para el De-
sarrollo Rural Sustentable (Snidrus).

Artículo 38. Los almacenes rurales deberán participar en el
sistema, proporcionando los datos relativos a la existencia,
cantidad y calidad de los productos almacenables deposita-
dos bajo el esquema del almacenamiento rural, así como
cualquier otra información, que en cumplimiento a las dispo-
siciones aplicables, les sea solicitada por la secretaría.

Artículo 39. La secretaría proporcionará a cada almacén
rural una clave de acceso a la plataforma del sistema para
efecto de que proporcionen por ese medio, los datos reque-
ridos conforme a lo dispuesto en la ley, con independencia
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de que dichos datos deban, en términos de los acuerdos pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación, presentarse
de manera física por medios impresos.

Artículo 40. La información del sistema es pública, cuyo
acceso se sujetará a lo dispuesto por la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, respetando los criterios de protección de los datos
personales.

Artículo 41. Los almacenes rurales deberán proporcionar
la siguiente información periódicamente, según lo esta-
blezca la secretaría en el calendario que les asigne:

I. Reporte de entradas y salidas de los productos alma-
cenables depositados en almacenamiento rural;

II. Reporte de inventarios;

III. Reporte de operaciones conteniendo todos los datos
relacionados con las mismas, incluyendo la información
de registro previsto en el artículo 35 de la presente ley;

IV. Reporte de los certificados de cosechas o semovien-
tes en depósito; cancelados;

V. Reporte de incidencias y novedades del periodo;

VI. Reporte de control de sanidad;

VII. Reporte de las operaciones, altas, bajas y montos
de aseguramiento; y

VIII. Las demás que la secretaría establezca con carác-
ter transitorio o permanente mediante disposiciones pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación.

Título Sexto
De las Infracciones, Sanciones y Delitos

Capítulo I
De las Infracciones

Artículo 42. Las infracciones de lo dispuesto en esta ley y
demás disposiciones que emanen de la misma serán san-
cionadas administrativamente por la secretaría, sin perjui-
cio de las penas que correspondan cuando sean constituti-
vas de delitos.

Son infracciones administrativas:

I. Incumplir el mantenimiento y conservación de los es-
tablecimientos con los que opera el almacén rural, en los
términos en lo que fue otorgada la autorización;

II. Incumplir los requerimientos previstos en las frac-
ciones I y II del artículo 26 de la presente ley;

III. Infringir los términos pactados en los contratos de
depósito rural que celebre con sus depositantes;

IV. Recibir productos almacenables que no estén en
condiciones de ser depositados o que, estando en condi-
ciones, se reciban al margen de las prácticas autorizadas
por la secretaría;

V. Recibir productos almacenables en depósito sin soli-
citar al depositante la presentación de los certificados fi-
tosanitarios y zoosanitarios correspondientes, conforme
a las disposiciones que sean aplicables a su condición
sanitaria;

VI. Incumplir las disposiciones previstas en la Ley Fe-
deral de Sanidad Animal y la Ley Federal de Sanidad
Vegetal aplicables al almacenamiento rural de productos
almacenables;

VII. Recibir productos almacenables importados sin
recabar copia de los documentos que acrediten su legí-
tima importación, conforme a las disposiciones legales
aplicables:

VIII. Exceder las tarifas máximas establecidas por la
Secretaría de Economía, para el cobro a los depositantes
por concepto de los servicios de almacenamiento rural;

IX. Incumplir el registro de las actividades y operacio-
nes señaladas en el artículo 40 de la ley;

X. Entregar los productos almacenables, depositados en
un establecimiento diferente al que originalmente se re-
cibieron;

XI. Entregar los productos almacenables depositados en
cantidad, calidad, grado y peso diferentes de los previs-
tos en el certificado de cosechas o semovientes en de-
pósito correspondiente;
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XII. Omitir la cancelación de cada certificado de cose-
chas o semovientes en depósito, recibido contra entrega
del producto almacenable depositado;

XIII. Carecer de la plataforma establecida por la secre-
taría para realizar el registro de datos en el Sistema de
Información de Inventarios de Almacenes Rurales;

XIV. Incumplir los plazos de entrega de la información
requerida para la integración del Sistema de Informa-
ción de Inventarios de Almacenes Rurales;

XV. Transgredir la obligación de avisar oportunamente
a la secretaría, a través de las instancias dedicadas a la
verificación de la normatividad en materia de sanidad
animal, sanidad vegetal o de certificación de semillas,
sobre la presencia de cualquier factor de riesgo de con-
taminación fitosanitaria o zoosanitaria;

XVI. Omitir informar a la secretaría, en los casos en que
las instalaciones hayan sufrido alguna modificación o
siniestro o cualquier daño que afecte o pueda afectar la
prestación de los servicios de almacenamiento rural;

XVII. Incumplir con la obligación de informar a la Se-
cretaría sobre la modificación de su patrimonio social,
en caso de ser persona moral, y el estado patrimonial, en
caso de persona física, dentro de los 30 días siguientes a
que ocurra la modificación o cambio;

XVIII. Obstruir o denegar el acceso para las verifica-
ciones e inspecciones en instalaciones, libros, documen-
tación y cuentas que realice la secretaría;

XIX. Participar en actividades de especulación comer-
cial o bursátil o asumir deudas bancarias o financieras o
emitir obligaciones o bonos o gravar sus bienes o acti-
vos, para fines distintos a los directamente relacionados
con su operación;

XX. Incurrir en la conducta prevista en el segundo pá-
rrafo del artículo 12 de la presente ley; y

XXI. Las demás infracciones que resulten aplicables,
en términos de la legislación vigente y de la normati-
vidad que en materia de almacenamiento rural expida
la secretaría.

Los representantes legales, directores autorizados y desig-
nados responsables de los establecimientos, serán respon-

sables solidarios de los daños que se causen por dolo o ne-
gligencia en la operación de los almacenes rurales.

Artículo 43. Para la imposición de sanciones la secretaría,
previo el cumplimiento a la garantía de audiencia de acuer-
do con lo establecido en la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo, tomará en cuenta la gravedad de la infrac-
ción, al igual que los antecedentes que resulten aplicables
en términos de la normatividad que en materia de almace-
namiento rural expida la secretaría.

Para los efectos del párrafo anterior, se establecen las si-
guientes sanciones:

I. Multa;

II. Suspensión temporal de la autorización y del reco-
nocimiento para operar como almacén rural; y

III. Revocación o cancelación de la autorización y del
reconocimiento para operar como almacén rural.

Artículo 44. Las multas a que se refiere este artículo serán
impuestas a las personas autorizadas para operar un alma-
cén rural, con independencia de otras sanciones a que haya
lugar, de acuerdo con lo siguiente:

I. De 250 hasta 2 500 días de salario mínimo general vi-
gente a quien cometa las infracciones previstas en las
fracciones I, IV, V, VI, VIII, IX, X, XIV, XVI y XVII del
artículo 41 de la ley; y

II. De 2 501 hasta 5 000 días de salario mínimo general
vigente a quien cometa las infracciones previstas en las
fracciones II, III, VII, XI, XII, XIII, XV, XVIII, XIX y
XX del artículo 41 de la ley.

Estas multas se impondrán a los actores materiales de la
conducta infraccionada, de conformidad con lo establecido
en la ley o en las disposiciones administrativas de carácter
general, que en materia de almacenamiento rural expida la
secretaría.

Artículo 45. Para efectos de las multas establecidas en el
presente capítulo se entenderá por días de salario, el sala-
rio mínimo general vigente en el Distrito Federal al mo-
mento de cometerse la infracción.

La reincidencia se podrá castigar hasta con el doble de la
máxima prevista para la infracción de que se trate, con in-
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dependencia de que puede dar lugar a la revocación de la
autorización en los términos señalados en la fracción VI
del artículo 46.

Las multas a que se refiere la presente ley deberán ser pa-
gadas dentro de los quince días hábiles siguientes a la fe-
cha de su notificación. En caso de que el infractor promue-
va cualquier medio de impugnación, en el que no se
obtenga una resolución favorable, su importe deberá ser
cubierto de inmediato una vez que se notifique al infractor
la resolución correspondiente.

Capítulo II
De la Suspensión

Artículo 46. La Secretaría, previa audiencia de las perso-
nas a las que se autorizó para operar un almacén rural, po-
drá declarar la suspensión de la autorización otorgada, por
un periodo de entre 20 y 90 días naturales, en los siguien-
tes casos:

I. Por no presentar los informes a que se encuentran
obligados ante la secretaría, en términos de la presente
ley o conforme a lo previsto en las disposiciones admi-
nistrativas de carácter general respectivas;

II. Realizar prácticas de almacenaje rural no autorizadas
de manera reiterada y que se caractericen por devolver
los productos almacenables en instalación distinta a la
que fueron depositados o en cantidad, calidad, grado y
peso distintos a los establecidos en el certificado de co-
sechas o semovientes en depósito;

III. Si los establecimientos que presten el servicio de al-
macenamiento rural, no cubren al menos los requisitos
que determine la secretaría mediante disposiciones ad-
ministrativas de carácter general;

IV. Por no informar a la secretaría, de las modificacio-
nes o siniestros que hayan sufrido sus instalaciones o
cualquier daño que afecte o pueda afectar la prestación
de los servicios de almacenamiento rural;

V. Abstenerse de designar un responsable de cada esta-
blecimiento para el almacén rural, según sea el caso;

VI. No contar con la plataforma que establezca la se-
cretaría mediante disposiciones administrativas de ca-
rácter general, para acceder al sistema de información
de inventarios de almacenes rurales;

VII. Recibir en depósito productos almacenables, que
no estén permitidos en términos de la autorización para
operar como almacén rural;

VIII. Abstenerse de cumplir lo establecido en la Ley Fe-
deral de Sanidad Animal y en la Ley Federal de Sanidad
Vegetal respecto al almacenamiento rural.

Durante el tiempo que dure la suspensión no se podrán
prestar servicios de almacenamiento rural.

Las responsabilidades asumidas con anterioridad a la sus-
pensión deberán cumplirse en sus términos y no afecta la
validez del certificado de cosechas o semovientes en depó-
sito, ni de los contratos de depósito rural emitidos y cele-
brados con anterioridad a la sanción.

La suspensión impuesta no exime a las personas autoriza-
das de cumplir con la obligación que originó dicha suspen-
sión y del cumplimiento de las demás que impone esta ley
para la prestación del servicio de almacenamiento rural,
por lo que se refiere al depósito de productos almacenables
que se estén proporcionando conforme a lo señalado en el
párrafo anterior.

Capítulo III
De la Revocación

Artículo 47. La secretaría, respetando la garantía de au-
diencia de las personas autorizadas para operar un almacén
rural, podrá declarar la revocación de dicha autorización,
en los casos siguientes:

I. Por no iniciar operaciones de almacenamiento rural,
dentro del plazo de treinta días, a partir de la fecha en
que se notifique la autorización a que se refiere el ar-
tículo 15;

II. Por no mantener, después de haberse otorgado la au-
torización correspondiente, los requerimientos de capi-
talización establecidos, conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 20;

III. Efectúen operaciones en contravención a lo dis-
puesto por esta ley o en las disposiciones administrati-
vas de carácter general o si sus actividades se apartan de
las sanas prácticas mercantiles o suspenden por deter-
minación propia las actividades de almacenamiento ru-
ral que le han sido autorizadas por un período no mayor
de los treinta días naturales, sin justificación alguna;
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IV. Mezclen productos almacenables depositados de di-
ferentes calidades en sus establecimientos, y que deri-
vado de ello, causen detrimento a dichos productos al-
macenados y en consecuencia, a los depositantes;

V. Permitan y avalen la emisión de certificados de cose-
chas o semovientes en depósito, relativos a productos
almacenables que no mantengan en depósito, dupliquen
la emisión de dichos documentos o no coincidan con las
características que ampare dicho documento;

VI. En caso de reincidencia en las conductas previstas
en el artículo 41.

Para efectos de esta fracción se entiende que reincide, al
que incurrió en una infracción y fue sancionado, y en adi-
ción de aquella, cometa la misma infracción dentro de un
periodo inmediato de sesenta días naturales siguientes a la
fecha en que quedó firme la resolución correspondiente.

Artículo 48. La declaración de revocación de la autoriza-
ción se inscribirá en el sistema de información de inventa-
rios de almacenes rurales. La revocación impedirá a la per-
sona o personas autorizadas para operar un almacén rural a
prestar los servicios de almacenamiento rural.

Las responsabilidades asumidas con anterioridad a la revo-
cación deberán cumplirse en sus términos y no afecta la va-
lidez de los certificados de cosechas o semovientes en de-
pósito, ni de los contratos de depósito rural, emitidos y
celebrados con anterioridad a la sanción.

La sanción impuesta no exime a las personas autorizadas,
de cumplir las obligaciones que impone esta ley, para la
prestación de los servicios de almacenamiento rural, por lo
que se refiere a los que se estén proporcionando conforme
a lo señalado en el párrafo anterior.

Capítulo IV
De los Delitos

Artículo 49. Serán sancionados con pena de prisión de tres
a nueve años y multa de 500 hasta 2000 mil días de sala-
rio, a quien con arreglo a la ley tenga facultades de admi-
nistración, representación o manejo de los almacenes rura-
les que

I. Dispongan o autoricen la disposición indebida de los
productos almacenables depositados al amparo de certi-

ficados de cosechas o semovientes en depósito, en los
almacenes rurales;

II. Expidan certificados de cosechas o semovientes en
depósito, que amparen productos almacenables con da-
tos sobre sus características, calidades o especificacio-
nes distintas de las que de manera real tengan los pro-
ductos almacenables en los almacenes rurales;

III. Proporcionen datos falsos a la secretaría o al siste-
ma de información de inventarios de almacenes rurales
a su cargo respecto de los movimientos y existencias de
los productos almacenables y demás información que
obligatoriamente deben presentar conforme lo previsto
en la ley;

IV. Tengan a su cargo la guarda y custodia de los pro-
ductos almacenables depositados y sin causa justificada
los retengan contra la voluntad de quien deba disponer
de ellos por su calidad de legítimo tenedor del certifica-
dos de cosechas o semovientes en depósito, que ampare
dichos productos;

V. Expidan certificados de cosechas o semovientes en
depósito, respecto de la guarda de productos almacena-
bles inexistentes o no depositados en los establecimien-
tos del almacén rural que lo emite; y

VI. Expidan por duplicado certificados de cosechas o
semovientes en depósito respecto de productos almace-
nables que ya cuenten con los certificados de cosechas
o semovientes en depósito.

Artículo 50. Será sancionado con pena de prisión de tres a
ocho años el titular de la autorización para operar un alma-
cén rural, quien a sabiendas, siga realizando actividades
para operar en calidad de almacén rural, aun cuando se le
hubiere revocado la autorización por la autoridad compe-
tente para operar con ese carácter.

La misma sanción se aplicará a quien realice operaciones
previstas en el presente ordenamiento, ostentándose como
almacén rural, sin contar con la autorización correspon-
diente en los términos de la ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1187



Segundo. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación tendrá un plazo de 30
días naturales, a partir de la entrada en vigor de esta ley,
para emitir los acuerdos secretariales y demás disposi-
ciones administrativas de carácter general que deriven de
la misma.

Tercero. A partir de la entrada en vigor de la presente ley,
se dejan sin efectos los acuerdos, circulares y demás dis-
posiciones legales emitidas por la Secretaría, que contra-
vengan el contenido de esta ley.

Cuarto. La ejecución de las atribuciones que este ordena-
miento confiere a la Secretaría de Agricultura, Ganadería,
Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación se desempeñarán a
través de las unidades administrativas ya existentes, a par-
tir de la entrada en vigor de la presente ley.

Quinto. No podrán operar al amparo de esta ley los alma-
cenes que lleguen a obtener la habilitación por parte de al-
gún almacén general de depósito referido en la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito.

Segundo. Se reforman los artículos 98 a 100 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 98. El gobierno federal establecerá el Servicio
Nacional de Normalización e Inspección de Productos
Agropecuarios y del Almacenamiento, en términos de lo
dispuesto en la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción y las demás disposiciones aplicables.

Artículo 99. El Servicio Nacional de Normalización e Ins-
pección de Productos Agropecuarios y del Almacenamien-
to, promoverá la elaboración, observancia, inspección y
certificación de normas sanitarias y de calidad que facilite
las transacciones comerciales de físicos y la utilización de
instrumentos relativas a la recepción, manejo y almacena-
miento de los productos agropecuarios y de semovientes.
Además, promoverá la creación de una base de referencia
que otorgue financiamiento de cosechas e inventarios.

Artículo 100. Este servicio promoverá ante las dependen-
cias competentes de la administración pública federal, la
expedición de normas oficiales mexicanas y normas mexi-
canas relativas a la inocuidad en el almacenamiento de se-
movientes y de productos y subproductos agropecuarios;
las medidas sanitarias que prevengan o erradiquen brotes

de enfermedades o plagas, así como las especificaciones
para la movilización y operación de redes de frío de los
productos agropecuarios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado José Erandi Bermúdez Méndez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural,
y de Agricultura y Sistemas de Riego, para dictamen, y
a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión.

LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN 
COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO

«Iniciativa que reforma los artículos 9o. y 20 de la Ley so-
bre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Políti-
co, a cargo del diputado David Mercado Ruiz, del Grupo
Parlamentario del PRI

El que suscribe, David Mercado Ruiz, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
en la Cámara de Diputados de la LXIII Legislatura, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 9 y 20 de la Ley sobre Refugiados,
Protección Complementaria y Asilo Político, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Uno de los capítulos del siglo XXI será reconocido en la
historia de la humanidad por atravesar una de las crisis más
graves de refugiados que ha afectado a millones de perso-
nas en todo el mundo, se refugian de la guerra, de la vio-
lencia, de conflictos armados, de persecuciones o de viola-
ciones de derechos humanos que les obligan a dejar su
hogar y todo lo que conocen.
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El mundo entero está siendo testigo del mayor número de
desplazamientos de los que se tienen constancia. Miles de
personas en todo el mundo se han visto obligadas a aban-
donar sus hogares a causa del conflicto y la persecución,
acorde con datos de las Naciones Unidas, hay casi 22.5
millones de refugiados, de los que más de la mitad son
menores de 18 años. Además, hay más de 10 millones de
personas apátridas a las que se les ha negado una naciona-
lidad y el acceso a derechos fundamentales, como la edu-
cación, salud, empleo y libertad de circulación.1

Al finalizar 2016 se reportaban alrededor de 65.6 millo-
nes de personas desplazadas forzosamente en todo el
planeta. Seres humanos que han tenido que huir de sus
hogares de forma obligada por razones diversas: perse-
cución política o religiosa, violencia, conflictos armados
o graves violaciones de los derechos humanos. Una ten-
dencia que, desafortunadamente, sigue tocando “máxi-
mos históricos”, de acuerdo con lo señalado por la Agen-
cia de las Naciones Unidas para los Refugiados
(ACNUR, por sus siglas en inglés).

La dimensión del problema es la siguiente: durante 2016
se reportó que por cada minuto 20 personas se vieron
obligadas a desprenderse de su casa, sus propiedades,
su rutina diaria y la vida que hasta entonces habían te-
nido, abandonando todo para poder sobrevivir en algún
otro lugar. La agencia informó que en lo que se refiere
únicamente a refugiados se estimaban alrededor de
22.5 millones de personas en esta categoría, de ellos
sólo 17.2 millones de personas se encuentran bajo su ra-
dar de protección.2

Los movimientos migratorios no se refieren a los flujos
de refugiados, pues las causas que llevan a estas personas
a cambiar de país son diferentes. Son los desplazamientos
de un país a otro de personas migrantes, aunque en muchas
ocasiones se utilizan de manera indistinta los términos mi-
grante y refugiado, jurídicamente, su status y tratamiento
es distinto.

En el caso de los migrantes, el término se refiere a perso-
nas que, sin tener un temor fundado por su vida a causa de
un conflicto, persecución o violencia, se deciden a abando-
nar su país de origen. Puede tratarse de personas que em-
prenden movimientos migratorios en busca de oportunida-
des económicas.

El término refugiado se refiere a la persona defendida y
protegida por el derecho internacional. Se consideran

refugiados aquellos que han huido de su país de origen
por un temor de persecución, conflicto o violencia. En-
tre ellos, están los refugiados de guerra o conflictos ar-
mados, mujeres que huyen de la violencia sexual o de
género, de la mutilación genital femenina, personas
perseguidas por su orientación sexual o cuya vida corre
peligro.

La protección internacional de los refugiados surgió como
una respuesta ante los desplazamientos forzados que se
produjeron en cantidades masivas durante las dos guerras
mundiales. En 1951 se adoptó la Convención sobre el Es-
tatuto de Refugiado que definió por primera vez al refu-
giado como sujeto jurídico portador de derechos y re-
conoció la subjetividad individual de esta figura por
fuera de la nacionalidad y a la que nuestro país se ad-
hirió el 7 de junio de 2000.

Los movimientos migratorios se refieren a migrantes no
forzosos, por lo que no incluyen a los refugiados y solici-
tantes de asilo; y pueden ser temporales o para siempre. En
el caso de los refugiados, son personas que han tenido
que cruzar las fronteras para salvar la vida. El escena-
rio se vuelve más grave y desolador si consideramos que
más de la mitad de las personas en esta situación son niñas,
niños o adolescentes.

La ACNUR ha denunciado que el número de niños, niñas
y adolescentes refugiados aumentó a nivel mundial y re-
presentan más de la mitad del número de refugiados, los
niños refugiados son víctimas de violencia, persecución y
discriminación, el Fondo de las Naciones Unidas para la
Infancia ha informado que aproximadamente 28 millones
de niñas y niños de todo el mundo han sido víctimas de
desplazamientos forzosos a causa de la violencia y la
guerra. Millones más huyen de la pobreza extrema y la
falta de servicios básicos, como salud o educación.

Además, hay en el mundo 230 millones de niños y niñas
que, sin haber abandonado sus hogares, viven en países
afectados por conflictos armados. Por ejemplo, más de
un millón y medio de niños y niñas en Sudán del Sur, no ha
conocido otra realidad que la de las zonas de desplaza-
miento y campos de refugiados.

Pero no se trata de un fenómeno exclusivo del continente
africano; en las provincias fronterizas de Colombia con
Ecuador hay decenas de miles de colombianos y colombia-
nas en condición de refugio o en condiciones de necesidad
de protección internacional.3
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Los conflictos tienen un enorme impacto en la educación y
en las vidas de los niños y niñas, además del terrible costo
de vidas humanas, provocan miedo, inseguridad, absentis-
mo de estudiantes o docentes, discontinuidad de las clases
y destrucción del material y las infraestructuras. En el lar-
go plazo dañan el sistema educativo de un país en su con-
junto porque generaciones enteras corren el riesgo de no
acceder a una educación de calidad.

Los niños refugiados y migrantes viven un presente lleno
de incertidumbre en los países de tránsito, muchas veces
carecen de suministros básicos, tales como enseres de hi-
giene básicos, las condiciones de vida son muy duras para
los niños, niñas y adolescentes migrantes y refugiados, en
ocasiones, se encuentran con alojamientos sobreocupados
e inadecuados y la necesidad de conseguir dinero puede de-
rivar en los terribles casos de explotación sexual infantil.4

La falta de vías de entradas legales y seguras deja a ni-
ños, niñas y adolescentes y a sus familias en manos de
traficantes, con alto riesgo de abusos y trata, en especial
para la infancia no acompañada. Los sistemas naciona-
les de protección para la infancia siguen sin ser del todo ca-
paces de garantizar la protección de muchos de estos niños
y niñas.

La incertidumbre, la falta de expectativas y de respuestas
duraderas aumentan el sentimiento de frustración y, con
ello, los casos de pesadillas, ansiedad, pánico y depresión
infantiles.5 Debido a los altos índices de movilidad huma-
na, las leyes se han endurecido en muchos países, como
ejemplos recientes basta recordar los casos del denomina-
do “Brexit” en Reino Unido o el fin del programa DACA
en la actual administración de Estados Unidos de América,
este tipo de reformas migratorias, producto de la discrimi-
nación y el racismo han provocado rigidez en los ordena-
mientos legales de diferentes regiones, de suerte que, las y
los niños migrantes y refugiados no disfrutan en todos los
lugares de los mismos derechos que el resto de los niños y
niñas.

Es crucial atender a las causas que obligan a las familias a
huir, pero también es cierto que es fundamental garanti-
zar la protección de los niños, niñas y adolescentes mi-
grantes en todos los países por los que transitan hasta lle-
gar al destino que se convertirá en su nuevo hogar.

México, por su ubicación geográfica, es un país de origen,
tránsito, destino y retorno de miles de niñas y niños mi-
grantes y refugiados. Tan sólo en 2016, 40 mil 542 niños

fueron identificados por autoridades migratorias mexi-
canas. De ellos, 17 mil 889 viajaban sin compañía de un
adulto. De los 17 mil 889 niños migrantes no acompa-
ñados identificados por autoridades mexicanas en 2016,
17 mil 550 (98 por ciento) provenían del triángulo nor-
te de Centroamérica: Guatemala 8 mil 764 (49.9), Hon-
duras 4 mil 533 (25.3) y El Salvador 4 mil 253 (24.8).

Muchos de estos niños y niñas escapan de sus países de
origen para sobrevivir o para rehacer sus vidas, y vienen de
contextos en los que sus derechos han sido constantemen-
te vulnerados.6

Cada año, miles de niños, niñas y adolescentes se ven for-
zados a migrar, ya sea porque huyen de la violencia, por-
que buscan reunirse con sus familias o porque tienen la es-
peranza de encontrar mejores oportunidades de vida. Estos
niños y niñas tienen derecho a ser protegidos contra toda
forma de violencia y discriminación.

La solidaridad hacia la infancia, en contextos de emer-
gencia, es un deber ético y moral, su protección debe ser
una prioridad que guíe nuestras políticas públicas, algo
que no debe ser ni suspendido ni aplazado. Las emergen-
cias, llámense guerras, desplazamientos o desastres na-
turales no se desvanecen de la noche a la mañana; afec-
tan a los niños y niñas durante años y generaciones
enteras se quedan sin educación, es decir, sin futuro ni
posibilidades de tener una vida digna.

Como un país tradicionalmente hospitalario que ha abierto
las puertas a miles de migrantes y refugiados de diferentes
orígenes, México tiene la oportunidad de continuar mos-
trando su compromiso y solidaridad, de manera muy espe-
cial, con los niños, niñas y adolescentes que son especial-
mente vulnerables ante contextos migratorios.

Esta iniciativa representa un paso adelante en el esfuerzo
de romper las barreras de la discriminación, la intolerancia
y el rechazo, que vive la infancia migrante y refugiada, es
igualmente, un importante paso en la promoción de una
cultura de no discriminación, protección, integración y ga-
rantía de derechos de niños, niñas y adolescentes migran-
tes y refugiados.

Por lo expuesto y fundado, a fin de optimizar e instaurar
acciones encaminadas a la protección de niñas, niños y
adolescentes y armonizar el marco legal con lo establecido
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Ley General para la Protección de Niñas, Niños y
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Adolescentes y los instrumentos internacionales en la ma-
teria de los que México es parte, someto a consideración de
la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se reforman los artículos 9 y 20 de la
Ley sobre Refugiados, Protección Complementario y
Asilo Político

Único. Se reforman los artículos 9 y 20 de la Ley sobre
Refugiados, Protección Complementario y Asilo Político,
para quedar como sigue:

Artículo 9. En el reconocimiento de la condición de refu-
giado deberá protegerse la organización y el desarrollo de
la familia, así como el interés superior del niño, niña o
adolescente.

Artículo 20. Durante el procedimiento, la Secretaría toma-
rá las medidas necesarias para garantizar el otorgamiento
de asistencia institucional a los solicitantes que requieran
atención especial, así como mujeres embarazadas, niñas,
niños y adolescentes, personas adultas mayores, con disca-
pacidad, enfermos crónicos, víctimas de tortura u otros tra-
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes, de abuso se-
xual y violencia de género, de trata de personas o a
cualquier otra persona que pudiese encontrarse en situa-
ción de vulnerabilidad de conformidad con las disposicio-
nes jurídicas que resulten aplicables en cada materia.

Se dará prioridad a la tramitación de las solicitudes
presentadas por niñas, niños o adolescentes no acompa-
ñados o separados de sus representantes legales. Cuan-
do la solicitud sea realizada por un niño, niña o adoles-
cente no acompañado, la Secretaría se asegurará de
comunicar el hecho de forma inmediata a la Secretaría
Ejecutiva del Sistema de Protección correspondiente
quien adoptará las medidas pertinentes.

Cuando un solicitante en situación de vulnerabilidad haya
sido admitido provisionalmente o se encuentre en alguna
estación migratoria, la Secretaría valorará las medidas que
mejor favorezcan al solicitante, de conformidad con las cir-
cunstancias del caso. En el caso de niñas, niños y adoles-
centes deberá prevalecer la defensa del interés superior
del niño, niña o adolescente a lo largo de todas las ins-
tancias del procedimiento. Todas las decisiones que se-
an adoptadas en el mismo deberán tomarse conside-
rando el desarrollo mental y madurez del niño, niña o
adolescente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Refugiados, disponible en 

http://www.un.org/es/sections/issues-depth/refugees/index.html
Consultado el 15 de noviembre de 2017.

2 La población refugiada en el mundo ha aumentado un 65% en los úl-
timos cinco años, según ACNUR.

Disponible en 

http://www.elmundo.es/internacional/2017/06/19/5946cff7ca4741
49158b456e.html Consultado el 15 de noviembre de 2017.

3 http://www.un.org/es/millenniumgoals/pdf/mdg-report-2014-spa-
nish.pdf

4 https://www.unicef.es/causas/emergencias/refugiados-migrantes-eu-
ropa

5 https://www.unicef.es/causas/emergencias/refugiados-migrantes-eu-
ropa

6 https://www.unicef.org/mexico/spanish/noticias_35742.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado David Mercado Ruiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que adiciona el artículo 115 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Arlette Ivette Muñoz Cer-
vantes, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Arlette Ivette Muñoz Cervantes, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 76,
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numeral 1, fracción II, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a considera-
ción de esta soberanía, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por la cual se adiciona la Ley General
de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En la actualidad, la obesidad es considerada en México co-
mo un problema de salud pública, debido a su magnitud y
trascendencia. La Secretaria de Salud1 refirió que a partir
del 2012 la Norma Oficial Mexicana para el Manejo Inte-
gral de la obesidad, definía a esta patología como una en-
fermedad en la que existe un exceso de tejido adiposo en el
organismo, la cual trae consigo alteraciones metabólicas y
daño a la salud pues se relaciona con patologías endocri-
nas, cardiovascular, ortopédica y a factores biológicos, so-
cioculturales y psicológicos

La obesidad junto con él sobrepeso se han convertido en el
factor de riesgo que conlleva al desarrollo de enfermedades
crónico degenerativas, convirtiéndose en uno de los pro-
blemas más graves de salud pública. La Organización
Mundial de la Salud (OMS) 2016 considera a la obesidad
como una enfermedad crónica que se relaciona con el de-
sarrollo de enfermedades como: Dificultades respiratorias,
resistencia a la insulina, diversos tipos de cáncer, diabetes
mellitus, hipertensión arterial, insuficiencia respiratoria,
apnea y problemas cardiovasculares que pueden causar la
muerte.

Asimismo, las presencias de trastornos psicológicos pue-
den estar relacionados con la obesidad y al mismo tiempo
influir negativamente en el abandono de los alimentos des-
tinados a la disminución de peso y a las patologías que de
esta se derivan. Asimismo, la obesidad puede ser conside-
rada como el síntoma de un problema de ajuste psicológi-
co o social, que atenta contra las cualidades emocionales,
la calidad de vida y habilidades sociales para las personas
que la padecen.

En México el desarrollo de las enfermedades no transmisi-
bles originó 75 por ciento del total de las muertes y 68 por
ciento de los años adecuados a la incapacidad, en el caso de
la obesidad se le atribuye el 12.2 por ciento al total de
muertes y 5.1 por ciento viviendo con discapacidad.

En el año 2015 la Organización de las Naciones Unidas pa-
ra la Alimentación y la. Agricultura (FAO) ha referido que
México es el país con más obesos. De acuerdo a los datos

arrojados por la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición de
Medio Camino en 2016 se consideró que la obesidad no
descendería en el país, debido a que la prevalencia de obe-
sidad ha ido en incremento en adolescentes y adultos y mo-
derada en niñas. 

Asimismo, la misma encuesta refirió que en adultos de 20
años y más la prevalencia combinada de sobrepeso y obe-
sidad pasó de 71.2 por ciento en 2012 a 72.5 por ciento en
2016. En los adolescentes de sexo masculino no hubo dife-
rencias significativas entre 2012 y 2016. En cuanto a la
obesidad en niñas la prevalencia fue de (11.8 por ciento) en
2012 a (12.2 por ciento) en 2016. En niños hubo una re-
ducción de sobrepeso entre 2012 (19.5 por ciento) y 2016
(15.4 por ciento). En general en el 2012 la prevalencia en
sobrepeso y obesidad fue de 71.2 por ciento y en el 2016 se
incrementó a 72.5, por lo que llega a la conclusión que hay
un 1.3 de diferencia, lo cual no resulta significativo para el
resultado de las encuestas.

Entre algunos factores asociados a la obesidad se encuen-
tran: El que varios miembros pertenezcan a una familia
obesa, es un factor determinante para que los hijos des-
arrollen obesidad. Al tener un padre con obesidad la pro-
babilidad de que los hijos tengan obesidad es de un 50 por
ciento, cuando ambos padres son obesos la probabilidad
aumenta a un 80 por ciento Asimismo se ha demostrado
que la existencia de familias obesogénicas que consumen
alimentos de altos en calorías y una vida completamente
sedentaria contribuyen a incrementar la obesidad en las
mismas, aunado a que ello determinará factores de riesgo
en la adquisición de enfermedades como las cardiovascula-
res o metabólicas entre otras.2 Es por tanto, la importancia
que reviste la influencia de los padres en la formación de
hábitos saludables.

Otro de los factores que pueden provocar el aumento de
obesidad son algunos medicamentos, como los glucorticoi-
des, utilizados para tratar enfermedades autoinmunes, de-
bido a las alteraciones en el metabolismo de carbohidratos;
diferentes estudios sugieren que el tejido intraabdominal es
un lugar especialmente sensible al efecto de los glucocorti-
coides y se ha comprobado que el número de receptores de
corticoides es mayor en los depósitos de grasa intraabdo-
minales.3 Otros medicamentos son: Los antidepresivos, los
anticonceptivos orales y los antidiabéticos.4

De los factores más comunes que intervienen en sobrepeso
y la obesidad son: Los educativos, económicos, costumbre
y hábitos entre otros.
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Entre los factores educativos que tienen que ver con la obe-
sidad, está: El nivel de estudios de en primera instancia de
los padres, ya que de ello depende el enfoque que tengan
con respecto a la alimentación de la familia. Asimismo,
también se ha tomado en cuenta al ritmo de vida de algu-
nas familias y sus estilos en cuanto a la ingesta de alimen-
tos, es decir, algunos padres favorecen los hábitos inade-
cuados de sus hijos desde temprana edad.5

En cuanto a los factores económicos, se encuentran más
frecuente en las clases sociales más desfavorecidas, es
decir, en los estratos socioeconómicos bajos se buscan
alimentos que proporcionan saciedad y que quitan el
hambre considerando así que se está dando una alimen-
tación saludable.6

Asimismo, se tiene que, a mayor contenido energético a
expensas de grasa y colesterol, así como los alimentos pro-
cesados industrialmente, incluyendo la comida rápida y las
bebidas azucaradas, consumidas de manera constante, son
en gran medida causantes del aumento de peso.7

Con respecto a los factores socioculturales que se pueden
observar, entre otros están: El cambio de dieta, la adquisi-
ción de comida rápida, y el sedentarismo se relacionan con
el aumento de la obesidad.8

Ahora bien, para comprender la magnitud del daño que
ocasiona la obesidad, es menester hacer referencia a sus
consecuencias directas.

La obesidad está altamente relacionada con las enfermeda-
des no trasmisibles especialmente con la diabetes, enfer-
medades cardiovasculares, traumatismo articular, el dolor
de espalda, hipertensión, algunos tipos de cáncer y la mor-
talidad. Entre otras alteraciones también se encuentran: Las
respiratorias, las digestivas, gestación, circulatorias, der-
matológicas y en la calidad de vida. Debido a la importan-
cia que éstas revisten se considera pertinente abordar algu-
nas de ellas.9

Es un factor de riesgo para el desarrollo de enfermedades
no trasmisibles aunada al tabaquismo y al alcohol y a pro-
blemas de reflujo gastroesofágico. Además de relacionarse
con la colelitiasis la cual se debe al incremento de la secre-
ción del colesterol por la vía biliar, al mismo tiempo en las
personas obesas se encuentran problemas de esteatosis he-
pática (hígado graso) que puede desarrollarse en fibrosis
hepática.10

También genera mayor trabajo respiratorio, debido a que se
tiene que desplazar más masa de tejidos, Los músculos res-
piratorios del obeso trabajan más para vencer mayor iner-
cia y resistencia al movimiento, tanto de los tejidos como
del aire que circula a través de vías aéreas más estrechas.11

En cuanto a las alteraciones en la gestación, la obesidad re-
sulta un factor de riesgo durante el embarazo y el pospar-
to, al igual que aumenta el riesgo de muerte perinatal, ya
que hay la probabilidad de que se desarrolle la aparición de
hipertensión y diabetes gestacional. Otro de los riesgos es
que los efectos de la hipertensión gestacional no solo se
pueden manifestar en la madre sino también en el produc-
to. Además, puede existir la probabilidad de que el parto
culmine en cesárea, y se presenten complicaciones en la
anestesia y el postoperatorio. O falta de una adecuada cir-
culación, debido a la acumulación de grasa, son muy fre-
cuentes en personas obesas, lo que las hace más factibles a
sufrir una trombosis venosa profunda.12

Otros estudios epidemiológicos establecen una asociación
entre la obesidad y el riesgo de padecer varios tipos de cán-
cer como el cáncer de colon, endometrio, mama, riñón,
esófago, páncreas, vesícula biliar, hígado y neoplasias he-
matológicas.13

Como se puede observar las consecuencias por sobrepeso y
aún más por obesidad han resultado y continúan siendo fata-
les, por ello se han implementado un buen número de accio-
nes tendientes a disminuir dicha problemática de salud.

De las acciones que se han llevado a cabo para combatir la
obesidad y el sobrepeso son:

El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) creó el
Programa Prevenimss y el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) el
Programa Prevenissste.

Se estableció el Acuerdo Nacional para la Salud Alimenta-
ria (ANSA 2010), en el cual se describe una política nacio-
nal de prevención de obesidad y enfermedades crónicas
que consta de diez objetivos, mismo que fueron diseñados
por un grupo de especialistas en materia de nutrición por
parte de la Secretaría de Salud, el Instituto Nacional de Sa-
lud Pública (INSP) y diversas instituciones académicas y
de salud.

La Secretaría de Salud y los Servicios de Salud Pública del
Distrito Federal, realizan intervenciones de prevención y
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promoción de la salud, como la Campaña “Muévete y Mé-
tete en Cintura”, así como acciones de detección, referen-
cia y atención a personas con sobrepeso y obesidad.

La Secretaría de Salud capitalina en conjunto con empresas
privadas han puesto en marcha acciones en contra de la
obesidad y sobrepeso en la capital: La creación de 300
gimnasios al aire libre corresponde a una inversión de
$720,000, que realizó la Sedesa en conjunto con el Grupo
Cuauhtémoc Moctezuma, por cada uno, lo que da como re-
sultado 216 millones de pesos invertidos en gimnasios pú-
blicos con el fin de que los capitalinos se ejerciten.

En octubre del 2013 se aprobó una nueva reforma hacen-
daria donde se implementa el aumente del ISR en alimen-
to chatarras.

Ahora bien, este año se promulgaron nuevas reglas para el
etiquetado de alimentos altos en calorías, además se modi-
ficó la Ley General de Salud en Materia de Publicidad pa-
ra la difusión de dichos productos.

Se establecieron disposiciones para que la Secretaría de Sa-
lud autorizará y vigilará, toda la publicidad de productos
como botanas, bebidas saborizadas (jugos y refrescos),
chocolates, productos similares al chocolate y productos de
confitería, en su presentación de envase familiar las cuales
deberán presentar en el área delantera de exhibición del
producto la fuente de aporte calórico, grasas saturadas y
azúcares totales.

La encargada de ejecutar estas reglamentaciones, será la
Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios (Cofepris), la cual también revisará la publicidad que
se realice en televisión abierta y restringida, así como en
salas de cine, además de que establecerá los criterios nutri-
mentales y de publicidad que deberán cumplir los alimen-
tos y bebidas alcohólicas.

Se resalta que la publicidad de alimentos, suplementos ali-
menticios y bebidas no alcohólicas, no deberá inducir o
promover hábitos de alimentación nocivos para la salud,
afirmar que el producto llena por sí solo los requerimientos
nutricionales del ser humano o atribuir a los alimentos in-
dustrializados un valor nutritivo superior o distinto al que
tengan.

A partir de lo anterior, el día 14 de febrero del 2014, la Se-
cretaría de Salud publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción, el “Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-

gan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley Ge-
neral de Salud en materia de Publicidad” reformando el ar-
tículo 79, fracciones VIII y IX, adicionando el artículo 22
Bis; la fracción X al artículo 79; el párrafo cuarto al artícu-
lo 80 y la fracción VI al artículo 86; y se deroga la fracción
III del artículo 86 del Reglamento de la Ley General de Sa-
lud en materia de Publicidad.

El decreto entró en vigor el día 15 de mayo del 2014, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo Primero Tran-
sitorio de dicho Decreto.

El objetivo de dicho Decreto es establecer medidas que
eviten que la población infantil esté expuesta a la difusión
de publicidad de alimentos y bebidas no alcohólicas en te-
levisión abierta, televisión restringida y salas de exhibición
cinematográfica; que, en razón de su contenido calórico,
favorezcan la presencia del sobrepeso y la obesidad.

En este sentido, el Decreto citado prevé lo siguiente:

a) Que la publicidad de alimentos y bebidas no alcohó-
licas únicamente podrá difundirse en televisión abierta,
televisión restringida y salas de exhibición cinemato-
gráfica, bastando previo aviso que se dé a la Secretaría
de Salud, por conducto de la Comisión Federal para la
Protección contra Riesgos Sanitarios, cuando los pro-
ductos a publicitarse cumplan con los Criterios Nutri-
mentales y de Publicidad.

b) Que aquellos alimentos y bebidas no alcohólicas que
no cumplan con los criterios antes señalados, sólo po-
drán difundirse en televisión abierta, televisión restrin-
gida y salas de exhibición cinematográfica cuando ob-
tengan permiso de la Secretaría de Salud, por conducto
de la Comisión Federal para la Protección contra Ries-
gos Sanitarios.

Además una medida sobresaliente es la aplicación del sello
nutrimental, mismo que sólo lo obtendrán productos salu-
dables. Ningún alimento o bebida con altas calorías podrá
ostentar el distintivo. 

Se trata de un sello que premia a los productos de alto con-
tenido nutrimental e incentiva la reformulación de los ali-
mentos y bebidas, expuso el Comisionado Arriola, al in-
formar que al día de hoy se han recibido 97 solicitudes de
sello, de las cuales se han otorgado 9 a productos Liconsa,
se han rechazado 11 y se encuentran en proceso de dicta-
men 77.
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En cuanto a los razonamientos de constitucionalidad y con-
vencionalidad que sustentan el presente instrumento legis-
lativo tenemos:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

En el Artículo 4, se sustenta el derecho que tienen todas las
personas a la protección de la salud. Y se hace un énfasis
en los derechos de los niños diciendo:

“los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral.”

Ley para la protección de los derechos de niñas, niños y
adolescentes

Artículo 3 “La protección de los derechos de niñas, ni-
ños y adolescentes, tiene como objetivo asegurarles un
desarrollo pleno e integral, lo que implica la oportuni-
dad de formarse física, mental, emocional, social y mo-
ralmente en condiciones de igualdad.”

En el Artículo 21 “Niñas, niños y adolescentes tienen el
derecho a ser protegidos contra actos u omisiones que
puedan afectar su salud física o mental, su normal desa-
rrollo…”

En el Artículo 28 de la misma Ley, se menciona que
“Niñas, Niños y Adolescentes tienen derecho a la sa-
lud”…

A. Reducir la mortalidad infantil.

……

D. Combatir la desnutrición mediante la promoción de
una alimentación adecuada.

Artículo 40 Artículo 40. Niñas, niños y adolescentes
tienen derecho a la información. Se enfatiza en que “se
pondrá especial énfasis en medidas que los protejan de
peligros que puedan afectar su vida, su salud o su desa-
rrollo.”

Ley General de Salud

Artículo 1. “La presente Ley reglamenta el derecho a la
protección de la salud que tiene toda persona en los tér-

minos del artículo 4 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos…”

Artículo 27

……

IX. La promoción del mejoramiento de la nutrición

……

Artículo 111 La promoción de la salud comprende: 

I. Educación para la salud; 

II. Nutrición;

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades
de educación en materia de nutrición, prevención, trata-
miento y control de la desnutrición y obesidad, encami-
nados a promover hábitos alimentarios adecuados, pre-
ferentemente en los grupos sociales más vulnerables;

IV. Normar el valor nutritivo y características de la ali-
mentación en establecimientos de servicios colectivos y
en alimentos……

VI. Recomendar las dietas y los procedimientos que
conduzcan al consumo efectivo de los mínimos de nu-
trimentos por la población en general, y proveer en la
esfera de su competencia a dicho consumo;

VII. Establecer las necesidades nutritivas que deban sa-
tisfacer los cuadros básicos de alimentos. Tratándose de
las harinas industrializadas de trigo y de maíz, se exigi-
rá la fortificación obligatoria de éstas, indicándose los
nutrientes y las cantidades que deberán incluirse.

Artículo 212. La naturaleza del producto, la fórmula, la
composición, calidad, denominación distintiva o marca,
denominación genérica y específica, etiquetas y contra
etiquetas, deberán corresponder a las especificaciones
establecidas por la Secretaría de Salud, de conformidad
con las disposiciones aplicables, y responderán exacta-
mente a la naturaleza del producto que se consume, sin
modificarse; para tal efecto se observará lo señalado en
la fracción VI del artículo 115.
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Artículo 300. “Con el fin de proteger la salud pública, es
competencia de la Secretaría de Salud la autorización de
la publicidad que se refiera a la salud…”

Artículo 301. Será objeto de autorización por parte de la
Secretaría de Salud, la publicidad que se realice sobre la
existencia, calidad y características, así como para pro-
mover el uso, venta o consumo en forma directa o indi-
recta de los insumos para la salud.

Artículo 306. La publicidad a que se refiere esta Ley se
sujetará a los siguientes requisitos:

I. La información contenida en el mensaje sobre cali-
dad, origen, pureza, conservación, propiedades nutriti-
vas y beneficios de empleo deberá ser comprobable; 

II. El mensaje deberá tener contenido orientador y edu-
cativo;

III. Los elementos que compongan el mensaje, en su ca-
so, deberán corresponder a las características de la auto-
rización sanitaria respectiva.

IV. El mensaje no deberá inducir a conductas, prácticas
o hábitos nocivos para la salud física o mental…

Artículo 312. La Secretaría de Salud determinará en qué
casos la publicidad de productos y servicios a que se re-
fiere esta Ley deberá incluir…..otros textos de adver-
tencia de riesgos para la salud.

Ley Federal de Protección al Consumidor

En el Artículo 1 se establecen los principios básicos que
deben tomarse en cuenta para la protección de la salud: 

I. La protección de la vida, salud y seguridad del consu-
midor contra los riesgos provocados por productos,
prácticas en el abastecimiento de productos y servicios
considerados peligrosos o nocivos;

II. La educación y divulgación sobre el consumo ade-
cuado de los productos…

III. La información adecuada y clara sobre los diferen-
tes productos y servicios, con especificación correcta de
cantidad, características, composición, calidad y precio,
así como sobre los riesgos que representen;

Reglamento de Control Sanitario de Productos y Servi-
cios

El Artículo 11 refiere que los productos y sustancias no
deberán generar riesgos o daños a la salud….

Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de
Publicidad

Los incisos a y b de la fracción III del Artículo 7 del Re-
glamento de la Ley General de Salud en Materia de Publi-
cidad establecen que se debe Señalar las precauciones ne-
cesarias cuando el uso, manejo, almacenamiento, tenencia
o consumo de los productos o la prestación de los servicios
pueda causar riesgo o daño a la salud de las personas, de
conformidad con lo siguiente: 

a. Contener información sobre las especificaciones para
el uso adecuado del producto o servicio de que se trate,
así como de los daños que pudieran ocasionar a la salud, 

b. Incorporar la información a la que se refiere el inciso
anterior a la imagen gráfica del producto para evitar un
error del consumidor.

Norma Oficial Mexicana NOM-051-SCFI-2010

En el inciso 4.2.8 habla de la información nutrimental,
diciendo que la declaración nutrimental en la etiqueta
será obligatoria cuando la declaración sea cualitativa o
cuantitativa de alguna propiedad nutrimental.

Descripción de la propuesta

Como ha quedado descrito en la exposición de motivos del
presente instrumento legislativo, los problemas que trae
consigo la obesidad son muchos, principalmente relaciona-
dos con la salud. No obstante que esta enfermedad se deto-
na por diversos factores, la mala alimentación es una de las
principales causas.

Lo que busca esta reforma es generar una herramienta de
concientización hacia la ciudadanía a la hora de ordenar
sus alimentos, el hacer referencia a su valor nutrimental,
generará en la población una respuesta hacia el consumo de
alimentos más saludables.

Para lograr lo anterior se busca adicionar una fracción XII
al artículo 115 de la Ley General de Salud en donde se ge-
nere la obligación de la Secretaría de Salud de establecer y
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difundir los criterios y lineamientos a través de los cuáles
se pueda determinar el rango de valor nutrimental en el que
se encuentran los alimentos que se oferten en los estableci-
mientos mercantiles cuyo giro sea el de venta de alimentos
preparados, esto con la finalidad de incentivar entre la po-
blación el consumo de alimentos saludables.

Esta reforma viene a reforzar todas las acciones que se han
realizado en nuestro país en materia de combate a la obesi-
dad y mejora de hábitos alimenticios, de ahí su relevancia
para la población mexicana.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, solicito a esta
Honorable Cámara de Diputados, se sirva discutir y en su
caso aprobar, la presente propuesta para quedar como si-
gue:

Iniciativa con proyecto de decreto por la cual se refor-
ma y adiciona la Ley General de Salud

Artículo Único: Se adiciona una fracción XII al artículo
115 de la Ley General de Salud. 

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I… a XI…

XII. Promover que los establecimientos mercantiles
cuyo giro sea el de venta de alimentos preparados,
incluyan al costado de la descripción y/o imagen del
alimento que se oferte en sus menús, el sello o distin-
tivo de valor nutrimental para los alimentos que así
sean catalogados por la Secretaría.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría, mediante acuerdo que se publique
en el Diario Oficial de la Federación, establecerá el distin-
tivo nutrimental, así como los criterios nutrimentales que
deben tomarse en cuenta para determinar la procedencia de
su uso y el procedimiento que deberá seguirse para su au-
torización, en el que deberá considerarse un plazo de res-
puesta no mayor a seis meses.

Notas

1 Secretaría de Salud 2012

2 Moreno, E., Moreno, S. y Álvarez, J., Obesidad: Epidemia del siglo
XXI. Madrid: Díaz de Santos, S. A. 2005.

3 Soriguer, F., La obesidad. Madrid: Díaz de Santos, SA, 2004, p. 62

4 Ídem. 

5 Moreno, B., Gargallo, M. y López, M., Enfermedades y tratamiento
en enfermedades metabólicas. Madrid: Díaz de Santos. 2007

6 Del Castillo, A. Factores psicosociales asociados al paciente con
obesidad. Obesidad. Un enfoque multidisciplinario. 2010.

7 Téllez, M. E. Nutrición clínica. México: El Moderno, SA de CV.
2014

8 Ídem. 

9 Moreno, B., Gargallo, M. y López, M., Enfermedades y tratamiento
en enfermedades metabólicas. Madrid: Díaz de Santos. 2007

10 Ídem. 

11 Méndez, N. Obesidad conceptos clínicos y terapéuticos. México:
McGraw-Hill, 2013, p. 199

12 Barbosa, M. J., Cros, S., y Castillo, E. (2012). Obesidad y embara-
zo. Manual para las matronas y personal sanitario. España: Gandhi

13 Lichtman M.A. 2010. “Obesity and the risk for a hematological ma-
lignancy: leukemia, lymphoma, or mieloma”. Oncologist 15:
1083–1101.

Presentado en la Cámara de Diputados a 5 de diciembre de 2017.—
Diputada Arlette Ivette Muñoz Cervantes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENA-
LES, CÓDIGO PENAL FEDERAL Y LEY FEDERAL

DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de los Códigos Nacional de Procedimientos Penales, y Pe-
nal Federal, así como de la Ley Federal de Armas de Fue-
go y Explosivos, suscrita por integrantes del Grupo Parla-
mentario del PAN

Los suscritos, diputados federales José Erandi Bermúdez
Méndez, Alejandra Gutiérrez Campos, René Mandujano
Tinajero, Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Miguel Án-
gel Salim Alle, Francisco Ricardo Sheffield Padilla, María
Olimpia Zapata Padilla y Ariel Enrique Corona Rodríguez,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, de la LXIII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6o., fracción I
del numeral 1, numeral 1 del artículo 77, 78 y demás rela-
tivos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a la consideración de esta honorable so-
beranía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código Nacional de Procedimientos Penales, de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos y del Código Penal
Federal, lo anterior al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En los últimos años se ha presentado en gran parte de los
países de la región latinoamericana un fenómeno de homo-
genización del sistema de enjuiciamiento criminal, que se
le se le ha denominado como “Proceso Penal Acusatorio”
o “adversarial” y su signo distinto es el énfasis en la orali-
dad y en el uso de medios alternativos para lograr la repa-
ración del daño.1

En México, la promulgación del nuevo Código Nacional
de Procedimientos Penales (CNPP) tuvo como objeto ins-
taurar el sistema acusatorio en todo el país con la finalidad
de garantizar a los ciudadanos el acceso a un sistema judi-
cial de calidad que proteja sus derechos y recupere la con-
fianza pérdida en la impartición de justicia. La implemen-
tación del proceso acusatorio ha conducido que dentro del
proceso penal se generen figuras que privilegian la auto-
composición, con instrumentos procesales semejantes a las
llamadas soluciones alternas, como son:

1) La suspensión condicional del proceso, y

2) Los acuerdos reparatorios

No obstante lo anterior, aún existen deficiencias que impi-
den la efectividad de los sistemas de justicia en su lucha
contra delitos de “poca complejidad” pero lesivos de ma-
nera reiterada en los derechos de los ciudadanos, procedi-
mientos alternos al proceso penal como los acuerdos repa-
ratorios permiten que delitos como el robo a casa
habitación y los delitos patrimoniales se sigan realizando
con frecuencia, pues el énfasis que se pone en el combate
de los delitos de alto impacto invisibiliza el daño que día a
día sufren millones de mexicanos con la constante insegu-
ridad e incertidumbre de saber que los delincuentes pueden
seguir delinquiendo mientras están sujetos a procesos al-
ternativos como los acuerdos reparatorios. 

En este orden de ideas, es necesario definir primeramente
los acuerdos reparatorios y su alcance, que de conformidad
con los artículos 186 y 187 del Código Nacional de Proce-
dimientos Penales son aquéllos acuerdos celebrados entre
la víctima u ofendido y el imputado que, una vez aproba-
dos por el Ministerio Público o el Juez de control y cum-
plidos en sus términos, tienen como efecto la extinción de
la acción penal. Esta figura procede en nuestro país por:

I. Delitos que se persiguen por querella, por requisito
equivalente de parte ofendida o que admiten el perdón
de la víctima o el ofendido;

II. Delitos culposos, o

III. Delitos patrimoniales cometidos sin violencia sobre
las personas.

Al proceder el acuerdo reparatorio, el juez decretará la ex-
tinción de la acción penal una vez aprobado el cumpli-
miento pleno de las obligaciones pactadas en el acuerdo,
haciendo las veces de sentencia ejecutoria de carácter ab-
solutoria una vez que ha quedado firme.

Es importante señalar que en la legislación se establece que
previo a la aprobación del acuerdo reparatorio, el Juez de
control o el Ministerio Público verificarán que las obliga-
ciones que se contraen no resulten notoriamente despro-
porcionadas y que los intervinientes estuvieron en condi-
ciones de igualdad para negociar y que no hayan actuado
bajo condiciones de intimidación, amenaza o coacción.
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Los acuerdos reparatorios son motivo de análisis debido a
que:

a) Es un mecanismo procesal que permite la termina-
ción de un proceso de forma anticipada, siempre y cuan-
do se cumpla con la reparación del daño, es decir se le
da prioridad a la propiedad o al interés de esclarecer los
hechos.

b) El monto de la reparación del daño queda sujeta a la
negociación y satisfacción de las partes.

c) En caso de que la autoridad estime que las obligacio-
nes son desproporcionadas o que no hay desigualdad
entre las partes no se podrá aprobar dicho acuerdo. 

d) El imputado puede volver a solicitar un acuerdo re-
paratorio después de 2 años del cumplimiento de uno
anterior o después de 5 años del incumplimiento de al-
gún acuerdo anterior; y

e) Los imputados que hayan celebrado continuamente a
acuerdos reparatorios y estén sujetos a nuevo proceso,
no se les podrá admitir como medios de prueba los
acuerdos reparatorios anteriores para determinar la rein-
cidencia delictiva del imputado ante el juez de control,
en los términos del artículo 384 del Código Nacional de
Procedimientos Penales (CNPP).

Como se ha mencionado con anterioridad, los acuerdos no
proceden cuando se haya celebrado salidas alternativas o
acuerdos reparatorio por delito dolosos y no haya transcu-
rrido más de 2 años desde su cumplimiento o cuando haya
pasado 5 años desde dicho incumplimiento (Artículo 192,
fracción III, del Código Nacional de Procedimientos Pena-
les).

Al proceder los acuerdos reparatorios, se otorga la suspen-
sión condicional del proceso, la cual consiste en una pro-
puesta que pueden presentar el Ministerio Público o el im-
putado y que va dirigida a resolver sobre el pago de la
reparación del daño y a establecer una serie de medidas que
protejan los derechos de la víctima, y en caso de que el im-
putado cumpla con la propuesta, entonces se extinguiría la
acción penal, lo que incluye las etapas de principio de
oportunidad, acuerdo reparatorio y el perdón condicional
de la pena.

La propuesta del nuevo sistema procesal pretende proteger
de mejor manera los derechos y las garantías de todos los

implicados, reforzando medidas a los procesados al garan-
tizarles la calidad de las resoluciones de los juzgadores y la
velocidad en la substanciación, sin embargo esto ha dejado
mucho que desear, pues datos de la Procuraduría General
del República (PGR) indican que existen más de 83 mil
carpetas de investigación abiertas bajo el nuevo sistema pe-
nal por delitos y menos de mil casos se han resuelto a tra-
vés de la mediación y mecanismos alternativos. 

Si bien el sistema privilegia los derechos humanos y la pre-
sunción de inocencia del probable responsable con la in-
tención de no castigar a nadie sino hasta que se demuestre
que es culpable, los medios alternativos aún no se perciben
como una solución real ante los ciudadanos como un me-
canismo de solución para los delitos cometidos. Los acuer-
dos reparatorios, las salidas alternas y las suspensiones
condicionales del proceso se encuentran relacionadas por
el mismo procedimiento que se regula en la Ley Nacional
de Mecanismos Alternos de Solución de Controversia en
Materia Penal.

En este sentido, algunas disposiciones permiten que los im-
putados en muchas ocasiones reincidan en los delitos, co-
mo por ejemplo la opción que se tiene de acudir nueva-
mente a un acuerdo reparatorio después de haber cumplido
uno anteriormente en un lapso de 2 años o 5 años sino se
ha cumplido, lo que genera que se pueda acudir a acuerdos
reparatorios de manera reiterativa y que los imputados pue-
dan realizar actos o delitos mientras se encuentran fuera del
proceso. De la misma forma el CNPP no permite que ante
la ausencia de un proceso que este siguiendo el imputado,
se pueda presentar como una prueba ante el mismo proce-
so los acuerdos reparatorios celebrados con anterioridad
pues el juez de control solo está facultado para aclarar los
hechos del presunto delito. No obstante lo anterior, el ar-
tículo 155 del CNPP establece que el juez de control al im-
poner una o varias de las medidas cautelares previstas en el
propio Código, deberá tomar en consideración los argu-
mentos que las partes ofrezcan o la justifiquen que el Mi-
nisterio Público realice.

Por su parte el artículo 43 de la Ley Nacional de Mecanis-
mos Alternos de Solución de Controversia en Materia Pe-
nal establece que los órganos contarán con una base de da-
tos nacional con la información que contendrá el número
de asuntos que ingresaron, el estatus en que se encuentran
y su resultado final, establece que los Poderes Judiciales
deberán reportar la información correspondiente a las pro-
curadurías o fiscalías de la Federación o de las Entidades
Federativas; los reportes de la base de datos nacional ser-
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virán para verificar si alguno de los Intervinientes ha parti-
cipado en Mecanismos Alternativos, si ha celebrado Acuer-
dos y si los ha incumplido.

Por lo que la presente Iniciativa propone en primer lugar
crear un mecanismo de coordinación y fortalecimiento de
la acuerdos reparatorios establecidos en el CNPP y la base
de datos a la que se refiere la Ley Nacional de Mecanismos
Alternos de Solución de Controversia en Materia Penal,
para que el juez de control al establecer las medidas caute-
lares tome en consideración de igual forma los reportes de
las bases de datos a las que se refiere el último párrafo del
artículo 43 de la Ley Nacional de Mecanismos Alternos de
Solución de Controversia en Materia Penal, con ello prote-
geremos de mejor manera los derechos y las garantías de
las víctimas que se sujetan a un acuerdo reparatorio. 

También proponemos realizar una modificación al Código
Nacional de Procedimientos Penales para modificar los
plazos de cumplimiento e incumplimiento de los acuerdos
reparatorios y establecer que la reincidencia en los delitos
patrimoniales y dolosos será causa para la no procedencia
de un nuevo acuerdo reparatorio.

Ahora bien, es importante señalar que los acuerdos repara-
torios están íntimamente ligados con delitos en cuyos su-
puestos se encuentra la portación de un arma con la finali-
dad de cometer el delito de manera violenta, lo anterior se
refuerza con los datos de la Encuesta Nacional de Victimi-
zación y Percepción sobre Seguridad Pública 2016 donde
se menciona que el 45 por ciento de los poco más de 17 mi-
llones de delitos cometidos en 2015 se realizaron con ar-
mas y el 30 por ciento se realizó con las portación de armas
de fuego.

Ante este panorama los jueces se ven poco posibilitados
para otorgar la prisión preventiva a petición del Ministerio
Público, al no existir en el derecho positivo mexicano el
concepto explícito de “arma” no obstante lo anterior, el Có-
digo Penal Federal establece una definición implícita en su
artículo 160 que menciona que a quién porte, fabrique, im-
porte o acopie sin un fin lícito instrumentos que sólo pue-
dan ser utilizados para agredir y que no tengan aplicación
en actividades laborales o recreativas, se le impondrá pri-
sión de tres meses a tres años o de 180 a 360 días multa y
decomiso. La peligrosidad y la relevancia de establecer el
concepto de arma se refuerza con la controversia de tesis
1005578 200, Primera sala novena época, Apéndice 1917.
2011tomo III. Penal primera parte –SCJN  sección- sustan-
tivo, pág. 185. 

Portación de arma prohibida. Para verificar la configura-
ción de ese delito debe entenderse las circunstancias y a los
hechos que revelen la finalidad del sujeto activo, indepen-
diente de la naturaleza del instrumento que se porte (legis-
lación de los estados de Querétaro y Morelos).

Esta escrito acatamiento el principio al principio de exacta
aplicación de la ley penal contenido en el tercero párrafo
del artículo 14 de la constitución política de los estados
unidos mexicanos, se advierte que los artículos 219 y 245
de los códigos penales para los estados de Querétaro y Mo-
relos, respectivamente, al prever, entre otros, el delito de
portación de armas prohibidas contiene los mismos ele-
mentos del tipo penal en tanto que ambos sancionan “a
quien porte, fabrique, importe o acopie sin un fin ilíci-
to instrumentos  que solo pueden ser utilizados para
agredir y que no tengan aplicación en actividades labo-
rales o recreativas”.

Así, la descripción típica exige un elemento subjetivo es-
pecifico consiste en que la conducta se realice “sin un fin
licito”, de ahí que para determinar cuándo un instrumento
solo puede utilizarse para agredir debe entenderse a la fi-
nalidad ilícita de quien lo aporta , es decir , a la intención
de usarlo para agredir . Este tenor, se concluye que para la
intención de portación de armas prohibidas debe atenderse
a los hechos y a las circunstancias de lugar tiempo, modo y
ocasión que revelen  la finalidad del sujeto activo, inde-
pendiente de la naturaleza objetiva y funcional de mencio-
nado instrumento. Lo anterior es así, porque cuando el tipo
penal señala que los instrumentos no tengan aplicación en
actividades laborales o recreativas, se refiere a la forma en
que se utilizan y no a la materia y al objeto con que fueron
creados, pues independiente de sus características y de que
hayan sido hechos para una actividad laboral o relevante la
aplicación que el sujeto activo del delito les dé. Lo cual ha
de desprenderse de las circunstancias y de los hechos que
rodean la conducta desplegada.

Por lo que es necesario establecer una definición de “ar-
mas” explícito pues el artículo 167 del Código Nacional de
Procedimientos Penales establece la prisión preventiva ofi-
ciosa para los delitos cometidos con medios violentos co-
mo armas, no obstante lo anterior, la ausencia de esta defi-
nición no permite a los jueces de control otorgar la prisión
preventiva a solicitud del Ministerio público en todos los
casos al existir el vacío legal del concepto mencionado.

Por otra parte al no contemplarse dentro del catálogo de de-
litos que ameriten prisión preventiva oficiosa, la portación,
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acopio o introducción de “armas de fuego” al territorio na-
cional se vulnera la estabilidad y la seguridad de la comu-
nidad que debe proteger el Estado, tal y como lo establece
el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales. Aunque la simple portación no parezca grave a pri-
mera vista, la realidad es que quienes las poseen de mane-
ra ilegal son, casi en su mayoría, personas cuya finalidad es
delinquir pues los ciudadanos optan por estrategias diver-
sas a la posesión o portación de armas para proteger su pa-
trimonio como son las inversiones en equipos de seguridad
como las cámaras de video por lo que los delitos estableci-
dos en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos de-
ben considerarse como un peligro para la comunidad y
ameritar la prisión preventiva para proteger la seguridad de
los ciudadanos y de la comunidad en sí misma.

En este sentido, se propone realizar una reforma al artícu-
lo 160 del Código Penal Federal para establecer el concep-
to explícito de arma y reformar el artículo 8 de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego para establecer la prisión
preventiva oficiosa en materia de portación, acopio e intro-
ducción clandestina de armas de fuego al territorio nacio-
nal, que se señala en los artículos 83, 83 bis, 83 ter, 84 y 84
bis, de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos.
Con el establecimiento de que dichos delitos son de alta pe-
ligrosidad y debe protegerse a la comunidad en los térmi-
nos establecidos por el artículo 167 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, el Ministerio Público podrá soli-
citar al Juez la prisión preventiva en materia de los delitos
mencionados. 

Por otra parte, uno de los delitos que lesiona de manera di-
recta y constante a los ciudadanos es el robo a casa habita-
ción, pues es un delito contra el patrimonio, el cual consis-
te en el apoderamiento de bienes ajenos, con intención de
lucrar, empleando para ello fuerza en las cosas o bien vio-
lencia o intimidación en la persona. Es de mencionar que
ante la usencia de la medida cautelar de la presión preven-
tiva oficiosa, el delito de robo a casa habitación acude a
otras medidas cautelares, entendiendo como éstas a las
obligaciones que el imputado (persona a la cual se le sigue
una investigación o un proceso penal, por un determinado
hecho) deberá cumplir a fin de asegurar que no se sustrae-
rá a la acción de la justicia, no se obstaculizará el proceso
y no se pondrá en riesgo a la víctima. 

Las medidas cautelares se imponen mediante resolución
judicial, previa audiencia, el Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, en su artículo 155 establece como medi-

das cautelares diferentes a la prisión preventiva oficiosa las
siguientes: la exhibición de una garantía económica; el em-
bargo de bienes; la inmovilización de cuentas y demás va-
lores que se encuentren dentro del sistema financiero; la
prohibición de salir sin autorización del país, de la locali-
dad en la cual reside o del ámbito territorial que fije el juez;
el sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o
institución determinada o internamiento a institución de-
terminada; la prohibición de concurrir a determinadas reu-
niones o acercarse o ciertos lugares; la prohibición de con-
vivir, acercarse o comunicarse con determinadas personas,
con las víctimas u ofendidos o testigos, siempre que no se
afecte el derecho de defensa; la separación inmediata del
domicilio; la suspensión temporal en el ejercicio del cargo
cuando se le atribuye un delito cometido por servidores pú-
blicos; la suspensión temporal en el ejercicio de una deter-
minada actividad profesional o laboral; la colocación de lo-
calizadores electrónicos y; el resguardo en su propio
domicilio con las modalidades que el juez disponga.

Por su parte, el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, establece que el Ministerio
Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva
cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para
garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima,
de los testigos o de la comunidad así como cuando el im-
putado esté siendo procesado o haya sido sentenciado pre-
viamente por la comisión de un delito doloso. La prisión
preventiva se aplicará como medida cautelar de manera
oficiosa en los casos de delincuencia organizada, homici-
dio doloso, violación, delitos con armas y explosivos así
como delitos graves que determinen la ley en contra de la
seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personali-
dad y de la salud.

En este sentido, debemos recordar que en el devenir histó-
rico de la humanidad, el Derecho siempre ha buscado nor-
mar y proteger no solo la propiedad de las personas, sino
toda la universalidad de bienes, derechos y obligaciones
que integran los pasivos y los activos jurídicos, que permi-
tan el libre desarrollo de la personalidad tal y como lo es-
tablece la Constitución; no obstante, como lo menciona
Amuchategui (2005) lamentablemente cuando las conduc-
tas antisociales, como el robo a casa habitación van en au-
mento como en la sociedad mexicana, la reacción del Esta-
do ante la presencia de tales conductas y a través del
Derecho Penal, debe ser el considerar agravar la punibili-
dad de la conducta.2
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De acuerdo con el Semáforo delictivo3 el robo a casa habi-
tación se mantiene en rojo en la mayoría de las Entidades
Federativas, de 2014 a 2016 se han reportado más de 270
mil incidentes de robo a casa habitación, y en lo que va de
2017 se han reportado 56,355 incidentes es decir, un 3 por
ciento más de con respecto a lo reportado en 2016. 

Sin embargo, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Vic-
timización y percepción de la Seguridad  20174 elaborada
por el Inegi, se menciona que durante 2016 se perpetraron
poco más de dos millones de delitos de robo a casa habita-
ción independientemente de si estos fueron o no denuncia-
dos ante el Ministerio Público. De la misma forma la En-
cuesta revela que el costo total de la inseguridad y el delito
a los hogares representó en 2016 el 1.1 por ciento del PIB
o 229 mil millones de pesos, lo que quiere decir que cada
persona perdió 5,647 pesos por las afectaciones en la inse-
guridad. Asimismo, las medidas preventivas (como son co-
locación de cerraduras y candados, cambio de puertas o
ventanas o colocación de rejas o bardas) representaron un
gastos estimado para los hogares de más de 82 mil millo-
nes de pesos. 

Por lo tanto, el robo a casa habitación al ser uno de los de-
litos que más lesionan el bienestar y patrimonio de la fa-
milias mexicanas, Entidades Federativas como Baja Cali-
fornia, San Luis Potosí, Sonora y Querétaro han impulsado
medidas para que el delito de robo a casa habitación ame-
rite la prisión preventiva oficiosa, lo cual consideramos
una propuesta acertada en beneficio de la sociedad.

Debido a que los delitos contra la propiedad, como el robo
a casa habitación suelen ser los más comunes, se han des-
arrollado diversas estrategias y técnicas para disminuir su
incidencia, las cuales pueden estar agrupadas como estra-
tegias de prevención situacional, estrategias de control po-
licial y judicial, estrategias de prevención social, y estrate-

gias de reducción de mercados (Valdivia&Vargas: 2006).5

En lo que se refiere a las estrategias de control policial se
destaca las acciones que tengan un sentido retributivo y las
medidas que tengan efectos disuasivos del delito. Por lo
que se propone establecer este delito dentro de la lista de
los delitos de prisión preventiva oficiosa para que los pre-
suntos delincuentes no tengan alternativas para cometerlos
de forma reiterada, ello a través de la reforma del artículo
167 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Con la presentación de ésta serie de modificaciones dota-
remos al sistema de justicia penal con mayores herramien-
tas para el combate y la disminución de los delitos más co-
munes pero que también afectan de manera directa y
reiterativa a la sociedad mexicana. 

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 156 recorriéndose los subsecuentes; se adiciona un
cuarto y quinto párrafo y las fracciones I, II y III reco-
rriéndose los subsecuentes al artículo 167 y se Reforman el
segundo párrafo del artículo 187 y la fracción III del ar-
tículo 192, todos ellos del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 156. …

El Juez de control, al imponer una o varias de las medidas
cautelares previstas en este Código, deberá tomar en consi-
deración los argumentos que las partes ofrezcan o la justi-
ficación que el Ministerio Público realice, aplicando el cri-
terio de mínima intervención según las circunstancias
particulares de cada persona, en términos de lo dispuesto
en el artículo 19 de la Constitución.

También deberá tomar en consideración los reportes de
las bases de datos a las que se refiere el último párrafo
del artículo 43 de la Ley Nacional de Mecanismos Al-
ternativos de Solución de Controversias en Materia Pe-
nal.

…

…
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Artículo 167. …

…

…

…

Se entenderá por armas los instrumentos que sólo pue-
dan ser utilizados para agredir y que no tengan aplica-
ción en actividades laborales o recreativas. 

Son delitos que importan un peligro relevante para la
víctima y la comunidad:

I. El robo cometido con violencia, o en el que esta se
haya ejercido para darse a la fuga o defender lo ro-
bado.

II. El robo cometido en lugar habitado o destinado a
habitación, ya sea fijo o móvil.

III. La portación, acopio, posesión e introducción de
armas a territorio nacional, tipificados en los artícu-
los 83, 83, 83 Bis, 83 Ter, 84 y 84 Bis de la Ley Fede-
ral de Armas de Fuego y Explosivos. 

…

…

…

I. a XI. …

…

Artículo 187. …

…

I….

II. …

III. …

No procederán los acuerdos reparatorios en los casos en
que el imputado haya celebrado anteriormente otros
acuerdos por hechos que correspondan a los mismos de-

litos dolosos, culposos o patrimoniales, tampoco pro-
cederán cuando se trate de delitos de violencia familiar
o sus equivalentes en las Entidades federativas. 

…

Artículo 192. …

…

I. …

II. …

III. Que hayan transcurrido cuatro años desde el cum-
plimiento o siete años desde el incumplimiento, de una
suspensión condicional anterior, en su caso. 

…

…

…

…

Artículo Segundo.- Se Reforma el artículo 160 del Códi-
go Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 160. A quien porte, fabrique, importe o acopie
sin un fin lícito armas, se le impondrá prisión de tres
meses a tres años o de 180 a 360 días multa y decomiso.

Se entenderá por armas los instrumentos que sólo pue-
dan ser utilizados para agredir y que no tengan aplica-
ción en actividades laborales o recreativas.

Los servidores públicos podrán portar las armas nece-
sarias para el ejercicio de su cargo, sujetándose a la re-
glamentación de las leyes respectivas. 

Estos delitos, cuyo conocimiento compete al fuero co-
mún, se sancionarán sin perjuicio de lo previsto por la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, de apli-
cación federal en lo que conciernen a estos objetos. 

Artículo Tercero. Se Adiciona un párrafo segundo al ar-
tículo 8 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos, para quedar como sigue:
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Artículo 8o. …

Para efectos del artículo 19 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los delitos de porta-
ción, acopio e introducción clandestina de armas de
fuego al territorio nacional, señalados en los artículos
83, 83 Bis, 83 Ter, 84 y 84 Bis, se considerarán un peli-
gro para la sociedad. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas

1 Moreno Melo Manuel, Principios Constitucionales de Derecho Pe-
nal, Ubijus, México, 2015.

2 Amuchategui Requena, Griselda I. (2005). Parte Segunda. Sección 6.
Capítulo 26. En Derecho Penal. México: Editorial Oxford. Pp.: 445
–473.

3 Disponible en 

http://www.semaforo.com.mx/Semaforo/Ultimos5Anios

4 Disponible en 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/proyectos/enchogares/re-
gulares/envipe/2017/doc/envipe2017_presentacion_nacional.pdf

5 Valdivia, Rivas C. & Vargas, Otte G. (2006). Estrategias de Interven-
ción en el Mercado de bienes robados, Fundación Paz Ciudadana, Chi-
le. Disponible en 

http://www.pazciudadana.cl/wp-content/uploads/2013/07/2006-07-
03_Estrategias-de-intervenciÃ³n-en-el-mercado-de-bienes-roba-
dos.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tados: José Erandi Bermúdez Méndez, Alejandra Gutiérrez Campos,
René Mandujano Tinajero, Karina Padilla Ávila, Alejandra Noemí
Reynoso Sánchez, Miguel Ángel Salim Alle, Francisco Ricardo Shef-
field Padilla, María Olimpia Zapata Padilla y Ariel Enrique Corona
Rodríguez (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de De-
fensa Nacional, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que reforma el artículo 55 del Código Nacional
de Procedimientos Penales, a cargo del diputado José Her-
nán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, en mi calidad de
diputado federal, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXIII Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, presento a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona un úl-
timo párrafo al artículo 55 del Código Nacional de Proce-
dimientos Penales.

Exposición de motivos

Posteriormente a la entrada en vigor del nuevo sistema de
justicia penal, los mexicanos hemos atestiguado por virtud de
las crónicas y reportajes que los medios de comunicación han
publicado o difundido, varios procesos de ex gobernadores,
alcaldes y otros servidores públicos que durante sus gestiones
presunta pero muy presumiblemente cometieron diversos de-
litos como robo, peculado, enriquecimiento ilícito, uso inde-
bido de atribuciones, y otros tipos penales en materia de co-
rrupción cometidos por servidores públicos de los tres
órdenes de gobierno y sus distintos poderes.

Desafortunadamente las audiencias celebradas en esos pro-
cesos, que vaya que son del interés no sólo público, sino de
las procuradurías y ministerios públicos encargados de per-
seguir los delitos que afectan cotidianamente a los mexica-
nos, quienes son víctimas de gobernantes sin escrúpulos ni
límite que deshonran la confianza depositada en ellos por
los ciudadanos en las urnas, no pueden verse ni escucharse
de manera directa como sucede con las sesiones del pleno
y las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que
revisten evidentemente una importancia de alcance nacio-
nal por tratarse del máximo órgano jurisdiccional de la Re-
pública.

Sin embargo, y en la misma inteligencia de lo establecido
por el primer, quinto y sexto párrafos del artículo 134 cons-
titucional, el hecho de que los ciudadanos puedan conocer
los delitos que se le imputan a esos servidores públicos re-
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feridos en dicho artículo y que no cumplieron con los prin-
cipios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia,
honradez, imparcialidad y equidad para satisfacer los obje-
tivos a los que estén destinados los recursos públicos que
les fueron conferidos, permitirá paliar y dar sosiego a la ra-
bia y la frustración de los ciudadanos sienten y padecen
cuando cada semana se enteran de un nuevo servidor pú-
blico que fue capturado, extraditado, imputado o senten-
ciado por haber faltado a la Constitución, las leyes y la éti-
ca que los servidores públicos deben ostentar al
desempeñar el cargo que se les confiere.

Y muchas veces eso sucede cuando, por ejemplo, durante
sus administraciones tuvieron que aguantar la publicidad
gubernamental no regulada con la que dichos servidores
públicos o sus jefes se dedicaron a presumir las acciones de
sus gobiernos que sólo serán recordados por el dinero ro-
bado y los delitos cometidos en contra de la comunidad,
faltando a lo señalado por los últimos párrafos del propio
artículo 134.

En congruencia con lo anterior, y para efecto de que la ciu-
dadanía conozca de la gravedad de las responsabilidades que
se le imputan a los servidores públicos sujetos a proceso y
pueda enterarse de lo acontecido en las audiencias celebradas
en los procesos penales de los servidores que por virtud de
haber recibido su voto, ya sea para ellos o para sus jefes, pu-
dieron tener a mano recursos públicos producto de los im-
puestos que con su esfuerzo pagan sólo algunos mexicanos y
que en vez de utilizarse en los gastos para los que fueron pre-
supuestados fueron mal utilizados o de plano robados por
esos malos servidores públicos en juicio, es necesario hacer
una excepción a la imposibilidad de transmitir las audiencias,
hoy señalada en el CNPP para los medios de comunicación,
para permitir que la autoridad jurisdiccional autorice la trans-
misión en estos casos y otros que considere importantes para
el conocimiento de la ciudadanía.

De igual manera, la transmisión de los juicios servirá para
aportar una mayor difusión y conocimiento de las actua-
ciones judiciales en el marco del nuevo sistema penal acu-
satorio que contribuya a convencer a los litigantes y al pú-
blico en general de la conveniencia y viabilidad del juicio
adversarial, que desafortunadamente enfrenta reticencia o
incluso rechazo de algunos actores que no conocen a fon-
do la importancia del cambio cultural que la reforma cons-
titucional de 2008 ha generado. 

Y para evitar problemas de primicias o notas exclusivas, la
autoridad jurisdiccional podrá disponer que sea el Canal

Judicial el que, así como transmite las sesiones del pleno
de la SCJN, transmita las audiencias de trascendencia na-
cional relativas a los procesos establecidos en contra de los
servidores públicos imputados por corrupción en sus dis-
tintas modalidades o en otros casos de delitos de trascen-
dencia o relevancia para la opinión pública, pero para efec-
tos de proteger la identidad de los comparecientes, testigos,
abogados y especialmente de las víctimas, así como de los
imputados para efecto de no comprometer las actuaciones
de los fiscales ni su propia integridad, deberá ser transmi-
tido en vivo sólo el audio o sonido de las audiencias. De
igual manera, si existe la necesidad por el tipo de juicio o
la calidad protegida de testigos o alguna otra razón que
considere el juzgador, se deberá elaborar una versión testa-
da de la grabación para que pueda ser reproducida poste-
riormente, a petición de parte.

Por las consideraciones fundadas y expuestas, someto a la
consideración de esta honorable Asamblea el siguiente:

Proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 55
del Código Nacional de Procedimientos Penales, a car-
go del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional

Artículo Único. Se reforma el artículo 55 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 55. Restricciones de acceso a las audiencias.

El órgano jurisdiccional podrá, por razones de orden o se-
guridad en el desarrollo de la audiencia, prohibir el ingre-
so a:

I. Personas armadas, salvo que cumplan funciones de
vigilancia o custodia;

II. Personas que porten distintivos gremiales o partida-
rios;

III. Personas que porten objetos peligrosos o prohibidos o
que no observen las disposiciones que se establezcan, o

IV. Cualquier otra que el órgano jurisdiccional conside-
re como inapropiada para el orden o seguridad en el de-
sarrollo de la audiencia.

El órgano jurisdiccional podrá limitar el ingreso del públi-
co a una cantidad determinada de personas, según la capa-
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cidad de la sala de audiencia, así como de conformidad con
las disposiciones aplicables.

Los periodistas, o los medios de comunicación acreditados,
deberán informar de su presencia al órgano jurisdiccional
con el objeto de ubicarlos en un lugar adecuado para tal fin
y deberán abstenerse de grabar y transmitir por cualquier
medio la audiencia.

Las audiencias solamente podrán ser transmitidas para
su difusión pública por el órgano jurisdiccional cuando
así lo permita, en términos de la normatividad que ex-
pidan los poderes judiciales correspondientes, debiendo
salvaguardar en todo momento la seguridad de las víc-
timas, los testigos y los datos personales.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Poder Judicial de la Federación y los de las
entidades federativas deberán elaborar los lineamientos y
asignar los recursos correspondientes a las unidades admi-
nistrativas procedentes para estar en posibilidad de cumplir
con lo establecido en el presente Decreto, en un plazo de
180 días a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to.

Respetuosamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 5 de di-
ciembre del 2017.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbri-
ca).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 11 y 19 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Social, a cargo del diputado Alex Le
Baron González, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, el diputado Alex Le Baron González, de la
LXIII Legislatura al honorable Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario

Institucional, con fundamento en lo establecido por los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y
demás relativos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 11 y 19 de la Ley General de Desarrollo Social, al
tenor de lo siguiente: 

Exposición de motivos

1. Antecedentes

El desarrollo social es un proceso de promoción del bien-
estar de las personas en conjunción con un proceso diná-
mico de desarrollo económico. El desarrollo social es un
proceso que, en el transcurso del tiempo, conduce al mejo-
ramiento de las condiciones de vida de toda la población en
diferentes ámbitos, entre otros: salud, educación, nutrición,
vivienda, vulnerabilidad, seguridad social, empleo, sala-
rios, principalmente. Implica también la reducción de la
pobreza y la desigualdad en el ingreso. En este proceso, es
decisivo el papel del Estado como promotor y coordinador
del mismo, con la activa participación de actores sociales,
públicos y privados.

Para algunos autores, el desarrollo social debe conducir a
igualar las condiciones de bienestar prevalecientes en las
sociedades industrializadas. Si bien actualmente se acepta
que el desarrollo social debe adecuarse a las condiciones
económicas y sociales particulares de cada país, existen es-
tándares internacionales que se consideran “metas sociales
deseables”. La Organización de las Naciones Unidas
(ONU) y sus diferentes organismos asociados son el refe-
rente principal en esta materia.

Así también, es importante mencionar que el desarrollo
puede concebirse como un proceso de expansión de las li-
bertades reales de que disfrutan los seres humanos. Esta in-
terpretación del desarrollo, ha llevado a otorgar una impor-
tancia fundamental al concepto de desarrollo humano,
como un proceso paralelo y complementario al desarrollo
social. Así pues, el desarrollo humano se refiere a la crea-
ción de un entorno en el que las personas pueden desplegar
su pleno potencial y tener una vida productiva y creativa,
de acuerdo a sus intereses y necesidades.

Por otro lado, el enfoque de los derechos humanos se ha
constituido en un referente de las políticas sociales, en par-
ticular los derechos humanos también llamados de segun-
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da generación que se definen como “los derechos econó-
micos, sociales y culturales, debido a los cuales, el estado
de derecho pasa a una etapa superior, es decir, a un estado
social de derecho. Entre los derechos sociales encontra-
mos, entre otros, la seguridad social, el trabajo, la forma-
ción de sindicatos, la educación primaria y secundaria gra-
tuita, un nivel de vida que garantice la salud, la
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y
los servicios sociales necesarios. 

Como resultado de este enfoque, se encuentran las deman-
das que buscan que los derechos sociales se reconozcan en
las legislaciones, pero que además se establezcan mecanis-
mos que garanticen su cumplimiento y su control.

En México, la Constitución de 1917 incorporó un alto
componente social, principalmente a través de los artículos
3, 4, 25 y 123 constitucionales. Posteriormente, diversas
reformas han ampliado la protección social a nivel consti-
tucional. Actualmente, la discusión se centra sobre la for-
ma de garantizar el cumplimiento de dichos derechos.

En la mayoría de los países, el desarrollo social es una de
las funciones más importantes que todo gobierno, en sus
tres niveles (federal, estatal y municipal) debe atender, ya
que en teoría, se podría decir que constituye uno de los
principales objetivos que debería buscar cumplir cualquier
administración pública. En el caso de los países en vías de
desarrollo, esta función debería ser quizás de las priorita-
rias en la gestión gubernamental. 

El desarrollo social a nivel federal en México, está cargo de
la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), la cual a través
de una serie de programas intenta cumplir con esta función.
No obstante, las entidades federativas y los Municipios tam-
bién tienen deberes análogos en esta materia, de conformidad
con la propia Ley General de Desarrollo Social. 

El desarrollo social siempre ha formado parte de la agenda
nacional, ya que es uno de los retos de nuestro país en los
que toda la sociedad debe participar de forma permanente.

Se ha recorrido un largo camino en los 25 años desde la
creación de Sedesol, y ahora el desafío es seguir imple-
mentando acciones que fortalezcan la política social.

Las evaluaciones, indicadores y herramientas de informa-
ción contribuyen a tener una mejor planeación de las ac-
ciones de combate a la pobreza y al uso eficiente y respon-
sable de los recursos públicos.

Un país incluyente con desarrollo social depende de la co-
ordinación y colaboración entre los diferentes órdenes de
gobierno y la sociedad civil.

Una de las prioridades de la estrategia nacional es la inclu-
sión, la cual debe atender las carencias de la población más
vulnerable, sumando el trabajo y esfuerzo de todas las de-
pendencias, el gobierno de cada uno de los 32 estados y
municipios, ciudadanía, organizaciones sociales y hasta or-
ganismos internacionales en favor de generar más y mejo-
res oportunidades para todos los mexicanos.

2. Consideraciones

Actualmente en México, la Ley General de Desarrollo So-
cial es el ordenamiento legal de observancia general en to-
do el territorio nacional en materia de desarrollo social, que
entre otros, tiene como objeto garantizar el pleno ejercicio
de los derechos sociales consagrados en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, asegurando el
acceso de toda la población al desarrollo social.

Los programas de desarrollo social son las acciones afir-
mativas institucionales mediante las cuales el Estado a tra-
vés de sus tres niveles de gobierno (federación, entidades
federativas y municipios) implementa para hacer accesi-
bles los derechos sociales.

El Reglamento de la Ley General de Desarrollo Social, en
su artículo 7, prevé que para crear un nuevo programa de
desarrollo social, la dependencia o entidad responsable del
mismo, elaborará un diagnóstico acerca de su convenien-
cia, viabilidad y eficiencia, siguiendo los lineamientos que
determine la propia Sedesol.

De lo anterior se desprende, por un lado, que el desarrollo
le compete los tres niveles de gobierno, y que además, pa-
ra crear un programa nuevo, lo puede realizar cualquier
instancia de gobierno, de conformidad con los lineamien-
tos respectivos.

Ahora bien, a nivel federal, entre otros, podemos enunciar los
siguientes programas sociales que se encuentran vigentes:

* Seguro de Vida para Madres Jefas de Familia: Asegu-
ra a las mujeres jefas de familia de 12 a 68 años de edad
que se encuentren en estado de pobreza y no tengan ser-
vicios de seguridad social para que, en caso de fallecer,
sus hijas e hijos puedan iniciar o continuar sus estudios.
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* Programas 3x1 para Migrantes: Apoya las iniciativas
de los migrantes para realizar proyectos de infraestruc-
tura social o servicios comunitarios, así como proyectos
productivos comunitarios, familiares o individuales que
contribuyan al desarrollo de sus comunidades de origen,
mediante la aportación de los gobiernos federal, estatal
y municipal, así como de los clubes u organizaciones de
migrantes radicados en el extranjero.

* Programa para el Desarrollo de Zonas Prioritarias: Pa-
ra realizar obras y acciones que mejoren la vivienda y de
infraestructura social comunitaria que beneficien los te-
rritorios con mayor marginación rezago social del país.

* Programa Pensión para Adultos Mayores: Atiende a
nivel nacional a las personas adultas mayores de 65 años
en adelante, otorgando apoyos económicos y de protec-
ción social.

* Programa de Empleo Temporal: Contribuir a la pro-
tección del bienestar socioeconómico de la población
afectada por situaciones adversas que afectan su patri-
monio o disminuyen sus ingresos, mediante apoyos
otorgados por su participación en proyectos o acciones
de beneficio social o comunitario.

* Programa de Apoyo a las Instancias de Mujeres en las
Entidades Federativas, para Implementar y Ejecutar
Programas de Prevención de la Violencia Contra las
Mujeres: Contribuye a prevenir y atender la violencia
contra las mujeres, mediante el apoyo de proyectos pre-
sentados por las Instancias de Mujeres en las Entidades
Federativas (IMEF), con la cooperación de instancias
públicas, así como de la sociedad.

De lo anterior, podemos advertir que existen programas so-
ciales que están dirigidos para un solo género de la socie-
dad, es decir, solamente para mujeres u hombres, y no en
igualdad de condiciones.

El derecho humano a la igualdad entre el varón y la mujer
establece una prohibición para el legislador y para las au-
toridades de discriminar por razón de género; esto es, fren-
te a la ley deben ser tratados por igual, es decir, se busca
garantizar la igualdad de oportunidades para que el hombre
y la mujer intervenga activamente en la vida social, econó-
mica, política y jurídica del país, sin distinción alguna por
causa de su sexo, dada su calidad de persona, compren-
diendo la igualdad entre ambos en el ejercicio de sus dere-
chos y en el cumplimiento de responsabilidades. En ese

sentido, la pretensión de realizar un tratamiento en un pla-
no de igualdad, estuvo precedida por el trato discriminato-
rio que se otorgaba, que impedían participar activamente
en las dimensiones anotadas y asumir, tareas de responsa-
bilidad social pública. 

El artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y desde la perspectiva convencional del
sistema universal, comprende los artículos 1 y 2 de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, así como 2,
3 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos, y desde el sistema convencional interamericano des-
tacan el preámbulo y el artículo II de la Declaración Ame-
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como 1
y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos, consagran el derecho humano a la igualdad entre el
hombre y la mujer.

En esa inteligencia, creemos importante que todos los pro-
gramas sociales independientemente de la materia que se tra-
te, vayan dirigidos a ambos géneros, es decir, que en cuestio-
nes de empleo se beneficie igual a la mujer que al hombre,
entre otros, con el único objeto, de cumplimentar la principal
meta de los programas sociales, que es, la reducción de la po-
breza, particularmente de la pobreza extrema, dado que la po-
breza es un tema universal y no de género.

El mecanismo para lograr este objetivo, que es el reducir la
pobreza, ha sido el impulso del desarrollo humano a través
de la ampliación de las capacidades y de las oportunida-
des de los personas, y que mejor que otorgando un trato
igualitario. Al respecto, debemos resaltar, que el otorgar un
trato igualitario en programas sociales no es sinónimo de
que se tengan que aprobar más programas sociales, sino
simplemente que los programas que existen vayan dirigi-
dos para ambos géneros, porque por poner un ejemplo, así
como hay madres jefas de familias, también existen padres
jefes de familia.

En ese mismo sentido, la Sedesol firmó un acuerdo para
fortalecer la igualdad de trato y oportunidades tanto de mu-
jeres como hombres sin importar su condición, sexo o pre-
ferencia sexual, así como para la eliminación de todo tipo
de violencia basada en género.

Por tanto, las acciones que ha venido realizando todas las
áreas de la Sedesol y de sus entidades sectorizadas son:

* Considerar el principio de igualdad entre mujeres y
hombres como eje de todos los programas y acciones.

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  VII Diario de los Debates de la Cámara de Diputados1208



* Implementar acciones concretas para garantizar la
igualdad entre hombres y mujeres y evitar la violencia
basada en género o preferencia sexual.

* Promover en las reglas de operación de los programas
sociales la igualdad de trato entre hombres y mujeres
para acceder a ellos.

* Inculcar a beneficiarios de programas sociales la prác-
tica de la igualdad de género en sus hogares y la cultura
de igualdad de oportunidades a través de incentivos.

* Implementar un programa de institucionalización con
perspectiva de género con metas cuantificables.

* Promover la eliminación de violencia con motivo de
género entre el personal de sus instituciones y los bene-
ficiarios de programas a través de acciones de sensibili-
zación.

De esta forma, los beneficiarios de los programas sociales,
que son todos los mexicanos, tendrían en igualdad de opor-
tunidades, acceso a los diferentes programas que lleva a ca-
bo el Estado a través de sus tres niveles de gobierno en ma-
teria de desarrollo social.

Por tales motivos, se propone por una parte, prever expre-
samente que la Política Nacional de Desarrollo Social co-
mo política pública rector a nivel nacional en el que preci-
san los objetivos nacionales, estrategias y prioridades del
desarrollo integral y sustentable del país, se garantice el ac-
ceso a los programas de desarrollo social y la igualdad de
oportunidades para mujeres y hombres, y por otra parte,
que los programas que sean destinados al desarrollo social
y que sea prioritarios y de interés público, se prevea que en
todos los casos se beneficien tanto a mujeres como a hom-
bres, prohibiendo excluir a beneficiarios por cuestiones de
género.

La pobreza es un problema universal, por lo que incluyen-
do a todos los mexicanos, mujeres y hombres se contribu-
ye a tener una mejor planeación de las acciones de comba-
te a la pobreza y al uso eficiente y responsable de los
recursos públicos. No se puede obstaculizar a los benefi-
cios sociales a un sector de la población por cuestiones de
género.

El Estado, en sus políticas públicas, debe de tener a la
igualdad como horizonte, en aras de impulsar el desarrollo
humano de forma universal, es decir, en favor de todas y

todos los mexicanos. Las políticas públicas deben de forta-
lecer la igualdad de trato y oportunidades.

3. Contenido de la iniciativa 

La presente iniciativa tiene por objeto que los programas
sociales se entreguen a los beneficiarios garantizando el
derecho humano a la igualdad y no discriminación.

Para lo anterior, se propone modificar la fracción I del ar-
tículo 11 y adicionar un segundo párrafo al artículo 19, to-
dos de la Ley General de Desarrollo Social.

Con dicha reforma, se pretende que todos los programas
sociales que otorga el Estado a través de sus tres niveles de
gobierno, vayan dirigidos tanto a mujeres como a hombres,
prohibiendo de esta forma que existan programas que dis-
criminen a un sector de la sociedad por cuestiones de gé-
nero.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a consideración de esta honorable soberanía, el si-
guiente proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma por modificación la fracción I del ar-
tículo 11, y por adición de un segundo párrafo al artículo
19, todos de la Ley General de Desarrollo Social, para que-
dar como sigue:

Artículo 11. …

I. Propiciar las condiciones que aseguren el disfrute de
los derechos sociales, individuales o colectivos, garanti-
zando el acceso a los programas de desarrollo social y la
igualdad de oportunidades para mujeres y hombres,
así como la superación de la discriminación y la exclu-
sión social;

II. a IV. …

Artículo 19. …

I. a IX. …

En todos los programas de desarrollo social se debe-
rá beneficiar tanto a mujeres como a hombres. En
ningún caso se podrá excluir a beneficiarios por
cuestiones de género.
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Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Ejecutivo federal tendrá un plazo de un año, con-
tado a partir de su entrada en vigor, para armonizar su nor-
matividad conforme a lo establecido en el presente Decre-
to.

Tercero. Las legislaturas de los estados y la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal tendrán un plazo de un año, con-
tado a partir de su entrada en vigor, para armonizar su nor-
matividad conforme a lo establecido en el presente Decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el 5 de diciembre de
2017.— Diputado Alex Le Baron González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

DECRETO POR EL QUE SE DECLARA EL
PRIMERO DE JUNIO DE CADA AÑO, DÍA

NACIONAL DEL BALANCE TRABAJO-FAMILIA

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 1 de junio
Día Nacional del Balance Trabajo-Familia, suscrita por in-
tegrantes de diversos grupos parlamentarios

Los que suscribimos, diputadas y diputados federales inte-
grantes de todas las fracciones parlamentarias de la LXIII
Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, sometemos a la consideración de esta honorable
asamblea, iniciativa con proyecto de decreto por el que se
declara el primero de junio de cada año, “Día Nacional del
Balance Trabajo-Familia”, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La conciliación de la vida laboral y familiar es una de las
mayores dificultades que enfrentan las mujeres y los hom-
bres en México. La carga de responsabilidades laborales,
que en muchas ocasiones va más allá del horario de traba-

jo, así como la falta de una distribución equilibrada del tra-
bajo doméstico, genera consecuencias negativas para las
familias, ya que experimentan mayores dificultades para
proporcionar una atención adecuada a los menores, adultos
mayores y enfermos. 

La creciente incorporación de la mujer al mercado laboral
ha generado una transformación de los roles de género al
interior de las familias. Hoy podemos constatar que la
interacción entre la esfera laboral y familiar, ambas parte
fundamental para el desarrollo integral de la persona, ha
cambiado de manera dramática y decisiva. Existen hoy
grandes tensiones en un considerable número de familias,
así como en los centros laborales, asociadas a los cambios
en la organización del trabajo. 

Estas tensiones están generando consecuencias negativas
para quienes cuentan con responsabilidades familiares y
para las personas que requieren de cuidados (niños, niñas,
adultos mayores, discapacitados); pero también generan al-
tos costos para el crecimiento económico, el buen funcio-
namiento del mercado de trabajo y la productividad de las
empresas. 

Resulta ocioso enfrentar la exclusión social, la desigualdad
y la pobreza si no se aborda al mismo tiempo y con la mis-
ma energía la sobrecarga de trabajo de quienes son respon-
sables de una familia, especialmente las mujeres, y la falta
de oportunidades ocupacionales para estas personas. 

Por otra parte, prevalecen inercias o costumbres que privan
a los hombres de participar activamente de la crianza de
sus hijos y del cuidado de sus familiares, deteriorando sus
lazos afectivos y su desarrollo integral; en general, niños y
niñas no observan dentro del ámbito familiar la participa-
ción activa de los hombres en estas tareas.

Se requiere establecer un balance entre la vida laboral y la
vida familiar, así como la corresponsabilidad social en las
tareas de cuidado, involucrando a los padres, al estado, a la
empresa y a la sociedad. 

Un adecuado balance Trabajo-Familia debe alcanzar ma-
yores grados de equidad y de democratización de las tare-
as. Se trata de garantizar el derecho tanto a hombres como
mujeres a un trabajo remunerado sin tener que renunciar
por ello a una vida familiar. 

Hoy, más que nunca, se hace necesario promover políticas
y acciones de conciliación trabajo-familia, mantener el es-

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  VII Diario de los Debates de la Cámara de Diputados1210



tado actual de las cosas representa desaprovechar una im-
portante parte de la fuerza de trabajo, disminuir el rendi-
miento de las personas trabajadoras y mantener una menor
calidad de vida para individuos y familias. 

Para las empresas, las tensiones entre la vida familiar y la-
boral significan menores rendimientos por el limitado de-
sempeño de los individuos imputable al estrés, la insatis-
facción y la fatiga, expresados en la falta de compromiso,
ausentismo e inestabilidad. La rotación de personal incre-
menta los costos de especialización, de reclutamiento y de
inducción. 

Para la sociedad y el gobierno, el estrés laboral ocasiona
que el tiempo que los padres dedican a sus hijos sea cada
vez menor tanto en cantidad como en calidad, afectando la
integración familiar y deteriorando el tejido social. 

Para los individuos, la falta de balance entre trabajo y fa-
milia entraña múltiples consecuencias negativas. La dedi-
cación al cuidado familiar está asociada al agotamiento, la
dependencia y el deterioro de la salud tanto para quienes
reciben el cuidado como para quienes se encargan de él. . 

En países donde se han promovido prácticas o políticas de
conciliación de la vida familiar y laboral, se ha comproba-
do que existe mayor rendimiento y compromiso de las per-
sonas en su trabajo, atracción y retención de talentos, dis-
minución del índice de rotación al experimentar mayor
sentido de pertenencia, fomenta la lealtad y motivación ha-
cia el centro de trabajo, disminuyen los riesgos de trabajo
y los problemas psicosociales, elevando el nivel de satis-
facción personal de cada empleado y promoviendo así am-
bientes laborales positivos. 

Sin embargo, y pese a los esfuerzos de algunas empresas e
instituciones, las políticas de conciliación de la vida labo-
ral y familiar son prácticamente inexistentes en nuestro pa-
ís, de ahí la necesidad de iniciar un proceso de concienti-
zación sobre el tema, a efecto de posicionar en la agenda
social, empresarial y gubernamental el diseño e implemen-
tación de políticas que promuevan un adecuado balance en-
tre las responsabilidades laborales y familiares. 

En base a las anteriores consideraciones, la presente inicia-
tiva pretende incorporar en el calendario cívico el Día Na-
cional del Balance Trabajo-Familia como una acción afir-
mativa que busca concientizar y sensibilizar a la sociedad
en su conjunto respecto a este importante tema. 

Por lo expuesto y con el fundamento legal referido en el
proemio del presente documento, presento ante esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión decla-
ra el primero de junio de cada año “Día Nacional del Ba-
lance Trabajo-Familia”. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de
2017.—Diputados: Alejandra Noemí Reynoso Sánchez, Ana Guadalu-
pe Perea Santos, Andrés Fernández del Valle Laisequilla, Arturo San-
tana Alfaro, Edmundo Javier Bolaños Aguilar, Ernestina Godoy Ra-
mos, Jorge Carlos Ramírez Marín, Marco Antonio Aguilar Yunes,
María Ávila Serna, María Eugenia Ocampo Bedolla, Marko Antonio
Cortes Mendoza, Martha Hilda González Calderón, Verónica Delgadi-
llo García (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Alex Le Baron González, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Alex Le Baron González, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, integrante de la LXIII Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo establecido en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la con-
sideración de ésta soberanía la presente iniciativa, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
para la Alimentación y la Agricultura (FAO), en el mundo
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entre un cuarto y un tercio de alimentos producidos anual-
mente para consumo humano se pierde o se desperdicia;
esto equivale a mil 300 millones de toneladas de comida
suficientes para alimentar a 2 mil millones de personas. 

Así mismo, la FAO estima que de los 7 mil millones de
personas que hay en el mundo 870 millones sufren de des-
nutrición, a pesar de que la producción de alimentos supe-
ra por mucho la demanda. El estudio “Global Food Loses
and Food Waste” muestra que cada año, los consumidores
de países desarrollados desperdician 222 millones de tone-
ladas, una cantidad similar a la producción de alimento de
África Subsahariana (230 millones de toneladas).

Respecto a América Latina y el Caribe, la FAO señala que
el 6 por ciento de las pérdidas mundiales de alimentos se
dan en esta región, donde cada año se desperdicia alrede-
dor del 15 por ciento de sus alimentos disponibles, lo cual
resulta muy grave cuando 47 millones de sus habitantes vi-
ven con hambre. Las pérdidas ocurren en todos los eslabo-
nes de la cadena alimentaria: el 28 por ciento a nivel del
consumidor, el 28 por ciento a nivel de producción, el 17
por ciento en el mercado y distribución, el 22 por ciento
durante el manejo y almacenamiento y el 6 por ciento res-
tante a nivel de procesamiento.

La Asociación Mexicana de Bancos de Alimentos (AMBA)
señala que en el mundo mueren 10 millones de niños anual-
mente a causa de desnutrición, mientras que 1 de cada 4 me-
xicanos no tienen acceso a la canasta básica. El campo mexi-
cano produce al año 31.4 millones de toneladas de alimento,
sin embargo, 6.3 millones son desperdiciadas. Diariamente
en México se desperdician alrededor de 31 mil toneladas, una
cantidad inadmisible en un país de 50 millones de pobres.
AMBA señala que si en el país se lograran recuperar dos ter-
ceras partes de ese desperdicio (20 mil toneladas), no habría
pobreza alimentaria en el país. 

Según la FAO, en México el 40 por ciento de los cultivos
de tubérculos, frutas y verduras se pierden o desperdician,
junto con el 35 por ciento del pescado, el 30 por ciento de
los cereales y el 20 por ciento de las semillas oleaginosas,
carne y productos lácteos. Además, de acuerdo con el estu-
dio Línea Basal de Pérdidas y Mermas de Alimentos,
anualmente en el país se desperdicia el 57 por ciento de la
leche de vaca; 29 por ciento de las tortillas, 45 por ciento
del pan, 39 por ciento de la carne de pollo y 37 por ciento
de los huevos. La mayor parte se registra en centrales de
abasto, tiendas de autoservicio, restaurantes, hoteles, mer-
cados, así como en miles de hogares donde no se planifican

de manera correcta compras ni consumos, de acuerdo con
AMBA.

Las circunstancias internacionales han puesto más presión
para resolver el problema del desperdicio; según el AMBA,
en 2006 con el ingreso de una persona promedio se podían
comprar 48 kg de alimento al mes, en 2011 solamente 39
kilogramos debido principalmente al aumento de los pre-
cios de los alimentos en el mundo.

A decir del Consejo Nacional de Evaluación de la Política
de Desarrollo Social (Coneval), en México la carencia por
acceso a la alimentación pasó de 28.4 millones de personas
a 27.4 entre 2010 y 2012, sin embargo, en diciembre 2013
el Ranking Nacional de Nutrición Infantil (RANNI) infor-
mó que se registraron al menos 1.5 millones de niños en
desnutrición. 

Además de la privación de alimento que significa el des-
perdicio, esto conlleva otros problemas, por ejemplo, au-
menta los precios a los consumidores (vía reducción de la
oferta), genera un impacto negativo sobre el medio am-
biente y reduce los ingresos de los productores; a esto de-
bemos agregar que el costo de no terminar con este proble-
ma genera otros costos, por ejemplo, en sectores como el
de la productividad, la educación y evidentemente en el de
la salud. 

La erradicación del desperdicio de alimentos debe ser tra-
tada como un asunto prioritario en la agenda del gobierno.
Mucho se puede hacer al respecto; ya sea mediante inver-
siones en infraestructura o maquinaria, desarrollando la
eficiencia de los procesos y mejorando el marco normativo
y la sensibilización pública; sin embargo, para obtener re-
sultados rápidos, efectivos y sostenibles, considero que se
deben crear verdaderos incentivos para que al menos, en un
primer paso, las empresas conduzcan sus actividades y su
dinámica en la dirección correcta. 

Se deben instaurar mecanismos que generen una conducta
que evite el desperdicio alimenticio de manera directa; una
forma de hacerlo es proporcionando incentivos fiscales que
incidan en los planes de rentabilidad de las empresas y los
establecimientos que lucran con los alimentos. Si las em-
presas se sienten atraídas financieramente a donar los ali-
mentos que de otra forma serían desperdiciados, este pro-
blema se reduciría drásticamente. 

No se pretende abarcar aquí el proceso de distribución de
los donativos, ya que amerita otro estudio de otra naturale-
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za, basta decir que en nuestro país un millón 300 mil per-
sonas comen diariamente por el modelo de banco de ali-
mentos, y tan solo en 2011 se estima que 112 mil toneladas
de alimento fueron rescatadas por el AMBA, lo cual indica
que es un modelo que podría ser exitoso y adaptarse a la di-
námica de aprovechamiento de alimentos que estamos
planteando, a pesar de que el principal centro de distribu-
ción de alimentos del país sigue una lógica de centraliza-
ción que le resta eficiencia a muchas actividades, entre
ellas la distribución.

Por ello, la medida que se propone implementar tiene por
objeto detonar una serie de actividades tendientes al apro-
vechamiento y consumo de los alimentos que se desperdi-
cian en el país, y así disminuir por diversas vías la desnu-
trición, el hambre y por consiguiente la pobreza.

El beneficio potencial es un efecto directo en las vidas de
millones de personas y un paso más hacia un cambio de
mentalidad en el uso de los recursos para el consumo hu-
mano que pueda consolidarse como un modelo y una prác-
tica cotidiana. 

Por lo expuesto, sometemos a consideración de esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta

Único. Se adiciona un artículo 189 y un capítulo VII al Tí-
tulo VII de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y se reco-
rre el resto de los artículos y capítulos; quedando de la si-
guiente manera:

Título VII
De los Estímulos Fiscales

Capítulo IV
De la donación de alimentos expirados 

o desechados que aún son útiles para el consumo hu-
mano u otros aprovechamientos

Artículo 189. Con el propósito de combatir el desperdicio
de alimentos en el país, las empresas, los establecimientos,
los supermercados o cualquier persona moral que se dedi-
que a la compra venta de alimentos podrá deducir hasta el
10 por ciento del valor de los productos y mercancías que
entregue en donación y que de otra manera irían a la basu-
ra, siempre y cuando cumplan con lo siguiente:

I. Que los productos hayan sido desechados debido a
malformaciones propias del producto o del envase. 

II. Que los productos hayan sido desechados debido a la
cercanía con la fecha de caducidad.

III. Que los productos hayan sido desechados porque ya
han caducado o por cualquier otro motivo, pero que por
sus características aún pueden ser consumidos sin que
causen daño a la salud.

IV. Los residuos de alimentos de los restaurantes, cen-
tros comerciales, centrales de abastos o cualquier otro
establecimiento del ramo que aún pueden utilizarse pa-
ra consumo animal o composta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de 2017.— Dipu-
tado Alex Lebarón González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

«Iniciativa que reforma el artículo 79 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, a cargo del diputado Alex Le Baron
González, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito diputado, Alex Le Baron González, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a la consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa, al tenor de las siguientes:

Planteamiento del problema

En el desempeño de nuestras actividades como legislado-
res persiste la costumbre que al requerir algún tipo de in-
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formación a las dependencias de gobierno, organismos y
autoridades en general, éstas se tornan omisas en contestar
las comunicaciones que se necesitan para el mejor despa-
cho a nuestras funciones.

En la actualidad el acceso a la información que necesita el
Congreso en nuestro país muchas veces es más fácil obte-
nerla por una vía de las relaciones particulares que cada le-
gislador posea en la administración, que por la vía de una
verdadera obligación que corra de los funcionarios, a quie-
nes debería aplicarse incluso algún tipo de sanción por ne-
garse a colaborar con la máxima representación de la ciu-
dadanía. 

Es preciso que exista una correlación entre la facultad de
las Cámaras a ser informadas y el consiguiente deber del
gobierno de informar al parlamento, pues el tema de la in-
formación en nuestro derecho parlamentario ha sido poco
estudiado.

Exposición de motivos

La Constitución es la principal fuente del derecho parla-
mentario, ya que en ella se establecen los lineamientos de
organización y funcionamiento básicos del parlamento. La
fuente característica del derecho parlamentario son los re-
glamentos parlamentarios, los cuales son normas internas
autónomas de las Cámaras con su propias reglas de funcio-
namiento, pero siempre derivado de la Constitución y sub-
ordinado a ella.

En términos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, la soberanía reside esencial y originalmen-
te en el pueblo, quien ejerce su soberanía por medio de los
Poderes de la Unión.

La división de poderes constituye la base de la organiza-
ción política de las sociedades actuales, en este sentido, el
supremo poder de la federación se divide para su ejercicio
en tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

En el caso de nuestro Congreso mexicano, la legislación
parlamentaria que deriva de la Constitución, ha tenido un
desarrollo muy diverso; es así que no existe un ordena-
miento único que concrete las normas de organización y
funcionamiento del mismo.

El parlamento representa directamente al pueblo como au-
toridad suprema del estado como consecuencia de que nin-
gún órgano inferior o procedente de otro ramo de poderes

como el Ejecutivo, pueda interferir en las modalidades de
la formación de la voluntad del pueblo representado por el
parlamento.

El Poder Legislativo tiene la facultad de elaborar leyes que
rigen la vida social o de modificar las ya existentes de
acuerdo a las necesidades de los ciudadanos y la realidad
actual. En México el Poder Legislativo se deposita en un
Congreso General, que se divide en dos Cámaras, una de
diputados y otra de senadores.

El Poder Legislativo es sin duda una institución importan-
te y garante del Estado, tiene como facultades principales
la elaboración de las leyes, la aprobación de los ingresos y
gastos del Estado, el nombramiento o ratificación de cier-
tos funcionarios de los otros poderes, así como el control
del Poder Ejecutivo.

Como ya se ha señalado, el Poder Legislativo es el más im-
portante de todos los órganos del Estado, no sólo por la
trascendencia de sus funciones, sino por la dimensión que
representa. Así, mediante la división de poderes se instau-
ra un estado de derecho en donde la legalidad y legitimidad
son los principios rectores de la actividad gubernamental.

El Poder Legislativo mexicano ha sido objeto de importan-
tes modificaciones, entre las que destacan la creación de
reglamentos unicamerales de la Cámara de Diputados, no
obstante es necesario seguir avanzando en el perfecciona-
miento del marco normativo en general, sin dejar de lado
ninguna particularidad.

El proceso legislativo se encuentra dentro de las Cámaras,
forman parte del procedimiento parlamentario que se en-
cuentra regulado por el marco normativo de las mismas, el
cual garantiza el desarrollo de los trabajos de los legislado-
res y es formado autónomamente. Cada etapa de este pro-
ceso cumple con una función específica como la publicidad
y la integración de intereses, por lo que han pasado de ser
instrumentales a sustanciales.

Una de las fases del proceso legislativo es la proposición
con punto de acuerdo o exhorto, en la cual se solicita res-
petuosamente de una autoridad administrativa, en el ámbi-
to de colaboración entre poderes, la realización o cesación
en la ejecución de determinados actos; el cumplimiento
concreto de obligaciones, o en general, la ejecución o sus-
pensión de ciertas acciones, en beneficio de una comuni-
dad, grupo, partido o colectividad y cuyos efectos sean de
interés general.
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En este sentido la figura del exhorto reviste importancia al
ser considerado como instrumento que permite exteriorizar
asuntos políticos, culturales, económicos o sociales que
afectan a una comunidad o a un grupo particular no solo en
México, sino en diversos países de Latinoamérica.

Por consecuencia, es preciso contar con parlamentos que
den curso a una verdadera representación popular e instau-
rar métodos y procedimientos para ver materializadas sus
demandas y necesidades, donde el punto de acuerdo sea re-
almente una herramienta de vinculación entre los represen-
tantes populares y los ciudadanos.

Por tanto, la presente iniciativa hace hincapié en que la fi-
gura del exhorto no debe estar limitada o acotada, sino más
bien debe basarse en el mero beneficio ciudadano, pues es
absurdo que resulte más viable solicitar información me-
diante mecanismos de acceso a la información pública por
medio del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la
Información y Protección de Datos Personales (INAI) co-
mo ciudadano, y no con las facultades que como legislado-
res la misma constitución nos otorga.

En consecuencia, es necesario que el reglamento de la Cá-
mara de Diputados establezca en los puntos de acuerdo co-
mo facultad de los legisladores contar con información que
se requiera, más aun cuando la Constitución así lo estable-
ce.

A fin de que las solicitudes de información sean materia de
los puntos de acuerdo la presente reforma propone eliminar
“información a una dependencia gubernamental” del nu-
meral 3 del artículo 79 del reglamento de la Cámara de
Diputados.

En cuestión de los plazos, se toma lo que establece el ar-
tículo 93 de la Constitución:

“Artículo 93. Los Secretarios del Despacho, luego que
esté abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán
cuenta al Congreso del estado que guarden sus respec-
tivos ramos.

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los se-
cretarios de Estado, a los directores y administradores
de las entidades paraestatales, así como a los titulares
de los órganos autónomos, para que informen bajo pro-
testa de decir verdad, cuando se discuta una ley o se es-
tudie un negocio concerniente a sus respectivos ramos

o actividades o para que respondan a interpelaciones o
preguntas.

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus
miembros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si
se trata de los senadores, tienen la facultad de integrar
comisiones para investigar el funcionamiento de dichos
organismos descentralizados y empresas de participa-
ción estatal mayoritaria. Los resultados de las investi-
gaciones se harán del conocimiento del Ejecutivo Fede-
ral.

Las Cámaras podrán requerir información o docu-
mentación a los titulares de las dependencias y entida-
des del gobierno federal, mediante pregunta por escri-
to, la cual deberá ser respondida en un término no
mayor a 15 días naturales a partir de su recepción.

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de con-
formidad con la Ley del Congreso y sus reglamentos”.

En tal virtud someto a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 79 y se deroga
la fracción III del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados

Artículo 79.

1. El pleno podrá conocer proposiciones que busquen el
consenso de sus integrantes, a través de:

I. Acuerdos parlamentarios, que son resoluciones eco-
nómicas en materia del régimen interior de la Cámara,
previstas en la fracción I del artículo 77 constitucional.

II. a III.

2. Las proposiciones con punto de acuerdo se sujetarán a lo
siguiente:

I. VII.

3. Las solicitudes de gestión, de ampliación de recursos, de
información a una dependencia gubernamental, o peti-
ciones para citar a comparecer a algún servidor público del
Poder Ejecutivo federal, no serán consideradas como pro-
posiciones. Éstas se sustanciarán de la siguiente manera:
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I. Las gestiones deberán exponerse de manera directa
ante el Comité de Información, Gestoría y Quejas;

II. Las solicitudes de gestión o ampliación de recursos
del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción, deberán presentarse de manera directa ante la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, en los térmi-
nos que ésta determine;

III. Se deroga.

IV. Las peticiones para que una comisión se reúna con
algún funcionario público del Poder Ejecutivo federal,
deberán hacerse conforme a lo establecido en la ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de
2017.— Diputado Alex Le Baron González (rúbrica)ù

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen. 

DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA
LEY GENERAL DE SANIDAD, INOCUIDAD 

Y CALIDAD AGROALIMENTARIA

«Iniciativa que expide la Ley General de Sanidad, Inocui-
dad y Calidad Agroalimentaria, suscrita por integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Evelio Plata Inzunza, Germán Es-
cobar Manjarrez, Oswaldo Guillermo Cházaro Montalvo y
Próspero Manuel Ibarra Otero, integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional y
Omar Noé Bernardino Vargas, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, con fun-
damento en lo establecido en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77,
numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a la consideración de esta honorable asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto que ex-
pide la Ley General de Sanidad, Inocuidad y Calidad

Agroalimentaria, con el propósito de establecer un marco
legal que garantice medidas zoosanitarias, fitosanitarias y
de inocuidad para proteger al sector productivo nacional y
consumidores, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La presente propuesta, plantea un enfoque basado en ejes
rectores que han modulado la estrategia en México para al-
canzar los estatus fito y zoosanitarios con que contamos el
día de hoy. 

Por ello, hablamos de prevención, control y erradicación,
apoyándose en herramientas novedosas armonizadas con
las mejores prácticas internacionales como la bioseguridad,
la equivalencia y el reconocimiento mutuo. 

Esta proposición intenta ser vanguardista al aprovechar es-
quemas de gobernanza probados incluso por otras mate-
rias, que al mismo tiempo la dotan de una estructuración
que le permite trascender a las administraciones dado que
las plagas y enfermedades, y los consecuentes riesgos y
amenazas a la salud humana y a la seguridad alimentaria,
no reconocen periodos o niveles de gobierno. 

A guisa de ejemplo, podemos citar el establecimiento de
una política nacional a la que deberá sujetarse cualquier es-
trategia o programación subsecuente que pretenda guiar los
destinos de los servicios fito y zoosanitarios de México.
Esta política nacional está fincada en principios fundamen-
talistas y en instrumentos que la harán viable.

Ejemplos tangibles de esta expectativa de innovación se
expresan en los supuestos jurídicos con los que la Ley per-
mitirá a la autoridad ejecutiva implementar esquemas de
facilitación comercial, por ejemplo, los sistemas de inspec-
ción graduados con base en el análisis de riesgo o la obli-
gatoriedad del uso de medios informáticos para sustanciar
los trámites inherentes al cumplimiento de obligaciones.

El Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad
Agroalimentaria, contará con la fortaleza jurídica necesaria
para proteger eficazmente el patrimonio agroalimentario
nacional, pero al mismo tiempo se reconoce por vez pri-
mera como una entidad reguladora de tipo social y se esta-
blecen las reglas para su adecuado funcionamiento.

También se da sustento a instituciones, figuras, procesos y
actividades del Estado que habían adquirido vida a través
de tiempo de manera funcional, pero que no contaban con
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un fundamento jurídico, es el caso de la inocuidad, la vigi-
lancia epidemiológica, la red de laboratorios de referencia,
la regionalización, la calidad agroalimentaria o la inteli-
gencia sanitaria.

Se logra una hegemonía en las materias de salud animal y
sanidad vegetal, de tal forma que procesos como los de im-
portación o las campañas fitozoosanitarias, tendrán un tra-
tamiento uniforme bajo una sola perspectiva, de tal suerte
que las actuaciones del Estado Mexicano en este sentido,
serán congruentes entre una y otra materia. 

También, bajo el principio de racionalización, la fusión de
las materias permite eficientar el ejercicio del gasto públi-
co al integrar figuras subsidiadas como los organismos au-
xiliares. 

Este proyecto postula la utilización de herramientas de
vanguardia en el aseguramiento del cumplimiento de la
Ley, como es la generación de inteligencia y la posibilidad
de investigación, así como el uso de la fuerza del Estado
para hacer cumplir sus determinaciones. El ejemplo más
claro es la creación del Servicio Oficial de Inspección, co-
mo la unidad encargada de hacer efectivas las facultades de
la autoridad sanitaria.

Sentará las bases para la implantación definitiva de la cul-
tura sanitaria en México, extendiendo sus alcances no sólo
a la difusión de las acciones, sino llevándolo al extremo de
la vinculación académica, la investigación científica y los
incentivos a las aportaciones destacadas.

La Ley materia de este proyecto plantea un piso jurídico
para la actuación de la autoridad sanitaria en el contexto in-
ternacional, ya que se prevén legalmente acciones indis-
pensables para participar en el ámbito mundial como el
apoyo técnico a otros países, el desarrollo de planes de tra-
bajo binacionales y multilaterales, incluso negociaciones
técnicas para el intercambio de mercancías.

Para alcanzar los objetivos que se plantea este instrumen-
to, se aprovecharon figuras que han probado su eficacia al
desconcentrar las tareas del Estado facilitando su cumpli-
miento; tal es el caso de la autorregulación o los medios al-
ternativos de solución de controversias como la concilia-
ción, esta estrategia pretende reducir los volúmenes
ineficaces de procedimientos sancionatorios que hoy no
han logrado abatirse. 

Para un mayor control de las actividades de la autoridad y
el fortalecimiento de los derechos de los actores en el sec-
tor, se propone crear el Registro Nacional de Sanidad e
Inocuidad Agroalimentaria, que genera la oponibilidad
frente a terceros de aquellos actos que se inscriban y asien-
tes registralmente en esta unidad administrativa.

Finalmente, este proyecto modifica el enfoque precautorio
con el que tradicionalmente se ha construido la regulación
en la materia sanitaria y de inocuidad en las últimas déca-
das, para trascender a uno basado en el análisis de riesgo y,
en consecuencia, sustentado en el conocimiento científico,
lo que implica mayor certeza al gobernado y una efectiva
protección fitozoosanitaria al patrimonio agroalimentario
nacional.

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General de Sanidad,
Inocuidad y Calidad Agroalimentaria

Artículo Único. Se expide la Ley General de Sanidad, Ino-
cuidad y Calidad Agroalimentaria, para quedar como si-
gue:

Ley General de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroali-
mentaria

Título Primero
Disposiciones Preliminares

Capítulo I
Objeto y campo de aplicación de la Ley

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria de lo esta-
blecido en el párrafo tercero del artículo 4, 27, fracción
XX, y 73 fracción XXIX-E de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo a la seguri-
dad agroalimentaria de la población en el territorio nacio-
nal y las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía
y jurisdicción. 

Artículo 2o. Se consideran de utilidad pública y con im-
pacto en la seguridad nacional:

I. La sanidad agroalimentaria; 

II. La seguridad agroalimentaria de la población;
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III. La inocuidad y la calidad de los productos agroali-
mentarios; así como los productos para uso o consumo
animal;

IV. El bienestar de los animales;

V. Las buenas prácticas de producción primaria y de
manufactura; así como los sistemas de reducción de
riesgos de contaminación, y

VI. La cultura sanitaria en la población.

Artículo 3o. Las disposiciones de la presente Ley son de
orden público e interés social y tienen por objeto establecer
las bases para:

I. Asegurar un abasto nutritivo, suficiente y de calidad
agroalimentaria;

II. Diseñar las políticas públicas en materia de sanidad,
inocuidad y calidad agroalimentaria, así como de bien-
estar animal;

III. Proteger al país de las amenazas que pongan en
riesgo el patrimonio agroalimentario;

IV. Coordinar las estrategias y acciones entre los dife-
rentes órdenes de gobierno y la sociedad en las materias
que regula esta Ley;

V. Fortalecer las capacidades nacionales para la preven-
ción sanitaria y el fomento de la inocuidad agroalimen-
taria, y

VI. Implementar, inspeccionar, verificar y certificar los
sistemas de reducción de riesgos de contaminación físi-
ca, química y microbiológica en la producción primaria
y manufactura.

En todo lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán las
disposiciones contenidas en otras leyes relacionadas con
las materias que regula este ordenamiento.

Artículo 4o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

Actividades relacionadas con la sanidad e inocuidad
agroalimentaria: Toda acción u omisión desarrollada por
el hombre, siempre que se vinculen con por lo menos
uno de los procesos siguientes, producción, aprovecha-
miento, industrialización, movilización, certificación o

comercialización de vegetales, animales, especies acuí-
colas y pesqueras, sus productos o subproductos, insu-
mos y productos para uso o consumo animal;

Agente etiológico: Aquel que causa una enfermedad,
plaga, intoxicación o contaminación de bienes agroali-
mentarios;

Agroalimentario (a): El sector productor de alimentos
de origen agrícola, pecuario, pesquero y acuícola; así
como de uso o consumo por animales;

Amenazas a la seguridad agroalimentaria: Todo aquel
fenómeno o evento presente o futuro que ponga en ries-
go en cualquier medida el abasto, el acceso oportuno y
permanente o la disponibilidad suficiente de alimentos
en el ámbito nacional para su población; así como la po-
sibilidad de que los alimentos disponibles al público
consumidor no sean inocuos, nutritivos y de calidad pa-
ra satisfacer sus necesidades alimenticias y sus prefe-
rencias para alcanzar una vida sana y activa;

Análisis de riesgo: Estudio científico que tiene por ob-
jeto la evaluación de la probabilidad de entrada, esta-
blecimiento o difusión de enfermedades, plagas o agen-
tes de contaminación de los bienes agroalimentarios, así
como la estimación de su impacto económico y, de ser
el caso, las consecuencias para la salud humana; es un
indicador cualitativo o cuantitativo de la probabilidad
de la presencia de una enfermedad o plaga en un país,
región o zona determinada;

Aprobación: El acto mediante el cual el Senasica aprue-
ba a organismos de certificación, unidades de verifica-
ción y laboratorios de pruebas acreditados en términos
de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización pa-
ra llevar a cabo actividades en las materias a las que se
refiere esta Ley y sus disposiciones reglamentarias;

Bien Agroalimentario: Todo aquel animal, vegetal, es-
pecie acuícola o pesquera, productos o subproductos ob-
tenidos o extraídos de estos;

Bienestar animal: Estado en que el animal tiene satisfe-
chas sus necesidades de salud, de comportamiento y fi-
siológicas frente a cambios en su ambiente, general-
mente impuestos por el ser humano. Un animal está en
buenas condiciones de bienestar si, según indican prue-
ban científicas, está en buen estado, sano, cómodo, bien
alimentado, en seguridad y que pueda expresar las for-
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mas innatas de comportamiento y sin padecer sensacio-
nes desagradables de dolor, miedo o desasosiego, previ-
niendo las enfermedades y se le administren tratamien-
tos veterinarios; que se les proteja, maneje y que se les
manipule y sacrifique de manera compasiva;

Brote: Presencia de uno o más focos de la misma enfer-
medad o plaga, causados por un patógeno, en un área
geográfica determinada en el mismo periodo de tiempo
y que guardan una relación epidemiológica entre sí; 

Buenas Prácticas en materia agroalimentaria: Conjunto
de medidas sanitarias y de inocuidad, procedimientos,
actividades, condiciones, controles y monitoreo, que se
realizan en sitios de producción primaria de vegetales,
unidades de producción o aprovechamiento de animales
o en establecimientos que elaboran productos a partir de
bienes agroalimentarios o bien de establecimientos de-
dicados al procesamiento primario de recursos pesque-
ros y recursos acuícolas, siempre que éstas tengan como
objeto minimizar la posibilidad de contaminación física,
química y microbiológica de un vegetal, producto fres-
co, animales, productos y subproductos de origen ani-
mal o de recursos pesqueros y recursos acuícolas para
consumo humano;

Calidad agroalimentaria: Conjunto de atributos que ha-
cen referencia a la presentación, composición y pureza
que hacen que un alimento resulte aceptable y/o prefe-
rente para el consumidor, así como el valor nutritivo del
alimento, adicionalmente a la minimización y ausencia
de riesgos biológicos, químicos y físicos para la salud
humana, animal, vegetal y acuícola;

Campaña: Acción o estrategia a cargo del Senasica,
compuesta por un conjunto de medidas fitozoosanitarias
destinadas a la prevención, control, combate o erradica-
ción de enfermedades o plagas que afecten a los bienes
agroalimentarios en un área geográfica determinada;

Certificación: Resolución con la que el Senasica hace
constar que uno organismo vivo, un establecimiento,
producto, proceso, sistema o servicio, cumple con las
disposiciones reglamentarias en materia de bienestar
animal, sanidad agroalimentaria o de buenas prácticas
pecuarias que emita la Secretaría; 

Condición Sanitaria: Característica que adquieren los
bienes de origen agroalimentario por la presencia o au-
sencia de patógenos o sustancias que los afecten; 

Contaminante: Cualquier agente físico, químico, bioló-
gico o material extraño u otra sustancia presente en bie-
nes agroalimentarios y organismos, que alteren su inte-
gridad para el consumo humano, así como en los
productos para uso en vegetales, animales o consumo
por éstos; 

Contrainteligencia: Medidas de protección de las ins-
tancias en contra de actos lesivos, así como las acciones
orientadas a disuadir o contrarrestar su comisión;

Cuarentena: Medida de carácter administrativo y técni-
co con efectos de sanidad agroalimentaria, sobre bienes
agroalimentarios, así como productos para uso o consu-
mo en animales o uso en vegetales, ordenada por la au-
toridad competente consistente en, restricción a la mo-
vilización, aislamiento preventivo bajo resguardo o en
depósito y custodia del interesado o de un tercero, para
observación e investigación o para verificación e ins-
pección, análisis de pruebas o aplicación del tratamien-
to correspondiente; 

Cultura sanitaria: Conjunto de conocimientos referidos
al ámbito de la sanidad, la inocuidad y la calidad agroa-
limentaria, incluye toda la expresión humana que per-
mita el entendimiento de la materia regulada por esta
Ley;

Disposiciones reglamentarias: disposiciones adminis-
trativas de carácter general, tales como reglamentos, de-
cretos, acuerdos, normas, normas oficiales mexicanas,
circulares, formatos, lineamientos, criterios, metodolo-
gías, instructivos, directivas, reglas, manuales, o dispo-
siciones que tengan por objeto regular alguna de las ma-
terias previstas en esta ley;

Educación sanitaria: Formación destinada a desarrollar
los conocimientos y las capacidades éticas de la socie-
dad, en relación con la cultura sanitaria y su importan-
cia en términos de la seguridad nacional;

Enfermedad: Alteración o desviación con respecto del
estado fisiológico normal en una o varias partes del or-
ganismo, debido a la interacción agente etiológico – me-
dio ambiente – huésped;

Enfermedad o plaga exótica: Aquella de la que no exis-
ten casos, ni comprobación de la presencia del agente
etiológico en un hospedero susceptible dentro del terri-
torio nacional o en una región del mismo;
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Erradicación: Eliminación de una plaga o enfermedad
dentro de un área geográfica determinada; 

Establecimiento: Las instalaciones donde se desarrollan
actividades en materia de sanidad e inocuidad agrícola,
pecuaria, acuícola y pesquera; que prestan servicios ve-
terinarios; así como aquellas instalaciones en las que se
sacrifican animales o procesan bienes de origen animal;
incluidos aquellos donde se procesan; manejan; aco-
pian; envasan; empacan, refrigeran o industrializan bie-
nes de origen animal; sujetos a regulación sanitaria o de
buenas prácticas;

Estatus sanitario: Condición que guarda una zona geo-
gráfica determinada, respecto a la presencia o ausencia
de una plaga o enfermedad; 

Fitozoosanitaria (o): Concepto que refiere tanto a la sa-
lud animal como a la sanidad vegetal, acuícola y pes-
quera en los términos de esta ley y de las demás dispo-
siciones reglamentarias que de ella derivan; 

Foco: Área delimitada donde se identifica la presencia
de uno o más casos de una enfermedad o plaga especí-
fica; 

Guarda-custodia: Medida precautoria, cautelar o de fa-
cilitación, con la que la autoridad asegura la integridad
de un embarque de mercancías reguladas, desde un pun-
to de origen determinado, hasta un punto de destino; o
bien, su inmovilidad en el sitio de cuarentena, quedan-
do bajo responsabilidad del propietario o poseedor de la
mercancías conservar la integridad del embarque asegu-
rado o en su caso garantizar la inmovilidad de las mis-
mas;

Incidencia: Número de casos nuevos de una enfermedad
o plaga que aparecen en una población determinada, du-
rante un periodo específico, en un área geográfica defi-
nida; 

Inocuidad agroalimentaria: Todas aquellas acciones
orientadas a garantizar que los alimentos no causen da-
ño al consumidor cuando se preparen y/o consuman de
acuerdo con el uso a que se destinan, abarcando estas to-
da la cadena alimentaria, desde la producción hasta el
consumo;

Insumo: Producto natural, sintético, biológico o de ori-
gen biotecnológico, plaguicidas, sustancia o mezcla que

contenga elementos útiles para la nutrición y desarrollo
de los vegetales, para el control de plagas de vegetales
o que utilizado para promover la producción pecuaria;
así como para el diagnóstico, prevención, control, erra-
dicación y tratamiento de las enfermedades, plagas y
otros agentes nocivos que afecten las especies animales
o a sus productos, incluyendo alimentos para animales y
aditivos; y plaguicidas, feromonas, atrayentes, coadyu-
vantes y variedades de plantas cultivadas resistentes a
plaga para el control de vegetales;

Inspección: Acto que realiza la Secretaría a través de
personal oficial o autorizado para constatar mediante la
verificación el cumplimiento de esta Ley y sus disposi-
ciones reglamentarias;

Laboratorio de Pruebas: Persona moral acreditada de
acuerdo a lo establecido por la Ley Federal sobre Me-
trología y Normalización y aprobada por la Secretaría,
para prestar servicios relacionados con las pruebas o
análisis para determinar la presencia o ausencia de una
enfermedad o plaga o para realizar servicios de consta-
tación o de contaminantes físicos, microbiológicos y
químicos conforme a las disposiciones reglamentarias
de esta Ley y expedir el informe de resultados;

Ley: Ley General de Sanidad, Inocuidad y Calidad
Agroalimentaria;

Lote: Grupo de animales vivos, vegetales, especies acu-
ícolas y pesqueras, bienes agroalimentarios, productos
biológicos, químicos farmacéuticos y alimenticios para
uso o consumo en ellos, agrupados o producidos duran-
te un periodo de tiempo determinado bajo las mismas
condiciones, identificado de origen con un código espe-
cífico;

Mercancías Reguladas: Animales, vegetales, especies
acuícolas y pesqueras, bienes agroalimentarios, produc-
tos y subproductos para uso o consumo en ellos, insu-
mos, materiales y cualesquier otro relacionado con las
actividades agroalimentarias, que representen un riesgo
a la inocuidad, de introducción, dispersión o propaga-
ción de plagas y/o enfermedades;

Movilización de mercancías: Traslado de bienes agroa-
limentarios, o cualquier otra mercancía regulada, de un
sitio de origen a uno de destino predeterminado, el cual
se puede llevar dentro del territorio nacional; 
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Muestra: Porción extraída de un todo que conserva la
composición del mismo y a partir de la cual se pretende
conocer la situación del todo del que procede, mediante
la realización de estudios o análisis;

Organismos auxiliares: Aquellos autorizados por la Se-
cretaría, constituidos organizaciones de productores y
en general, de agentes involucrados en la cadena de va-
lor de producción y comercialización agroalimentaria
que se organicen en cada Estado o región, en los térmi-
nos que prevea esta Ley y sus disposiciones reglamen-
tarias; a efecto de coadyuvar con ésta las materias de sa-
nidad e inocuidad agroalimentaria; para el ejercicio de
los componentes de control de la movilización de mer-
cancías, vigilancia epidemiológica, colaboración diag-
nóstica, y generación de información para producir inte-
ligencia sanitaria;

Órganos de coadyuvancia: Persona física o moral apro-
bada o autorizada por la Secretaría para prestar sus ser-
vicios o coadyuvar con ésta en materias previstas en la
presente Ley y las disposiciones legales aplicables;

Patrimonio agroalimentario: Conjunto de bienes natura-
les y culturales, materiales e inmateriales, generados o
aprovechados por el hombre, de origen agrícola, pecua-
rio, pesquero y acuícola;

Plaga: Forma de vida vegetal o animal o agentes pató-
genos, dañinos o potencialmente dañinos a los animales,
vegetales, especies acuícolas y sus productos o subpro-
ductos;

Prevalencia: Número de casos nuevos y preexistentes de
una enfermedad o plaga en materia fitozoosanitaria, pre-
sentes en una población determinada durante un perio-
do específico y en un área geográfica definida; 

Producción Primaria: Todos aquellos actos o actividades
que se realizan dentro del proceso productivo animal,
vegetal, acuícola y pesquera, hasta antes de que sean so-
metidos a un proceso de transformación; 

Punto de ingreso: Lugar o aduana de entrada al país ubi-
cado en puerto, aeropuerto o frontera en la que esté es-
tablecida una Oficina de Inspección de Sanidad Agro-
pecuaria y por la que es importada mercancía a territorio
nacional, con el objeto de asegurar que ésta, no repre-
senten un riesgo sanitario para el país; 

Residuo tóxico: Compuesto presente en cualquier por-
ción comestible de bienes agroalimentarios; que puede
constituir un riesgo si se consume por encima de los ni-
veles máximos permitidos;

Riesgo: Probabilidad de introducción, establecimiento o
diseminación de una enfermedad o plaga en la pobla-
ción animal, vegetal y acuícola, así como la probabili-
dad de contaminación de los bienes agroalimentarios, o
de los productos para uso o consumo animal, que pue-
dan ocasionar daño a la sanidad o a los consumidores; 

Sanidad: Tiene por objeto preservar la salud, así como
prevenir, controlar y erradicar las enfermedades o pla-
gas que afecten a los animales, vegetales y especies acu-
ícolas;

Secretaría: Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación; 

Senasica: Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y
Calidad Agroalimentaria;

Sistemas de reducción de riesgos de contaminación:
Conjunto de medidas y procedimientos establecidos por
el Senasica, cuyo fin sea garantizar que los bienes agro-
alimentarios durante su producción primaria, extrac-
ción, acopio y procesamiento obtienen óptimas condi-
ciones sanitarias al reducir la contaminación física,
química y microbiológica a través de la aplicación de
Buenas Prácticas;

TIF: Tipo Inspección Federal; 

Trazabilidad: Serie de actividades técnicas y adminis-
trativas sistematizadas que permiten registrar todas las
etapas y actividades relacionadas con la cadena sumi-
nistro de mercancías reguladas y no reguladas, identifi-
cando en cada etapa su ubicación espacial y en su caso
los factores de riesgo y de contaminación que pueden
estar presentes en cada una de las actividades;

Verificación: Constatación ocular, revisión de documen-
tos o comprobación mediante muestreo y análisis de la-
boratorio oficial, aprobado o autorizado, que comprue-
be el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley
y sus disposiciones reglamentarias;

Verificación en Origen: La que realiza la Secretaría, me-
diante personal oficial u organismos de certificación
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acreditados y aprobados para constatar en el país de ori-
gen el cumplimiento de las disposiciones reglamentarias
aplicables, previo a su importación; y

Vigilancia epidemiológica: Conjunto de actividades que
permiten reunir información indispensable para identifi-
car y evaluar la conducta de las enfermedades o plagas;
así como para detectar y prever cualquier cambio que
pueda ocurrir por alteraciones en los factores condicio-
nantes o determinantes, con el fin de recomendar opor-
tunamente, con bases científicas, las medidas indicadas
para su prevención, control y erradicación.

Capítulo II
Distribución competencial en materia de sanidad, 

inocuidad y calidad agroalimentaria

Artículo 5o. El Senasica tendrá a su cargo la ejecución de
las atribuciones que la presente Ley le confiere, así como
todas aquellas que sean necesarias para poder cumplir con
su objeto derivadas de otros ordenamientos jurídicos.

Artículo 6o. El Senasica deberá prever el diseño e imple-
mentación de todas las medidas de identificación institu-
cional que, conforme a las políticas de imagen que expida
el Ejecutivo Federal, la ubiquen entre la sociedad como
una instancia de seguridad nacional encargada de garanti-
zar la seguridad agroalimentaria de la población.

Artículo 7o. En materia de sanidad e inocuidad agroali-
mentaria, las atribuciones que esta ley otorga a la Federa-
ción, serán ejercidas por el Poder Ejecutivo Federal, por
conducto de la Secretaría, a través del Senasica.

Artículo 8o. El Senasica contará con las siguientes atribu-
ciones: 

I. Diseñar e implementar las políticas públicas de sani-
dad, inocuidad y calidad agroalimentaria, bienestar ani-
mal; así como el Programa Nacional correspondiente;

II. Prevenir la introducción y diseminación de plagas y
enfermedades que afecten al sector agroalimentario y,
en su caso, controlarlas y erradicarlas, así como ejercer
el control sanitario en materia de comercio exterior y  la
movilización en territorio nacional de mercancías regu-
ladas;

III. Elaborar programas especiales de carácter nacional,
regional y estatal, así como fijar los criterios y linea-

mientos que permitan dar unidad y coherencia a las es-
trategias y acciones necesarias, en términos de la frac-
ción anterior;

IV. Realizar diagnósticos, evaluaciones de riesgos o
análisis de riesgo en materia de sanidad e inocuidad
agroalimentaria;

V. Ejecutar en cualquier tiempo y lugar, todas las dili-
gencias necesarias para la práctica de inspecciones y ve-
rificaciones para comprobar el cumplimiento de esta
Ley y las disposiciones reglamentarias que de ella deri-
ven;

VI. Efectuar verificaciones y certificaciones de estable-
cimientos, productos, procesos y servicios para consta-
tar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y
sus disposiciones reglamentarias;

VII. Establecer, regular, desarrollar y evaluar los pro-
gramas en materia de sanidad, inocuidad y calidad agro-
alimentaria, de monitoreo de residuos y contaminantes
físicos, químicos y biológicos; así como de bienestar
animal;

VIII. Emitir acuerdos, procedimientos, protocolos, line-
amientos, manuales y demás disposiciones reglamenta-
rias en las materias de su competencia que sean indis-
pensables para la aplicación de la presente Ley;

IX. Dirigir y operar las acciones y estrategias necesarias
para evitar, mitigar o controlar riesgos sanitarios que
afecten o pudieran afectar a uno o varias entidades fe-
derativas, regiones o zonas;

X. Programar, construir, operar, conservar y mantener la
infraestructura indispensable para el cumplimiento de
su objeto, así como de los establecimientos, centros y
demás instalaciones de carácter estratégico y de seguri-
dad nacional, de conformidad con las disposiciones re-
glamentarias aplicables;

XI. Formular y aplicar los lineamientos técnicos y ad-
ministrativos a que deberá sujetarse la infraestructura
sanitaria que se realice y prestar la asesoría y asistencia
técnica que le sea solicitada por los tres órdenes de go-
bierno y demás interesados;

XII. Promover la construcción, el equipamiento y la
modernización de los establecimientos TIF, así como de
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los rastros y mataderos, en coordinación con los tres
ámbitos de gobierno, sin detrimento de sus facultades y
responsabilidades correspondientes;

XIII. Proponer al Titular del Ejecutivo Federal, por con-
ducto del Secretario, la formulación, celebración o la
adhesión a los tratados internacionales de las materias
reguladas por la presente Ley y demás disposiciones re-
glamentarias aplicables;

XIV. Suscribir con entidades o instituciones extranjeras
y organismos afines, bajo los principios de reciprocidad
y beneficios comunes, los acuerdos interinstitucionales
que sean necesarios para:

a) La armonización y equivalencia de las disposicio-
nes reglamentarias de sanidad, inocuidad, calidad
agroalimentaria y de buenas prácticas, así como pa-
ra el reconocimiento de los sistemas de inspección y
certificación.

b) Desarrollar proyectos de investigación científica
y tecnológica; programas de capacitación y adiestra-
miento o de intercambio de información en las ma-
terias señaladas. 

c) Programar y ejecutar campañas y operativos con-
juntos de sanidad e inocuidad agroalimentaria, así
como para la instauración de comisiones bilaterales
o multilaterales que se requieran para el cumpli-
miento de su objeto.

XV. Celebrar acuerdos y convenios en las materias re-
guladas por la presente Ley, con los tres ámbitos de go-
bierno, así como concertar la ejecución de proyectos y
acciones con los órganos de coadyuvancia, organismos
auxiliares y particulares;

XVI. Promover y propiciar la investigación científica y
el desarrollo tecnológico, la formación de recursos hu-
manos, así como difundir conocimientos en las materias
de su competencia con el propósito de fortalecer las ac-
ciones y mejorar la calidad de los servicios;

XVII. Organizar, integrar y coordinar el Consejo Na-
cional Consultivo de Sanidad Animal, el Consejo Na-
cional Consultivo Fitosanitario, el Consejo Nacional
Consultivo de Sanidad Acuícola y Pesquera, el Consejo
Nacional Consultivo de Sanidad Acuícola y Pesquera y
los Consejos Consultivos Estatales;

XVIII. Regular, aprobar o autorizar a los órganos de co-
adyuvancia y a los organismos auxiliares, según corres-
ponda, así como regular, supervisar y evaluar su esta-
blecimiento, operación y desempeño, y en su caso,
proceder a su suspensión o revocación, en los términos
de la presente Ley y las disposiciones reglamentarias
aplicables, con apego a la Ley Federal sobre Metrología
y Normalización en caso de órganos de coadyuvancia;

XIX. Definir las mercancías de importación que se su-
jetarán a la inspección y verificación sanitaria en los
puntos de ingreso al país; proponiendo su inclusión o
modificación en el esquema arancelario correspondien-
te, que deberá ser publicado conjuntamente con la Se-
cretaría de Economía en el Diario Oficial de la Federa-
ción;

XX. Emitir las disposiciones reglamentarias con las que
se restrinja la movilización de mercancías, bienes o co-
sas, cuando éstos constituyen riesgos fitozoosanitarios;

XXI. Emitir las disposiciones reglamentarias necesarias
para establecer, regular, y evaluar la prestación de servi-
cios cuarentenarios;

XXII. Ordenar el aseguramiento, disposición o destruc-
ción de los bienes o mercancías reguladas, incluidos sus
empaques y embalajes, cuando se presuma o existan
riesgos sanitarios o de inocuidad en los términos de es-
ta Ley;

XXIII. Determinar la clausura temporal o definitiva, to-
tal o parcial de establecimientos, cuando exista la pre-
sunción de riesgos sanitarios o de inocuidad, así como
ordenar las aplicaciones de las medidas preventivas o de
seguridad previstas en esta Ley, y demás disposiciones
reglamentarias aplicables;

XXIV. Ejercer las facultades económico coactivas en
materia de determinación, liquidación y cobro de san-
ciones derivados de la aplicación de medidas preventi-
vas o de seguridad o de los servicios y multas, en los ca-
sos que señale la Ley y sus disposiciones
reglamentarias, de conformidad con lo dispuesto por el
Código Fiscal;

XXV. Activar, instrumentar, conducir y coordinar los
Dispositivos Nacionales de Emergencia en términos de
esta Ley, y en su caso, implementar y ejecutar los Ope-
rativos que se requieran, para verificar y hacer cumplir

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1223



el objetivo de esta Ley; así como administrar el fondo de
contingencia para la atención de estas emergencias;

XXVI. Participar en el sistema nacional de protección
civil y apoyar en la aplicación de los planes y programas
de carácter federal para atender situaciones de emergen-
cia, causadas por fenómenos naturales extremos a fin de
salvaguardar la vida de las personas, sus bienes y la
planta productiva; 

XXVII. Establecer, difundir, verificar y evaluar la co-
rrecta aplicación y cumplimiento de los procedimientos
y de las disposiciones sanitarias, de inocuidad y calidad
agroalimentaria nacionales e internacionales;

XXVIII. Establecer, difundir y aplicar los procedimien-
tos para la evaluación de la conformidad de la normati-
va nacional e internacional;

XXIX. Evaluar la conformidad y certificar el cumpli-
miento de las disposiciones reglamentarias en materia
de inocuidad agroalimentaria, en las instalaciones en
que se acondicionen, empaqueten y procesen productos
vegetales, así como en rastros, mataderos, estableci-
mientos TIF y demás plantas dedicadas al procesamien-
to de bienes de origen animal para consumo humano, de
acuerdo al ámbito de su competencia;

XXX. Establecer las características, condiciones, proce-
dimientos y especificaciones sanitarias, de inocuidad y
calidad, incluidas las buenas prácticas, que deberán ob-
servar y conforme a las cuales deberán operar los dife-
rentes tipos de establecimientos y servicios a que se re-
fiere esta Ley;

XXXI. Determinar y declarar el estatus sanitario de zo-
nas, regiones o compartimentos, de acuerdo a las condi-
ciones sanitarias que presenten; en los términos estable-
cidos en esta Ley y sus disposiciones reglamentarias;

XXXII. Instituir los Premios Nacionales de Sanidad Ve-
getal, de Salud Animal, Sanidad Acuícola y Pesquera y
de Inocuidad Agroalimentaria, así como los Estímulos,
Incentivos y Reconocimientos que se establezcan en
concordancia con la Ley Federal de Premios, Estímulos
y Recompensas;

XXXIII. Atender las denuncias ciudadanas que se pre-
senten conforme a lo establecido en la Ley y demás dis-
posiciones reglamentarias aplicables;

XXXIV. Autorizar la participación de observadores ciu-
dadanos en los procesos y servicios relacionados con la
materia objeto de esta Ley;

XXXV. Imponer sanciones por infracciones a esta Ley o
a las disposiciones reglamentarias que de ella deriven,
resolver recursos de revisión y en su caso, presentar las
denuncias, ante la autoridad competente por la probable
comisión de delitos; 

XXXVI. Llevar a cabo labores de inteligencia sanitaria
a través de la recopilación, procesamiento, análisis y di-
fusión de información relacionada con su funciones;

XXXVII. Fomentar la cultura, educación, capacitación,
investigación y desarrollo tecnológico en las materias
reguladas por esta Ley;

XXXVIII. Establecer guardas-custodias en los procesos
de inspección, como medida cautelar o esquema de fa-
cilitación; 

XXXIX. Regular, administrar, fomentar y vigilar las ac-
tividades de sanidad y de inocuidad agroalimentaria; 

XL. Promover la aplicación y certificación de los siste-
mas de reducción y abatimiento de riesgos de contami-
nación de los alimentos y productos agroalimentarios;
así como la calidad de éstos; 

XLI. Regular el reconocimiento como usuarios confia-
bles a los usuarios de los servicios y en general, las per-
sonas cuya actividad se relaciona con las funciones de la
autoridad en materia de sanidad, inocuidad y calidad
agroalimentaria, demuestren un cumplimiento reiterado
y sistemático a las obligaciones y responsabilidades es-
tablecidas en esta Ley y sus disposiciones reglamenta-
rias;

XLII. Regular y controlar los agentes etiológicos cau-
santes de enfermedades o plagas de los animales; 

XLIII. Modificar o cancelar las normas oficiales mexi-
canas en materia de esta Ley, cuando científicamente
hayan variado los supuestos regulados o no se justifique
la continuación de su vigencia;

XLIV. Establecer y operar el Servicio Oficial de Ins-
pección;
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XLV. Regular y controlar la producción, importación,
comercialización de substancias para uso o consumo de
animales;

XLVI. Controlar las medidas fitozoosanitarias de la
movilización de vehículos, materiales, maquinaria y
equipos cuando éstos impliquen un riesgo Fitozoosani-
tario;

XLVII. Establecer, instrumentar y coordinar el Comité
Consultivo Nacional de Normalización en materia de
sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria;

XLVIII. Integrar y operar el Sistema Nacional de Vigi-
lancia Epidemiológica;

XLIX. Establecer las bases para la implementación de
un Sistema de Trazabilidad;

L. Determinar y regular aquellos productos que por su
condición de inocuidad y riesgos requieran de registro o
autorización; así como registrar o autorizar los produc-
tos biológicos, químicos, farmacéuticos, plaguicidas pa-
ra uso en vegetales y alimenticios para uso o consumo
en animales; así como kits de diagnóstico, que constitu-
yan un riesgo fitozoosanitario en los términos de lo pre-
visto en esta Ley; así como dictaminar su efectividad;

LI. Autorizar plantas de sacrificio y de procesamiento
extranjeros que elaboren bienes de origen animal que
cumplan con los requisitos que se establezcan para tal
efecto, en coordinación con la Secretaría de Salud, de
acuerdo al ámbito de competencia de cada Secretaría en
concordancia con los acuerdos y tratados internaciona-
les en los que los Estados Unidos Mexicanos sea parte;

LII. Organizar, operar y supervisar en los puertos aére-
os, marítimos y terrestres, la verificación e inspección
de mercancías reguladas; así como de aquellas que sin
estarlo puedan representar un riesgo fitozoosanitario;

LIII. Emitir las disposiciones reglamentarias necesarias
para regular la instalación, operación, características,
condiciones, procedimientos, especificaciones técnicas
y requisitos que deberá reunir la infraestructura y esta-
blecimientos que se consideren indispensable para el
cumplimiento del objeto de esta ley;

LIV. Inspeccionar, verificar y certificar el cumplimien-
to de las disposiciones de esta Ley; así como de sus dis-
posiciones reglamentarias;

LV. Promover y regular la implementación de estrate-
gias y programas de control biológico de plagas agríco-
las que sean efectivos y que no contribuyan al detri-
mento de la sanidad, inocuidad y calidad agrícola del
país; y

LVI. Las demás que expresamente le atribuyan esta y
otras Leyes o Reglamentos nacionales o que asuma el
Estado Mexicano en el ámbito internacional en materia
de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria.

Artículo 9o. Corresponden a los gobiernos de las Entida-
des Federativas, en el ámbito de su competencia de con-
formidad con lo dispuesto en esta Ley y lo que establezcan
las leyes locales en la materia, las siguientes facultades:

I. Diseñar y aplicar la política local, los instrumentos y
los programas para la sanidad e inocuidad agroalimen-
taria, con un enfoque de sustentabilidad, acorde con las
disposiciones federales en la materia y vinculándolos
con los programas na 

II. Coadyuvar en la inspección y vigilancia, evaluación
de la conformidad, y aplicación de medidas, en el mar-
co de campañas y vigilancia epidemiológica, desarrollo
de inteligencia y fomento a la cultura sanitaria y de ino-
cuidad en las materias de esta Ley, en el marco del Con-
venio que para tal efecto se signe con  el Senasica en es-
tas materias; así como participar de conformidad con los
acuerdos y convenios que se celebren con el Senasica en
las acciones de prevención, control y erradicación de
enfermedades y plagas que afecten al patrimonio agroa-
limentario;

III. Colaborar en el ejercicio de las funciones del Sena-
sica, que se convengan conforme a lo dispuesto por la
presente Ley.

IV. Promover mecanismos de participación pública en
el manejo y conservación de los recursos agroalimenta-
rios; 

V. Participar con el Senasica en la formulación de los
programas de sanidad, inocuidad y calidad agroalimen-
taria, así como de salud animal; 
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VI. Participar, de conformidad con los acuerdos y con-
venios que se celebren con las autoridades competentes,
en la inspección y vigilancia de la salud animal, la sani-
dad e inocuidad agroalimentaria en el ámbito de su ju-
risdicción.

Artículo 10. Los Congresos de los Estados y de la Ciudad
de México, con arreglo a sus respectivas Constituciones,
expedirán las disposiciones reglamentarias necesarias para
regular las materias de su competencia, mismas que debe-
rán estar acordes con la presente Ley y en ningún caso po-
drán exceder lo señalado en las disposiciones reglamenta-
rias que emanen de la misma.

Artículo 11. En el ejercicio de sus atribuciones, las entida-
des federativas, observarán las disposiciones de esta Ley y
las que de ella se deriven, a efecto de que las acciones que
realicen en las materias de esta Ley se encuentren alinea-
das a la política sanitaria Federal y evitar la doble imposi-
ción de medidas.

Artículo 12. Los convenios y acuerdos de coordinación de-
berán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el
órgano de difusión oficial del gobierno local respectivo.

Capítulo III
De la coordinación interinstitucional en materia de sa-

nidad, inocuidad y calidad agroalimentaria

Artículo 13. Las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal están obligadas dentro del ámbito
de sus respectivas competencias, a colaborar con el Sena-
sica en la ejecución de las acciones, programas, proyectos,
directrices y políticas que se implementen para la protec-
ción de la sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria.

Artículo 14. Cuando las estrategias implementadas por el
gobierno federal en términos del Plan Nacional de Desa-
rrollo, se relacionen con alguna de las atribuciones del Se-
nasica, invariablemente deberán considerar su participa-
ción u opinión, según sea el caso.

La omisión a este principio, podrá ser invocada por el Se-
nasica o por la Secretaría para efectos de solicitar la recon-
sideración de la dependencia o entidad coordinadora.  

Artículo 15. Los gobiernos estatales y municipales ajusta-
rán sus actuaciones a las políticas dictadas por el Senasica
en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroalimenta-
ria. La colaboración necesaria para cumplir con las atribu-

ciones de ambos niveles de gobierno, se establecerá me-
diante convenios que podrán ser promovidos por cualquie-
ra de las instancias.

Artículo 16. Se crean los Consejos Estatales para la Sani-
dad e Inocuidad Agroalimentaria, como los mecanismos de
coordinación preferentes entre el Senasica y los gobiernos
de cada uno de los estados del país. 

A partir de estos Consejos, deberán crearse Consejos Mu-
nicipales, en donde se propongan, discutan y aprueben las
prioridades y necesidades locales que deban someterse a
aprobación de los consejos estatales o regionales.

Los Consejos podrán constituirse a nivel regional cuando
las condiciones geopolíticas lo dicten conveniente.

Artículo 17. Las dependencias y entidades encargadas de
preservar la seguridad nacional, prestarán el auxilio nece-
sario al Senasica, cuando sea requerido por ésta, para el
cumplimiento de sus atribuciones, en términos de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 18. Los proyectos de desarrollo, modernización o
ampliación de cualquier infraestructura; planes o progra-
mas maestros, que involucren espacios físicos y estratégi-
cos, invariablemente deberán contar con la participación de
la Secretaría por conducto del Senasica, previendo los es-
pacios suficientes para que ésta ejerza sus atribuciones.

Artículo 19. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
preverá lo necesario para que los recursos que sean entera-
dos por concepto de actividades del Estado a cargo del Se-
nasica, íntegramente tengan como destino específico el
mejoramiento de las actividades relacionadas con la sani-
dad y la inocuidad agroalimentaria.

Los proyectos que se presenten para la inversión de estos
recursos, deberán ser radicados con la oportunidad que
permita su óptima ejecución. 

Artículo 20. Para el diseño de sus políticas públicas y pro-
gramas, la Secretaría de Economía deberá considerar prio-
ritariamente el factor de la fitozoosanidad del país.

Artículo 21. El Senasica promoverá y en su caso estable-
cerá esquemas de coordinación eficaces con la Secretaría
de Salud, que permitan vincular la protección fitozoosani-
taria a cargo de la Secretaría y el Senasica, con la salud hu-
mana.
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La Secretaría o el Senasica indistintamente podrán propo-
ner estos esquemas ya sea, a través de los canales de coor-
dinación existentes a nivel federal o en los consejos estata-
les o regionales. 

Artículo 22. Los acuerdos adoptados en cualquiera de los
esquemas de coordinación interinstitucional establecidos
oficialmente, serán vinculantes para las dependencias o en-
tidades participantes. 

Artículo 23. El Senasica, en coordinación con institucio-
nes académicas y científicas, nacionales o extranjeras e
instituciones públicas relacionadas con la enseñanza, in-
vestigación, divulgación y transferencia de tecnología, or-
ganismos auxiliares, podrá establecer programas, acuerdos
o convenios para el desarrollo, administración, divulgación
y transferencia de tecnología sobre aspectos relacionados
con la prevención, desarrollo de tecnología, vigilancia y
manejo de problemas fitozoosanitarios, entre otros. 

Capítulo IV
De las amenazas a la seguridad 

agroalimentaria y la actuación del Senasica como
instancia de seguridad nacional

Artículo 24. El Senasica, generará inteligencia y contrain-
teligencia para inhibir las amenazas a la seguridad agroali-
mentaria externas y nacionales y se coordinará con las de-
más instancias de seguridad nacional a través de los
instrumentos jurídicos que conforme a la normatividad
aplicable estén a su alcance. Los productos generados para
efectos de este artículo, no serán elementos vinculantes pa-
ra la toma de decisiones de la autoridad competente, pero
sí jurídicamente válidos para las acciones que se empren-
dan a fin de mitigar los riesgos fitozoosanitarios. 

Artículo 25. En términos de la Ley de Seguridad Nacional,
el Senasica podrá recolectar, procesar, diseminar y explotar
la información necesaria que se genere durante la produc-
ción primaria, procesamiento, comercialización y consumo
de los productos agroalimentarios, así como de cualquier
otra actividad relacionada directa o indirectamente con la
sanidad, la inocuidad o la calidad agroalimentaria.

Artículo 26. Al ejercer atribuciones propias de la produc-
ción de inteligencia, las instancias gozarán de autonomía
técnica y podrán hacer uso de cualquier método de reco-
lección de información, sin afectar en ningún caso las ga-
rantías individuales, ni los derechos humanos. 

Título Segundo
De la Política Nacional en Materia de Sanidad, 

Inocuidad y Calidad Agroalimentaria

Capítulo I
De los Principios de la Política Nacional de 

Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria

Artículo 27. La política nacional en materia de sanidad,
inocuidad y calidad agroalimentaria deberá promover el
fomento y la adecuada planeación, entendido esto como un
proceso evaluable y medible mediante indicadores de ca-
rácter sanitario, de prevalencia de plagas y enfermedades,
económicos y sociales que tiendan a alcanzar una produc-
tividad óptima y sostenida de los recursos agroalimentarios

Por tanto, la política nacional que desarrolle el Ejecutivo
Federal en esta materia, deberá observar los siguientes
principios rectores:

I. La sanidad de los bienes agroalimentarios, son un
bien público intangible, por tanto su generación y pre-
servación, son actividades prioritarias en los programas
de desarrollo y fomento agroalimentario.

II. El diseño de las políticas públicas en la materia se
basa en el orden de los ejes o pilares previstos en esta
Ley: regulación, prevención, control, erradicación y, en
su caso, la restauración. 

III. En materia de sanidad e inocuidad agroalimentaria,
los Estados Unidos Mexicanos reconoce y adopta el en-
foque basado en el análisis de riesgos que se sustenta en
el conocimiento científico; por tanto, en la emisión de la
regulación y las decisiones ejecutivas, deberá evitarse la
aplicación del enfoque precautorio;

IV. Como un elemento alineado a los fundamentos de
las materias de sanidad y de inocuidad agroalimentaria,
deberá asegurarse la calidad de los bienes y servicios re-
lacionados con los recursos agroalimentarios;

V. El bienestar de los animales es un derecho que reco-
noce el Estado mexicano, por tanto, éstos recibirán el
trato de seres vivos capaces de percibir y generar emo-
ciones; el Senasica en coordinación con las autoridades
competentes, estará obligada a que sea cual fuere el fin
zootécnico al que sean destinados, velar por que tengan
un cuidado digno y respetuoso, evitándoles en todo mo-
mento el sufrimiento;  
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VI. Consolidar una cultura sanitaria que garantice el en-
tendimiento, el cuidado, la preservación y el desarrollo
sustentable de los recursos agroalimentarios, así como
su valoración económica, social y de seguridad que se
proyecte en actitudes, conductas y hábitos de consumo.

Capítulo II
De los Instrumentos de la Política Nacional de 
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria

Artículo 28. Son instrumentos de la política nacional en
materia de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria,
los siguientes:

I. La planeación para la sanidad y la inocuidad agroali-
mentaria;

II. El Sistema Nacional de Información Sanitaria;

III. El Sistema Nacional de Gestión Sanitaria;

IV. El Registro Nacional de Sanidad e Inocuidad Agro-
alimentaria;

V. La Regionalización estratégica; y

VII. El Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica.

Sección 1
De la planeación para la sanidad 
y la inocuidad agroalimentaria

Artículo 29. La planeación para la sanidad, la inocuidad y
la calidad agroalimentaria como instrumento para el diseño
y la ejecución de la política nacional, se realizará en dos
modalidades:

I. De proyección dentro de los periodos constitucionales
que correspondan a las administraciones, conforme a lo
previsto en la Ley de Planeación, para los programas
sectoriales, institucionales y especiales; y 

II. De largo plazo, más allá de los periodos descritos en
la fracción anterior, para lo cual, la Secretaría y el Se-
nasica elaborarán el Programa Estratégico Sanitario Na-
cional, en el ámbito de sus respectivas competencias.

Dicho programa deberá ser aprobado por la Secretaría y en
él se indicarán los objetivos, estrategias y líneas de acción
prioritarias.

El Programa Estratégico de largo plazo, los programas ins-
titucionales y, en su caso, especiales, deberán ser revisados
cada dos años.

Los programas que elaboren los gobiernos de las Entidades
Federativas, con visión de corto y largo alcance, indicarán
los objetivos, estrategias y líneas de acción prioritarias, to-
mando en cuenta los criterios e instrumentos de la política
nacional y buscando congruencia con los programas nacio-
nales.

Artículo 30. En la planeación a que se refiere el artículo
anterior se elaborarán programas especiales, atendiendo las
condiciones fitozoosanitarias, geográficas, económicas y
sociales de los Estados, Municipios, zonas o regiones. La
Secretaría y el Senasica promoverán que los gobiernos de
las Entidades Federativas, se coordinen a efecto de partici-
par en la elaboración de dichos programas y garanticen la
participación de los interesados.

Artículo 31. El Ejecutivo Federal incorporará en sus infor-
mes anuales que debe rendir ante el Congreso de la Unión,
un informe sobre el estado que guarda la situación fitozoo-
sanitaria del país.

Las Leyes locales estipularán los procedimientos de rendi-
ción de cuentas del Ejecutivo de la Entidad a la Legislatu-
ra respectiva.

Los gobiernos de las Entidades Federativas y de los Muni-
cipios, informarán anualmente a la Secretaría y al Senasica
los resultados obtenidos, en términos de los convenios o
acuerdos de coordinación celebrados.

Sección 2
Del Sistema Nacional de Información 

Sanitaria

Artículo 32. El Senasica emitirá disposiciones reglamenta-
rias a fin de integrar y operar el Sistema Nacional de In-
formación Sanitaria, el cual tendrá por objeto integrar, or-
ganizar, actualizar y difundir la información relacionada
con la materia, producida por las actividades y servicios en
materia de sanidad e inocuidad agroalimentaria, que estará
disponible al público para su consulta y que se articulará en
lo conducente con el Servicio de Información Agroalimen-
taria y Pesquera.

Artículo 33. Mediante el Sistema Nacional de Información
Sanitaria, se deberá integrar de forma homogénea toda la
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información en materia de sanidad, inocuidad y calidad
agroalimentaria, incluyendo, entre otros:

I. La derivada de los resultados de las estrategias y ac-
ciones de regionalización, así como la que sea producto
de la inteligencia sanitaria;

II. La contenida en el Registro Nacional de Sanidad e
Inocuidad Agroalimentaria;

III. La generada por el Sistema Nacional de Gestión Sa-
nitaria, mediante la evaluación y supervisión;

IV. La derivada con el uso y conocimiento de los recur-
sos agroalimentarios, incluyendo información sobre uso
doméstico y conocimiento tradicional;

V. La vinculada a los acuerdos y convenios en materia
de sanidad e inocuidad agroalimentaria, y la relativa a
mecanismos y tratados de coordinación o cooperación
nacional e internacional;

VI. La información económica de la actividad a que se
refiere este capítulo;

VII. La producida por la investigación y el desarrollo
tecnológico;

VIII. Sobre organizaciones e instituciones de los secto-
res social y privado, así como de organismo públicos
nacionales e internacionales relacionados con ese sec-
tor;

IX. Sobre proyectos público y privados desarrollados en
el sector; y

X. Las demás que se consideren estratégicas para la pla-
neación y evaluación del desarrollo del estatus fitozoo-
sanitario y las capacidades en materia de inocuidad y ca-
lidad agroalimentaria en el país.

Las autoridades federales, estatales y municipales deberán
proporcionar al Sistema Nacional de Información Sanita-
ria, la información que recaben en el cumplimiento de sus
atribuciones.

Artículo 34. Para la integración de la información al Siste-
ma Nacional de Información Sanitaria, el Senasica deberá
crear normas, procedimientos y metodologías que garanti-

cen la compatibilidad y la responsabilidad de la informa-
ción generada y de las autoridades involucradas en dicho
proceso.

Artículo 35. La Secretaría y el Senasica promoverán la
creación de los Sistemas Estatales de Información Sanita-
ria y de Inocuidad. Los gobiernos de las entidades federa-
tivas, al integrar su sistema estatal de Información sanitaria
y de inocuidad deberán tomar en cuenta las normas, proce-
dimientos y metodologías que se siguieron para la integra-
ción del Sistema Nacional de Información Sanitaria, a fin
de hacerlo compatible con éste.

Artículo 36. Toda persona tendrá derecho a que las autori-
dades en materia de sanidad e inocuidad agroalimentaria
pongan a su disposición la información que les soliciten, en
los términos previstos por la Ley General de Transparencia
y Acceso a la Información Pública. 

Artículo 37. El Senasica regulará los procedimientos y
metodología a fin de integrar el Inventario Nacional de uni-
dades de producción pecuaria, agrícola y pesquera, el cual
deberá relacionar de manera organizada y sistemática los
datos estadísticos y contables de los bienes y servicios de
sanidad e inocuidad agroalimentaria.

Artículo 38. El Inventario Nacional será actualizado,
anualmente y deberá comprender la siguiente información:

I. La superficie y localización de las unidades de pro-
ducción en materia agrícola, pecuaria y acuícola, en
cualquiera de sus fases de proceso, con el propósito de
integrar su información estadística y elaborar su carto-
grafía, en sus distintos niveles de ordenación y manejo;

II. Los terrenos dedicados a actividades agroalimenta-
rias, su superficie y localización;

III. La infraestructura de uso relacionado con la sanidad
y la inocuidad agroalimentaria existente; y

IV. Los demás datos que señalen las disposiciones re-
glamentarias.

En las disposiciones reglamentarias de la presente Ley se
determinarán los criterios, metodología y procedimientos
para la integración, organización, actualización y monito-
reo de los datos que deberá contener el Inventario Nacional
de unidades de producción.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice VII 1229



Sección 3
Del Sistema Nacional de Gestión Sanitaria

Artículo 39. El Senasica integrará el Sistema Nacional de
Gestión Sanitaria, con el objeto de llevar el diseño, control,
evaluación, seguimiento y supervisión integral de los pro-
gramas, campañas, proyectos, operativos, y otras activida-
des que se lleven a cabo en el país en relación con la mate-
ria de la presente Ley.

Artículo 40. Las disposiciones reglamentarias de esta Ley,
definirán las características, forma de organización y pro-
cedimientos del Sistema Nacional de Gestión Sanitaria,
debiendo integrar todos los procesos del Senasica que de-
berán sujetarse a la cobertura de dicho Sistema.

Sección 4

Del Registro Nacional de Sanidad e Inocuidad 
Agroalimentaria

Artículo 41. La Secretaría establecerá, integrará, organiza-
rá y mantendrá actualizado el Registro Nacional de Sani-
dad e Inocuidad Agroalimentaria.

Dicho Registro será público y en él se inscribirán:

I. Los programas de prevención, control y erradicación
de plagas y enfermedades implementados en los Esta-
dos Unidos Mexicanos;

II. Los avisos de inicio de funcionamiento de estableci-
mientos y de actividades que deban hacerse ante la au-
toridad en términos de la presente Ley y las disposicio-
nes reglamentarias derivadas de ésta;

III. Las autorizaciones, registros, aprobaciones y los
permisos otorgadas por el Senasica;

IV. Las certificaciones y reconocimientos que emita la
autoridad en los términos previstos por esta Ley y las
disposiciones reglamentarias derivadas de ésta;

V. Los actos de transferencia de dominio, uso, usufruc-
to o prestación de servicios que involucren recursos
agroalimentarios;

VI. La información básica sobre los certificados, apro-
baciones y autorizaciones que se expidan; así como los
avisos presentados por quienes desarrollan actividades

de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria sujetos
a los procesos de certificación y verificación, 

VII. Los establecimientos obligados al uso de contrase-
ñas y marcas registradas que cumplen con las disposi-
ciones reglamentarias de sanidad, inocuidad y calidad
agroalimentaria que por su tipo les son aplicables.

VIII. Los demás actos y documentos que se señalen en
las disposiciones reglamentarias de esta Ley.

Artículo 42. El registro que se haga del otorgamiento y re-
novación de aprobaciones y autorizaciones que expida el
Senasica en términos de esta Ley y su sus disposiciones re-
glamentarias, tendrá efectos constitutivos. El asiento que
se haga de los certificados que se expidan, y de los avisos
presentados para el desarrollo de actividades de sanidad
agroalimentaria tendrá efectos declarativos. 

Artículo 43. El Senasica estará obligada a proporcionar la
información a todo solicitante, sin más exigencia que su
previa identificación, y el pago de los derechos que corres-
pondan, en los términos de las disposiciones reglamenta-
rias aplicables.

Artículo 44. Las disposiciones reglamentarias correspon-
dientes determinarán los procedimientos para la inscrip-
ción y otorgamiento de constancias de actos y documentos
inscritos en el Registro.

Artículo 45. En el marco de los principios de coordinación
que establece esta Ley, el Registro Agrario Nacional estará
obligado a dar parte al Registro, en los plazos que fije el
Reglamento respectivo, de los actos previstos en el presen-
te capítulo y que a aquél le corresponda inscribir.

El Registro buscará la coordinación necesaria con los re-
gistros públicos de la propiedad, establecidos por los go-
biernos de los Estados o por los Municipios en su caso, a
fin de que éstos den parte a aquél, de los actos que realicen
y se relacionen con la materia regulada por esta Ley.

Sección 5
De la Regionalización estratégica

Artículo 46. La regionalización de las actividades de la au-
toridad en la materia, deberá ser la estrategia permanente
de extensión de las capacidades del Senasica en el territo-
rio nacional, con objeto de identificar, agrupar, ordenar y
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coordinar los esfuerzos para preservar, proteger y fomentar
la sanidad y la inocuidad agroalimentaria.

Artículo 47. En las disposiciones reglamentarias de la pre-
sente Ley se determinarán los criterios, metodología y pro-
cedimientos para la integración, organización y actualiza-
ción de la regionalización; los cuales deberán contemplar
los mecanismos necesarios para tomar en consideración la
participación, opinión y propuesta comunitaria, el Inventa-
rio Nacional de unidades de producción , los productos del
Sistema Nacional de Información Sanitaria, la inteligencia
y la planeación fitozoosanitaria, así como la opinión de los
demás instrumentos de la política sanitaria nacional.

Sección 6
Del Sistema Nacional de Vigilancia 

Epidemiológica

Artículo 48. El Senasica integrará y operará el Sistema
Nacional de Vigilancia Epidemiológica; el cual deberá lle-
var a cabo la observación, análisis, seguimiento, control o
evaluación permanente sobre la sospecha o presencia, de
plagas y enfermedades que pongan en riesgo el patrimonio
agroalimentario del país, así como aquellas de carácter to-
xicológico y de residuos tóxicos, para orientar la aplicación
de medidas tendientes a la reducción y administración de
riesgos sanitarios y de contaminación. Este Sistema será
fuente oficial de información fitozoosanitaria en el ámbito
nacional e internacional.

Artículo 49. Las disposiciones reglamentarias de esta Ley
definirán las reglas de operación y las responsabilidades
del Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, mis-
mas que deberán considerar, cuando menos:

I. La investigación epidemiológica activa;

II. El reporte inmediato de cualquier sospecha o confir-
mación de presencia de plagas y/o enfermedades infec-
ciosas, exóticas y endémicas, así como aquellas de ca-
rácter toxicológico;

III. La integración, el procesamiento de los informes y
diagnósticos de la red nacional de laboratorios;

IV. La coordinación con las unidades normativas y ope-
rativas de la Secretaría para el seguimiento epidemioló-
gico de las medidas fitozoosanitarias destinadas al con-
trol o erradicación de enfermedades y plagas;

V. Implementación de los procedimientos que permitan
el registro y seguimiento de las sospechas y la confir-
mación de la presencia de enfermedades y plagas tanto
exóticas como endémicas que se presenten en cualquier
estado, zona o región o compartimento del país, hasta su
cierre total, así como la elaboración de los análisis epi-
demiológicos correspondientes que permitan evaluar su
comportamiento;

VI. Establecer la obligatoriedad del cumplimiento de
los procesos de monitoreo epidemiológico, para el reco-
nocimiento y mantenimiento de la condición de libre de
plagas o enfermedades bajo campaña oficial o para el
cambio de los estatus respectivos de las entidades fede-
rativas, zonas, regiones o compartimentos del país;

VII. Informar oficialmente la situación fitozoosanitaria
del país, a los organismos e instituciones nacionales e
internacionales con los cuales la Secretaría tiene conve-
nios y acuerdos de colaboración e intercambio de infor-
mación; 

VIII. Determinar el tamaño de muestra; y

XI. Generación, implementación, y administración de
los sistemas electrónicos que faciliten el cumplimiento
de los objetivos del programa.

Título Tercero
De la Regulación

Capítulo I
De la Programación regulatoria

Artículo 50. El Senasica es un ente regulador de tipo so-
cial, por tanto, le corresponde administrar la política regu-
latoria en la materia de su competencia. El Ejecutivo Fede-
ral deberá proveer lo necesario para que ésta lleve a cabo
su función reguladora en los términos que establezcan en la
presente Ley y sus disposiciones reglamentarias.

Artículo 51. El Ejecutivo Federal por conducto del Sena-
sica, podrá emitir las disposiciones reglamentarias que se-
an necesarias para regular los procesos, procedimientos,
actividades, servicios, instalaciones, estrategias, acciones,
programas, proyectos y demás aspectos necesarios para el
cumplimiento de los objetivos de esta Ley;

Artículo 52. Se establece el Comité de Regulación del Se-
nasica, que será coordinado por el área encargada de sus
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asuntos jurídicos, mismo que se integrará y operará en los
términos que dispongan las disposiciones reglamentarias
de esta Ley. 

Artículo 53. El Comité de Regulación elaborará y actuali-
zará el programa anual regulatorio en materia de sanidad,
inocuidad y de calidad agroalimentaria. A través de este
programa se valorarán, priorizarán y pondrán a considera-
ción del Senasica los proyectos regulatorios que aquel ha-
ya determinado conforme a las reglas que al efecto se esta-
blezcan y, con base en los planteamientos que sometan a su
consideración las áreas interesadas o incluso, personas re-
lacionadas con el sector, en términos de las disposiciones
reglamentarias.

Artículo 54. Por excepción que deberá ser justificada por
el proponente ante el Comité Regulatorio y, aprobado ex-
presamente por el Director en Jefe del Senasica, podrán
plantearse proyectos regulatorios no previstos en el progra-
ma anual. 

Las causas de la justificación a que se refiere este artículo,
únicamente podrán ser las relacionadas con alguna contin-
gencia fitozoosanitaria o amenaza relacionada.

Artículo 55. El Ejecutivo Federal, por conducto del Sena-
sica podrá emitir Normas Oficiales Mexicanas y proponer
a la Secretaria de Economía la emisión de Normas Mexi-
canas en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroali-
mentaria, en los términos establecidos por la Ley Federal
sobre Metrología y Normalización.

Artículo 56. Para efecto del artículo anterior, el Ejecutivo
Federal integrará y coordinará el Comité Consultivo Na-
cional de Normalización en materia de sanidad, inocuidad
y calidad agroalimentaria. Los subcomités necesarios para
su operación, serán coordinados por las áreas expertas del
Senasica, en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Capítulo II
De la evaluación de la conformidad

Artículo 57. El Ejecutivo Federal por conducto del Senasica
emitirá los procedimientos respectivos para la evaluación de
la conformidad de las Normas Oficiales Mexicanas a que se
refiere la Ley Federal Sobre Metrología y Normalización. 

Artículo 58. El Senasica también será el encargado de emi-
tir, coordinar y supervisar los procedimientos de evalua-

ción de la conformidad de las disposiciones reglamentarias
que deban cumplirse en términos de la presente Ley.

Artículo 59. Los terceros especialistas autorizados en tér-
minos de esta Ley, podrán auxiliar en la evaluación de la
conformidad por tipo, línea, lote o partida de productos o
por sistema, ya sea directamente en las instalaciones que
correspondan o durante el desarrollo de las actividades,
servicios o procesos de que se trate.

Capítulo III
De los servicio y actividades 
a cargo de los particulares

Artículo 60. La prestación de servicios y actividades rela-
cionadas con la sanidad, la inocuidad y la calidad agroali-
mentaria a cargo de particulares, estará regulada por el Eje-
cutivo Federal a través disposiciones reglamentarias, que
desarrollen para cada materia los requisitos y procedimien-
tos a que deberá sujetarse cualquier interesado. Dicha re-
gulación deberá considerar en su estructuración los meca-
nismos para acreditar el cumplimiento a los principios de
transparencia, anticorrupción, objetividad e impedir por
cualquier medio el conflicto de intereses, en concordancia
con la normatividad en la materia. 

Artículo 61. Los esquemas a través de los cuales los parti-
culares podrán acceder a la prestación de los servicios y las
actividades a que refiere el artículo anterior, son: 

I. Concesiones; 

II. Autorizaciones; 

III. Registros;

IV. Permisos; 

V. Aprobaciones;

VI. Certificaciones; y

VII. Avisos de inicio de funcionamiento. 

Las disposiciones reglamentarias de esta Ley definirán los
supuestos aplicables para cada caso, así como los requisi-
tos y procedimientos a que se sujetará quien esté interesa-
do en acceder a alguno de estos esquemas. 
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Artículo 62. Para los efectos de las fracciones I y II del
artículo anterior, el Senasica establecerá un Comité de
Evaluación de solicitudes, dictaminación de su pertinen-
cia y viabilidad. 

La conformación y operación de este comité también esta-
rá previsto en las disposiciones reglamentarias de esta Ley.
Las opiniones vertidas por el comité son vinculantes para
el área proponente y deberán ser acatadas en la resolución
que al efecto se emita. 

Capítulo IV
Esquemas de confiabilidad, certificaciones 

de cumplimiento y reconocimientos

Artículo 63. Cuando los usuarios de los servicios y en ge-
neral, las personas cuya actividad se relaciona con las fun-
ciones de la autoridad en materia de sanidad, inocuidad y
calidad agroalimentaria, demuestren un cumplimiento rei-
terado y sistemático a las obligaciones y responsabilidades
establecidas por las disposiciones reglamentarias que para
tal efecto emita el Senasica, serán reconocidos como usua-
rios confiables.

Artículo 64. La calidad de usuario confiable, generará pre-
rrogativas en cuanto a la carga regulatoria que implica el
cumplimiento de las disposiciones reglamentarias, respec-
to de quien no cuente con este reconocimiento. 

Artículo 65. Únicamente se otorgarán sobre los procesos y
procedimientos que se establezcan en disposiciones regla-
mentarias que deberán publicarse en el Diario Oficial de la
Federación.

El Senasica definirá mediante regulación específica, los
beneficios que correspondan a los usuarios confiables de
acuerdo al procedimiento que corresponda, así como los
procedimientos para su aplicación.

Capítulo V
Mecanismos de facilitación para el 

cumplimento de obligaciones e incentivos

Artículo 66. El Ejecutivo Federal podrá implementar los
mecanismos necesarios para facilitar a los usuarios el cum-
plimiento de las obligaciones establecidas en esta Ley y las
disposiciones reglamentarias derivadas de ésta. Estos es-
quemas deberán estar basados en análisis de riesgos espe-
cíficos, debidamente sustentados, de acuerdo a la normati-
vidad nacional en la materia y en concordancia con los

instrumentos internacionales de los que México sea parte y
le sean aplicables.

Cuando exista conflicto entre la aplicación de una medida
de facilitación y la protección sanitaria, la autoridad debe-
rá asegurarse de que prevalezca ésta sobre la primera.

Artículo 67. Los mecanismos a que se refiere el artículo
anterior, deberán estar previstos en disposiciones regla-
mentarias publicadas en el Diario Oficial de la Federación,
en las que se establecerá cuando menos: los elementos bá-
sicos que permitan medir y evaluar el esquema del que se
trate, la forma de acceder al mecanismo, la forma en que se
acreditará el derecho para beneficiarse del mecanismo y,
las causas de exclusión del mismo. 

Artículo 68. Las disposiciones reglamentarias de esta Ley
definirán un esquema basado en el otorgamiento de incen-
tivos y beneficios adicionales con los que se aliente, in-
duzca y promueva el cumplimiento de la presente Ley y las
disposiciones reglamentarias derivadas de ésta. 

Título Cuarto
De las Medidas de Prevención, 

Control y Erradicación de Riesgos a la Sanidad 
e Inocuidad Agroalimentaria

Sección 1
De la prevención

Capítulo I
Del Análisis de Riesgo y la Evaluación del Riesgo

Artículo 69. El Senasica podrá utilizar la herramienta cien-
tífica denominada análisis de riesgo o evaluación de riesgo
para la toma de las decisiones que requiera en el cumpli-
miento de cualquiera de sus atribuciones.

Artículo 70. El Ejecutivo Federal por conducto del Sena-
sica, mediante disposiciones reglamentarias determinará el
tipo y las modalidades de análisis de riesgo o evaluaciones
de riesgo, que deberán estar debidamente sustentados téc-
nica y científicamente de acuerdo con la normatividad na-
cional en la materia y en concordancia con los instrumen-
tos internacionales que le sean aplicables, los cuales serán
utilizados como sustento para la determinación de las me-
didas fitozoosanitarias para la prevención y minimización
de riesgos fitozoosanitarios detectados como asociados a
una mercancía de origen agropecuario, que podrá ser ela-
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borado y utilizado por particulares como sustento a sus
gestiones y trámites ante la autoridad competente.

En todo caso, el análisis de riesgo o la evaluación de ries-
go deberá ser presentado con la documentación del proce-
so o fuentes de información utilizadas y el Senasica será la
única instancia que validará, aplicará y difundirá los resul-
tados de dichos estudios.

Artículo 71. El Senasica podrá apoyarse en instituciones
competentes y autorizadas por ésta, mediante la suscrip-
ción de convenios, para la elaboración de los análisis de
riesgos o evaluaciones de riesgos.

Capítulo II
Del Diagnóstico

Artículo 72. Para el diagnóstico e identificación de enfer-
medades y plagas, así como para la constatación de bioló-
gicos, químicos, farmacéuticos y alimentos para uso o con-
sumo animal y detección de presencia de residuos tóxicos
y contaminantes, el Senasica coordinará la Red Nacional
de Laboratorios en materia de sanidad, inocuidad y calidad
agroalimentaria. La Red estará integrada por laboratorios
oficiales, laboratorios aprobados y autorizados.

Artículo 73. El Senasica podrá autorizar laboratorios pri-
vados para auxiliar a la Secretaría, en la realización de
pruebas de laboratorio y generación de informes de resul-
tados de pruebas de laboratorio de diagnóstico, constata-
ción o control de calidad de productos agroalimentarios.

Artículo 74. Para integrar la red nacional, los laboratorios
deberán contar con capacidades para acreditar sistemas de
equivalencia, cuando sea aplicable; así como las especifi-
caciones, criterios y procedimientos que se establezcan en
las disposiciones reglamentarias, mismas que deberán estar
armonizados con los criterios internacionales.

Artículo 75. Será facultad del Senasica supervisar, inspec-
cionar y normar la operación técnica de los laboratorios
aprobados o autorizados.

Artículo 76. Los resultados que emitan los laboratorios
aprobados o autorizados en materia de sanidad, inocuidad
y calidad agroalimentaria, serán verificados y respaldados
por los laboratorios de referencia del Senasica y serán me-
dios de prueba idóneo para efectos de controversias del or-
den nacional e internacional.

Capítulo III
De los Sistemas de Reducción de Riesgos de 

Contaminación y de las Buenas Prácticas

Artículo 77. El Senasica establecerá los procedimientos
que deben seguir los particulares que deseen obtener el cer-
tificado en Sistemas de Reducción de Riesgos de Contami-
nación, el cual se alimentará de las prácticas internaciona-
les.

El Senasica promoverá y fomentará la certificación Tipo
Inspección Federal, cuya emisión constituirá un incentivo
para los establecimientos que la obtengan en términos de
las disposiciones reglamentarias de esta Ley. 

Artículo 78. El Senasica implementará el programa nacio-
nal de reconocimiento de sistemas de reducción de riesgos
de contaminación, el cual deberá contener por lo menos:

I. Los estándares de reducción de riesgos durante la pro-
ducción primaria y el procesamiento;

II. Los procedimientos para certificar el cumplimiento
de Buenas Prácticas y los Sistema reducción de Riesgos
de Contaminación;

III. Los mecanismos para evaluar, auditar y verificar el
cumplimiento de las medidas de inocuidad necesarias
para ser reconocidos en sistemas de reducción de ries-
gos de contaminación;

IV. Medidas y sanciones en caso de incumplimiento;

V. Las condiciones y el procedimiento para la suspen-
sión y cancelación de la certificación.

Artículo 79. La adopción de buenas prácticas en las insta-
laciones, procesos y servicios por parte de los particulares,
se constituirán como elemento para considerar a su favor
por parte de la autoridad, en los trámites, solicitudes y con-
troversias en que aquel intervenga como interesado. 

Capítulo IV
De la Bioseguridad

Artículo 80. Se considerarán medidas de bioseguridad en
la materia agroalimentaria, al conjunto de acciones y me-
didas de evaluación, monitoreo, control y prevención des-
tinadas a prevenir, evitar, mitigar o mantener el control de
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factores de riesgo que puedan causar impactos fitozoosani-
tarios negativos.

Artículo 81. El Senasica emitirá las disposiciones regla-
mentarias que establezcan las medidas de bioseguridad que
serán reconocidas para efectos de esta Ley, así como los
procedimientos y manuales para su aplicación y certifica-
ción, los mecanismos de promoción y los incentivos para
su fomento.

Artículo 82. La adopción de medidas de bioseguridad en
las instalaciones, procesos y servicios por parte de los par-
ticulares, podrán ser elemento a considerar a su favor por
parte de la autoridad, en los trámites, solicitudes y contro-
versias en que intervenga como interesado.

Capítulo V
De la Inocuidad Agroalimentaria

Artículo 83. Las disposiciones reglamentarias de esta Ley
establecerán las previsiones necesarias para asegurar los
esquemas de inocuidad agroalimentaria que defina el Eje-
cutivo Federal con la finalidad de asegurar las medidas de
inocuidad aplicables que reduzcan los riesgos de contami-
nación alimentaria. 

Artículo 84. El Senasica emitirá las disposiciones regla-
mentarias relativas a las medidas de inocuidad agroalimen-
taria, desde su producción primaria, hasta su procesamien-
to primario incluyendo actividades tales como: cortado,
refrigerado y congelado, sin perjuicio de las atribuciones
que les correspondan a las autoridades competentes en ma-
teria de salubridad general.

La inocuidad de los productos a que se refiere este artículo
se acreditará a través del certificado que expida el Senasi-
ca, de conformidad con lo establecido por las disposiciones
reglamentarias en la materia.

Artículo 85. El Senasica tendrá atribuciones para impedir
que mercancía regulada ingrese a territorio nacional, se
movilice en el territorio o se ponga a disposición para con-
sumo humano, cuando el incumplimiento a las disposicio-
nes reglamentarias en materia de inocuidad genere riesgos
de contaminación. 

Artículo 86. Se considerará emergencia de contaminación
en los alimentos, la detección de un incremento en los ni-
veles de contaminantes o la presencia de residuos tóxicos
que vulneren su inocuidad.

El Senasica establecerá y operará permanentemente el Pro-
grama Nacional de Control y Monitoreo de Residuos Tóxi-
cos en los bienes de origen agroalimentario.

Todas las disposiciones reglamentarias en materia de ino-
cuidad, deberán estar vinculadas con los procesos, procedi-
mientos y demás estrategias que se implementen en mate-
ria fitozoosanitaria.

Capítulo VI
De la Calidad Agroalimentaria

Artículo 87. Los estándares de calidad de los productos
agroalimentarios desde su producción primaria y hasta su
procesamiento final, serán determinados por el Senasica a
efecto de crear las condiciones necesarias para inducir el
ordenamiento de los mercados tanto nacional, como el de
exportación.

Artículo 88. La calidad agroalimentaria se acreditará a tra-
vés del certificado que expida el Senasica conforme lo que
se establezca en las disposiciones reglamentarias que al
efecto emita el Ejecutivo Federal. Los certificados tendrán
las características, vigencia, requisitos y formalidades que
establezcan las disposiciones reglamentarias y tratados in-
ternacionales en la materia de los que México sea parte.

Sección 2
De las estrategias y acciones de control

Capítulo I
Importación de mercancías agroalimentarias.

Artículo 89. Son mercancías reguladas por la Secretaría
para su importación a México, aquellas codificadas en el
instrumento jurídico emitido en términos del artículo 17 de
la Ley de Comercio Exterior; así como aquellas que por su
nivel de riesgo o por una emergencia fitozoosanitaria, sean
determinadas expresamente así por el Senasica, quien po-
drá ordenar las medidas para su mitigación hasta en tanto
tales mercancías se incorporan al instrumento jurídico a
que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 90. Para su ingreso a territorio nacional, las mer-
cancías reguladas por la Secretaría deberán obtener ante el
Senasica el certificado de importación. 

Artículo 91. El certificado de importación, será expedido por
el personal oficial del Senasica en el punto de ingreso al país
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o en el sitio autorizado por la autoridad competente, teniendo
una vigencia de ocho días a partir de su expedición. Este cer-
tificado amparará la movilización, en un solo evento desde el
punto de ingreso donde fue desaduanada la mercancía y has-
ta un destino final en el interior del país.

Artículo 92. Para la obtención del certificado de importación
de que se trate, el Senasica inspeccionará el cumplimiento de
los requisitos y la satisfacción de las medidas sanitarias que
al efecto se hayan establecido conforme a los procedimientos
aplicables, conforme a los términos de esta Ley.

Artículo 93. Los requisitos generales y los procedimientos
para dar cumplimiento a las medidas específicas que debe-
rá cumplir quien pretenda importar mercancía regulada a
México, serán publicados en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Artículo 94. Además de los requisitos generales a que se
refiere el artículo anterior, la mercancía regulada que pre-
tenda importarse al país deberá cumplir con las medidas de
sanidad o de inocuidad agroalimentaria. El cumplimiento
de esta previsión estará sujeto a la inspección y verifica-
ción del Servicio Oficial de Inspección en los términos de
esta Ley.  

Artículo 95. El Senasica podrá autorizar importaciones sin
sujetarse a las reglas establecidas en este capítulo, cuando
se trate de muestras de productos agroalimentarios, siem-
pre que éstas tengan fines de investigación, constatación y
registro. La autorización a que se refiere este artículo se da-
rá a petición de parte y previa evaluación del riesgo o aná-
lisis de riesgo.

Artículo 96. El Senasica podrá dejar sin efecto en cual-
quier tiempo y lugar los certificados para importación
que se hayan expedido, ante el riesgo acreditado de in-
troducción o diseminación en el territorio nacional de en-
fermedades y plagas a los productos agroalimentarios, de
declaración obligatoria para los Estados Unidos Mexica-
nos, u otra emergente de importancia cuarentenaria por
notificación oficial, diagnóstico u otro mecanismo cien-
tíficamente sustentado.

En este supuesto, el Senasica también podrá adoptar algu-
na de las medidas siguientes:

I. Prohibir o restringir la importación y movilización de
mercancía regulada, así como de aquella que sin serlo se
dictamine como riesgo sanitario.

II. Aseguramiento, guarda-custodia, acondicionamien-
to, retorno o destrucción de mercancías reguladas, pro-
ductos de riesgo y cualquier otra mercancía que pueda
diseminar enfermedades o plagas o que no cumplan con
las especificaciones establecidas y, en su caso, el sacri-
ficio de animales.

Los gastos que en su caso se generen por la ejecución de
las medidas a que se refiere este artículo, serán por cuenta
del importador o propietario de la mercancía regulada.

Artículo 97. Para la expedición de los certificados de im-
portación y la gestión de los trámites relativos, se utilizarán
preferentemente los sistemas electrónicos, incluyendo los
medios para su transmisión; para este efecto el Ejecutivo
Federal deberá establecer los mecanismos necesarios para
su implementación con los países con quienes México ten-
ga intercambio comercial de mercancías reguladas, obser-
vando siempre para ello, los principios de reciprocidad, ar-
monización y equivalencia.

Artículo 98. Los agentes aduanales y los importadores, son
obligados solidarios en el cumplimiento de las obligacio-
nes establecidas en los términos de esta Ley para la impor-
tación de mercancías reguladas.

Artículo 99. Los funcionarios y empleados públicos fede-
rales, estatales y municipales, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, deberán auxiliar a las autoridades de
inspección fitozoosanitaria en el desempeño de sus funcio-
nes cuando éstas lo soliciten y estarán obligados a denun-
ciar los hechos de que tengan conocimiento sobre presun-
tas infracciones a esta Ley.

Las autoridades de inspección fitozoosanitaria colaborarán
con las autoridades extranjeras en los casos y términos que
señalen las Leyes, los tratados internacionales, acuerdos
interinstitucionales o cualquier instrumento derivado de
ellos de los que sea parte los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 100. El cumplimiento de las obligaciones, requi-
sitos y medidas fitozoosanitarias para importar mercancías
reguladas a México, podrá llevarse a cabo bajo alguna de
las siguientes modalidades:

I. Verificación en origen;

II. Verificación en punto de ingreso al territorio nacional.

III. Verificación en destino previamente autorizado.



A. De la verificación en origen

Artículo 101. El Senasica a petición de parte, podrá reali-
zar la verificación en origen a través de personal comisio-
nado que constate en el lugar de producción o proceso ori-
ginaria, el manejo fitozoosanitario, los sistemas de
producción, las instalaciones en donde se manipulan o los
procedimientos de certificación y empaque de las mercan-
cías reguladas que pretendan importarse a México. La ve-
rificación en origen también podrá ordenarse como una
medida fitozoosanitaria de mitigación de riesgos.

Artículo 102. El resultado de la verificación en origen,
se traduce en el informe de resultados y el dictamen de
conformidad o de rechazo que emite el personal comi-
sionado. El certificado para importación, en caso de que
el dictamen sea favorable, deberá ser emitido en el pun-
to de ingreso al país.

Los gastos inherentes a los procedimientos de verificación
en origen estarán a cargo del interesado.

Artículo 103. El Servicio Oficial de Inspección del Sena-
sica será la unidad encargada de coordinar las verificacio-
nes en origen, debiendo verificar el cumplimiento a las
condiciones dictadas por las áreas responsables, de acuer-
do con la materia de que se trate. Los procedimientos para
la operación de la verificación en origen serán definidos en
disposiciones reglamentarias.

B. De la verificación en punto de ingreso

Artículo 104. Las mercancías reguladas únicamente po-
drán importarse a través de los puntos de ingreso determi-
nados por la autoridad competente y conforme a las dispo-
siciones reglamentarias aplicables.

Los animales vivos deberán ser verificados en los corrales
de inspección autorizados específicamente por el Senasica
para dicha actividad o en lugar distinto en caso de reque-
rirse instalaciones especiales para la inspección de dichos
animales, en los términos de esta Ley y sus disposiciones
reglamentarias. 

Artículo 105. El personal oficial del Senasica, es la única
autoridad que ejerce las atribuciones de comprobación de
regulaciones y restricciones no arancelarias en la materia
de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria, por lo que
las demás autoridades de comercio exterior que concurren
en las instalaciones en donde se llevan a cabo las actuacio-

nes para importación y exportación, están obligados a co-
ordinarse con los oficiales del Senasica en todos los casos
en que estén implicadas mercancías reguladas, así como a
prestar auxilio para el ejercicio de sus funciones. 

Artículo 106. Cuando como resultado de la inspección de
las mercancías reguladas en el punto de ingreso, se acredi-
te el cumplimiento de los requisitos previamente estableci-
dos, se emitirá el certificado de importación, con el que se
acreditará el cumplimiento de la regulación no arancelaria
en el proceso de la importación. 

Caso contrario, el Senasica resolverá negando la solicitud
de importación, procediendo a cancelar el trámite respecti-
vo y a rechazar la mercancía.

Ante la resolución de negativa de importación, el interesa-
do podrá acondicionar las mercancías, caso contrario debe-
rá retornar las mercancías a su lugar de origen o, en su ca-
so, informar al Senasica el envío de ésta a algún otro país
que acepte expresamente la remisión. 

Cuando no sea posible el retorno de la mercancía en los tér-
minos del párrafo anterior; cuando así lo solicite expresa-
mente el interesado; o, cuando a juicio del servicio oficial
de inspección, existan condiciones de riesgo a la sanidad
agroalimentaria o a la salud humana por las características
de la mercancía, se ordenará la destrucción de las mismas.

El Senasica establecerá los plazos, las medidas de bioseguri-
dad que deban adoptarse y los procedimientos para la ejecu-
ción de las acciones descritas anteriormente. En todo caso,
los gastos originados serán cubiertos por el propietario, im-
portador o su representante legal, quedando constancia de las
acciones realizadas mediante el acta correspondiente. 

La Secretaría, en coordinación con la autoridad aduanera,
establecerá los mecanismos para que la destrucción de las
mercancías se realice en el menor tiempo posible a efecto
de evitar la proliferación de fauna nociva o el aumento del
riesgo al patrimonio agroalimentario.

Artículo 107. En caso de que durante el proceso de ins-
pección el resultado de las pruebas de muestras tomadas
para constatación sea desfavorable para los fines de la im-
portación, la autoridad, a petición de parte podrá autorizar
un segundo análisis sobre la muestra tomada, en cuyo caso
deberá sujetarse al procedimiento que se detalle en dispo-
siciones reglamentarias. 
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Artículo 108. El ejercicio de las atribuciones de compro-
bación y verificación del servicio oficial de inspección, po-
drá llevarse a cabo en instalaciones de particulares ubica-
das en territorio nacional y autorizados en los términos de
esta Ley; sin embargo, la única autoridad tratándose de las
actuaciones llevadas a cabo en estas instalaciones, es la del
personal comisionado por el Senasica.

Artículo 109. Los propietarios o encargados de la opera-
ción de los sitios de inspección autorizados serán respon-
sables solidarios, en términos de las disposiciones regla-
mentarias, respecto de irregularidades que se acrediten en
el proceso de importación cuando estas se relacionen con
alguno de los términos de la autorización.

C. De la verificación en destino previamente autorizado

Artículo 110. Atendiendo las disposiciones reglamentarias
aplicables a cada caso, el Senasica podrá autorizar y, en su
caso habilitar instalaciones y sitios de inspección ubicados
en lugares distintos a los puntos de ingreso dentro del te-
rritorio nacional, para llevar a cabo la inspección y verifi-
cación del cumplimiento de los requisitos de importación
de mercancías reguladas, con fines de facilitación comer-
cial, para establecimiento de cuarentenas precautorias o
por causas de utilidad pública debidamente acreditadas.  

Los procedimientos para la operación de estas instalacio-
nes y sitios de inspección deberán ser publicados en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Capítulo II
De la Inspección Fitozoosanitaria 

en la Vía Turística

Artículo 111. El personal oficial y el autorizado por el Se-
nasica, podrá llevar a cabo actos de inspección y verifica-
ción fitozoosanitaria de mercancía regulada y de riesgo de-
terminado previamente, cuando ésta sea transportada vía
turística por cualquier medio.

Artículo 112. Las autoridades y particulares responsables
de la administración de terminales y puertos aéreos, marí-
timos y terrestres, deberán brindar las facilidades necesa-
rias para que el servicio oficial de inspección pueda cum-
plir sus funciones.

Para este efecto, los responsables de las terminales a que se
refiere este artículo, se asegurarán de dar al Senasica la par-
ticipación que corresponda en la planeación y elaboración

de los planes maestros, proyectos de construcción o remo-
delación, para garantizar la existencia y adecuado funcio-
namiento de las instalaciones y equipamiento de las bases
de inspección fitozoosanitaria.

Artículo 113. Las empresas prestadoras de servicios de
transportación de pasajeros por cualquier vía, están obliga-
dos a colaborar con el Senasica en la ejecución de las me-
didas fitozoosanitarias de seguridad para prevenir y con-
trolar riesgos y amenazas en la materia, además de las de
bioseguridad con el mismo fin.

Las medidas a que se refiere este artículo estarán conteni-
das en disposiciones reglamentarias, mismas que deberán
prever los procedimientos para la emisión de aquellas que
deban ejecutarse con carácter urgente ante riesgos emer-
gentes.  

Artículo 114. Para la protección de ingreso de riesgos en la
materia regulada por esta Ley, el Senasica inspeccionará con-
forme a las disposiciones reglamentarias el ingreso de perso-
nas al territorio nacional y su tránsito por éste cuando las dis-
posiciones reglamentarias así lo establezcan, incluyendo
entre los objetivos de la inspección los vehículos, maletas y
equipaje en general, comisariatos y gambuzas, valijas diplo-
máticas o los objetos dentro del menaje de casa.

Para ejercer esta atribución, el personal del Senasica podrá
apoyarse de métodos, sistemas y técnicas tanto intrusivas
como no intrusivas, así como todas las que la tecnología y
el avance de la ciencia le permitan, entre otros, el uso de
caninos o la visualización a través de máquinas de rayos X
o rayos gamma. 

Los procedimientos bajo los cuales se llevarán a cabo estos
sistemas de inspección, se desarrollarán en las disposicio-
nes reglamentarias.

Artículo 115. También se llevará cabo la inspección de la
vía postal, por lo que el Servicio Postal Mexicano deberá
proporcionar al Senasica las facilidades y la colaboración
necesaria para que con independencia de los procedimien-
tos concurrentes con otras autoridades que ejercen faculta-
des en los sitios de llegada de la mensajería, el personal ofi-
cial de inspección fitozoosanitaria realice sus funciones.

Las empresas privadas de mensajería, con independencia
de las obligaciones adquiridas por virtud de las autoriza-
ciones para operar ante la autoridad competente, deberán
prever los espacios, colaboración y sistemas de reporte
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obligatorio al Senasica de presencia de mercancías regula-
das o de riesgo determinado.

Artículo 116. Cuando derivado de la inspección y verifica-
ción a que se refiere este capítulo se identifique o intercepte
mercancía prohibida por su nivel de riesgo o siendo regulada
no cumpla con las medidas, requisitos y condiciones para su
ingreso, éstas serán aseguradas por el personal comisionado
fitozoosanitario. Tratándose de mercancías prohibidas, éstas
serán destruidas de manera inmediata, dejando debida cons-
tancia de las diligencias inherentes a la destrucción. Los cos-
tos serán con cargo al portador, a quien se iniciará el proce-
dimiento administrativo para la determinación de las posibles
infracciones en que hubiera incurrido.

Si las mercancías fueran de las reguladas, se levantará acta
administrativa  en la que conste el aseguramiento de la
mercancía y en esa misma diligencia se dará vista al pose-
edor de éstas para que un plazo máximo de cinco días na-
turales, acredite el cumplimiento de la regulación no aran-
celaria en materia fitozoosanitaria o en su caso, la
autorización expresa del área competente por materia del
Senasica con las medidas de mitigación de riesgo que ha-
yan sido adoptadas para ese efecto; transcurrido el plazo
sin que se presente la autorización o se acredite el cumpli-
miento de los requisitos, se procederá a la destrucción in-
mediata de la mercancía sin responsabilidad patrimonial
para el personal del Senasica.

Artículo 117. El Senasica implementará los mecanismos
pertinentes y necesarios para contar con la declaración de
los pasajeros que ingresen a territorio nacional, pudiendo
convenir con las autoridades aduanales el uso de una sola,
en cuyo caso, la información generada deberá ser compar-
tida oportuna y eficazmente entre ambas entidades.

Dicha información podrá ser utilizada por el Senasica para
generar productos de inteligencia que le permitan cumplir
con sus objetivos, además de que para efectos de las dili-
gencias derivadas de su actuación, estas harán prueba en
los procedimientos respectivos.  

Artículo 118. El personal oficial adscrito al Senasica, con-
tará con las más amplias facultades para determinar las in-
fracciones e imponer las sanciones que correspondan,
cuando se intente ingresar al territorio nacional mercancías
prohibidas o reguladas sin el cumplimiento de los requisi-
tos establecidos para su ingreso, sea cual fuere su cantidad.

El procedimiento de determinación de infracciones deberá
estar previsto en disposiciones reglamentarias.

Artículo 119. Los importadores de muestras de productos
para uso relacionado con la materia animal o vegetal con
fines de investigación, constatación y registro, deberán so-
licitar la autorización respectiva previamente a la Secreta-
ría en la cual se determinará las cantidades máximas a im-
portar. Dichas importaciones no generarán pago de
contribuciones. 

Capítulo III
Del Servicio Oficial de Inspección 

Artículo 120. Se establece el servicio oficial de inspección
como la unidad administrativa encargada de la verificación
y la inspección del cumplimiento de las disposiciones con-
tenidas en esta Ley y las disposiciones reglamentarias de-
rivada de ésta.

El servicio oficial de inspección a que se refiere este capítu-
lo, como instancia de seguridad nacional, será la autoridad
encargada de hacer cumplir las determinaciones, disposicio-
nes, directrices, medidas e instructivos, emitidas por el Sena-
sica, contando para ello con las facultades más amplias que
en derecho procedan, pudiendo ordenar las medidas necesa-
rias, incluso, mediante el uso de la fuerza pública. 

Artículo 121. El servicio oficial de inspección detentará
las facultades coercitivas necesarias para hacer cumplir sus
determinaciones, además de las inherentes a la emisión y
ejecución de las medidas precautorias necesarias para im-
pedir que se cometa una irregularidad o que se continúe, y
la relativa a la determinación de infracciones y notificación
de sanciones a que se refiere el artículo 231.

El personal adscrito al servicio oficial de inspección conta-
rá con los elementos distintivos que lo identifiquen como
una instancia de seguridad nacional con los facultamientos
descritos en el párrafo anterior.

Artículo 122. El Senasica deberá prever la inversión nece-
saria para contar con infraestructura, equipamiento y es-
quemas específicos de profesionalización y adiestramiento
para el personal que integre el servicio oficial, de tal forma
que a su ingreso y durante su permanencia, éste se encuen-
tre preparado para desempeñar sus funciones y ejercerlas
frente al gobernado con los mayores estándares de desem-
peño en relación con las mejores prácticas internacionales.
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Artículo 123. Las facultades de comprobación con que
contará el servicio, incluirán la utilización de equipamien-
to de protección y defensa, así como las de investigación
necesaria para determinar las posibles infracciones a esta
Ley en materia de sanidad e inocuidad agroalimentaria, por
ello los esquemas de capacitación y profesionalización
considerarán la preparación en estos rubros.

Artículo 124. El servicio oficial de inspección, con objeto
de aplicar y hacer cumplir las disposiciones de esta Ley, y
las disposiciones reglamentarias derivadas de ésta, así co-
mo de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización,
cuando no corresponda a otra dependencia, practicará la vi-
gilancia y verificación necesarias en los lugares donde se
administren, almacenen, transporten, distribuyan o expen-
dan productos o mercancías reguladas por la Secretaría o
de aquellas determinadas como de riesgo o que en términos
de las disposiciones reglamentarias estén sujetas a verifica-
ción de cumplimiento determinado, incluyendo aquéllos en
tránsito, en la materia de sanidad, de inocuidad y de cali-
dad agroalimentaria.

Para la verificación y vigilancia a que se refiere el párrafo
anterior, el servicio oficial de inspección actuará de oficio
conforme a lo dispuesto en esta Ley y en los términos del
procedimiento previsto por la Ley Federal de Procedimien-
to Administrativo, y tratándose de la verificación del cum-
plimiento de normas oficiales mexicanas, de conformidad
con la Ley Federal sobre Metrología y Normalización.

Artículo 125. Cuando con motivo de una visita de verifi-
cación se requiera efectuar toma de muestras para verificar
el cumplimiento de esta ley, en el acta se deberá indicar el
número y tipo de muestras que se obtengan.

Para la toma y análisis de las muestras a que se refiere el
párrafo anterior, se procederá en los siguientes términos:

I. Se tomarán por triplicado, una para el análisis del ser-
vicio oficial de inspección, otra quedará en poder del vi-
sitado quien podrá efectuar su análisis, y la tercera ten-
drá el carácter de muestra testigo que quedará en poder
del visitado y a disposición del servicio oficial de ins-
pección. A las muestras se colocarán sellos que garanti-
cen su inviolabilidad;

II. El resultado del análisis emitido por el servicio ofi-
cial de inspección se le notificará al visitado en los tér-
minos de las disposiciones reglamentarias;

III. En caso de que el visitado no esté de acuerdo con
los resultados deberá exhibir el análisis derivado de la
muestra dejada en su poder y además, la muestra testi-
go, dentro de los cinco días siguientes a la recepción de
los resultados;

IV. En tales casos, el Senasica ordenará el análisis de la
muestra testigo en el laboratorio de referencia que co-
rresponda por materia. El análisis se realizará en pre-
sencia de los técnicos designados por las partes, debién-
dose levantar una constancia de ello. El dictamen
derivado de este último, será definitivo, y

V. En caso de tratarse de análisis o pruebas no destruc-
tivas, las muestras serán devueltas al visitado a su cos-
ta; en caso de que éste no las recoja en un plazo de trein-
ta días a partir de la notificación respectiva, dichas
muestras se podrán donar para fines lícitos o destruir.

Capítulo IV
De los Programas de Control

Artículo 126. El Senasica establecerá a través de disposi-
ciones reglamentarias, los programas de sanidad y de ino-
cuidad agroalimentaria que determine necesarios para al-
canzar, mantener o perfeccionar los esquemas de control de
las plagas, enfermedades o riesgos presentes en el país y
que sean viables conforme a las disposiciones presupuesta-
rias aplicables.

Estos programas versarán sobre aquellas previsiones que
no sean materia de campañas sanitarias o del Programa Na-
cional de Control y Monitoreo de Residuos Tóxicos en los
bienes de origen agroalimentario. 

Artículo 127. Los programas a que se refiere este artículo,
podrán tener por objeto el control de la inocuidad de los
alimentos y en general la ausencia de cualquier riesgo en
los bienes agroalimentarios, tanto en la importación como
en la exportación. 

Artículo 128. Las características, alcances, formas de me-
dición, evaluación y supervisión de los programas a que se
refiere este capítulo, estarán previstos en disposiciones re-
glamentarias.
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Capítulo V
De la Trazabilidad

Artículo 129. El Senasica establecerá las bases para la im-
plementación de un sistema de trazabilidad en animales,
vegetales, especies acuícolas y pesqueras; bienes, produc-
tos o subproductos derivados de aquellos y en general cual-
quier mercancía regulada.

Artículo 130. Los agentes involucrados en cada eslabón de
la cadena de suministro, deberán implementar y mantener
un sistema de trazabilidad documentado en las etapas que
le correspondan: producción, transformación o distribución
de los bienes agroalimentarios, en términos de lo estableci-
do en las disposiciones reglamentarias que emita el Senasi-
ca para tal efecto.

Artículo 131. Los sistemas de trazabilidad en los bienes a
que se refiere este capítulo, de origen nacional o importa-
do, garantizarán el rastreo desde el sitio de su producción u
origen hasta su procesamiento o destino final. Dichos sis-
temas deberán incluir la relación de proveedores y distri-
buidores o clientes, con arreglo a las disposiciones en ma-
teria de trasparencia y acceso a los datos personales.

Artículo 132. Los agentes involucrados deberán notificar a
la Secretaría o al Senasica cuando sospeche que alguno de
los bienes de origen agroalimentario, que han producido,
transformado, fabricado, distribuido o importado no cum-
plen con las disposiciones de esta Ley o las contenidas en
las disposiciones reglamentarias derivadas de ésta y, en ca-
so de acreditarse, la autoridad ordenará de inmediato su re-
tiro del mercado o dispondrá las medidas fitozoosanitarias
o de inocuidad que correspondan.

Cuando las mercancías sean retiradas del mercado, se in-
formará a la Secretaría, al Senasica y a los consumidores
de las razones de este retiro.

Artículo 133. El sistema de trazabilidad a que se refiere es-
te apartado se basará en las herramientas de tecnologías de
la información, pudiendo emplear los sistemas informáti-
cos a su alcance, siempre que se garantice la explotación y
administración de la información que exprese:

I. El Origen;

II. La Procedencia;

III. El Destino;

IV. El Lote;

V. La Fecha de producción o sacrificio, la fecha de em-
paque, proceso o elaboración, caducidad o fecha de con-
sumo preferente; y

VI. La identificación individual o en grupo de acuerdo
a la especie de la mercancía.

Artículo 134. Las disposiciones reglamentarias de sanidad
agroalimentaria y las relativas a buenas prácticas pecuarias
que expida el Senasica, establecerán los requisitos que de-
berán contener las etiquetas de las mercancías reguladas
para efectos de trazabilidad.

Capítulo VI
De los Controles del Movimiento de Mercancía 

Regulada en el Territorio Nacional

Artículo 135. El control de la movilización de mercancías
reguladas y de riesgo determinado por el Senasica, es la he-
rramienta a través de la cual se hace eficaz el avance fito-
zoosanitario en una zona, región o estado; además, este sis-
tema de control permitirá al Senasica generar información
estadística y promover la facilitación comercial entre esta-
dos, sin poner en riesgo la condición alcanzada por uno y
los procesos de control y erradicación de otros. 

Artículo 136. La movilización de mercancías reguladas en
el interior del territorio nacional, entre un estado y otro, en-
tre zonas, regiones o Municipios, estará sujeta a la expedi-
ción del certificado de movilización, según sea el caso. Es-
te certificado será expedido en el origen de las mercancías,
previo cumplimiento de los requisitos y procedimientos
que para tal efecto establezca la Secretaría por conducto
del Senasica.

Las disposiciones reglamentarias derivadas de esta Ley de-
terminarán aquellas mercancías que no requieran certifica-
do de movilización de acuerdo al riesgo que representen,
las que en todo caso, solo deberán generar un aviso de mo-
vilización para efectos del sistema de trazabilidad imple-
mentado por el Senasica.

Artículo 137. La expedición de los certificados y de los
avisos de movilización a que se refiere el artículo anterior,
se expedirán mediante sistemas electrónicos, que posibili-
ten la explotación y administración de la información ge-
nerada. El Senasica podrá establecer esquemas de contin-
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gencia que, por excepción, permitan la emisión de estos
documentos en modo manual.

Los certificados de movilización, serán expedidos por per-
sonal oficial del Senasica o por terceros especialistas auto-
rizados por ésta o por terceros especialistas autorizados en
centros de certificación que dependan de un organismo de
certificación.

Artículo 138. El Senasica podrá dejar sin efecto los certi-
ficados que amparen la movilización de mercancías regu-
ladas que se hayan expedido ante la inminente disemina-
ción en el territorio nacional de enfermedades y plagas que
representen riesgo zoosanitario, por notificación oficial,
diagnóstico u otro mecanismo científicamente sustentado.

Artículo 139. Corresponde al Senasica, ejercer de manera
exclusiva la atribución de determinar los requisitos fitozo-
osanitarios que deben observar los interesados en movili-
zar mercancías reguladas en el territorio nacional. 

Bajo ningún supuesto, las autoridades estatales ni las mu-
nicipales podrán exigir mayores requisitos que los estable-
cidos por el Senasica para el movimiento de las mercancí-
as agroalimentarias, inclusive, cuando se alegue protección
sanitaria de sus territorios; sin embargo el Senasica podrá
suscribir convenios o acuerdos de coordinación con los go-
biernos de los Estados, con objeto de coordinar acciones
para la vigilancia del cumplimiento de las medidas.

Artículo 140. El Senasica mediante disposiciones regla-
mentarias determinará las características, requisitos o espe-
cificaciones que por razones sanitarias deberán reunir los
vehículos y la transportación de las mercancías agroali-
mentarias.

Artículo 141. Para la vigilancia de las disposiciones relati-
vas a este capítulo, el Senasica contará con la infraestruc-
tura estrictamente necesaria en los lugares estratégicos que
al efecto se definan y se den a conocer mediante publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación. Estas instalacio-
nes estratégicas serán operadas exclusivamente por el ser-
vicio oficial de inspección.

Artículo 142. El Ejecutivo Federal, por conducto del Se-
nasica, podrá coordinar con los gobiernos de los estados la
instalación y operación de puntos de inspección y control
interno, mismos que podrán ser fijo o itinerantes, como
parte de la red de infraestructura para el control de los mo-
vimientos de mercancías reguladas y de riesgo.

Estas instalaciones estarán sujetas a la autorización por parte
del Senasica en los términos de esta Ley y sus disposiciones
reglamentarias, y bajo ninguna circunstancia, los gobiernos
estatales podrán establecer otros sitios de inspección en vías
de comunicación carretera fuera de este supuesto.

Será responsabilidad directa de los gobiernos estatales el vi-
gilar el legal funcionamiento de estas instalaciones, así como
de su correcto equipamiento y funcionalidad operativa. 

Artículo 143. El Senasica publicará en el Diario Oficial de
la Federación el directorio de los puntos de inspección y
control internos, así como las características de sus autori-
zaciones de operación.  

Artículo 144. Con fines de facilitación comercial el Sena-
sica podrá implementar esquemas de agilización de los
controles a que se refiere este capítulo, siempre que se
cumplan las condiciones sanitarias en el origen y se asegu-
re la permanencia de la condición certificada en el tránsito,
tales esquemas deberán establecerse mediante disposicio-
nes reglamentarias 

También se podrá autorizar la movilización de mercancías
de alto riesgo entre zonas de diferente estatus sanitario,
cuando se justifique para fines de tratamiento, investiga-
ción o aplicación de medidas fitozoosanitarias, con base en
el riesgo que represente. Dicha movilización estará condi-
cionada a la previa expedición del certificado de moviliza-
ción sólo para su traslado inmediato y en condiciones de
seguridad hacia su destino.

Artículo 145. La Secretaría establecerá los requisitos a los
que se deberá sujetar la movilización de material que con-
tenga agentes patógenos.

La movilización de animales o bienes de origen animal
afectados por enfermedades, plagas o en su caso por con-
taminantes, se sujetará a las disposiciones previstas en esta
Ley y en las disposiciones reglamentarias aplicables.

La movilización de los productos para uso o consumo ani-
mal afectados por contaminantes se sujetará a las disposi-
ciones de esta Ley y a las disposiciones reglamentarias que
para tal efecto expida la Secretaría, sin perjuicio de lo es-
tablecido por otras disposiciones.

Artículo 146. Para la correcta aplicación y vigilancia de lo
previsto en este capítulo la Policía Federal prestará el apo-
yo y auxilio necesario al Senasica.
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Capítulo VII
Del Dispositivo Nacional de Emergencia

Artículo 147. Cuando se identifique con evidencia cientí-
fica la presencia o entrada inminente de enfermedades y
plagas exóticas y de notificación obligatoria, erradicadas,
desconocidas o inexistentes en el país, que pongan en si-
tuación de emergencia fitozoosanitaria a una o varias espe-
cies o poblaciones de animales o vegetales de importancia
agroalimentaria en todo o en parte del territorio nacional;
el Senasica activará, integrará y operará el Dispositivo Na-
cional de Emergencia. 

La activación del Dispositivo mediante Acuerdo suscrito
por el Director en Jefe, posibilitará su operación inme-
diata, sin embargo de manera inmediata deberá acredi-
tarse la gestión para su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

También se justificará la activación del Dispositivo Nacio-
nal de Emergencia y la aplicación inmediata de medidas de
aseguramiento, cuando se sospeche o se tenga evidencia
científica que los bienes de origen agroalimentario exceden
los límites máximos de residuos o se encuentre prohibida
su presencia o existen contaminantes microbiológicos que
pueden afectar a los humanos. 

Artículo 148. Para la eficaz operación del Dispositivo Na-
cional de Emergencia, el Senasica coordinará la creación y
administración de uno o varios fondos de contingencia pa-
ra afrontar inmediatamente las emergencias fitozoosanita-
rias que surjan. El Senasica podrá convenir con los estados
y los municipios, órganos de coadyuvancia y particulares
interesados los términos de la integración y operación de
estos fondos, sin embargo, las directrices generales de
transparencia, equidad, rendición de cuentas y eficiencia
financiera se establecerán en disposiciones reglamentarias.

El Acuerdo por el cual se active el Dispositivo Nacional
de Emergencia, describirá el ámbito de aplicación tem-
poral, espacial, material y personal de aplicación, los es-
quemas de evaluación y las medidas fitozoosanitarias o
de reducción de riesgos de contaminación que deban eje-
cutarse de manera inmediata, con la reserva que de
acuerdo al desarrollo de la emergencia las condiciones
puedan modificarse.

Sección 3
De las Campañas Fitozoosanitaria 

y la Declaratoria de Zonas 

Capítulo I
De las Campañas Fitozoosanitarias

Artículo 149. El Senasica establecerá mediante resolución
que deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación,
las campañas fitozoosanitarias que constituirá o mantendrá
para el confinamiento, control y en su caso erradicación de
las plagas o enfermedades que determine previamente.

Artículo 150. Una vez determinadas las campañas fitozo-
osanitarias que se desarrollarán en el país, se deberá defi-
nir para cada una de ellas mediante disposiciones regla-
mentarias, el programa estratégico multianual, que tendrá
que definir el objetivo alcanzable respecto de la plaga o en-
fermedad de que se trate, así como los mecanismos y los
tiempos para alcanzarlos. Este plan deberá ser elaborado
atendiendo los principios y herramientas de la política na-
cional en materia de sanidad agroalimentaria.

Artículo 151. El programa estratégico multianual, también
deberá prever las especies o variedades, animales o vege-
tales que deberán sujetarse a las disposiciones de cada
campaña; las medidas fitozoosanitarias aplicables; las con-
diciones y requisitos para el control de la movilización de
mercancías, bienes y animales; los mecanismos de verifi-
cación e inspección; los métodos de muestreo y procedi-
mientos de diagnóstico; la delimitación de las zonas o com-
partimento; los criterios para evaluar y medir el impacto de
las medidas fitozoosanitarias; el procedimiento para con-
cluir la campaña y demás aspectos técnicos necesarios.

En la parte administrativa, el programa estratégico de cada
campaña contendrá al menos las metas y sus indicadores de
medición, plan presupuestal, mecanismos de operación y
supervisión específicos para actividades individuales.

Artículo 152. El Senasica, con cargo a los recursos apro-
bados para tales efectos en el Presupuesto de Egresos al Se-
nasica del ejercicio fiscal que corresponda, determinará las
prioridades y programas de las campañas fitozoosanitarias,
mediante un plan rector que armonizará y priorizará los es-
fuerzos de todos los involucrados en la planeación y ejecu-
ción de las campañas.

Los elementos generales y transversales de las campañas,
así como los lineamientos y directrices a que deba sujetar-
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se la elaboración de cada programa estratégico, se preverán
en disposiciones reglamentarias.

Artículo 153. Para la operación de las campañas fitozoo-
sanitarias, el Senasica podrá concertar o coordinar acciones
con dependencias o entidades de la Administración Públi-
ca Federal, los gobiernos de las entidades federativas y mu-
nicipios, así como con Organismos Auxiliares o particula-
res organizados vinculados con la materia sanitaria.

Artículo 154. El Senasica, con base en la evidencia cientí-
fica y, en su caso, el Análisis o evaluación de riesgo, podrá
determinar el inicio o la continuidad de una campaña fito-
zoosanitaria. En estos casos determinará las acciones que
se deban aplicar, las cuales serán las necesarias para la de-
tección, control y en su caso erradicación de plagas y en-
fermedades.

Capítulo II
Declaratorias de Zonas, Respecto 

de Plagas y Enfermedades

Artículo 155. El Senasica mediante disposiciones regla-
mentarias establecerá los tipos de zonas, criterios y proce-
dimientos para la gestión de una declaratoria de zona, de
acuerdo al estatus sanitario que guarde; misma que podrá
realizarse por el Ejecutivo Federal o bien solicitarse por los
gobiernos de los estados, cuya ubicación geográfica tenga
influencia en el estatus sanitario de que se trate. 

Cuando esta gestión sea iniciada a instancia de algún go-
bierno estatal, éste deberá presentar ante el Senasica solici-
tud acompañada de un expediente técnico del área candi-
data que contenga cuando menos la siguiente información:

I. Los antecedentes del área geográfica para el estable-
cimiento de la zona;

II. La descripción de la tecnología utilizada para esta-
blecer o mantener el estatus propuesto;

III. Plan de trabajo que sea operativamente factible, pa-
ra mantener el estatus de la zona de que se trate;

IV. Los resultados de la vigilancia epidemiológica im-
plementada de conformidad con las disposiciones regla-
mentarias aplicables, que soporte el establecimiento de
la zona con un grado de sensibilidad que asegure la au-
sencia o baja prevalencia de la plaga o enfermedad ob-
jetivo;

V. La caracterización agroecológica y climática de la
zona candidata a declararse;

VI. La documentación de los registros de las actividades
del manejo implementado;

VII. Los registros sobre la producción comercial en la
zona,

VIII. El índice fitozoosanitario o parámetros epidemio-
lógicos con la dinámica poblacional, incidencia, curvas
de progreso de epifítias e índices de agregación, así co-
mo la distribución espacial y temporal que sustenten la
declaratoria y validará el programa de manejo para mi-
tigar el riesgo de dispersión de Plagas; y

IX. El padrón de productores de los cultivos relaciona-
dos con la plaga o enfermedad respecto de la cual se
busque la declaratoria.

Artículo 156. Una vez que el Senasica reciba la solicitud y
el expediente técnico a que se refiere el artículo anterior,
iniciará procedimiento de evaluación. En caso de que la in-
formación no se encuentre completa, podrá prevenir por
una sola vez para una correcta integración.

Si la información del expediente técnico esté completa, el
Senasica confrontará los resultados de la evaluación técni-
ca documental con los de una visita de campo que se prac-
ticará en la zona objetivo, y de resultar satisfactoria, emiti-
rá la resolución aprobatoria que deberá publicarse en el
Diario Oficial de la Federación. Dicha declaración tendrá
una vigencia de 36 meses.

Artículo 157. Una vez declarada una zona, los interesados
en mantener dicha declaratoria deberán cumplir con lo si-
guiente:

I. Dar seguimiento al programa de trabajo anual emiti-
do por el Senasica, el cual deberá incluir las medidas fi-
tozoosanitarias, según sea el caso, tendientes a mantener
la condición declarada de la Zona;

II. Aplicar las medidas fitozoosanitarias, según sea el
caso, establecidas para controlar sanitariamente el trán-
sito de las mercancías reguladas que ingresen o transi-
ten en las zonas conforme a las disposiciones reglamen-
tarias aplicables;
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III. Implementar y documentar las actividades de vigi-
lancia epidemiológica, y

IV. Aplicar, cuando se requiera, el plan de emergencia
correspondiente.

Artículo 158. El Senasica establecerá mediante disposicio-
nes reglamentarias, las reglas para suspender, restablecer o
dejar sin efectos la declaratoria de una zona:

Artículo 159. El Senasica podrá reconocer zonas en países
que lo soliciten, de conformidad con los términos previstos
en los tratados internacionales, acuerdos, convenios, planes
de trabajo binacionales, lineamientos internacionales o re-
gionales, para lo cual se deberá realizar la evaluación téc-
nica correspondiente, en términos de lo previsto en las dis-
posiciones internacionales. Una vez obtenido un resultado
favorable se podrá publicar dicho reconocimiento en el
Diario Oficial de la Federación.

Título Quinto
De la Coordinación Internacional

Capítulo I
De las Equivalencias y del Reconocimiento Mutuo

Artículo 160. El Ejecutivo Federal por conducto del Sena-
sica se asegurará de que en todas las negociaciones y con-
venciones internacionales que se suscriban, se gestione el
principio de equivalencia y armonización de los sistemas
competencia del Senasica 

Este esquema de equivalencia deberá ser efectivo a través
del reconocimiento mutuo que deberá expresarse en los
planes y programas de trabajo. 

Artículo 161. Habiendo sido reconocidos como equivalen-
tes los sistemas, los procesos y procedimientos derivados
de estos harán prueba plena y serán vinculantes para efec-
tos del comercio exterior entre las partes. 

Los procesos certificados en los establecimientos TIF serán
la referencia primaria para la elaboración de los esquemas
de equivalencia a que refiere este capítulo. 

Capítulo II 
De la Exportación y el Tránsito Internacional

Artículo 162. Los interesados en exportar mercancías re-
guladas a un tercer país realizando acciones de logística pa-

ra tal fin en territorio mexicano, podrán solicitar ante el Se-
nasica la emisión del Certificado Internacional para la Ex-
portación. 

El Senasica resolverá las solicitudes para la expedición de
este Certificado Internacional para la Exportación, una vez
acreditado y comprobado el cumplimiento de las disposi-
ciones reglamentarias y/o los requerimientos específicos
del país que importa la mercancía.

Artículo 163. El trámite, la expedición y transmisión del
certificado a que se refiere este artículo podrá llevarse a ca-
bo a través de medios electrónicos. El Senasica determina-
rá los procedimientos respectivos para este efecto.

Artículo 164. Para aquellas mercancías de las cuales la Se-
cretaría no cuente con información del requisito fitozoosa-
nitario del país de destino, el Senasica resolverá a petición
de parte la procedencia de emitir el Certificado Internacio-
nal para la Exportación, sin responsabilidad para ésta res-
pecto a la aceptación de la mercancía por el país receptor. 

Capítulo III
De las Negociaciones Internacionales 

para la Generación de Planes de Trabajo

Artículo 165. En todas las discusiones técnicas y negocia-
ciones en que México sea parte, para el intercambio de
mercancías agroalimentarias, deberán atenderse los princi-
pios siguientes:

I. El de supremacía de la protección fitozoosanitaria, so-
bre la conveniencia económica o comercial;

II. La reciprocidad;

III. Equivalencia, armonización y reconocimiento mu-
tuo de los sistemas y servicios entre los países.

IV. Reconocimientos otorgados por los organismos in-
ternacionales en materia fitozoosanitaria.

Artículo 166. El instrumento preferente para la toma de
decisiones en las discusiones técnicas y la elaboración de
planes de trabajo, será el análisis de riesgo o evaluación del
riesgo.

Artículo 167. Los planes de trabajo binacionales o multi-
laterales para el intercambio comercial de mercancías re-
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guladas, establecerán invariablemente las medidas sanita-
rias que permitan alcanzar el nivel adecuado de protección
fitozoosanitario del país. Dichos Planes de Trabajo serán
elaborados, propuestos, acordados y suscritos por el Sena-
sica en términos de esta Ley y las demás disposiciones re-
glamentarias aplicables.

Artículo 168. El reconocimiento de zonas o regiones como
libres de enfermedades y plagas, para efectos de la viabili-
dad de exportación de mercancía regulada a México, lo re-
alizará el Senasica en términos de las disposiciones regla-
mentarias aplicables.

Queda prohibida la importación de mercancías reguladas
cuando sean originarios o procedan de zonas o regiones
que no han sido reconocidos por el Ejecutivo Federal como
libres de enfermedades o plagas que se encuentren bajo es-
quema de campaña oficial en territorio nacional, así como
de países que no cuenten con el reconocimiento de la OIE
como libres de plagas o enfermedades.

Artículo 169. Los acuerdos comerciales y planes de traba-
jo deberán considerar invariablemente la cláusula relativa a
que ante la notificación oficial de un caso o foco de enfer-
medad o plaga exótica o enfermedad o plaga que se en-
cuentre bajo campaña oficial, Senasica prohibirá de forma
inmediata la importación de las mercancías que represen-
ten riesgo fitozoosanitario, sin que ello genere responsabi-
lidad para con la contraparte. Para la presente determina-
ción, el Senasica deberá tomar en consideración la
existencia de medidas fitozoosanitarias que se pueden apli-
car en origen para la mitigación del riesgo fitozoosanitario
detectado.

Artículo 170. Las medidas fitozoosanitarias o de buenas
prácticas establecidas por el Senasica, podrán representar
un nivel de protección más elevado que el que se lograría
mediante medidas basadas en las normas, directrices o re-
comendaciones emanadas de organismos internacionales
de los que los Estados Unidos Mexicanos sea miembro,
siempre y cuando estén sustentadas en principios técnicos,
científicos y que no se mantenga sin testimonios científicos
suficientes y no discriminen de manera arbitraria o injusti-
ficable entre miembros en que prevalezcan condiciones
idénticas o similares, de manera que constituyan una res-
tricción encubierta al comercio internacional.

Capítulo IV
De la Coordinación del Senasica con Organismos 

Internacionales y Regionales

Artículo 171. Cuando los Estados Unidos Mexicanos sean
parte de un organismo internacional o regional en materia
de sanidad, inocuidad o calidad agroalimentaria, conforme
a los procedimientos aplicables la Secretaría será la encar-
gada de representarlos por conducto del Senasica. 

Artículo 172. El Senasica podrá asumir compromisos en
materia de sanidad, inocuidad o calidad agroalimentaria,
siempre que los instrumentos que dieron origen a la parti-
cipación de México así lo señalen. 

Artículo 173. La Secretaría y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público deberán prever el financiamiento de los
compromisos que México haya adquirido por la suscrip-
ción de instrumentos internacionales en los que se partici-
pe con los organismos internacionales. 

El Senasica se encargará de atender la coordinación finan-
ciera con éstos, en términos de las disposiciones reglamen-
tarias. 

Capítulo V
Auditorías y Evaluaciones 
Técnicas Internacionales

Artículo 174. El Ejecutivo Federal, por conducto del Se-
nasica, podrá prestar el apoyo necesario en materia de sa-
nidad e inocuidad agroalimentaria a los países con los que
se mantenga intercambio comercial o que se lo soliciten. 

Artículo 175. Como parte de los procesos y procedimien-
tos para hacer efectivos los acuerdos internacionales de los
que México es parte, podrán permitirse mediante el proto-
colo que para tal efecto se acuerde, auditorías y evaluacio-
nes técnicas a cargo de organismos internacionales o terce-
ros países, con el único fin de evaluar los elementos con
que México postula su participación en el comercio exte-
rior. En ningún caso se permitirá la intromisión del perso-
nal comisionado extranjero, en asuntos distintos a lo pre-
visto en este artículo. 

Artículo 176. Los procedimientos a que se refiere el ar-
tículo anterior, únicamente podrán ser autorizados si fueron
previstos en el instrumento internacional que da origen a la
solicitud y siempre que exista reciprocidad para que Méxi-
co pueda practicarlos de manera equitativa. 
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Título Sexto
Cultura Sanitaria

Capítulo I
De la Promoción de la Cultura y 

la Educación en Materia de Sanidad, Inocuidad 
y Calidad Agroalimentaria

Artículo 177. El Senasica en coordinación con las depen-
dencias competentes de la Administración Pública Federal
y las correspondientes de los Estados, municipios, organi-
zaciones de productores, instituciones públicas, privadas y
sociales, realizará en materia de cultura y educación sani-
tarias, entre otras, las siguientes acciones:

I. Campañas permanentes de difusión y eventos espe-
ciales orientados al logro de la participación organizada
de la sociedad en programas inherentes a la materia;

II. Recopilación, análisis y divulgación de investigacio-
nes en el ámbito regional, nacional e internacional;

III. Generación y habilitación de espacios orientados a
elevar el nivel de cultura, educación y capacitación en la
materia;

IV. Promover la implantación y actualización perma-
nente de los contenidos programáticos en materia de
protección de sanidad, inocuidad y calidad agroalimen-
tarias, en el sistema educativo nacional;

V. Contribuir al diseño, formulación, elaboración y pu-
blicación de materiales de comunicación educativa y
guías técnicas actualizadas, que reorienten la relación
con la sociedad;

VI. Otras que sean de interés para desarrollar y fortale-
cer la cultura de sanidad, inocuidad y calidad agroali-
mentaria.

Capítulo II
De la Vinculación Académica

Artículo 178. En materia de educación sanitaria, el Sena-
sica se coordinará con la Secretaría de Educación Pública
y con las demás dependencias o entidades competentes de
los tres órdenes de gobierno, así como de los sectores so-
cial y privado, para diseñar los programas académicos que
generen profesionales especializados en la materia regula-
da por esta Ley.

Estos programas académicos deberán considerar enunciati-
va, más no limitativamente, lo siguiente: 

I. Promover la formación, capacitación y superación de
técnicos y profesionales en la materia de sanidad, ino-
cuidad y calidad agroalimentaria;

II. Recomendar la creación y actualización constante de
los planes de estudios de carreras específicamente crea-
das para desarrollar en México las capacidades en ma-
teria de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria,
que se impartan por escuelas públicas o privadas;

III. Organizar programas de formación continua y ac-
tualización en materia de sanidad, inocuidad y calidad
agroalimentaria de los servidores públicos del ramo en
los niveles de gobierno federal, estatal y municipal;

IV. Apoyar la formación, capacitación y actualización
de los prestadores de servicios técnicos;

V. Impulsar programas de educación y capacitación des-
tinados al sector agroalimentario, así como de los po-
bladores de regiones con vocación a la producción y
conservación agroalimentaria, así como en materia de
contingencias y emergencias sanitarias;

VI. Formular programas de becas para la formación y
capacitación al sector agroalimentario; y

VII. Promover la competencia laboral y su certificación
en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroalimen-
taria.

Capítulo III
De los Premios Nacionales de Sanidad Vegetal, 

de Sanidad Animal y de Inocuidad

Artículo 179. En el contexto de la promoción y fomento de
la cultura sanitaria, se instituyen los Premios Nacionales de
Sanidad Animal, de Sanidad Vegetal y el de la Inocuidad
Agroalimentaria, con el objeto de reconocer, premiar y es-
timular anualmente el esfuerzo de quienes se destaquen en
la materia de investigación y aporte científico o tecnológi-
co, en concordancia con los objetivos de esta Ley.

Artículo 180. El procedimiento para la selección de los
acreedores a los premios señalados en el artículo anterior y
las demás previsiones que sean necesarias para hacerlo
efectivo, se establecerán en disposiciones reglamentarias.
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El Ejecutivo Federal deberá prever en el presupuesto de egre-
sos de cada año, el financiamiento de estas instituciones. 

Título Séptimo
Participación Privada en la 

Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria

Capítulo I
Esquemas de Coadyuvancia

Artículo 181. Los esquemas de coadyuvancia del sector
privado reconocidos por el Ejecutivo Federal en la materia
de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria son la
aprobación, la autorización y la concertación; quienes po-
drán auxiliar en las materias que determine la autoridad
siempre que no estén reservadas a la autoridad federal.

Las personas interesadas en obtener alguno de estos recono-
cimientos de coadyuvancia, deberán obtener resolución ex-
presa y favorable por parte del Senasica, sujetándose para tal
efecto a los procedimientos, requisitos y criterios que para ca-
da rubro se establezcan en las disposiciones reglamentarias. 

Sección 1
De las Aprobaciones

Artículo 182. En términos de la Ley Federal sobre Metro-
logía y Normalización, y las disposiciones reglamentarias
de esta Ley, el Senasica podrá emitir aprobaciones a perso-
nas morales que lo soliciten para operar como: 

I. Organismos de certificación; 

II. Unidades de verificación; y

III. Laboratorios de pruebas

Artículo 183. Para otorgar las aprobaciones a que se refie-
re esta Sección, el Senasica conformará comités de evalua-
ción de acuerdo a la materia solicitada, integrados por pro-
fesionales calificados y con experiencia en los campos de
las ramas especificadas. 

Artículo 184. Las resoluciones en que se otorguen las
aprobaciones a que se refieren los artículos anteriores, es-
tarán supeditadas al cumplimiento permanente de las si-
guientes obligaciones:

I. Prestar los servicios que se regulan en esta Ley y sus
disposiciones reglamentarias. 

II. Dar aviso inmediato al Senasica cuando conozcan
sobre la presencia de un evento que ponga en riesgo la
sanidad, inocuidad o calidad de las mercancías regu-
ladas. 

III. Dar aviso al Senasica sobre las desviaciones en las
actividades relacionadas con las mercancías reguladas
de las que tengan conocimiento.

IV. Presentar al Senasica informes periódicos sobre las
actividades que realice. 

V. Auxiliar al Senasica en caso de emergencia, en los
dispositivos que se activen. 

VI. Cumplir con las demás obligaciones a su cargo, re-
guladas en esta ley, y las disposiciones reglamentarias
de ella deriven. 

Sección 2
De los Terceros Especialistas Autorizados

Artículo 185. El Senasica podrá otorgar autorización a las
personas físicas que lo soliciten, para que operen como ter-
ceros especialistas autorizados, a fin de que coadyuven con
el Senasica, los organismos de certificación, unidades de
verificación o laboratorios de pruebas aprobados. 

Las materias en las que los terceros podrán ser autorizados
se deberán establecer en disposiciones reglamentarias pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación, de forma
que todo interesado que cumpla con los requisitos y proce-
dimientos allí establecidos pueda participar en este esque-
ma de coadyuvancia.

Artículo 186. Las disposiciones reglamentarias que preve-
an los procedimientos para autorización de terceros, debe-
rán considerar por lo menos los esquemas de capacitación,
profesionalización, adiestramiento, responsabilidades y
sanciones o incumplimiento, en congruencia con el nivel
de compromiso frente a la materia de seguridad nacional. 

Sección 3
De los profesionales coadyuvantes

Artículo 187. El Senasica podrá autorizar a personas físi-
cas que se desempeñen como profesionales agroalimenta-
rios, para que participen como asesores, capacitadores o
responsables de emitir informes de resultados en los labo-
ratorios de prueba, así como en la ejecución de todas aque-

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  VII Diario de los Debates de la Cámara de Diputados1248



llas medidas tendientes a fortalecer la sanidad, calidad o
inocuidad agroalimentaria. 

Artículo 188. Este esquema específico de coadyuvancia se
llevará a cabo en las materias determinadas por el Senasi-
ca mediante las disposiciones reglamentarias que emita pa-
ra regular esta participación privada. 

Artículo 189. Con independencia de lo previsto en el artícu-
lo anterior, el Senasica controlará la prestación de los servi-
cios veterinarios y fitosanitarios en el territorio nacional, a
través de las disposiciones reglamentarias que para el efecto
emita y que considerarán como tales a los siguientes:

I. Asesorías y servicios proporcionados por personal
responsable autorizado;

II. Procedimientos de evaluación de la conformidad; y

III. Responsabilidad. 

Sección 4
De los Organismos Auxiliares

Artículo 190. El Senasica reconocerá como figuras de coad-
yuvancia por concertación a las organizaciones de producto-
res y en general, de agentes involucrados en la cadena de va-
lor de producción y comercialización agroalimentaria que se
organicen en cada Estado o región en los términos que pre-
vistos en esta Ley y sus disposiciones reglamentarias. 

Los organismos auxiliares agruparán las materias de sani-
dad, e inocuidad y calidad agroalimentaria; y les compete-
rá el ejercicio de los componentes de control de la movili-
zación de mercancías, vigilancia epidemiológica,
colaboración diagnóstica, y generación de información pa-
ra producir inteligencia sanitaria. 

Artículo 191. Únicamente será autorizada la operación de
un organismo auxiliar por cada estado o región y el finan-
ciamiento de este será tripartito, debiendo aportar para su
creación y operación el Ejecutivo Federal por conducto del
Senasica, el gobierno del Estado que corresponda y los par-
ticulares interesados, dicho financiamiento será conforme a
los establecido en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

En caso de que por cualquier causa se suspenda la opera-
ción de un organismo auxiliar o éste desaparezca, inmedia-
tamente, el Senasica implementará los mecanismos previs-

tos en las disposiciones reglamentarias para operar de ma-
nera directa, pudiendo delegar en una entidad distinta dicha
subrogación. 

Artículo 192. El Senasica está facultada en todo momento
y en todo caso para revocar, las aprobaciones, autorizacio-
nes o reconocimientos previstos en este capítulo, debién-
dose sujetar a los procedimientos administrativos estable-
cidos por las disposiciones reglamentarias aplicables; sin
embargo, en caso de emergencia o amenaza podrá resolver
de urgente aplicación la suspensión de las figuras mencio-
nadas hasta en tanto prevalezca la situación que le dio ori-
gen a la medida precautoria. 

Capítulo II
De la Autorregulación

Artículo 193. Los productores, empresas u organizaciones
podrán desarrollar procesos voluntarios de autorregulación
en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroalimenta-
ria, que comprometan superar o cumplir mayores niveles,
metas o beneficios que los establecidos por el Senasica en
las disposiciones reglamentarias vigentes.

El Senasica en el ámbito federal, inducirá o concertará:

I. El desarrollo de procesos productivos y generación de
servicios adecuados y compatibles con la protección,
control y erradicación de plagas y enfermedades, así co-
mo sistemas de restauración en la materia, convenidos
con cámaras de industria, comercio y otras actividades
productivas, organizaciones de productores, organiza-
ciones representativas de una zona o región, institucio-
nes de investigación científica y tecnológica y otras or-
ganizaciones interesadas;

II. El cumplimiento de normas voluntarias o especifica-
ciones técnicas en la materia que sean más estrictas que
las normas oficiales mexicanas o que se refieran a as-
pectos no previstas por éstas, las cuales serán estableci-
das de común acuerdo con particulares o con asociacio-
nes u organizaciones que los representen. Para tal
efecto, la Secretaría podrá promover el establecimiento
de normas mexicanas conforme a lo previsto en la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización;

III. El establecimiento de sistemas de certificación de
procesos, productos y servicios para inducir las buenas
prácticas y los sistemas de reducción de riesgos;
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IV. La generación de patrones de consumo que sean
compatibles con las acciones y estrategias en materia de
fomento y protección a la inocuidad y la calidad de los
alimentos, debiendo observar, en su caso, las disposi-
ciones aplicables de la Ley Federal sobre Metrología y
Normalización, y

V. Las demás acciones que induzcan a las empresas a al-
canzar los objetivos de la política en materia de sanidad
e inocuidad agroalimentaria, superiores a las previstas
en la normatividad ambiental establecida.

Artículo 194. Los interesados podrán en forma voluntaria,
a través de la auditoría sanitaria solicitada al Senasica, re-
alizar el examen metodológico de sus operaciones, respec-
to de riesgo que generan, controlan y/o minimizan, así co-
mo el grado de cumplimiento de las disposiciones
reglamentarias en la materia, de los parámetros internacio-
nales o de buenas prácticas aplicables.

La Secretaría por conducto del Senasica desarrollará un
programa dirigido a fomentar la realización de auditorías,
y podrá supervisar su ejecución. Para tal efecto:

I. Elaborará los términos de referencia que establezcan
la metodología para la realización de las auditorías en
sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria;

II. Establecerá un sistema de aprobación y acredita-
miento de peritos y auditores, determinando los proce-
dimientos y requisitos que deberán cumplir los interesa-
dos para incorporarse a dicho sistema, debiendo, en su
caso, observar lo dispuesto por la Ley Federal sobre
Metrología y Normalización;

III. Desarrollará programas de capacitación en materia
de peritajes y auditorías;

IV. Instrumentará un sistema de reconocimientos y estí-
mulos para identificar a las industrias que cumplan
oportunamente los compromisos adquiridos en las audi-
torías; y

V. Convendrá o concertará con personas físicas o mora-
les, públicas o privadas, la realización de auditorías en
materia de sanidad, inocuidad o calidad agroalimenta-
ria. 

Para hacer efectivo el mecanismo previsto en el presente
artículo, se integrará un comité técnico constituido por re-

presentantes de instituciones de investigación, colegios y
asociaciones profesionales y organizaciones del sector.

Título Octavo
Disposiciones Complementarias

Capítulo I
De los Medios Alternativos 

de solución de controversias

Artículo 195. El Senasica podrá autorizar la implementa-
ción de medios alternativos de solución de controversias
que deberán ser sustanciados conforme a los principios de
legalidad, honradez, imparcialidad, equidad, buena fe, vo-
luntariedad, inmediatez, flexibilidad y confidencialidad en
el procedimiento.

Los medios alternativos de solución de controversias que
podrá implementar el Senasica serán de dos tipos:

I. Administrativos: Los que culminan con los Convenios
que, en su caso, se formalicen y suscriban en sede ad-
ministrativa, entre el Senasica y los particulares, respec-
to de los asuntos en los que se haya presentado formal-
mente alguna controversia y que se encuentren
pendientes de resolución; y

II. Jurisdiccionales: Los que finalizan con los Conve-
nios que, en su caso, se formalicen y suscriban ante la
instancia jurisdiccional competente, entre el Senasica y
los particulares que son partes en un juicio y es su vo-
luntad libre e informada para solucionar una controver-
sia, ya sea durante el juicio o, incluso, en cumplimiento
de una sentencia ejecutoriada.

Artículo 196. No procederá el Medio alternativo de solu-
ción de controversias ante el Senasica, cuando:

I. Se afecten los programas o metas de la Secretaría o
del Senasica;

II. Se atente contra el orden público o con su imple-
mentación se ponga en riesgo la fitozoosanidad del pa-
ís;

III. Tenga por objeto llevar a cabo un acuerdo conclusi-
vo en materia fiscal;

IV. Se puedan afectar derechos de terceros;
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V. La controversia verse sobre la ejecución de una san-
ción impuesta por resolución que implique una respon-
sabilidad para los servidores públicos; y

VI. Se controvierta la constitucionalidad de alguna ley
o, en su caso, de algún acto de autoridad por ser direc-
tamente violatorio de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos o de un Tratado Internacional
en materia de Derechos Humanos. 

Artículo 197. La unidad de asuntos jurídicos del Senasica
deberá analizar los asuntos a su cargo, o bien, los que le pro-
ponga cualquier área o unidad administrativa del organismo
desconcentrado, en los que sea factible llevar a cabo el medio
alternativo de solución de controversias, por considerar que
pueda generar ahorros y evitar costas por litigio o cualquier
tipo de procedimiento. En caso de que sea una área o unidad
distinta a la encargada de los asuntos jurídicos la que solicite
el análisis de los asuntos, deberá acompañarse de los térmi-
nos y condiciones contenidas en un proyecto de Convenio,
así como una propuesta de cálculo a valor presente de los cos-
tos-beneficios que implicaría llevar a cabo el medio alterna-
tivo de solución de controversias.

Artículo 198. Los particulares cuyo interés y legitimación
estén plenamente acreditados en el expediente respectivo,
podrán solicitar a la unidad encargada de los asuntos jurí-
dicos del Senasica que analice el mismo, a efecto de que
determine si procede el medio alternativo de solución de
controversias, independientemente de la etapa en la que se
encuentre. Dicha solicitud deberá estar acompañada de una
propuesta de convenio realizada por el particular, que con-
tenga los términos y condiciones propuestos.

Las solicitudes de los particulares no afectarán el procedi-
miento o juicio que se encuentre en trámite, ni serán vin-
culantes para el Senasica, hasta en tanto no se suscriba el
Convenio a que se refiere este capítulo.

Artículo 199. El procedimiento para evaluar las solicitudes
de implementación de medios alternativos de solución de
controversias, será descrito en disposiciones reglamentarias.

Artículo 200. Los servidores públicos obligados a interve-
nir en el proceso para determinar la procedencia de llevar a
cabo el medio alternativo de solución de controversias que
tengan algún impedimento o un conflicto de interés en el
asunto, deberán excusarse de conocer del mismo.

Para tal efecto, se considerará que existe un conflicto de inte-
rés, cuando el servidor público tenga, respecto del particular:

I. Nexo o vínculo laboral;

II. Nexo patrimonial o vínculo laboral con persona físi-
ca o moral que sea acreedor, deudor, cliente o proveedor
del mismo; o

III. Parentesco por consanguinidad, afinidad o civil has-
ta el cuarto grado, así como ser cónyuge, concubina o
concubinario del mismo, o bien de cualquier parte invo-
lucrada en el procedimiento o juicio.

Artículo 201. La unidad encargada de los asuntos jurídicos
remitirá copia con firmas autógrafas del Convenio suscrito
a la autoridad administrativa o jurisdiccional de que se tra-
te, para efectos de que ésta provea sobre el mismo y dé por
concluido el proceso, en términos de la legislación aplica-
ble.

Artículo 202. Una vez que el Convenio haya sido autori-
zado en la vía jurisdiccional o en la administrativa, se de-
berá elaborar una versión pública del mismo, protegiendo
en todo momento la información confidencial de los parti-
culares, por lo que las Dependencias, Entidades y Empre-
sas productivas del Estado deberán adoptar las medidas ne-
cesarias para asegurar la custodia y conservación adecuada
de los expedientes de conformidad con las disposiciones
jurídicas aplicables.

Capítulo II
Del Observador ciudadano

Artículo 203. El Senasica podrá autorizar la participación
de observadores ciudadanos de los procesos, procedimien-
tos derivados del cumplimiento de esta Ley, cuando a peti-
ción de parte, cualquier persona u organización lo solicite. 

Esta expresión de transparencia gubernamental permitirá
poner a disposición de los ciudadanos la actuación de la au-
toridad reguladora en materia de sanidad, inocuidad y cali-
dad agroalimentaria, de tal forma que los resultados de es-
ta acción permitirán conocer las necesidades, perspectivas
y propuestas de mejora del sector involucrado. 

Artículo 204. Los observadores autorizados deberán cum-
plir con los requisitos y atender los procedimientos necesa-
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rios que establezcan las autoridades concurrentes con el
Senasica en los sitios e instalaciones en que se desarrollen
las actividades materia de la autorización. 

Si como resultado de la observación ciudadana se identifica
alguna irregularidad o desvío en los procesos, deberá denun-
ciarse ante el Senasica, obligando a la instancia competente
de esta a intervenir radicando el expediente respectivo y no-
tificar los resultados de la investigación que proceda. 

Artículo 205. Con independencia de lo previsto en este capí-
tulo, cualquier ciudadano que tenga conocimiento de hechos
irregulares derivados del incumplimiento de esta Ley y las
disposiciones reglamentarias, deberá hacerlo de conocimien-
to del Senasica, bastando para ello que lo haga por escrito,
por la vía electrónica o cualquier otro medio en que quede
constancia de su recepción y que se señale lo siguiente: 

I. Datos que permitan la identificación o ubicación del pre-
sunto responsable y, en su caso, de la instalación o sitio en
que hubieran ocurrido los hechos; 

II. Descripción de los hechos que dan lugar al señalamien-
to o denuncia; y

III. Todos los elementos probatorios o de inferencia con
que se cuenten sin que su omisión sea razón para no iniciar
las investigaciones por parte del Senasica. 

El área competente del Senasica, estará obligada dentro de
los 5 días hábiles posteriores a la recepción de la denuncia,
acordar la radicación del expediente respectivo, el inicio
del procedimiento y en su caso, a prevenir al denunciante a
efecto de que aclare o amplíe la información que permita el
obtener resultados efectivos. 

Artículo 206. El Senasica contará con un plazo máximo
de 60 días naturales para resolver sobre la investigación
generada con motivo de la denuncia, con independencia
del procedimiento que por la naturaleza de las irregulari-
dades se derive. 

Capítulo III
De las medidas preventivas o de seguridad

Artículo 207. El Senasica, con la finalidad de proteger la
sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria, corregir las
irregularidades que se hubieran encontrado, impedir que se
continúen cometiendo, así como para evitar o controlar un

riesgo, podrá implementar las medidas preventivas o de se-
guridad siguientes: 

I. Prohibir o restringir la importación y movilización de
mercancía regulada, así como de aquella que sin serlo se
dictamine como riesgo sanitario;

II. Aseguramiento, guarda-custodia, retorno o destruc-
ción de mercancías reguladas, productos de riesgo y
cualquier otra mercancía que pueda diseminar enferme-
dades o plagas y, en su caso, el sacrificio de animales;

III. Dejar sin efecto en cualquier tiempo y lugar los cer-
tificados para importación, movilización y exportación
que se hayan expedido, ante el riesgo acreditado de in-
troducción o diseminación en el territorio nacional de
enfermedades y plagas a los productos agroalimenta-
rios, de declaración obligatoria para México, por notifi-
cación oficial, diagnóstico u otro mecanismo científica-
mente sustentado;

IV. Clausurar temporal o definitiva, parcial o total, de
establecimientos, instalaciones, domicilios o lugares
donde se produzcan, empaquen, fabriquen, almacenen,
comercialicen, desarrollen o presten actividades o servi-
cios relacionados con el sector agroalimentario, en don-
de se presuma que pueda haber riego o afectación a la
seguridad agroalimentaria del país;

V. Suspensión temporal de cualquier concesión, autori-
zación, registro, aprobación o reconocimiento otorgado
por el Senasica;

VI. Suspensión de la celebración de ferias, tianguis o
concentraciones de animales o productos agroalimenta-
rios, en una zona o región determinada o en todo el te-
rritorio nacional; 

VII. Ordenar la suspensión de las actividades cinegéticas;

VIII. Ordenar modificaciones o restricciones al uso o
destino de mercancías agroalimentarias; 

IX. Cancelar o suspender hojas de requisitos o combi-
naciones o autorizaciones especiales en general, expedi-
das con anterioridad a los hechos que motivan el riesgo
que se trate de evitar o controlar; 
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X. Establecer programas obligatorios de vacunaciones,
desinfecciones y otras medidas fitozoosanitarias o de
bioseguridad;

XI. Hacer uso de la fuerza pública, para lograr la ejecu-
ción de las sanciones y medidas de seguridad necesa-
rias, y 

XI. Las demás que sean necesarias para salvaguardar la
seguridad agroalimentaria del país, siempre que justifi-
quen científicamente el riesgo presente o futuro que se
esté evitando.

Capítulo IV
De las Infracciones

Artículo 208. Son infracciones administrativas:

I. Abstenerse de ejecutar en parte o en todo cualquier
medida de seguridad o precautoria ordenada por el Se-
nasica, dejar de prestar auxilio a la autoridad para su
cumplimiento u oponerse a la aplicación de cualquiera
de ellas.

II. Incumplir con las obligaciones o no proporcionar las
facilidades necesarias al personal oficial del Senasica
para el ejercicio de sus atribuciones en materia de ins-
pección, verificación y vigilancia.

III. No informar al Senasica cuando se constate la sos-
pecha o evidencia de contaminación de cualquier mer-
cancía regulada y se presuma la infracción o incumpli-
miento de las normas contenidas en la Ley y demás
disposiciones reglamentarias aplicables.

IV. Incumplir con la normativa ordenada en las campa-
ñas fitozoosanitarias, así como negarse a participar en el
desarrollo de las actividades previstas para su desarro-
llo.

V. El incumplimiento de las obligaciones que deberán
observarse para procurar el bienestar de los animales.

VI. La inobservancia de los procedimientos, métodos y
técnicas determinadas para el sacrificio humanitario de
animales.

VII. Ingresar mercancías prohibidas o reguladas sin
cumplir con los requisitos establecidos para su importa-
ción.

VIII. Incumplir con cualquiera de las obligaciones deri-
vadas de un trámite de importación o de exportación de
mercancías reguladas.

IX. Movilizar mercancía regulada en el territorio nacio-
nal sin contar con el certificado correspondiente.

X. Incumplir con las obligaciones derivadas de las con-
cesiones, autorizaciones o registros establecidas en esta
ley y en las disposiciones reglamentarias derivadas de
ésta.

XI. Exportar mercancías reguladas sin contar con el cer-
tificado respectivo o contraviniendo los procedimientos
previstos por el Senasica para tal efecto.

XII. Incumplir con el registro de los insumos agroali-
mentarios que lo requieran, así como de la modificación
de los mismos o la actualización de las formulaciones.

XIII. No cumplir con las disposiciones relativas a la in-
formación de las características de los insumos registra-
dos o autorizados o que implique un riesgo sanitario o
de contaminación.

XIV. Incumplir con las medidas para el manejo de los
insumos agroalimentarios o no proporcionar la informa-
ción técnica de éstos.

XV. Ostentar sin autorización las contraseñas distinti-
vos, etiquetas, sellos y marcas oficiales, incluidos logo-
tipos, leyendas e inscripciones previstas por esta Ley.

XVI. Presentar documentación falsa o alterada al Sena-
sica, en términos de lo dispuesto por el Código Penal
Federal, ante cualquier solicitud, trámite o servicio.

XVII. Las demás transgresiones a lo establecido en es-
ta Ley o sus disposiciones reglamentarias.

Capítulo V
De la Sanciones

Artículo 209. Las sanciones a las infracciones descritas en
este capítulo se aplicarán bajo la fórmula siguiente:

I. En el caso de infracciones previstas por las fracciones
III, VIII, XIV y XV, corresponde una sanción económi-
ca consistente en multa de 20 a 1,000 unidades de me-
dida y su actualización.
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II. En el caso de infracciones previstas por las fraccio-
nes IV, VII, IX, XI, XII y XIII, corresponde una sanción
económica consistente en multa de 1,001 a 10,000 uni-
dades de medida y su actualización.

III. En el caso de infracciones previstas por las fraccio-
nes I, II, V, VI, X, XV y XVI, corresponde una sanción
económica consistente en multa de 10,001 a 50,000
unidades de medida y su actualización. 

Por Unidad de Medida y Actualización se entiende, el sa-
lario mínimo general vigente diario para todo el país, al
momento de cometerse la infracción.

Artículo 210. Tomando en cuenta la clasificación prevista
en este capítulo adicionalmente a las sanciones económicas
descritas en el artículo que antecede, podrá imponerse a los
infractores las siguientes sanciones:

I. Clausura temporal.

II. Clausura definitiva.

III. Suspensión temporal de la concesión, autorización,
registro, aprobación, permiso, certificación o reconoci-
miento.

IV. Revocación o cancelación de la concesión, autoriza-
ción, registro, aprobación, permiso, certificación o reco-
nocimiento. 

Artículo 211. Ante la evidencia de la comisión de alguna
de las infracciones previstas en el artículo que antecede, el
Senasica por conducto de la Unidad Administrativa en tér-
minos de su estatuto orgánico substanciará el procedimien-
to correspondiente para determinar la existencia de infrac-
ciones y en su caso, dictará la resolución sancionatoria que
proceda, considerando: 

I. Los antecedentes, circunstancias personales y la si-
tuación socioeconómica del infractor;

II. El grado de intencionalidad;

III. La reincidencia;

IV. Los daños y perjuicios causados o que puedan pro-
ducirse, 

V. El beneficio directamente obtenido por el infractor,

VI. La evaluación de riesgo que pudieran afectar la sa-
nidad agroalimentaria y la salud pública.

Artículo 212. Tratándose de las infracciones por la false-
dad en las declaraciones de portación, transporte o contac-
to con mercancía regulada o prohibida en la vía turística, el
personal facultado del Senasica podrá determinar la san-
ción en el lugar de los hechos, debiendo notificar de mane-
ra inmediata al infractor, ajustándose a lo previsto por la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

Capítulo VI
De los Delitos

Artículo 213. En aquellos casos en que, como resultado
del ejercicio de sus atribuciones, la Secretaría tenga cono-
cimiento de actos u omisiones que pudieran constituir deli-
tos, formulará ante el Ministerio Público Federal la denun-
cia correspondiente.

La Secretaría proporcionará, toda la información, eviden-
cias y documentos, que sirvan como prueba de la posible
comisión de conductas constitutivas de delito conforme a
la presente ley y el Código Penal Federal.

La Secretaría será coadyuvante del Ministerio Público Fe-
deral, en los términos del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales.

Artículo 214. Se sancionará con prisión de uno a nueve
años y por el equivalente de trescientos a tres mil días mul-
ta a quien:

I. Modifique, altere o falsifique información, documen-
tación o datos necesarios para la expedición de autoriza-
ciones, aprobaciones, certificados, permisos, registros,
concesiones o avisos que se encuentren contemplados en
la presente ley.

II. Ostente sin autorización las contraseñas distintivos,
etiquetas, sellos y marcas oficiales, incluidos logotipos,
leyendas e inscripciones previstas por esta Ley.

III. Por cualquier medio evada un establecimiento de
inspección, poniendo en peligro o en riesgo la sanidad,
inocuidad y calidad agroalimentaria del país. 

IV. Sin autorización de las autoridades competentes o
contraviniendo los términos en que esta haya sido con-
cedida, importe, posea, transporte, almacene, comercia-
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lice o en general realice actos con cualquier sustancia
cuyo uso esté prohibido para la alimentación de anima-
les en las disposiciones reglamentarias emitidas por el
Senasica.

V. Al que ordene el suministro o suministre a los ani-
males destinados al abasto alguna sustancia o alimento
prohibidos por esta Ley o por las disposiciones regla-
mentarias.

VI. Al que sin tener la autorización o certificación de la
autoridad competente, ordene o ejecute cualquier activi-
dad en materia de sanidad, inocuidad y calidad agroali-
mentaria.

VII. Extorsione y agreda físicamente a personal oficial,
aprobado o autorizado por el Senasica, en el ejercicio de
sus funciones.

VIII. Ingrese o movilice en el territorio nacional las
mercancías reguladas por lugares no autorizados o dis-
tintos a los puntos de ingreso que hayan sido determi-
nados por el Senasica y conforme a las disposiciones re-
glamentarias aplicables.

IX. Cometa reiteradamente alguna infracción de las se-
ñaladas en la presente Ley.

X. Se descubra con mercancías reguladas sin la docu-
mentación que acredite el cumplimiento de lo estableci-
do en esta ley y sus disposiciones reglamentarias.

XI. No se justifique el faltante de mercancías reguladas
reportadas en el certificado correspondiente.

XII. En la movilización de las mercancías, se desvíen de
las rutas señaladas poniendo en riesgo la sanidad.

XIII. Se omita realizar el retorno al país o lugar de ori-
gen o procedencia de las mercancías o la destrucción de
las mismas, poniendo en riesgo la sanidad, inocuidad y
calidad agroalimentaria del país.

XIV. Con engaños o aprovechamiento de errores, omita
total o parcialmente el pago de algún derecho u obtenga
un beneficio indebido con perjuicio del Senasica.

XV. Oculte, altere o destruya total o parcialmente, los
registros, información o documentación que conforme a
las disposiciones reglamentarias esté obligado a llevar.

XVI. Altere o destruya distintivos, etiquetas, certifica-
dos, sellos, marcas oficiales, logotipos, leyendas, ins-
cripciones y flejes previstos por esta Ley y por las dis-
posiciones reglamentarias, que impidan que se logre el
propósito para el que fueron colocados.

XVII. Expida, emita o suscriba certificados estableci-
dos en la presente Ley, sin verificar que las mercancías
cumplan con los requerimientos exigidos por la presen-
te Ley y por sus disposiciones reglamentarias. 

XVIII. A quien ingrese al territorio nacional mercancí-
as reguladas que hayan sido autorizadas para su impor-
tación sin sujetarse a las reglas establecidas en el título
cuarto, sección 2, capítulo 1 de la presente ley por tra-
tarse de muestras de productos agroalimentarios, con fi-
nes de investigación, constatación y registro, siempre
que su fin sea otro al  antes mencionado.

XIX. Reproduzca o imprima distintivos, etiquetas, cer-
tificados, sellos, marcas oficiales, logotipos, leyendas,
inscripciones y flejes previstos por esta Ley y por las
disposiciones reglamentarias, sin estar autorizado por la
Secretaría o el Senasica o cuando estando autorizado
para ello, no se cuente con la orden de expedición co-
rrespondiente.

La pena de prisión deberá aumentarse hasta tres años más
y la pena económica hasta mil días multa, para el caso en
el que las conductas referidas en el presente artículo afec-
ten o causen un daño a la producción agroalimentaria na-
cional, al estatus sanitario de alguna zona o región del pa-
ís o ponga en peligro la seguridad agroalimentaria del
mismo.

Artículo 215. Son responsables de los delitos en materia
de sanidad, inocuidad y calidad agroalimentaria, quienes:

I. Concierten la realización del delito.

II. Realicen la conducta o el hecho descrito en la Ley.

III. Se sirva de otra persona como instrumento para eje-
cutarlo.

IV. Induzcan dolosamente a otro a cometerlo.

V. Ayuden dolosamente a otro para su comisión.

VI. Auxilien a otro, después de su ejecución.
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Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor a
los 30 días hábiles posteriores de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. A la entrada en vigor de la preste Ley,
se abroga la Ley Federal de Sanidad Animal, la Ley Fede-
ral de Sanidad Vegetal, se deroga el título décimo primero
de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables. 

Artículo Tercero. En un plazo no mayor a seis meses a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, el Ejecu-
tivo Federal deberá publicar el Reglamento de esta Ley. 

En tanto no se expida dicha disposición continuarán apli-
cándose, en lo que no se oponga a la presente Ley, las dis-
posiciones reglamentarias vigentes. 

Artículo Cuarto. Respecto a los asuntos que se encuentren
en trámite a la entrada en vigor del presente decreto, se se-
guirá aplicando en lo que corresponda las disposiciones de la
Ley Federal de Sanidad Animal, de la Ley Federal de Sani-
dad Vegetal y del Título Décimo Primero de la Ley General
de Pesca y Acuacultura Sustentables, respectivamente. 

Artículo Quinto. Los permisos, registros, autorizaciones,
certificados y reconocimientos emitidos en los términos de
las Leyes que se derogan, continuarán vigentes y serán re-
conocidos hasta en tanto concluya el plazo por el que fue-
ron emitidos. 

Artículo Sexto. En un plazo no mayor a doce meses se de-
berán emitir las disposiciones reglamentarias a que se re-
fiere esta Ley.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de
2017.— Diputados: Evelio Plata Inzunza, Germán Escobar Manjarrez,
Oswaldo Guillermo Cházaro Montalvo, Próspero Manuel Ibarra Otero,
Omar Noé Bernardino Vargas (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Agricultura y Sis-
temas de Riego, y de Ganadería, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.
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